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ADVERTENCIA 



Hemos titulado Resumen esta obra, que contiene 
un estudio jeneral de Administración y una expo- 
sición del Derecho Administrativo Chileno, porque 
no tenemos la pretensión de haber concluido un 
Tratado. 

Tiene por base los apuntes que nos sirvieron en 
nuestro profesorado en la Universidad de Chile, de 
1892 a 1897, los cuales han sido ordenados y com- 
pletados. 

La idea de que este trabajo pueda prestar alguna 
utilidad a los estudiantes de Derecho y a los hom- 
bres de Administración, nos ha inducido a publi- 
carlo. 



PRÓLOGO 



Al Sr. J. D. Amunátegui Rivera. 
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Olnco años de cátedra. — Por los mitmot rumbos.— El profesor Leteller, el profesor 
Poeeda y un plan de enseRanza del Derecho Administrativo. — Odmo el libro de 
un eminente profesor chileno aparece con lUgunas palabrí» de un profesor 
uruguayo. 

El autor de este libro no requiere presentación, 
ni la necesita en verdad, pues le basta con su pro- 
pia obra que es el fruto de cinco años de labor en 
la cátedra de Derecho Administrativo en la Uni- 
versidad de Santiago de Chile. 

Puede dejar de lado sus preseas de diplomático 
y sin ostentar para nada el mayor realce que dan 
á sus aptitudes descollantes las tres misiones que 
le confiara su Gobierno, reconociendo con ello 
sus méritos positivos, —válgale tan sólo en esta 
señalada ocasión, su bien saneado y honrosísimo 
título de profesor de Derecho Administrativo. 

Nacen nuestras vinculaciones con el autor por 
razón del oficio, pues, que ambos nos hemos con- 
sagrado á la misma tarea de enseñanza en univer- 
versidades sud- americanas. Estos países fueron 
solidarios en sus esfuerzos del pasado para con- 
quistar la independencia y no pueden vivir aisla- 
dos en lo presente cuando al amparo de las mis- 
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mas instituciones representativo- republicanas van 
persiguiendo ideales comunes ;i pueblos de la 
misma estirpe, de tradiciones semejantes y de la 
misma lengua. 

Por estas causas seculares, por esta adaptación 
constante de instituciones análogas, resulta tam- 
bién una orientación de espíritu científico que, sin 
inteligencias previas, señala las mismas direccio- 
nes en las altas cumbres del pensamiento y los 
mismos rumbos en el campo siempre agitado de 
las ideas. 

Un profesor chileno de gran valía, como lo es 
don Valentín Letelier en Chile y fuera de Chile, 
pues es citado por maestros en obras de nota,— ha- 
bía tenido la galantería de mencionar en sus Cur.^os 
mi humilde nombre, vinculándole á los progresos 
en la enseñanza del Derecho Administrativo. Traté 
de corresponder á la honrosa mención dedicándole 
á él y al profesor Posada unas líneas sobre im 
plan de enseñanza de tan importante como descui- 
dada rama del Derecho — cu vas líneas fueron á 
editarse en Madrid;— y por esa dedicatoria habré 
yo podido penetrar en el círculo de profesores 
chilenos entre los que se distingue el señor J. 
Domingo Amunátegui Rivera. 

Sin más títulos ni más vinculaciones que las 
ya indicadas y moviendo á expansiones del espíritu 
las especiales deferencias del señor Amunátegui y 
una benévola y honrosísima esquela á que acom- 
paña como primicia su libro en pliegos, — recien 
salidos de la imprenta, — me ha parecido que debía 
trasmitir al autor del libro mis impresiones como 
compañero de labor y como lector asiduo de cuanto 
sobre la materia se publica, representando un es- 
fuerzo de valor científico. 
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Es así que el libro de un eminente profesor chi- 
leno va precedido de algunas palabras de un pro- 
fesor uruguayo. Se las debíamos, aunque no fuera 
más que por la feliz coincidencia de editarse en 
nuestro país esta obra de indisputable mérito. 
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Los ESTUDIOS SOBRE ADMINISTRACIÓN y el RESUMEN. — Definiciones de la 
Olencla de la Administración y del Derecho Administrativo. — La Olencla de la 
Administración como doctrina enciclopédica y ciencia de aplicación. — Relaciones 
de la Administración con la naturaleza, los fines y la Constitución del Estado. — 
División tripartita de los Poderes; funciones administrativas dei Poder Ejecutivo. 
— Los i^randes problemas del Derecho público moderno. — Funciones administra- 
tivas de la Legislatura en el Gobierno parlamentario y en el Gobierno presiden- 
cial; Inglaterra y Estados Unidos. — Las funciones administrativas y el Poder 
Ejecutivo nacional. — La organización administrativa nacional, regional, municipal* 

El autor del Resumen había publicado en Chile, 
en 1894, unos Estudios sobre Administración. Puede 
decirse que los Estudios son el germen de este 
Resumen. Aquellos eran verdaderos apuntes; este 
es un Tratado y á pesar de su título modesto. 

Lo más fundamental de la doctrina del autor 
está contenido en las breves líneas de la Intro- 
ducción y en los prolegómenos de que invariable- 
mente precede la exposición del derecho positivo. 

No ha querido entrar en definiciones de la Cien- 
cia de la Administración, ni del Derecho Adminis- 
trativo «porque la primera no ha sido enteramente 
expuesta; porque no ha sido posible todavía formar 
cuerpo uniforme de sus principios», y respecto de 
la materia comprendida en el Derecho Administra- 
tivo «porque su complejidad y heterojeneidad ex- 
cusan también de presentar una definición com- 
pleta. » 

Hay sin duda dificultades para formular definicio- 
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nes de esas dos ciencias en términos que satisfa- 
gan por su contenido á los adeptos más exijentes 
de una ú otra de las dos escuelas dominantes. 

Pero por prescindente que quisiera ser el Profe- 
sor, no podrá sustraerse á la necesidad de dar 
un concepto general de aquellas dos Ciencias. Eso 
pasa con el autor del Resumen, «En los tres ele- 
mentos constitutivos del Estado: pueblo, territorio 
y organización política encontramos — dice — funcio- 
nes de la Administración que se refieren á cada 
uno de ellos, y en el Derecho Administrativo legisla- 
ción especial correlativa. Comprende en consecuen- 
cia nuestro ramo esas tros entidades consideradas 
en sus mutuas relaciones, es decir, entre pueblo, 6 
mejor dicho ciudadanos, ya que tratamos del Esta- 
do y Gobierno, y de éste y aquél con el territorio. 
La consideración de estas relaciones contribuye á 
fijar los deberes y derechos de Gobierno y ciuda- 
danos, colocados frente á frente y obrando dentro 
de límites que procuren por parte de ambos con- 
servar la vida misma de la sociedad, fomentar su 
progreso y mantener en toda su amplitud, confor- 
me al interés más general, incólumes la libertad y 
la iniciativa individual, n 

Este es el concepto general de que no podía 
prescindirse en la enseñanza. 

El autor, con una envidiable concisión que cam- 
pea magistralmente en toda su obra, agrega: que 
«la formación del Derecho Administrativo no es 
arbitraria: se ciñe á principios constituidos por 
leyes sociológicas Es cierto que estos princi- 
pios sufren en su aplicación práctica modificacio- 
nes producidas por las circunstancias en que se 
aplican, ya respecto de la forma de Gobierno que 
se haya dado el país, del pueblo que lo forma ó 
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del territorio en que éste vive; pero tales modifi- 
caciones no obstan al reconocimiento de los prin- 
cipios y ú la tendencia para aplicarlos en toda su 
plenitud en la lucha por el perfeccionamiento á 
que tiende la sociabilidad.» 

No se puede expresar con menos palabras los 
principios de la Ciencia de la Administración que 
sirven de base al Derecho Administrativo. 

Que la Ciencia de la Administración sea una 
disciplina enciclopédica que utiliza elementos de 
Ciencias diversas ó que las pone en contribución, 
no lo desconoce, sino que lo afirma el profesor chi- 
leno. Que á la naturaleza, á los fines, á la consti- 
tución del Estado y á las formas del mismo vaya 
subordinada la Administración 6 la función admi- 
nistrativa, también lo admite expresamente consig- 
nándolo en varias partes de su obra. 

La división tripartita de los Poderes que está 
consagrada como un dogma en las Constituciones 
escritas de los pueblos civilizados, perturba bas- 
tante los estudios administrativos y ha sido la cau- 
sa de algunas desviaciones de criterio y de plan, 
en la Ciencia de la Administración y en el Dere- 
cho Administrativo de cada país. 

La Ciencia Administrativa es Ciencia de aplica- 
ción; toma de muchas otras ciencias principios y 
conclusiones para aplicarlos en la vida del Estado, 
para organizar los servicios públicos, para conser- 
var las instituciones y mejorarlas según las nece- 
sidades sociales, conforme al interés más general, 
salvando siempre incólumes, como dice nuestro 
autor, la Libertad y la iniciativa individual. 

Y como la función administrativa del Estado ha 
de adaptarse á la Constitución del mismo, como 
esa función es inseparable de la ejecución de la 
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voluntad del Estado (*) y en la Constitución existe 
la división tripartita de los Poderes,— nada más 
natural que buscar acomodo á la función encar- 
nándola por entero en uno de los Poderos; y por 
consecuencia en el Poder Ejecutivo. 

En el régimen tripartito el Poder Ejecutivo ejerce 
la mayor parte de las funciones administrativas 
que el Estado ha menester para atender á su exis- 
tencia y desarrollo y para cumplir su misión tan 
varia, tan compleja. Nadie pone esto en duda. 
(GooDNOW. Comparativo Administratico Late, lib. I. 
cap. III á V). 

El ejercicio de las funciones administrativas no 
es del exclusivo resorte del Ejecutivo, por reduci- 
dos que sean los límites en que se encuadre la 
Ciencia de la Administración ó el Derecho Admi- 
nistrativo de cada país. Y mucho menos en nues- 
tros días en que, puede decirse con toda exactitud, 
siguiendo á un notable profesor norte-americano, 
— «los grandes problemas del Derecho público 
moderno son de un carácter casi exclusivamente 
administrativo. Así como el período pasado era 
una época de reforma constitucional, el presente 
es una época de reforma administrativa.» 

La administración como función del Estado se 
refiere á éste en su totalidad, comprende la acti- 
vidad entera del Gobierno y no un poder determi- 
nado del mismo, que no es, ni ha sido jamás 
separable en la práctica, con límites definidos, ó 
por lo menos, según la inflexible y rígida regla 
trazada por Montesquieu á favor de una inducción 
incompleta y de una observación deficiente de lo 
que por entonces existía en Inglaterra. 



(•) The íunction of exccuting the will of thc State has bccn called administra- 
tlon.— GooDNow, PolUlcs and Arfmini^íration. — 1900. 
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Por eso dice muy bien el autor de este libro 
«que no hay tal Poder administrativo, sino que el 
Poder Ejecutivo ejercita las funciones administra- 
tivas que le incumben, de la misma manera que 
el Poder Legislativo ejerce funciones flscalizado- 
ras. . . » 

Nosotros diríamos: funciones administrativas, 
puesto que éstas están repartidas entre todos los 
Poderes del Estado y la fiscalización es inherente 
á toda administración en cualquiera esfera de la 
vida que ésta se aplique. 

En la organización de los Estados modernos 
constitucionales de régimen presidencial, es bien 
visible la acción preponderante del Ejecutivo en 
las funciones administrativas del Estado, principal- 
mente si éste es de organización unitaria; como es 
bien visible en los países de régimen parlamenta- 
rio la acción preponderante del Poder Legislativo 
en las funciones administrativas del Estado. 

Durante mil años, los ingleses, — valga la palabra 
del entendido profesor norteamericano Thorpe, — no 
han hecho otra cosa que poner frenos á la Corona, 
limitar las facultades del Ejecutivo en todo sentido, 
especialmente en la composición y en la adminis- 
tración del Tesoro, parte sustancial de la Adminis- 
tración y acordar al Parlamento poderes ilimitados. 
Los norteamericanos, en cambio, se han pasado 
un siglo poniendo vallas á la Legislatura, espe- 
cialmente á las Legislaturas de los Estados y han 
acordado grandes poderes al Presidente y á los 
Gobernadores. 

Pero lo que salta á los ojos es que las funciones 
administrativas del Estado no están limitadas al 
Poder Ejecutivo, y menos al Poder Ejecutivo en 
el Gobierno nacional. 
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En este libro se previene (pág. 10, nota) que ola 
palabra Estado se aplica á la organización política 
de la nación, comprendiéndose en consecuencia no 
sólo la Administración Central sino todo el orga- 
nismo político : abraza todo el conjunto de las 

instituciones políticas. En este sentido es un error 
contraponer el Estado á las Municipalidades, las 
cuales contribuyen á constituirlo.» 

En lo que de nuestros Apuntes está publicado en 
los «Anales de la Universidad», hemos sostenido 
también la misma tesis, sin que por eso padezca 
en lo más mínimo la unidad integral de la Nación, 
que se basa fundamentalmente en el Estado Nacio- 
nal y se sostiene y robustece con el Estado regio- 
nal y el Estado municipal, los cuales por su res- 
pectiva Constitución y enlace dan origen á una 
Administración nacional regional y municipal, y á 
un derecho administrativo que es peculiar á cada 
uno de esos organismos. 
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Fuentes del Derecho Admlnietrativo.— Codificación de este Derecho.— Opiniones da 
Mallein y Ducrocq. — Dificultades y condiciones de la codificación. - División ge- 
neral de las materias administrativas.— Plan de De Qioannis Qianqulnto, plan del 
autor del « Resumen ».— Programa en la Universidad de Montevideo. — Cuestión 
principal en el examen de las materias, criterio del autor; plan de su okira. — 
División territorial. — Organización Ministerial. — Consejo de Estado chileno. — Las 
Direcciones de servicios y los Consejos Consultivos. — Los funcionarios públicos. 
— La carrera administrativa; la estabilidad en el empleo; reforma del servicio 
civil; organización burocrática. — El ejemplo de Inglaterra. 

Las fuentes del Derecho Administrativo están in- 
dicadas con insuperable concisión, como lo está 
la imposibilidad que el autor acepta, para codificar 
el Derecho Administrativo á semejanza de otros 
Derechos, sin desconocer por eso que podrán dic- 
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tarse loyes que comprendan materias determina- 
das y formar un conjunto armónico como un 

código relativo il funcionarios públicos ó á obras 
públicas», etc. 

Se ha dicho que esa misma codificación par- 
cial que está de manifiesto en muchos servicióla y 
la tendencia muy marcada á uniformar ó simplifi- 
car los Reglamentos Administrativos de servicios 
que antes aparecían confusos y dislocados, — son 
síntomas favorables á la codificación tantas veces 
ensayada. 

El tema, ha vuelto á ponerlo á la orden del día 
el eminente profesor Ducrocq, de la Facullad de 
París, quien en la séptima y reciente edición do su 
Curso examina los argumentos refutando la tesis 
del tratadista Mallein que sostenía que el Derecho 
Administrativo era incodificable. 

De 1803 á 1810, dice Ducrocq, la codificación era 
imposible, porque el Derecho Administrativo era un 
derecho en formación; pero á fines del siglo XIX, 
sobre todo en Francia, la codificación presenta 
menos dificultades. 

«No alcanza á 2.300 artículos el Código Civil; el 
administrativo no tendría muchos más; no es posi- 
ble hablar pues de multiplicidad y variedad de dis- 
posiciones ó de reglas; ni tampoco de instabilidad 
en los proyectos, pues todo el ramo de codifica- 
ción presenta hoy dos elementos, uno fijo y otro 
movible, según el progreso de las ideas y las 
transformaciones sociales. El Código de Comercio, 
el de Procedimientos, el de Instrucción Criminal, 
el Código Civil, por más intangibles que aparezcan 
han sufrido modificaciones en artículos y en títu- 
los enteros. Y entre tanto la viabilidad urbana 

y la alineación se rijen por ordenanzas y edictos de 

1» 
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los tiempos de Siilly y Enrique IV.... Inaugure- 
mos el siglo XX decretando un Código de las leyes 
administrativas de Francia. » 

Pero no basta decretar la formación del Código 
administrativo. «¿Cómo podrá reunirse en un solo 
cuerpo de condición permanente una variedad tan 
compleja de materias heterojéneas que sufren día 
á día sustanciales modificaciones y que aislada- 
mente consideradas no marchan con paso igual?» 

¿No será necesario sistematizar primero las leyes 
de los servicios, somcti(5ndolas á un plan de uni- 
dad; reducir primero á reglas y prácticas raciona- 
les el procedimiento administrativo para llegar 
después á la tentativa de redacción de un Código 
administrativo que pudiera ser entonces la conden- 
sación ordenada y preceptiva de cnanto hay de 
permanente en la organización de los servicios 
públicos y de cuanto hay aceptable en el procedi- 
miento y en la tramitación corriente? 

Nuestro colega adopta, como nosotros en nues- 
tros programas de 1888 y 1891 la división general 
de materias del profesor De Gioannis Gianquinto, 
cuya ordenación sistemática tenemos en muchísima 
estima por su trabazón lógica, acrecentando el 
valor de la obra el límpido, nervioso y elegante 
estilo que la caracteriza. 

En el plan del profesor chileno la organización 
administrativa comprende: la división territorial; 
la Administración Central que abraza cuatro capí- 
tulos: el Jefe del Estado y la gerarquía adminis- 
trativa; Ministros de Estado y organización minis- 
terial; administración consultiva y funcionarios 
públicos. La administración nnmicipal se compone 
de dos capítulos: centralización y descentralización; 
organización municipal. 



PRÓLOGO XI 

Diferimos un poco en el orden de presentación 
de la nnateria. Nosotros hemos creído conveniente 
seguir el plan del niaestro de la Universidad de 
Pisa, examinando primero bajo un aspecto doctri- 
nario y general las materias que debe comprender la 
Administración del Estado, como un todo orgánico; 
después, con mayor amplitud que el profesor ita- 
liano y siguiendo ú otros maestros no menos ilus- 
tres, estudiamos los ngentes para las funciones, 
las personas en general; las del orden administra- 
tivo; los funcionarios públicos, sus relaciones y 
gerarquías; su estado y condiciones jurídicas. Con 
ayuda de esos principios generales estudiamos el 
organismo de la Administración nuestra en sus 
dos grandes divisiones: la administración central 
y la local. Por último, la jurisdicción administra- 
tiva, considerada en sí misma dentro de la esfera 
propia de la Administración; las contiendas ó 
conflictos de lo contencioso-administrativo, con 
determinación de materia, tribunales, procedimien- 
tos y competencias. 

Las fuentes del Derecho Administrativo cierran 
nuestros programas como en el curso del profesor 
italiano. 

En cuanto á las materias administrativas, la 
principal cuestión es la referente á los límites de 
la acción del Estado. Nuestro autor hace tres divi- 
siones que responden á su criterio individualista. 
En la primera comprende las materias en las 
cuales el Estado es actor exclusivo: Hacienda Pú- 
blica, Policía y Fuerza Armada. En la segunda, 
las materias en (jue el Estado ejerce acción con- 
juntamente con los particulares: Asistencia Pública; 
Instrucción Pública; Vías v Medios de Comunicación 
y Obras Públicas. En la tercera división incluyelas 
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materias en que sólo tiene cabida la iniciativa in- 
dividual. La injerencia del Estado, en caso de 
existir, debe ser indirocta como en las Industrias. 
Aunque esta división responda en el plan del 
Resumen á una marcada tendencia individualista, 
no por eso ha descuidado la materia en sus pun- 
tos más salientes v su criterio está definido en 
estos tc?rminos: «No aceptamos al Estado indus- 
trial, sin que ello signifique que le neguemos acción 
con relación á las industrias. Tiene que ejercerla 
en defensa de los intereses sociales, sea adoptan- 
do medidas de policía ó fijando el régimen de 
ciertas industrias. Tampoco el Estado es indiferen- 
te al progreso común: lo protejo y en esta condi- 
ción le cabe importante papel en la materia. Im- 
pulsar y protejer la iniciativa individual en el 
desarrollo industrial, sin hacerle competencia ni 
ponerle trabas que la debiliten, auxiliándola en tér- 
minos que no significjuen su reemplazo por la acti- 
vidad pública, son deberes de la Administración. » 

Huyendo de elogios banales hemos recorrido el 
libro con la mayor atención (|ue himnos podido de- 
dicarle en medio de tareas de muy diversa índole. 
Es, mediante esta tarea, que hemos podido apre- 
ciar los méritos positivos de este Tratado, 

El autor ha procedido con amplitud y elevación 
de criterio, respondiendo á una exijencia ineludible 
hoy en la enseñanza, — cuando precede de una mo- 
nografía doctrinaria, general y científica, la expo- 
sición del Derecho .administrativo Chileno, y cuan- 
do le examina paralelamente con el de otras na- 
ciones. 

Así, la diriMón territorial tiene por antecedente 
un resumen que, en los más breves térmim^s indi- 
ca los factores que influyen en la distribución del 
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territorio y la formación de circunscripciones para 
la organización y ejecución de los servicios admi- 
tra ti vos. 

No trata de los Ministros de Estado, sin adelan- 
tar algunos principios de organización ministerial, 
desenvolviendo comparativamente el derecho chi- 
leno y el de otros países. 

Antes de estudiar la Administración Consultiva 
de Chile pasa en revista los antecedentes del Con- 
sejo de Estado, y hace notar las diferencias con el 
Consejo de Estado establecido en la Constitución 
Chilena. 

Sobre la tendencia exajerada á crear Direcciones 
ó Superintendencias autónomas de servicios y Con- 
sejos consultivos en ramos diversos de Administra- 
ción, hace el autor salvedades y críticas, conside- 
rando perjudicial lo primero para la unidad y 
energía de la acción administrativa y peligroso lo 
segundo porque debilita la responsabilidad y suele 
entorpecer el buen servicio público. Estas salveda- 
des no implican el desconocimiento de que las 
Direcciones puedan constituirse como secciones de 
Ministerio ni excluyen que la superintendencia sea 
de la esencia de la administración como elemento 
fiscalizante; ni pueden llevar, ni llevan tampoco á 
la negación de la conveniencia de las Direcciones, 
cuando éstas se constituyen para rejir servicios 
que requieren autonomía en su funcionamiento sin 
perder por eso su enlace con la organización mi- 
nisterial. 

Antes de estudiar la situación y condiciones del 
funcionario en Chile examina el tema de los funcio- 
narios públicos en general. Y para esta parte del 
libro, cuidadosamente elaborada, así como para 
las relativas á Administración local y al Presu^ 
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pursfo, nuosiros aplausos no i>no(len l(*ncr reservas. 
Lpa materia ha sido tratada con método, con sólido 
criterid v (*nid¡c¡óii sí^h^ctn, con notable concisión. 

I La instabilidad de funcionarios no es propia de 
Chile» y se lia n^spiMado allí el principio constitu- 
cional de la permanencia (mi el empleo mientras 
dura la buena comi)ortación. Mjís esta inamovili- 
dad no quita que allí como acpu echemos de menos 
la regularidad y escala de la planta de empleados 
de oficina y la ley de empleos y ascensos en la 
carrera administrativa. Las n^formas llevadas á 
cabo en la organización del servicio civil estable- 
cen las condiciones de cai)acidad teórico-pnícticas, 
fuera de las técnicas y profi^sionales, necesarias 
para entrar al servicio del Estado, para hacer el 
noviciado de aspiranti^s ó meritorios, mediante exá- 
menes y concursos de calificación y provisión. Se 
ha logrado distinguir así el servicio político de 
carácter instable y movinlizo (pie se refiere á los 
cargos más elevados, de din^cción superior y de 
opinión, — de los cargos de carácter administrativo 
permanente, de pltuKf inttf/or y ih» /)/anfa de ofici- 
na, depositarla a(|uélla d(* la tradición oficial, con- 
sejera d(M personal político, y d(* movimiento dis- 
ciplinado, de gradación extricta y de funciona- 
miíMito casi m(H*ánico esta última. 

La InglatíM'ra ha sido la primera, en ésta, como 
en muchas otras malcM'ias políticas, la primera en 
dar (»1 (^jeu'iplo de (pie un gobicMMio de libertad y 
d(í parlaiUíMilarisnio (^s piM^fecta mente conciliable 
con la organización burocnítica de un cuerpo per- 
manenfí» i\r funcionarios, sin incurrir por ello en 
las exnjcracinncs del funcMonarisnuí ni en los vi- 
cios (Ir una burocracia (pu* s(» cristaliza ó se con- 
viíírlc (MI vrrdadíM'n (^arconia (1(»1 Estado. 
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Concepto general de la Administración local.— La Municipalidad en Chile; vesti- 
gios d; ios Cabildos. — La Asamblea de electoras; gobierno directo por ei 
pueblo, resultados. — Limitaciones al Gobierno Municipal; responsabilidad. — 
Autonomía de las Municipalidades chilenas, rentas municipales, la capitación, 
el impuesto de mataderos. 

Si en ese capítulo sobre los funcionarios hay 
mucha y sana doctrina también hay erudición his- 
tórica de buena ley en el concepto general de la 
Administración locaL 

Chile ha tenido la suerte de ver establecido el 
régimen municipal desde las Constituciones de 
1823 y 1828. La de 1833, que no ha hecho más que 
seguir á aquéllas, establece en el capítulo VIII que 
tiene la misma rúbrica que la Sección X de nues- 
tra Constitución (^Z>eZ Gobierno y Administración in- 
terior) la composición y facultades propias de las 
municipalidades. Esas disposiciones constituciona- 
les han sido ampliadas por las leyes de 1887 y 
1891, pero la mejor parte de la rcfovma á favor de 
la autonomía municipal es la obra de medidas pu- 
ramente gubernativas que se han ajustado á las 
necesidades de los grupos comunales. Estos, que 
«son la base del municipio, no provienen de la ley, 
la cual los encuentra formados y los reglamenta en 
sus procedimientos como institución política y en 
sus relaciones con la agrupación nacional de que 
forman parte. » 

Chile conservó en sus Municipalidades un vesti- 
gio de los Cabildos coloniales. Antes de la ley de 
1887 los Alcaldes componían la Comisión de Alcal- 
des que tenía las atribuciones de la Municipalidad 
en receso de ésta; ejercían por orden de preceden- 
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cia funciones de jueces de policía local, y en con- 
secuencia, de jueces de primera instancia en los 
deparlarnentos donde no los liabla h^trados y reem- 
plazaban á éstos en casos de imposibilidad, en 
aquellos que los tenían. Hoy ejercen funciones pu- 
ramente municipales, siendo el primer Alcalde el 
jestor de los intereses de la localidad. 

Con bastante apego á la tradición ha conservado 
también la designación de reyidore^i para la mayo- 
ría de los miembros de la Municipalidad. 

La ley de 1891 introdujo la Asamblea de electo- 
res compuesta de los ciudadanos con derecho á 
sufragar y que se reúne para votar el Presupuesto 
Municipal; para pronunciarse sobre la tasa de las 
Contribuciones; sobre enagenaciones ó gravámenes 
de bienes municipales y para deliberar sobre acuer- 
dos, reglamentos ú ordenanzas de la Municipalidad 
sancionados con multas y para resolver sobre 
todas las cuestiones que les proponga la Municipa- 
lidad y sean de su competencia. 

Este es el Gobierno local, directo, por el Pueblo; 
sin base constitucional. La institución no ha pro- 
ducido en Chile ventajosos resultados. Pocos ciu- 
dadanos concurren á las sesiones de osa Asamblea 
comunal. La ley de 14 de Setiembre de 1896 ha 
modificado algunas de sus atribuciones. La Corte 
Suprema ha sido llamada á resolver el veto del 
Gobernador sobre acuerdos de las Municipalidades 
y á decidir los reclamos que por acción popular 
se interpusieren contra resoluciones ilegales de la 
Municipalidad que ésta hubiere mantenido á pesar 
de haber sido reclamados. 

Los municipales son responsables de sus actos. 
Toda persona agraviada por una resolución ilegal 
de la Municipalidad tiene acción civil para ser 
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indemnizada solidariamente por los que la acorda- 
ron, ó por el Alcalde en su caso. En la misma 
forma puede hacerse valer la responsabilidad por 
omisiones graves en el cumplimiento de los debe- 
res que imponen las leyes. 

De poco hubiera servido declarar las atribuciones 
de las Municipalidades si no se las hubiera dotado 
de rentas de administración propia ú otorgádoles 
la facultad de votarlas. Es inconcebible la autono- 
mía municipal sin esas prerrogativas. 

Gozan de las dos las Municipalidades chilenas, 
siendo municipales entre otros, completamente 
iguales á los de la Junta de Montevideo, el impues- 
to sobre haberes muebles é inmuebles que grava 
la propiedad raíz y los bienes muebles no pudien- 
do exceder de tres por mil sobre la avaluación ; el 
impuesto de patentes sobre profesiones é industrias; 
el de bebidas alcohólicas...; y el personal ó de 
capitación que paga todo varón mayor de 21 años, 
chileno ó extranjero, residente en el territorio 
municipal el día 1.® de Agosto. Es de uno á tres 
pesos según fuere de uno á tres por mil la cuota 
sobre los haberes votada por la Asamblea del 
Municipio. Esta contribución está exclusivamente 
destinada al sostenimiento de las escuelas prima- 
rias del Municipio. 

Mientras por nuestras leyes permanecemos afe- 
rrados al sistema de cobrar por cabera de animal 
el impuesto de abasto (de mataderos y carnes 
muertas) en Chile siguen el sistema racional de 
percibirlo á razón de tantos centavos por cada 
cien kilogramos de peso bruto de los animales be- 
neficiados. 

La reforma del impuesto ha sido intentada por 
la Junta de 1888, pregonada en nuestro país por 
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el primer Congreso Ganadero Agrícola y tarda ya 
demasiado, pndiendo obtenerse con ella no sólo un 
aumento notable en la renta de Abasto, estaciona- 
ria hoy ó deprimida para nuestra Municipalidad, 
sino también una distribución más equitativa de 
la carga del impuesto y un medio indirecto y efica- 
císimo para estimular mejoramientos rápidos en 
os ganados para consumo y exportación. 
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Hacienda Pública. — Dominio nacional, dominio fiscal. — Las salitreras de Tarapacá. 
— Las Oontribuciones por disc'ocho meses y los gastos por un año. — El Presu- 
puesto y el Congreso; el Parlamentarismo.— 1890. — Preparación, discusión y 
voto del Presupuesto.— La Comisión Mixta y el procedimiento inglés. — Sanción 
del Presupuesto. — Limitaciones sobre sueldos y gastos de carácter permanente. 
— El fondo consolidado del Presupuesto Inglés.— Aplicación del Presupuesta. — El 
artícalo 146 de la OonsUtudón Chilena sobre pagos ó gastos no autorizados. — 
Sin trasposiciones. — I..OS suplementos. — La cuenta de Inversión.- El Tribunal de 
Cuentas, sus atribuciones. — Nuestro régimen sobre pagos Ilegales y sobre exa- 
men de cuentas. — La Corte de Cuentas. 

Salgamos de las comparaciones tentadoras, ajenas 
á la tarea que nos hemos impuesto en el momento 
y entremos ya á la parte que consideramos de 
mayor interés, después de lo que concierne á Fun- 
cionarios y á Régimen Municipal. Recorramos Ha- 
ciencia Pública, y en ésta lo que se relaciona con 
Presupuestos, pues la doctrina y legislación sobre 
Bienes nacionales pocas dificultades ofrecen y son 
también escasos en Chile los problemas que com- 
prende el Dominio fiscal del Estado. Las tierras 
piíblicas suministran poco material de estudio, lo 
mismo que la colonización. Nueslro derecho posi- 
tivo ofrece material para un interesante volumen 
recopilativo y para otro sobre doctrinas y refor- 
mas. Las salitreras de Tarapacá, que son para 
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Chile una fuente natural, enorme, de recursos, pre- 
sentaban una situación bastante complicada cuan- 
do fueron ocupadas á consecuencia de la guerra 
con el Perú. El Gobierno liquidó esa situación por 
medio de disposiciones varias y de un empréstito para 
indemnizaciones y los establecimientos pasaron á 
manos del Estado, atendidos por la Delegación Fis- 
cal de Salitreras. 

A esta renta natural une Chile el producto de 
sus contribuciones, con la particularidad de que 
éstas se decretan allí por sólo el tiempo de 18 
meses. 

El mecanismo constitucional exije dos leyes dis- 
tintas para recaudar un impuesto: una especial 
que lo establezca y otra que autorice su cobro cada 
18 meses. 

La Constitución en el artículo 28 fija ese plazo, y 
según el mismo artículo las fuerzas de mar y tie- 
rra se fijan por igual término. 

Los gastos nacionales se fijan anualmente por la 
ley de Presupuestos. Por manera que Chile limita 
esta ley pura y exclusivamente á la enumeración de 
los gastos: no comprende en ella el cálculo de los 
Recursos, ni la autorización anual para el cobro 
de las Contribuciones. 

Pero de todos modos es necesario calcular, — 
como en todas partes, — las entradas anuales, para 
presentar al Congreso el Presupuesto con el detalle 
de los ingresos probables del año en que va á 
regir y que se destinan á cubrir los gastos con- 
signados en él. 

Chile bajo el Gobierno parlamentario de hombres 
de representación y sin dietas ha obligado al Eje- 
cutivo á ceñirse estrictamente á la voluntad del 
Congreso. Éste influye en la marcha política del 
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País y conserva en su mano la garantía más eficaz 
de buen gobierno. Sólo en virtud de una ley del 
Congreso se pueden aplicar las Contribuciones Á 
los gastos de la Administración. El Congreso puede 
negar su aprobación al proyecto que fija los gastos. 
Sin la aprobación de las leyes de contribuciones, 
de la de los gastos anuales y de la que fija las fuer- 
zar de mar y tierra; sin la aprobación de esas 
leyes, el Ejecutivo no puede gobernar. 

No poco ha costado al pueblo chileno el recono- 
cimiento de estos derechos. 

El aplazamiento de la Ley de Contribuciones en 
1890 para resistir la política del Ejecutivo, trajo la 
terrible lucha entre el Presidente y el Congreso. 
«Las consecuencias son demasiado conocidas y 
forman uno de los más tremendos capítulos de 
la historia política de Chile. » 

Merece examinarse con detenimiento el método de 
preparación, discusión y voto del Presupuesto. El 
autor ha dilucidado esos temas con abundancia de 
doctrina. En Chile se acostumbra presentar el Pre- 
supuesto al Senado, y cada Cámara designa para 
el examen varios miembros de su seno, los cuales 
forman la Comisión Mi jota que se compone de ele- 
mentos de importancia de todos los partidos polí- 
ticos. El asunto se trata á semejanza de la práctica 
inglesa, aunque no se reúnan en comité especial 
los miembros del Congreso y aunque no sea forzosa 
la presidencia del chairman; pero asisten los Minis- 
tros á las sesiones de la Comisión Mixta, y como 
opinantes pueden asistir los demás congresales. 
En verdad, es una elaboración ó estudio en comité. 

El trabajo de esa Comisión Mixta simplifica nota- 
blemente la tramitación, y la Cámara que lo recibe 
no entra en la discusión del proyecto si no se ha 
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enviado la cuenta de inversión del año anterior. 
(Art. 8." de la ley de 10 de Septiembre 1884). 

El Presupuesto debe ser presentado al Congreso 
entre el I.'' y 15 de Junio; pero éste no se ocupa 
de él hasta Octubre, en el período de las sesiones 
extraordinarias, debiendo ser discutido entre el 
15 de Octubre y el 21 de Diciembre, fecha en que, 
según el Reglamento de las Cámaras, debe estar 
aprobado por el Congreso. 

El Congreso está sometido por los Reglamentos de 
las Cámaras y por la ley de 1884 á limitaciones en la 
discusión y aprobación de la ley de Presupuestos. 

Hay en el presupuesto chileno, como en el inglés, 
una parte que no admite modificación. Todos los 
sueldos ó los gastos de carácter permanente que 
han sido fijados en tal carácter por leyes especiales, 
no se pueden modificar por el Proyecto de Presu- 
puesto. Es semejante á lo que se ha llamado fondo 
consolidado en el presupuesto inglés, aunque esta 
denominación comprende el servicio de la Deuda 
(intereses y amortización) la lista civil, las pensio- 
nes, el presupuesto de las Cortes de Justicia, sala- 
rios y emolumentos varios y otros gastos consoli- 
dados, permanentes. Un tercio del presupuesto 
inglés y cuatro quintos de entradas ó rentas que 
se excluyen anualmente del voto del Parlamento, 
forman el fondo consolidado. 

En Chile las modificaciones que se proponen 
sobre sueldos ó gastos fijados por leyes de efectos 
permanentes, se consideran y tramitan como una 
ley independiente de la de Presupuestos. Apresuré- 
monos á decir que «si los sueldos ó gastos no han 
sido fijados por leyes especiales, sino por la de 
Presupuestos, se hacen en ésta las modificaciones 
que se quiera. » 
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Por niíís qnc una ley espocial estableció que 
«toda indicación que se haga en la discusión de 
los Presupuestos para aumentar los gastos pro- 
puestos, deberá expresar también los recursos con 
que deba cubrirse, y por más que esta misma 
asignación de recursos deba contenerse en el men- 
saje ó proyecto en que se soliciten suplementos á 
las partidas del Presupuesto ya aprobado, — esas 
pragmáticas tan saludables no se observan con 
rigor en la práctica, y se imputan esos gastos á 
rentas generales. En otras naciones se sigue la 
misma práctica ó corruptela, á pesar de leyes 
reiteradas para su abolición. 

En cuanto á la nplicnción dol Prrsapuesío la 
Constitución de Chile previene, con las mismas dis- 
posiciones restrictivas que las demás, — los pagos 
indebidos; pero agrega una precaución más en las 
Disposiciones generales, artículo 146: Ningún pago 
se admitirá en cuenta á las Tesorerías del Esta- 
do, si no se hiciese á virtud de un decreto eti que 
se cómprese la ley ó la parte del presupuesto apro- 
bado por las Cámaras en que se autoriza aquel 
gasto. 

Agregúense los trámites y requisitos que esta- 
blecen, para los pagos, la ley del Tesoro y de Conta- 
bilidad y la de Presupuestos y Cuenta de inversión, y 
no queda el menor resquicio por donde puedan pro- 
ducirse desvíos, filtraciones, ó malversaciones de 
renta que han sido tan frecuentes en otros países. 

Las trasposiciones de rubros ó partidas ó items 
para aplicar los fondos á distinto objeto del seña- 
lado en el Presupuesto, estáii prohibidos en Chile, 
y de tanta tirantez se sale de apuros con pedir el 
Ejecutivo suplementos ó créditos extraordinarios, 
— en un proyecto de ley. 
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El Tr.ibunal de Cuentas, institución que viene 
allí de muy atrás y que después de varias alter- 
nativas y modificaciones ha sido reorganizado en 
1888, ejerce en la Administración importantes fun- 
ciones fiscalizadoras, representando al Presidente 
de la República los decretos de pago que conside- 
re ilegales. Se divide en dos secciones: una encar- 
gada del examen de las cuentas y la otra de su 
juzgamiento; ésta toma el nombre de Corte de 
Cuentas. Informa anualmente al Congreso sobre la 
Cuenta de inversión que debe presentar el Poder 
Ejecutivo. 

Las sentencias del Tribunal de Cuentas tienen 
el carácter de cosa juzgada, y para hacerlas eje- 
cutar, así como practicar los actos de instrucción, 
el Tribunal podrá exigir el auxilio que necesite, y 
se le prestará con arreglo á la ley orgánica de 
Tribunales. 

La Cuenta de inversión es examinada por la 
Comisión Mixta de Senadores y Diputados que 
examina los Presupuestos y el Congreso la aprueba 
ó le hace las observaciones que juzga necesarias. 

Por manera que la Constitución de Chile ha 
consagrado como precepto fundamental, en el ar- 
tículo 146, lo que casi en todas las Naciones es 
asunto de legislación ordinaria: la responsabilidad 
de los Tesoreros por toda orden de pago que no 
esté prevenida en las leyes; la responsabilidad por 
todo pago que se ordene sin expresar objeto, causa 
y ramo de gastos á que pertenece, como dispone 
nuestra ley de 9 de febrero de 1830. 

La institución del Tribunal de Cuentas es uno de 
los más sólidos baluartes para la corrección y la 
honradez en la administración financiera, si al 
mismo tiempo que funciona como Tribunal de in- 
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vcstigación y como magistratura eminente de fallos 
inapelables para el juzgamiento de todas las irre- 
gularidades, infracciones y delitos en la adminis- 
tración de los caudales públicos; — funciona tam- 
Dién como auxiliar del Poder Legislativo. Chile 
tiene la Dirección del Tesoro y de Contabilidad con 
las atribuciones características de estas Oficinas, y 
además el Tribunal de Cuentas. Nuestra ley de 15 
de Febrero de 1830 estableció la Comisión de Cuen- 
tas del Cuerpo Legislativo, compuesta de 3 diputa- 
dos nombrados por la Asamblea General; la ley 
de 1834 confió el nombramiento de una Comisión, 
á cada Cámara y la de 1880 estableció dos Sena- 
dores y tres Representantes para componer la Co- 
misión, reglamentando sus procedimientos. Pero 
esta Comisión de Cuentas está muy lejos de des- 
empeñar el papel de la Corto de Cuentas, como lo 
está también nuestra Contaduría Nacional. Proba- 
blemente nuestros estadistas miraron con preven- 
ción la institución napoleónica y siguieron las ins- 
piraciones de la ley francesa de 1819 que tenía « el 
propósito de incorporar desde luego la Corte de 
Cuentas al Cuerpo Legislativo,» según Stourm. 



VI 

Estudio sobr« Policía; dirección y organización. — Otros temas examinados en 
el RESUMEN. —Recursos contra los actos de la Administración; recursos ad- 
ministrativos. - La intervención Judicial, la Intervención legislativa. — El Oonsejo 
de Estado. — La regla romana sobre declaracián previa para el er^ulciamiento de 
funcionarios; la regla germánica; observaciones del profesor Qoodnow. — La Ju- 
risdicción de lo contencioso administrativo. — Atribuciones del Oonsejo de Estado 
y del Tribunal de Cuentas. 

Si en la exposición de doctrina y de legislación 
positiva que se relacionan con la Hacienda Públi- 
ca es sobresaliente el mérito del Resumen, no me- 
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nos digna de encomio reputamos la parte destinada 
al régimen financiero del gobierno municipal. 

Mencionaremos por último el estudio sobre Po- 
licía. Se examina primero el contenido de esta fun- 
ción del Estado; se le reduce á sus términos na- 
turales y corrientes después de haber servido 
aquella denominación para bautizar la Ciencia en 
su nacimiento, y se indican las clasificaciones que 
corresponden á la naturaleza de la materia que en 
sus diversos ramos comprende en nuestro tiempo 
la Policía, 

En cuanto á la organización y dirección de este 
importantísimo servicio, es interesante hacer notar 
que después de haber andado confundidas las atri- 
buciones de las Municipalidades y de la Administra- 
ción Central; después de haber intentado la ley de 
Municipalidades de 1891 excluir al Presidente de la 
República de la dirección general é inmediata que 
le corresponde, se produjo la reacción, y la ley de 
12 de febrero de 1896 restableció las bases de or- 
ganización y de institución policial, poniendo la 
organización y dirección de las Policías Urbanas 
en manos del Presidente, quedando la Policía Mu- 
nicipal en las comunas rurales, rejidas por las re- 
glas que dicte cada Municipalidad para las de su 
cargo. 

Dejando de lado la indicación de otras materias 
importantes contenidas en el Resumen, como las de 
Fuerza Pública (Ejército y Marina), Instrucción 
Pública y Obras Públicas, pudiera notarse, proce- 
diendo sin mayor atención, que en el libro hay un 
vacío. ¿Cuál es en Chile el sistema de Recursos 
contra los actos lesivos de la Administración 
«desde que ningún país regido constitucionalmente 
deja á la Administración una libertad absoluta en 
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el ejercicio de sus funciones, » y desde que el Dere- 
cho Administrativo al fijar la organización y com- 
petencia de las autoridades administrativas, indica 
también al individuo los recursos contra la viola- 
ción de sus derechos?» 

Esos temas están tratados en diferentes partes 
del Resumen, como correspondía según el plan de 
distribución de las materias. 

Chile, tiene los recursos de carácter puramente 
administrativo, como todas las naciones, ejercidos 
dentro de la Administración misma ante los fun- 
cionarios y por los funcionarios de orden gorárquico, 
respecto de sus subordinados. Su sistema unitario, 
así como el régimen interior y cierto grado de 
centralización administrativa, sin excluir la auto- 
nomía municipal, permiten desplegar con eficacia 
un poder disciplinario y de inspección que carac- 
teriza á toda buena organización administrativa y 
sirve para poner una valla á los abusos de los 
funcionarios. Tiene también arraigado el sistema 
de la intervención judicial. Los particulares agra- 
viados pueden recurrir ante los Tribunales para 
reclamar contra la Administración ó para impedir 
que ésta viole sus derechos. ¡En cuanto á la inter- 
vención legislativa, baste recordar que el Gobierno 
de Chile es gobierno parlamentario, ó por lo 
menos según la frase de uno de sus publicistas 
«tiene dos tercios de Parlamentarismo y el tercio 
restante de Representativo. « 

Además, el Consejo de Estado según el inciso 8.*» 
del artículo 95 de la Constitución, tiene derecho de 
moción para la destitución de los Ministros del 
Despacho, Intendentes, Gobernadores y otros em- 
pleados delincuentes, ineptos ó negligentes. 

La ley de Rí^'gimen Interior y la de Garantías 
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individuales determinan responsabilidades y ampa- 
ran contra los abusos de los funcionarios, aunque 
para proceder civilmente contra un Intendente ó 
Gobernador se requiera declaración previa de la 
Corte de Apelaciones de ser admisible la demanda, 
y para proceder criminalmente debe preceder la 
declaración del Consejo de Estado. Es más ó 
menos la antigua regla del derecho administrativo 
francés del año viii, ó la regla romana de no pro- 
ceder por daños contra los funcionarios durante su 
tiempo de servicio, sin el consentimiento de su 
superior gerárquico. El derecho inglés basado en 
el antiguo principio germánico de la igualdad de 
responsabilidad de todas las personas, facultó á 
los Tribunales para imponer penas pecuniarias á 
los funcionarios por los daños que ocasionasen 
con actos ilegales y excediéndose de su compe- 
tencia. 

El autor del Resumen acepta esa regla. 

En general, como lo dice Goodnow, — la ley, en la 
mayoría de los países cuida de limitar la responsa- 
bilidad civil y criminal de los funcionarios para 
ponerlos á cubierto de procesos vejatorios. Con fre- 
cuencia exije prácticamente una extralimitación ab- 
soluta de sus atribuciones ó verdadera corrupción, 
si han obrado dentro de su competencia, para 
admitir la responsabilidad, como en Inglaterra y 
Estados Unidos; y donde se ha reconocido tal res- 
ponsabilidad en una forma más amplia, como en 
Francia y en Alemania, ha cuidado mucho de ase- 
gurarse de que los Tribunales usen modcVad amen- 
te de su facultad de resolver la cuestión de com- 
petencia; en todos los casos hace mucho más difícil 
procesar á los funcionarios del Gobierno que á los 
particulares, y casi siempre niega toda responsa- 
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bilidad al Gobierno por los actos lesivos de sus 
funcionarios. 

De esta materia ha tratado el Rcsíimon al exa- 
minar la Responsabilidad de los funcionarios, y 
la responsabilidad de las Municipalidades ó de 
los Alcaldes y regidores. 

Según la ley orgánica de Municipalidades, la 
Corte Suprema conoce breve y sumariamente en 
los reclamos contra los Municipales cuando la Mu- 
nicipalidad hubiera desestimado el reclamo contra 
sus resoluciones ilegales. 

También resuelve la Corte la reclamación de 
cualquier ciudadano cuando la asamblea de electo- 
res no acuerda los fondos necesarios para el soste- 
nimiento de los servicios municipales obligatorios. 

Se reclama en primera instancia ante el Juez 
Letrado de lo Civil y en segunda instancia ante la 
Corte. 

Y el veto suspensivo del Intendente, Gobernador 
ó Subdelegado sobre resoluciones atentatorias de 
la Municipalidad, se resuelve por la Corte Su- 
prema. 

Esta materia nos lleva á otra que tampoco figura 
en el Resumen; á la jurisdicción de lo contencio- 
so-administrativo. No ha sido especialmente insti- 
tuida en Chile, y no entra por esto en el plan de 
estudios del autor. 

Sin embargo, el artículo 95 de la Constitución 
establece como atribución del Consejo de Estado 
conocer en todas las materias de patronato y pro- 
tección que se redujeren á contenciosas, oyendo el 
dictamen del tribunal superior de justicia que se- 
ñale la ley. — Conocer igualmente en las competen- 
cias entre las autoridades administrativas, y en las 
que ocurrieren entre éstas y los Tribunales de Jus- 
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ticia; — tiene la facultad de declarar si hay ó no 
lugar íí formación de causa en materia criminal 
contra Intendentes y Gobernadores. La ley orgánica 
de Tribunales excluye de la jurisdicción de éstos 
algunas materias de organización militar; las cau- 
sas sobre cuentas Acales en las que conoce y re- 
suelve el Tribunal de Cuentas y las causas sobre 
Cuentas Municipales. El Tribunal de Cuentas cuya 
composición es de origen administrativo se rije por 
su ley orgánica especial en la cual está señalado 
el procedimiento de examen y juzgamiento. 

Fuera de estos casos los Tribunales ordinarios 
resuelven todos los litigios; no hay pues jurisdic- 
ción especial extraordinaria para los reclamos con- 
tra el Estado, ó contra la Hacienda; no hay por 
qué estudiar los diferentes sistemas de contencioso 
administrativo. 



VII 



El plan del autor. — Carácter y utilidad de su obra. — La Administración cliUena, sus 
tendencias, reformas y progresos» — La tradición administrativa. — Opinión de Ba- 
rros Arana— La vida administrativa y la vida g^eneral de la sociedad. — Estructura 
y enersla de la Nación.— La Estrella de Clille en la constelación de las Repúbli- 
cas Americanas. 



El autor del Resumen ha podido prescindir de 
esa extensísima é intrincada materia, tanto más 
cuanto que su plan no ha sido el de exponer to- 
dos los problemas de la Administración y del De- 
recho Administrativo, sino presentar un estudio 
general de Administración, que sirva de base al 
estudio del Derecho Administrativo Chileno. 

Y puede estar seguro de haber logrado este pro- 
pósito, excediendo con mucho los límites de un 
Resumen^ como dijimos al principio, y como era 
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natural que sucediese en tan vastas materias y 
con un profesor de elevado criterio científico y 
de sobresalientes dotes didácticas. 

Su obra se caracteriza como un ví.Tdadero Trata- 
do, del cual aprovechanín grandemente, no sólo los 
estudiantes y los hombres de Administración como 
lo desea el autor, sino también los profesores de 
Derecho, los que cultivan la Ciencia por aposto- 
lado y por invencible inclinación del espíritu á ra- 
zonar las cosas que interesan A los demás y afec- 
tan la existencia y los destinos de los Pueblos. 

Chile ha conquistado su independencia en breve 
tiempo, sin grandes sacudimientos y ha afianzado 
sus instituciones sin profundos trastornos internos. 
Ha dado tiempo á que se formasen en su seno 
verdaderos estadistas. Su administración ha estado 
por lo mismo desde el principio exenta de grandes 
máculas y aunque la tendencia al conservatismo 
ha sido allí muy acentuada, las reformas institu- 
cionales y sus progresos en la Administración no 
han sido pocos, ni de escasa trascendencia. Su tra- 
dición de pueblo laborioso y fuerte le viene de 
atrás. 

Cuando los otros pueblos sud-americanos se desan- 
graban y desgarraban en medio de las convulsiones 
de la anarquía, la paz se consolidaba en Chile con 
seis años consecutivos de Gobierno reparador bajo 
el Director O'Higgins. El señor Barros Arana encuen- 
tra la explicación de este hecho extraordinario en 
el carácter tranquilo y laborioso del pueblo chileno 
y en el sistema de Gobierno, que si bien pone 
desde el principio el Poder público en manos del 
Director, lo atempera y lo refrena con la ayuda 
de los Cuerpos deliberantes, a Chile ha sido la 
colonia más pobre y atrasada de la España, dice 
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el ilustre historiador, y ha llegado á ser respetado 
é influyente, porque en el interior trabajó con un 
celo vigoroso por el desarrollo material y moral 
de la nación;» ha sido gobernado generalmente 
con elevación y templanza; sus gobiernos han 
administrado con economía constante y han ejecu- 
tado algunas veces verdaderos prodigios con muy 
escasos recursos. 

Digamos con Letelier, confirmando al mismo 
tiempo el aforismo del profesor Di Bernardo: «el 
progresivo desarrollo de la vida administrativa es 
simple efecto del progresivo desarrollo de la vida 
general de la Sociedad». 

De esas tradiciones casi seculares, vienen sin 
duda la estructura y la energía de la Nación, y 
será debido á esas condiciones que la Estrella de 
Chile no se eclipsó en medio de los episodios do- 
lorosísimos de la Guerra Nacional ó del drama del 
Pacífico y apenas si se empañó por un momento 
en medio de las sangrientas jornadas de la Guerra 
Civil. 

Esperemos que seguirá brillando incólume como 
nuncio de paz doméstica, de progreso y de con- 
fraternidad internacional entre la gloriosa conste- 
lación que forman en el cielo de América las 
demás Repúblicas sus hermanas. 

Carlos María de Pena, 

Profesor de Economía Política y de Derecho Administrativo 
en la Universidad de Montevideo. 

Septiembre 2 de 1900. 
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I. Ooncepto Jeneral. — 2. Importancia del estudio del Derecho Administrativo. — 8. El 
Poder ^ecutlvo como administrador. — 4. Fuentes del Derecho Admlnlstrathro. 
Oodlflcaclon.— 6. Ran para el estudio del Derecho Administrativo. 



1. Concepto jenerciL — El sistema, adoptado co- 
munmente, de comenzar el estudio de una materia 
por una definición que en pocas palabras abrace 
su conjunto, presenta dificultades serias y hasta 
insalvables cuando se trata de conocimientos com- 
plejos, siendo el mas considerable de esos tropiezos 
el de no comprenderse en la definición toda la ma- 
teria definida, la cual, estudiada en sus detalles, 
quizá no alcanza a ser totalmente abrazada por 
aquella, produciéndose errores o dudas que habrán 
de perturbar el criterio. Esta falta de congruencia 
entre los términos se observa en diversas defini- 
ciones del Derecho Administrativo, formuladas por 
distinguidos tratadistas. Existe, desde luego, va- 
riedad en su forma, apesar de no aparecer discor- 
dancia seria en el fondo, pues los autores que las 
presentan discurren sobre bases iguales; observan 
una misma clasificación; siguen un método seme- 
jante y exponen la doctrina y el derecho positivo 
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ajustándose a principios uniformes. Con esta va- 
riedad de forma, ofrecen las definiciones, a la sim- 
ple vista, diferencias que hacen creer a quienes 
estudian el Derecho Administrativo comenzando por 
ellas, que las doctrinas sostenidas por un autor son 
distintas a las sustentadas por otro, cuando en rea- 
lidad no existe diverjencia. Y es lójica la situación 
a este respecto. La Ciencia de la Administración 
no ha sido enteramente expuesta; la lejislacion po- 
sitiva que a ella se refiere es diversa en cada pais; 
no ha sido posible todavia formar cuerpo uniforme 
de sus principios, y, por fin, la naturaleza misma 
de las necesidades sociales pide variedad o perma- 
nencia, rapidez o lentitud en su atención, responsa- 
bilidad mas o menos estricta, según el tiempo y las 
condiciones en que se presentan y los caracteres de 
los hombres a quienes afectan. A estos diversos 
tópicos habrán de agregarse consideraciones rela- 
tivas a la complejidad de la materia comprendida 
en el Derecho Administrativo, el cual abarca la ma- 
yor parte del mecanismo político-social, pues co- 
mienza por la organización interna del Estado (1), 
continúa con el desarrollo de la actividad de éste 
en demanda de la conservación común y concluye 
con su injerencia en el progreso social y la deter- 
minación de los límites de su actividad en este 
punto. 



( I ) Casi no necesitaríamos prevenir que, en jencral, la palabra Estado se 
aplica en esta obra a la organización política de la Nación, comprendiéndose, en 
consecuencia, no solo la Administración Central sino todo el organismo político. 

La palabra Estado significa la Nación organizada políticamente en un territo- 
rio determinado. No se limita, en consecuencia, como se observa en muchas de 
las disposiciones del derecho positivo de Chile, al Gobierno Central, a los intere- 
ses jenerales o al Fisco. Abraza todo el conjunto de las instituciones políticas* 
En este sentido, es un error contraponer el Estado a las Municipalidades, las 
cuales contribuyen a constituirlo. Cuando nosotros empleamos la palabra Es- 
tado, comprendemos la entidad política en jeneral. 
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Fácilmente se comprende la existencia de dificul- 
tades que impiden formular en frase breve y ajus- 
tada a las reglas de la lójica, una definición com- 
pleta de materia que dentro de sí misma encierra 
puntos hetereojéneos y aun, por decirlo así, ciencias 
diversas. Por esto queremos presentar un concepto 
jeneral del Derecho Administrativo, sin limitarlo den- 
tro de los términos de lo que propiamente se llama 
una definición. 

Considerando los tres elementos constitutivos del 
Estado, pueblo, territorio y organización política o 
gobierno, encontramos funciones de la Administra- 
ción que se refieren a cada uno de ellos, y, en el 
Derecho Administrativo, lejislacion especial corre- 
lativa. Comprende, en consecuencia, nuestro ramo, 
esas tres entidades consideradas en sus mutuas re- 
laciones, es decir entre pueblo o, mejor dicho ciu- 
dadanos, ya que tratamos del Estado, y gobierno, 
y de éste y aquél con el territorio. La considera- 
ción de estas relaciones contribuye a fijar los de- 
beres y derechos de gobierno y ciudadanos, coloca- 
dos frente a frente y obrando dentro de límites que 
procuren por parte de ambos conservar la vida 
misma de la sociedad, fomentar su progreso y man- 
tener en toda su amplitud, conforme al interés mas 
jeneral, incólumes la libertad y la iniciativa indivi- 
dual. 

La Administración representa la actividad enér- 
jica del Estado, cuyas funciones mas amplias le 
están encomendadas. En su ejercicio se guía por 
el Derecho Administrativo, el cual comprende en 
la lejislacion positiva las leyes, decretos y demás 
manifestaciones de la acción política que a aquellas 
funciones se refieren. 

La formación del Derecho Administrativo no es 
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arbitraria; se ciñe a principios constituidos por le- 
yes sociolójicas. La observación de los diversos 
fenómenos concurrentes en el desarrollo de la vida 
de los pueblos ha determinado la estabilidad de 
ciertas reglas de organización política y hasta otras 
de mecánica gubernativa. Es cierto que estos prin- 
cipios sufren en su aplicación práctica modificacio- 
nes producidas por las circunstancias en que se 
aplican, ya respecto de la forma de gobierno que se 
haya dado el país, del pueblo que lo forma o del 
territorio en que éste vive; pero tales modificaciones 
no obstan al reconocimiento de los principios y a 
la tendencia para aplicarlos en toda su plenitud en 
la lucha por el perfeccionamiento a que tiende la 
sociabilidad. 

2. Importancia del estudio del Derecho Adminis- 
trativo. — Las agrupaciones que se forman de los 
conocimientos en los cursos de estudios destinados 
a proporcionarlos, permiten hacer una división de 
su conjunto, en instrucción jeneral e instrucción 
especial. La primera dá al individuo nociones je- 
nerales de todas las ciencias y le prepara, aunque 
sea de cierta manera superficial, para la vida en 
sociedad. La segunda restrinjo la adquisición de 
conocimientos a aquellos apropiados a un fin de- 
terminado, sin el carácter de universalidad de la 
primera. Las denominaciones mismas con que am- 
bas clases de instrucción se distinguen, bastan para 
fijar su alcance. 

El Derecho Administrativo forma parte, en los 
cursos de enseñanza, de los estudios jurídicos que 
preparan especialmente para la carrera de abogado. 
Sin embargo, tiene dentro de esta sección especial de 
la instrucción, el carácter de jeneralidad de las cien- 
cias políticas, las cuales no solo son útiles exclusi- 



RESUMEN DE DERECHO ADMINISTRATIVO 



13 



vamente a los individuos que abrazan la carrera a 
que se aplican de preferencia, sino también a todos 
los ciudadanos, la mayor parte de los cuales encon- 
trará siempre en él aplicación práctica, condición 
que no tienen otros ramos, vgr. : el derecho civil. 

Todos los ciudadanos se encuentran, en el ejercicio 
de algunos de sus derechos, frente a frente de la au- 
toridad. Conociendo las atribuciones de ésta y el al- 
cance que la lei positiva dá a sus propios dere- 
chos, los ejercitarán con independencia, pudiendo 
eficazmente defenderlos de los avances de aquella, 
no escasos, por desgracia, y siempre peligrosos. 

Los individuos que constituyen el Estado tienen 
también el deber de concurrir al manejo de los in- 
tereses comunes en la esfera que a cada cual le 
sea dable. Para que esta jestion sea fructífera y 
bien dirijida es indispensable en el ájente el cono- 
cimiento de las materias de que trata el Derecho 
Administrativo. 

La totalidad de las materias que comprende el 
Derecho Administrativo no será tal vez útil a todos 
los individuos; pero a lo menos algunas de ellas 
no deben escapar a ciertas profesiones extrañas a 
la del foro. ¿Cómo puede comprenderse un mé- 
dico, especialmente si es llamado a ejercer acción 
política, sin conocimientos de los reglamentos de 
boticas, de hiijene pública o de policía sanitaria? 
un injeniero sin conocer lo relativo al réjimen de 
ferrocarriles, al de aguas de regadío, al de obras 
públicas, etc.? 

Es, pues, el Derecho Administrativo de constante 
aplicación y su estudio de capital importancia para 
los ciudadanos. Lo requieren principalmente aque- 
llos que, no abandonando la cosa pública para de- 
dicarse exclusivamente a la atención de sus intere- 
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ses personales, consagran parte de sus esfuerzos 
al servicio nacional. 

3. El Poder Ejecutivo como administrador. — La 
división de los Poderes Públicos es punto estudiado 
en el Derecho Constitucional. Esos Poderes son 
tres: Ejecutivo, Lejislativo y Judicial, aunque mu- 
chos los aumentan con otros que o son derivados 
de alguno de los tres o no ejercen funciones del 
carácter de los nombrados. No faltan autores que 
establezcan tan solo dos Poderes: Lejislativo y Eje- 
cutivo; aquel encargado de la formación de las 
leyes y éste de su ejecución. En esta limitada ila- 
siflcacion existe un error, porque se comprende en 
el Poder Ejecutivo al Judicial, ya que ambos, 
dicen, ejecutan las leyes. Esto no es exacto sino 
respecto del Ejecutivo, el cual en realidad ejecuta 
las leyes; pero el Judicial protejo y ampara el de- 
recho sin que esto signifique ejecución. Ademas, 
la independencia que requiere éste para dictar sus 
fallos exije una absoluta separación de los domas. 
La teoría de la separación de los Poderes Públi- 
cos no es hoi discutible, guardándose natural- 
mente dentro de esta separación e independencia, 
la necesaria armonía ya que todos tienden al mismo 
fin: la conservación y el bienestar del Estado. 

La Administración Pública es ejercitada por el 
Poder Ejecutivo. Algunos tratadistas establecen )a 
existencia independiente de un Poder Administra- 
tivo. A mi ver tal Poder no existe, sino que el Po- 
der Ejecutivo, al administrar el Estado, ejercita las 
/unciones administrativas que le incumben, de la 
misma manera que al fiscalizar a la Administración 
el Poder Lejislativo e]Qrce funciones fiscali^adoras, 
sin que se reconozca un Poder Fiscalizador indepen- 
diente. Existe en realidad un conjunto de atribu- 
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ciones, de fuerza, de poder, si se quiere; pero que 
no constituye un Poder Público, tomando esta acep- 
ción en el sentido que le dá el Derecho. Si se reco- 
noce dentro del Ejecutivo un Poder Administrativo, 
deberia reconocerse también un Poder Gubernativo, 
al cual correspondería la dirección política jeneral 
del Estado. 

No encontramos fundamentos para hacer en el 
Poder Ejecutivo esta subdivisión que solo serviría 
para crear una independencia que no existe ni puede 
existir; por el contrario, muchas veces se confunden 
en su ejercicio las atribuciones gubernativas del 
Ejecutivo con las administrativas. Basta la divi- 
sión reconocida de las funciones encomendadas a 
ese Poder para analizar y comprender debidamente 
sus diversos caracteres. 

El Poder Ejecutivo tiene a su cargo la Adminis- 
tración del Estado y en esta condición le incumbe 
ejercer todas las funciones asignadas a esa parte 
del Poder Público. 

La palabra Administración se toma en el Dere- 
cho Administrativo en diversos sentidos. Significa: 

l.«» Jestion de intereses sociales. 

2.® Cuerpo de ajentes encargados de administrar 
el Estado. 

3.^ En sentido mas limitado; jestion de cada uno 
de los servicios públicos y su personal: Administra- 
ción de la Hacienda; Administración de Prisiones; 
Fulano de tal pertenece a la Administración de 
Aduanas. 

4. Fuentes del Derecho Administrativo, Codifica- 
ción. — El estudio de las fuentes del Derecho Admi- 
nistrativo está ligado con la cuestión relativa a su 
codificación. Si existiera un Código Administrativo, 
o hubiera posibilidad de formarlo, se encontraría en 
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él la fuente inmediata del Derecho. Pero la forma- 
ción de ese Código es imposible en el estado actual 
de la organización política y seguramente no se lle- 
gará tan luego a un perfeccionamiento definitivo que 
permita juntar en un solo cuerpo jurídico las bases 
y los detalles de la Administración Pública. Los de- 
rechos civiles se establecen perfectamente en la lei, 
como así mismo las responsabilidades que acarrean 
sus violaciones; pero no es posible codificar dispo- 
siciones que se refieren a servicios variables por 
su propia naturaleza, a servicios que surjen de im- 
proviso según se presenten las necesidades. Podrán 
dictarse leyes que comprendan materias determina- 
das y formar un conjunto armónico (1), vg. : una 
lei o Código relativo a funcionarios públicos, otra a 
obras públicas, encerrando en ellas las diversas 
disposiciones que les afecten; pero no se vé como 
puede reunirse en un solo cuerpo de condición per- 
manente, una variedad tan completa de materias 
hctereojéneas que sufren dia a dia sustanciales mo- 
dificaciones y que aisladamente consideradas no 
marchan con paso igual. 

No existiendo un Código especial, las fuentes del 
Derecho Administrativo han de ser numerosas y 
variadas. Tienen por base positiva, como todo el 
Derecho Público, la Constitución del Estado, punto 
de arranque de la lejislacion que regla la materia. 
En la Constitución se encuentra el fundamento or- 
gánico del Poder Político y a grandes rasgos se ma- 
nifiestan las funciones de sus ajenies en la Admi- 
nistración Pública. 

Sigue en importancia la lei, manifestación de la 



( 1 ) En Portugal existe un Código Administrativo que solo comprende la parte 
orgánica de la administración local. 
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voluntad lejislativa, la cual encarga de su ejecu- 
ción a la Administración. 

Emanan de la lei el reglamento y el decreto. De 
ambos trataremos oportunamente; pero considerán- 
dolos, por ahora, como fuentes del Derecho Admi- 
nistrativo, debemos manifestar que el decreto, en 
el cual se comprende el reglamento respecto de la 
forma, es una base mui estensa, por cuanto el ca- 
rácter de jeneralidad que suele tener, el crecido nú- 
mero en que se espide y, en fin, las resoluciones 
aun casuísticas que dicta, le hacen una de las mas 
amplias fuentes del Derecho Administrativo. 

La costumbre, sin constituir derecho, la práctica, 
como jeneralmente se dice, es también fuente del 
Derecho Administrativo. Encargado el Ejecutivo de 
la administración del Estado, la cual comprende 
atenciones que surjen de improviso, habrá de adop- 
tar medidas que, sin ser contrarias a la lei escrita, 
no han podido ser previstas por ella. Con frecuen- 
cia, el Presidente de la República dicta decretos 
para designar comisiones especiales encargadas de 
estudiar un punto determinado, sin que para ello 
le haya conferido atribución especial el Poder Le- 
jislativo. La tramitación de muchos asuntos admi- 
nistrativos, con la cual pueden afectarse valiosos 
intereses, se sujeta tan solo a reglas de analojía o 
a la costumbre. 

La falta de codificación administrativa, el número 
considerable de disposiciones que gobiernan la Ad- 
ministración Pública y el constituir la costumbre 
fuente en su réjimen, imponen, fuera de otras ra- 
zones que oportunamente se expondrán, la exijen- 
cia de una preparación teórica y práctica en los 
ajentes administrativos. 
5. Plan para el estadio del Derecho Adminis- 
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trafico. — Los tratadisins oxpoiKMi (h* divorsas mane- 
ras la materia (jiio vamos a considerar. Hacendó ella 
divisiones y clasificaciones ajustadas al criterio que 
guía a cada uno. Por nuestra part(\ s(»gniremos el 
plan jeneral de mas común ac(»ptacion y clasifica- 
remos los diversos puntos de manera que se facilite 
mas seguramente la asimilación de la doctrina y 
del dcnx^cho positivo, Aun(|U(í tratíuidose de simples 
apuntes, (pie no tienen el caráctcír de un tratado 
didáctico y doctrinario, no n(íC(?sitaríamos someter- 
nos a un plan (ís|)ecial, lo hacíimos i)ara ipie se 
diseñen con mas exactitud las condiciones o carac- 
teres de las instituciones administrativas y de las 
funciones de la Administración. 

Nuestro plan se limita, (mi su i)arte mas j(»neral, 
a dividir el estudio del D(»recho Administrativo en 
dos secciones: I.'* Orgfinuacion Admitñ.^frdtird; 2." 
Materias A dmin istra ticas. 

La primera abarca la organización jeneral de la 
Administración, tanto en lo (píe so refiere a la sa- 
tisfacción de los intereses jeuíM-ales, encargados a 
la Administración Central como a la de los intercí- 
ses locales a cargo de la Administración Local o 
Municipal. Naturalmente, en esta primera parte nos 
limitamos al estudio de la organización jeneral del 
Estado, sin entrar en detalh^s relativos a los diver- 
sos servicios particulares; subdividimos la nuiteria 
en las dos secciones ((tie se han indicado, es de- 
cir, 1.» Organización de la Administración Central; 
2.a Organización de la Administración Mtmicipal. 

La segunda parte la destinamos al estudio d(» 
las Materias Administraticas, tpie comprenden el 
objeto y las funciones propias de la Administra- 
ción, detallando separadamente, al tratar de cada 
una de ellas, los servicios especiales que las afee- 



RESUMEN DE DERECHO ADMINISTRATIVO 



19 



tan. En esta coiiiipleja materia estudiamos la ac- 
ción de la Administración, el alcance de su acti- 
vidad, o sea los límites en que debe encerrarse 
cuando le llega el caso de ponerse frente a la ac- 
tividad individual, y la organización particular de 
los servicios establecidos o necesarios para llenar 
las funciones respectivas y que solo de manera je- 
neral pueden tratarse en la primera parte. En el 
estudio de las Materias Administrativas surjen va- 
riadas cuestiones, siendo la principal de ellas, y 
que nosotros tomamos como base, la referente a 
los límites de la acción pública. 

Según los caracteres de estas Materias Adminis- 
trativas consideradas sobre la base anterior, podrían 
formarse dos grupos: el primero comprendería 
aquellas que se refleren a la seguridad jeneral y a la 
conservación de la sociedad, como la policía, el 
ejército y la marina: el segundo aquellas que tie- 
nen por fin el progreso, como la industria. Esta 
división permite analizar, respecto de las materias 
comprendidas en cada uno de los grupos, la inje- 
rencia en ellos del organismo político (1). Pero, sin 
necesidad de exponer fundamentos, que habrán de 
formularse mas adelante, se ajusta a nuestro pro- 
pósito la división en tres secciones: 

1.^ Comprende las materias en las cuales el Es- 
tado es actor exclusivo, sin que nadie le niegue de- 
rechos u obhgaciones y sin injerencia de la inicia- 
tiva individual en la jestion ; vgr. : la seguridad 
pública. 

2.* Materias en que ejerce acción el Estado con- 
juntamente con los particulares; vgr.: asistencia, 



(I) Ejsta división es seguida y mui bien sostenida por Gianquinto, profesor de 
la Universidad de Pisa, en su magnííico Corso di Diritto Pubblico Amminis- 
trauco. 
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instrucción. La acción del Kstado puede ser ne- 
cosaria, como la soslonemos en la asistencia y en 
la instrucción y voluntaria como en la construcción 
y explotación de ferrocarriles. 

3.* Materia en que solo ticíne cabida la iniciativa 
individual. La injerencia d<»l Kstado, en caso de 
existir, debe ser indirecta. La única que forma en 
esta categoría es la industria (1). 

Con estos antecedentes, podemos presentar como 
sigue el plan de esta obra: 

PRIMERA PARTE 

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA 



DIVISIÓN TERRITORIAL 

a) Administración central 

CONCEPTO JENERAL 

I. JEFE DEL ESTADO Y JERARQUÍA ADMINISTRATIVA. 

II. MINISTROS DE KSTADO. ORGANIZACIÓN MINISTE- 
RIAL. 

III. ADMINISTRACIÓN CONSULTIVA. 

IV. FUNCIONARIOS PÚBLICOS. 

b) Administración municipal 

CONCEPTO JENERAL 

I. CENTRALIZACIÓN Y DESCENTRALIZACIÓN. 
II. ORGANIZACIÓN MUNICIPAL. 



(1) Es necesario insistir en qiic consideramos, al hacer osla clasiflracion, al Es 
tado como jestor directo, ya sea industrial o instructor, lo que no sig^niílca ne- 
garle participación obligada en las materias respcMítivas para reglamentarlas. 
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SEGUNDA PARTE 



MATERIAS ADMINISTRATIVAS 



CONCEPTO JENERAL 



a) Materias exclusivas de la Administración 



I. HACIENDA PÚBLICA. 
II. POLICÍA. 
III. FUERZA ARMADA. 



L 
II. 

III. 

VI. 



b) Materias a que atienden la Administración 
y la iniciativa individual 

ASISTENCIA PÚBLICA. 
INSTRUCCIÓN PÚBLICA. 
VÍAS Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN. 
OBRAS PÚBLICAS. 



c) Materia propia de la iniciativa individual 



INDUSTRIA 






^1' 



1 ! 



I 



I 






PRIMERA PARTE 



ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA 



['• ^ 



PRIMERA PARTE 



ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA 



Los intereses confiados a la Administración Pú- 
blica presentan caracteres diferentes que dejan ver 
en ellos dos secciones con particularidades espe- 
ciales. Unos afectan a la comunidad de la nación 
y abarcan, por consiguiente, toda la estension del 
territorio y comprenden el conjunto de sus ha- 
bitantes; otros atañen mas directamente a grupos 
locales, reduciéndose a pequeñas secciones territo- 
riales y a limitado número de personas de la co- 
munidad jeneral. Estas dos clases de intereses re- 
quieren organización particular y separada y por 
esto dividimos esta parte en dos secciones, com- 
prendiendo en la primera la que tiene a su cargo 
la atención de los intereses jenerales, Administra- 
ción Central, y en la segunda la encargada de los 
intereses \ocdAe^, Administración Local o Munici- 
paL A ambos afecta de igual manera el territorio. 
uno de los elementos constitutivos del Estado, y su 
división, base de la organización administrativa. 



'! 
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DIVISIÓN TERRITORIAL 

La organización política do las naciones, es de- 
cir, la constitución dol pnt^blo en Estado, con te- 
rritorio propio, no se comprende sin un fraccio- 
nanniento de éste en secciones que faciliten la 
Administración, sirvan de l)ase para distribuir el 
servicio público y constituyan con exactitud el do- 
micilio de los ciudadanos. 

Tan pronto como nace el Estado con sus tres ele- 
mentos fun(lameníal(»s de pu(*blo, constitución o go- 
bierno y territorio, se presenta la necesidad de di- 
vidir éste en circunscripciones administrativas y a 
esta regla jeneral orgjínica no ha faltado ninguna 
sociedad política. 

En el derecho antiguo se encuentran variadas cla- 
sificaciones o divisiones, dentro de las cuales se 
agrupan los ciudadanos: son conocidas en Roma, 
fuente vastísima de nuestro derecho moderno, pú- 
bhco y privado, las ct/ria.^, dccuricfs, centurias y 
tribus. Este último grupo, de alta importancia en 
la organización romana, tuvo su oríjen en el te- 
rritorio, es decir, provino de una división territo- 
rial. Al municipio le afectaba también una por- 
ción de tierra. 

Las secciones territoriales reciben diversas deno- 
minaciones, siendo mui común en los Estados la 
provincia, término que es conveniente analizar. 
Aparece por primera vez para designar los terri- 
torios que Roma sometió a su imperio y la eti- 
molojía misma de la palabra (de vinccre) lo ma- 
nifiesta; pero comprendió también, en el derecho, 
la esfera de acción, el conjunto de atribuciones, la 
competencia, por decirlo así, del jefe de esa sec- 
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cion territorial, sometida al pago de impuestos es- 
peciales. Como se ve, la idea primei'a de la pro- 
vincia es bien diversa de la que hoi se aplica a 
este término, pues se dá siempre a divisiones den- 
tro del territorio del Estado, en contraposición al 
gobierno de un pais colonial. Conforme a aquella 
noción, la provincia, tiene, por otra parte, cierta 
independencia en el manejo de sus intereses, y en 
consecuencia, aceptando la espresion por su fun- 
damento histórico y etimolójico, no podría aplicarse 
a las divisiones territoriales de un Estado unitario. 

La determinación de las secciones territoriales 
está sujeta a principios aplicables según las con- 
diciones especiales de cada pais y, aun, dentro de 
un mismo Estado, es necesario considerar la diver- 
sidad de circunstancias que afectan a cada zona 
del territorio. Como ejemplo, entre nosotros, pode- 
mos citar a Magallanes, sección territorial que no 
se encuentra en condiciones de formar ni una pro- 
vincia ni menos un departamento, conforme al sis- 
tema de división establecido por la Constitución. 

Muchas reglas se formulan para verificar la di- 
visión territorial de un Estado y asignar los lími- 
tes correspondientes a cada una. Agrupándolas, se 
refieren ellas a la población, a los deslindes natu- 
rales, sean rios, montañas, etc., a las industrias y 
a la riqueza en jeneral, a los antecedentes históri- 
cos, todos los cuales son factores que deben consi- 
derarse conjuntamente. 

La uniformidad en la asignación de las divisiones 
territoriales a los servicios públicos y en consecuen- 
cia, la necesidad de que aquéllas sean fácilmente 
aplicables a éstos, es un punto que debe atenderse. 
Los servicios del Estado no son homojéneos y unos 
pueden cumplirse en distintas esferas de agrupado- 
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ncs, relacionadas con determinados puntos ckil te- 
rritorio y nó con otros; y ante este raciocinio se lleva 
a la pníctica una determinación variada de la at(Mi- 
cion pública respecto de las circunscripciones te- 
rritoriales. Este sistema es contrario a las bases 
orgánicas del Estado, (|ue demandan armonía je- 
neral y completa en todos los ónhMies de su actividad; 
la cual, comprendida en su mas lato desarrollo, 
simplifica el mecanismo administrativo, siempre que 
asigne a sus servicios un campo común para ejer- 
citarse. 

El territorio de Chile formaba, al iniciarse la re- 
volución de la Independencia, una Capitanía Jeneral 
que se dividía en dos Intendc/iciffs separadas por 
el rio Maule y subdivididas en partidos, Santiago 
era la capital de la Capitanía y de la intendencia 
del norte y Concepción de la del sur. En 1811, el 
Congreso Nacional creó la Intendencia de Coquimbo. 

En la serie de Constituciones y de proyectos de 
organización política promulgados antes de la vi- 
jente Carta Fundamental, se formularon variadas 
divisiones del territorio, manteniéndose por mayor 
tiempo la verificada por lei de 30 de agosto de 182G 
que lo dividió en ocho provincias. 

Esta misma división contenian el Proyecto ele tui 
reglamento provisorio para Ui administración de 
las procincias, y un decreto de 31 de enero de 1836. 
El citado proyecto de reglamento provisorio, que 
se presentó por el Ministro del Interior don Joaquín 
Campino al Consejo Directorial el 30 de noviembre 
de 1825 subdividia las provincias en municipalida- 
des y parroquias (1). 



(1) Ramón Bricexo, Memoria Histórico Critica áel Derecho Público Chileno, 
páj8. 175 y 431. 
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La división actual está fijada en la Constitución 
vijentíi como sigue : 

« Art. 106. El territorio de la República se divide 
en provincias, las provincias en departamentos, los 
departamentos en subdelegaciones y las subdelega- 
ciones en distritos.» 

La Constitución no ha fijado ni el número de 
las provincias ni el de las subdivisiones. El au- 
mento de población, los medios de transporte, las 
vias de comunicación, el desarrollo del comercio y 
muchas otras causas pueden modificar las divisio- 
nes territoriales, y, en consecuencia, se limita a 
determinar la forma en que deben llevarse a 
término, ordenando en el artículo 28 que solo en 
virtud de una lei se puede: 

«5.» Crear nuevas provincias o departamentos; 
arreglar sus límites ...» 

La Constitución confía a la lei el poder de crear 
provincias y departamentos y nada dice, en cuanto 
a su orí jen, respecto de las subdelegaciones y dis- 
tritos, secciones territoriales que ella misma es- 
tablece. En esta omisión constitucional, fundada 
seguramente en la necesidad de dejar mas ampli- 
tud a otras autoridades, el Ejecutivo, por medio de 
decretos, ha determinado el número de las subde- 
legaciones y distritos que a cada departamento co- 
rresponden, como asimismo sus respectivos lími- 
tes. Esta facultad, reglamentada por la lei de 
Réjimen Interior de 22 de diciembre de 1885, ha 
sufrido una modificación introducida por la lei 
electoral de 20 de agosto de 1890. 

La lei de Réjimen Interior en su artículo 32 dice: 
«El número de subdelegaciones en cada departa- 
mento y el de distritos en cada subdclegacion, sus 
límites y designaciones serán fijados por el Presi- 
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dentó (lo la R(?j)ública provio ¡nforiiu» do la Muni- 
cipalidad ro.spoctiva. » 

La loi olocloral do 20 (1(* agosto do 1890 dispono, 
por su parto, on ol artículo 2.^ do los transitorios: 

«Desdo la focha do la pul)licacion do la pn^sonte 
lei no podnín allorarso los líinit(»s ni ol niunoro do 
las subdelogacionos actuaIin(Mil(^ (í.\ist(ínt(»s on los 
departamentos do la República, o 

No dejará do llamar la atención í|uo on una loi 
do elecciones se determino, do una numera nega- 
tiva, la forma en (pie so lian do constituir las di- 
visiones territoriales, no asignadas tan solo a un 
fin electoral, sino a variados negocios piiblicos. Y 
decimos on forma negativa, ])or(pio establece una 
prohibición que no puedo sor absoluta, pues con- 
signada en una lei ha de poder n^formarso por 
otra lei; de donde so deduce que hoi, solo por 
este medio se crean subd(íl(*gacionos y se modifi- 
can sus límites. 

La explicación de esta novedad se encuentra, 
como sucede jonoralmento con las especialidades de 
cualquiera de nuestras leyes administrativas, en 
su historia y en su espíritu. La lei do elecciones 
de 1890 tiene íntima relación con la orgánica de 
Municipalidades de 1891 ; ambas concurren al fin 
de constituir la autonomía municipal y dentro de 
ella la libertad de elecciones. Se quiso quitar al 
Presidente do la República la facultad do fijar o 
cambiar una circunscripción que ha do ser base 
del municipio y del poder electoral. 

El papel que cada una de las divisiones territo- 
riales creadas por la Constitución, desempeña en 
nuestro organismo político -administrativo es el si- 
guiente : 

Provincia. — La provincia tiene una condición 
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inni distinta de la que le asignan la historia y las 
instituciones de otros Estados. 

Mientras en el imperio romano comienza siendo 
una persona moral y, mas tarde, en muchos Es- 
tados, una especie de agrupación independiente, 
entre nosotros no ejerce función alguna. Al frente 
de ella se encuentra el Intendente, cuyas atribu- 
ciones se refieren mas bien a su carácter de gober- 
nador del departamento en que está ubicada la ca- 
pital de la provincia (jue a ésta entera. No tiene 
personería de ninguna clase. En Francia no existe la 
provincia ; en Italia tiene personería e institucio- 
nes especiales. 

Los servicios que afectan a la provincia son re- 
ducidos. Las gobernaciones marítimas correspon- 
den a una o mas provincias (1); las Cortes de 
Apelaciones ejercen su jurisdicción sobre varias 
provincias; desempeña también una función en la 
lei electoral; pero no es su base; la lei de instruc- 
ción secundaria y superior determina que exista 
un Liceo de segunda enseñanza a lo menos en 
cacha provincia; los visitadores de instrucción pri- 
maria ejercen en ella su jurisdicción; para el nom- 
bramiento de jueces letrados se exijen condicio- 
nes especiales según se trate de un juzgado de 
departamento o de capital de provincia; y por fin 
en cada cabecera de provincia existe una adminis- 
tración principal de correos que sirve a todo su 
territorio. En el orden militar la provincia consti- 
tuye una Comandancia Jeneral de Armas. Todas 
las materias enumeradas no justifican la existen- 
cia de una división territorial (jue no tiene verda- 
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(1) Loí de 30 dj agosto de IS'iS. Hoi existen quince Ko>)ornaciones marítimas. 
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dera personalidad y que ¡ni todavía reduciéndose 
mas con el desarrollo de la vida municipal. 

La Constitución de 1828 daba a la provincia ma- 
yor influencia en la vida política. Colocaba a su 
frente al Intendente y a una Asamblea Provincial, 
a la que encomendaba vijilancia jeneral sobre las 
Municipalidades. Quizá es tiempo de volver a aquel 
sistema, si se quiere establecer algún control para 
el manejo de los servicios municipales, principal- 
mente en lo que se refiere a la contratación de em- 
préstitos y administración jeneral de fondos. Las 
asambleas de electores creadas por la lei de 22 de 
diciembre de 1891 serían ventajosamente reempla- 
zadas por Asambleas Provinciah.^s, formadas por 
limitado número de individuos, elejidos en la pro- 
vincia, que darían personería a ésta y atenderían 
los intereses comunes a todos sus habitantes. 

Departamento, — Es la base jeneral de la organi- 
zación política y la Constitución quiso también que 
lo fuera de la administrativa y municipal (1). El 
espíritu de la lei de 22 de diciembre de 1891 ha 
buscado otro campo de acción a la Municipali- 
dad que, puede decirse, no se ajusta al ideal de 
la Constitución, aunque es exijido por los princi- 
pios y por la correcta atención de las necesidades 
locales. 

En cuanto a la distribución de los servicios, al 
departamento le afectan en su mayor parte. La au- 
toridad política es el gobernador y aunque se ha 
limitado considerablemente su actividad, se ha visto 
que el funcionario que ocupa el puesto superior en 
la jerarquía, el intendente, ejerce mas su acción en 
el carácter de gobernador departamental, que tam- 

( 1 ) Constitución, art. US. 
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bien inviste (1), de manera que, considerada en su 
extensión, la autoridad política reside en el gober- 
nador. La administración de justicia tiene su prin- 
cipal jurisdicción en el departamento y es ejercida 
por el juez letrado. La hacienda pública divide su 
servicio en tesorerías departamentales. El servicio 
de Correos tiene una administración departamental. 
La representación nacional es también mas directa 
y clara en la que inviste el diputado, quien repre- 
senta al departamento. En el orden militar forma 
una Comandancia particular de Armas. 

A propósito de los antecedentes y caracteres de 
las dos divisiones territoriales analizadas, un dis- 
tinguido escritor nacional, a cuya opinión se ajusta 
perfectamente lo que hemos manifestado, se expresa 
como sigue: 

«La provincia es una fórmula político-territorial 
moderna (en Chile), y al mismo tiempo la mas ca- 
prichosa e inconsistente de las fórmulas. Ella debió 
su oríjen al tumulto tlel primer período de la inde- 
pendencia y al prestijio y a la actitud patriótica de 
los cabildos de Concepción y Coquimbo, que en 
mas de una ocasión y en especial en la breve cam- 
paña nacional contra la Dictadura de O'Higgins, lo- 
graron arrastrar a los cabildos de muchos de los 
partidos vecinos y ejercer sobre ellos una hejemo- 
nía transitoria. Así se improvisó la provincia de 
Concepción, con el Maule por límite septentrional, 
y la provincia de Coquimbo entre el desierto y el 
Choapa. Pero no habia razón ninguna de raza, de 
jeografía, de carácter o de intereses especiales que 
justificara esa declaración de personalidad propia 
Y esa o cualquiera otra demarcación de límites 



(l) Constitución, art. 110. 
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provinciales. Lo que tionc* en Cliile carácter deter- 
minado, a lo menos en nuestros dias v no siem- 
pre, es el departamento. Kste es un centro natural 
de intereses, determinado jeneralmente por la topo- 
grafía, la industria, la existcMicia de una ciudad 
cabecera, y el lejislador constitucional haría mal 
en pasar de largo y no tomarlo en cuenta como la 
base de la organización administrativa. La mejor 
prueba de lo que aquí afirmamos (\*^ (pie la división 
de un departamento ha sido siempre materia de 
resistencias, reclamos y reparo, al paso que antes 
y despu(»s de 1823, se ha variado los límites de las 
provincias sin dificultad, y la tijera lejislativa ha 
entrado sin piedad, una, dos y tres veces desde el 
mismo año de 23 y denuis de memoria federalista, 
en el soberbio manto provincial de Cociuimbo y Con- 
cepción y ha cortado retazos que se han llevado el 
viento del norte y el viento del sur, despu(*s (jue so 
les ha infundido el soplo de vida y la investidura 
de provincias, o lo que es lo mismo, después que 
se ha nombrado para cada una de ellas Intendente, 
Secretario y oftcial de estadística con los sueldos 
determinados por la lei» (1). 

Subdrl(\r/(icion, — El carácter de esta circunscrip- 
ción territorial se ha modificado considerablemen- 
te en los últimos años. Antes de 1890 era una 
división administrativa con un subdelegado, sin 
renta, como autoridad y una división judicial, con 
un juez lego, para conocer en juicios de menor 
cuantía, funciones que antes de 1875 eran llfMiadas 
por el subdelegado, confundiéndose así en una 
misma autoridad los poderes ejecutivo y judicial. 
La lei de elecciones de 20 de agosto de 1890 esta- 

(1) Isidoro EiiRAZuaíz, IlisLorla de la A'iministracloa Errázuris, p;ij. 5¿. 
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blece el rejistro electoral por subdelegacioiios (1) 
y sobre esta división territorial descansa en gran 
parte el mecanismo de esa lei. Por su parte, la 
lei de 22 de diciembre de 1891 y el decreto de la 
misma fecha que creó las nuevas Municipalidades, 
cxijidas por el espíritu de aquella lei, han aumen- 
tado su importancia, pues los municipios abarcan 
hoi mui pocas subdelegaciones. 

Colocada la subdelegacion en estas condiciones, í 

estimó la lei electoral que no era posible dejar a i 

la sola voluntad del Presidente de la República el 1 

crearlas y modificarlas y dio estas facultades a la 
lei, con la disposición prohibitiva de su artículo : 

2.^ de los transitorios, de que se ha. hecho ya 
mención. 

Existe un servicio público que debería ajustarse 
a la subdelegacion y que lejos de eso, se aviene a 
la división eclesiástica: el Rejistro Civil. En efecto, 
el artículo 13 de la lei orgánica de 17 de julio de 
1884 dice: 

«Habrá un oficial del Rejistro en cada una de , 

las parroquias y vice-parroquias que existen en la 
actualidad. » Sin embargo, el inciso 2.** del mismo ^ 

artículo encierra la circunscripción dentro del te- 
rritorio departamental cuando la parroquia o vicc- 
parroquia abrace secciones de dos departamentos. 
Prevalece en este punto la división política. 

Es obvia la razón porque se mantiene esta di- 
visión especial. La lei del Rejistro Civil introdujo 
en nuestra lejislacion y en nuestros hábitos una 
reforma trascendental, pues lo quitó de manos de 
los párrocos, para entregarlo en manos de ajentes 
de la Administración. Cambio tan fundamental ha- 



{1 ) Lei de 20 de agosto de 1890. art. 10 y siguientes. 
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bia de encontrar, como encontró, serias resistencias 
para la implantación del nuevo réjimen. Para dis- 
minuir aquéllas y facilitar ésta se mantuvo la cir- 
cunscripción parroquial, que era ya conocida para 
los ciudadanos como territorio jurisdiccional del 
rejistro del estado civil, llevado por los párrocos. 
Dii^trito, — La menor de nuestras divisionc^s t(*rri- 
toriales, el distrito, tiene a su frent(\ en el orden 
administrativo a un inspector y en el judicial a 
un juez de distrito, quien conoce de juicios de mí- 
nima cuantía. Por lo (Uíuias, no le afecta ningún 
servicio piiblico esi)ecial. 
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a) Administración central 

CONCEPTO JENERAL 

■* 

Las funciones tendentes a satisfacer las necesida- 
des comunes a todos los ciudadanos o sea aquellas 
que se sienten de igual manera en todo el pais, y 
que la organización política ha confiado a la Ad- 
ministración Central estíín a cargo de diversas cla- 
ses de ajenies públicos, establecidos con el carác- 
ter de jestores de intereses jenerales en todo el 
territorio del Estado o de servicios limitados a 
determinadas secciones del mismo territorio. Es- 
tos ajantes forman tres grupos perfectamente defi- 
nidos. 

El primero comprende a los ajcntes directos del 
Poder Ejecutivo, que le representan en toda la ex- 
tensión del territorio y que ejercen funciones de ca- 
rácter jeneral, es decir, que no están limitadas a 
uno o varios de los servicios públicos, sino que 
los abarcan en conjunto. Este grupo forma la Je- 
rarquía AdniinistratÁva que comienza en el jefe del 
Estado y termina en el último ájente del Ejecutivo 
en la mas pequeña división territorial. Componen, 
entre nosotros, la jeranpiía administrativa, el Pre- 
sidente de la República, al lado del cual so encuen- 
tran los Ministros, los Intendentes, Gobernadores, 
Subdelegados e Inspectores. Todos estos funciona- 
rios ejercen variadas atribuciones que alcanzan a 
los diversos servicios del Estado; en la sección te- 
rritorial de su jurisdicción, velan por la conducta 
funcionarla de todos los empleados públicos, de 
cualquiera repartición administrativa que sean y 
ejercen funciones de dirección o inspección respecto 
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de la Asistencia Pública, la Instrucción, la Poli- 
cía, etc. 

Kl segundo grupo no ejerce funciones activas, 
propiamente tales, sino deliberantes y de consejo. 
Auxilia con su estudio, jeneralmente técnico, a los 
ajentes ejecutivos. Lo comprendcMiios bajo la deno- 
minación de AdrninUtnirion Cofií^tdtira, 

Y por fin el tercer grupo d(i ajentes administra- 
tivos es formado por los (pie tienen a su cargo 
funciones especiales en un determinado servicio del 
Estado. Pertenecen a él los ajentes que recaudan 
o invierten los dineros fiscales y que se llaman em- 
pleados de Hacienda, los (pie proporcionan la ins- 
trucción, los (pie velan por la salubridad jeneral, 
los que dirijen y ejecutan las obras públicas, etc., 
y se encuentran distribuidos en todo el territorio 
del Estado. 



I. JEFE DEL ESTADO Y JERARQUÍA ADMINISTRATIVA 

La Administración del Estado está confiada al 
Pnísidente de la República, cuyas facultades o de- 
beres establec^en la Constitución y las leyes. 

El estudio de todo lo relativo a su designación, 
atribucion(ís jenerales y responsabilidad pertenece 
al Derecho Constitucional. En el desempeño de sus 
funciones ejercita atribuciones de carácter guber- 
nativo, de inter(.»s jeneral, como son las de mante- 
ner las relaciones internacional(»s, dirijir el go- 
bierno político en jeneral, etc. Ejercita también otras 
que interc^san mas de cerca a los individuos y (pie 
establecen estrechas relaciones entre éstos y el po- 
der público; se observa también en ellas mas 
visiblemente su actividad. Estas son atribuciones 
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administratwas y solo a ellas limitamos nuestro 
estudio. 

Para conocer mejor osla serie de facultades ha- 
bremos de analizarlas al cousiderai- sííparadamentc 
las materias administralivas. pues respecto de cada 
una de ellas las ejerce en condiciones de canicter 
particular. 

Según nuestro réjinien y el existente en los Esta- 
dos representativos, el Presidente de la República, 
el monarca en otras partes, hace uso de sus facul- 
tades, dicta sus disposiciones de acuerdo con un 
Ministro, n Todas las órdenes del Presidente de la 
República deberán firmarse por el Ministro del de- 
partamento respectivo; y no podnln ser obedecidas 
sin este esencial requisito», dice oí artículo 77 de la 
Constitución. Esta unión íntima establecida entre el 
Jeto del Estado y sus Ministros crea una situación 
especial en el ejercicio de las atribuciones de aquel, 
las cunlcs son en realidad confiadas también a éstos, 
sobre qniíMies, por otra parte, dentro del réjimen 
parlamentario, recae efectivamunte la responsabili- 
dad (|ue pueda resultar de los actos administrativos. 
En consecuencia, cuando la Constitución o las le- 
yes confieren facultades u ordenan la ejecución de 
actos al Presidente de la República, habrá de en- 
tenderse que procede de acuerdo con un Ministro 
de Estado. 

Sin eiíibargo. Constituciones monárciuicas y aun 
la nuestra, confieren al Jefe del Estado, alguna atri- 
bución privativa, cuyo ejercicio escapa a la inje- 
rencia ministerial. Así nuesira Constitución le atri- 
buye la facultad de remover a su voluntad a los 
Ministros del despacho. Aunque el caso no se ha 
presentado, entendemos que si ocurriera el de re- 
moción completa de un gabinete, no habría Mi- 



40 J. DOMINGO AML'NÁTEGUI RIVERA 



nistro que concurriera a firmar ol respectivo decreto. 
Y es lójica esta atribución que la Carta confiere al 
Presidente de la República, en quien reside el po- 
der moderador, es decir, el conjunto de medios para 
mantener la armonía entre los Poderes Públicos. 

En otros Estados se confieren también privativa- 
mente al Jefe las facultades de disolver la Cámara 
baja y la de otorgar gracia. La primera no existe 
entre nosotros y la segunda se ha limitado, pues 
se ejercita de acuerdo con el Consejo de Estado. 

Concurriendo en la Administración del Estado, 
el Presidente de la Repxiblica con los Ministros, he- 
mos de encontrarles ejercitando sus atribuciones y 
cumpliendo sus deberes en todo el vasto campo de 
la actividad administrativa. 

Representan al Jefe del Estado y cumplen en el 
territorio de la República sus (jrdenes de carácter 
jeneral, los Intendentes, Gobernadores, Subdelega- 
dos e Inspectores, cargos creados por la Constitu- 
ción en la forma siguiente: 

«Art. 107. El Gobierno superior de cada provin- 
cia en todos los ramos de la administración resi- 
dirá en un Intendente, quien lo ejercerá con arre- 
glo a las leyes y a las órdenes e instrucciones del 
Presidente de la República, de quien es ájente na- 
tural e inmediato. Su duración es por tres años; 
pero puede repetirse su nombramiento indefinida- 
mente. )) 

«Art. 108. El Gobierno de cada departamento re- 
side en un Gobernador subordinado al Intendente 
de la provincia. Su duración es por tres años.» 

((Art. 110 El Intendente de la provincia es tam- 
bién Gobernador del departamento en cuya capital 
resida. » 

((Art. 111. Las Subdelegaciones son rejidas por 
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un Subdelegado subordinado al Gobernador del 
departamento y nombrado por él. Los Subdelega- 
dos durarán en este cargo por dos años; pero pue- 
den ser removidos por el Gobernador, dando cuenta 
motivada al Intendente; pueden también ser nom- 
brados indefinidamente. » 

«Art. 112. Los distritos son rejidos por un Ins- 
pector bajo las órdenes del Subdelegado que éste 
nombra y remueve dando cuenta al Gobernador.» 

Los ajentes constitucionales enumerados consti- 
tuyen con el Jefe del Estado la primera serie de 
funcionarios en la organización administrativa y 
se denomina jerarquía administrativa, pues for- 
ma una gradación perfecta de subordinación. Cada 
ájente tiene a su cargo todos los servicios admi- 
nistrativos, dentro del territorio de su jurisdicción, 
y sobre ellos ejerce las facultades de dirección y 
vijilancia que la Constitución, la lei particular que 
los rije y las especiales le asignan. No limitan, 
pues, su acción a un determinado servicio, a una 
sola función del Estado. Por el contrario, abarcan 
toda la actividad de la Administración Central, 
como representantes del Jete del Estado. En cuanto 
a los servicios dependientes de la Administración 
Municipal, tienen hoi una injerencia limitadísima, 
como lo exije la independencia de la jestion de los 
intereses locales. 

En los artículos constitucionales citados se indica 
la forma de nombramiento y remoción de los Sub- 
delegados y de los Inspectores. Respecto de los In- 
tendentes y Gobernadores, la Constitución enumera 
entre las atribuciones especiales del Presidente de 
la República, (art. 73) la de: «Nombrar y remover 

a su voluntad a los Intendentes de provincia y 

Gobernadores de plaza. » 
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Y en el artículo 109 dice: « Los Gobernadores son 
nombrados por el Presidente de la R(*prtblica, a 
propuesta del respectivo Intendente, y pueden ser 
removidos por éste, con aprobación del Presidente 
de la República. » 

Se notará que la Constitución emplea las frases 
gobernadores de pla^rt y de depftrtamento. Los pri- 
meros son los Comandant(»s particulares de Armas, 
que, como es de uso corriente, son los mismos go- 
bernadores de departamento. 

Las atribuciones (»si)í»ciales de estos ajentes se 
determinan en las leyes particulares, cuando el le- 
jislador quiere encomendarles algunas, respecto de 
determinados servicios. Sus facultades principales 
se refieren a todos los ramos d(*l servicio público, 
pero la Constitución no ha fijado su alcance, ta- 
rea qtui encomendó expresamente a la lei; al 
efecto dice lo siguiente en el artículo 2.^ de sus 
disposiciones transitorias : 

«Art. 2.** Para hacer efinniva esta Constitución, se 
dictarán con preferencia las leyes siguientes: 
• ••«..• •••« .••... • 

«2.** La de arn^glo del réjimen interior.» 

Ksla disposición constitucional solo se cumplió 
en 1811, a fines del gobi(M*no de don Joaquín Prieto, 
presíMitándose a las delib(M'acion(»s del Congreso el 
proyecto d(^ lei respectivo, el cual fué promulgado 
el 10 de enero de 1811. 

La Lei de arref/io drl r([/imen inferior i\e 1814 se 
ajustaba a los j)rinc¡p¡os d(íminant(^s en aípiella 
época l(Mident(^s a robnst(H'er la acción del Ejecu- 
tivo, representado por el Pres¡d(Mite de la Repú- 
blica y sus ajenti^s provinciah^s. Otorgó latas facul- 
tadlas a listos funcionarios y (Mitró en detalles que 
pueden considerarse como consejos o lecciones de 
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gobierno mas que prescripciones de derecho posi- 
tivo. Esta lei, dice un historiador, «fué la gran ca- 
ñería del autoritarismo y de la disciplina adminis- 
trativa estendida desde la oficina del Ministerio del 
Interior hasta los mas remotos rincones del pais.» 

Como, por otra parte, el réjimen municipal depen- 
día exclusivamente de los ajentcs directos del Eje- 
cutivo estaba en realidad concentrado en el Jefe del 
Estado y sus ajentes. 

Los acontecimientos inmediatos a la Independen- 
cia, la serie de movimientos revolucionarios y las 
dificultades con que tropezaba todo réjimen exijie- 
ron una organización centralizada y la constitución 
de una autoridad fuerte en el Presidente de la Re- 
pública; y a ellas debió el pais sus primeros y só- 
lidos progresos; pero la educación política y social 
habia de introducir modificaciones de importancia 
en nuestro réjimen constitucional y legal. 

Levantada una corriente de opinión, que se ini- 
ció en 1849, tendente a limitar la acción de los 
ajentes del Ejecutivo, solo pudo llegarse en 1874 a 
verificar algunas reformas en la Constitución para 
someter a una sanción común la violación de los 
derechos sociales. Con la reforma constitucional, 
con el Código Penal y con la Lei de Organización 
y Atribuciones de los Tribunales se abrió una 
nueva era administrativa, completada posterior- 
mente con modificaciones sustanciales en nuestro 
mecanismo político y administrativo, que quizá 
han ido demasiado lejos, dadas nuestras condicio- 
nes de sociabilidad; pero que en todo caso han 
obedecido al propósito de buscar soluciones am- 
plias de libertad. La educación hará con el tiempo 
que sean completamente prácticas esas reformas. 
Respecto de la materia de que tratamos, se pro- 
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mulgó con focha 22 do diciombro de 18S5 una 
nueva Lei do Rf^jimon Interior. (|uíí derogó en to- 
das sus partes la d(» 10 do ouíto do 1844. \\\\ í»sta 
lei se encuentra descrito el papcíl que dosen)])eñan 
los Intendentes, Gobernadore?^, Subdelegados o Ins- 
pectores. Kstabloce incoinpalibilidad absoluta en- 
tre el cargo de Intendontí* y d(» Gobernador con 
cualquier otro enipl(M) público, ¡nco!Ui>atibil¡dad 
que despu(*s ha sido mejor dotorniinada aun por 
el artículo 103 di? la lei orgíínica de Municipalida- 
des (1). Fija las atribuciouí^s joneralos d(^ Inten- 
dentes y Gobernadores, punto acerca del cual nos 
referimos al t(*xto do la citada loi. Obs(Tvan*mos 
que no so da a estos funcionarios facultad do (*s- 
tender nombramientos d(í empleados administrati- 
vos, ni do separarlos ni suspenderlos, salvo (»1 caso 
en que administrando fondos un (Muploado, el go- 
bernador note sustracciouíís o irregularidades; con- 
curriendo esta circunstancia puedo suspender al 
empleado culpable, lo somottí a la justicia ordina- 
ria y da cuenta a la Dirección del Tesoro (art. 21, 
núm. 11). 
Respecto de la designación do subdelegados o 



(1) El art. 3." de la lei do Ilí'jinuMi Iiiti'rior dicr: «Art. 3.' Los car^'os do Inl án- 
dente y de Gobeniaílor S' n inoonipatiblos i'oii ciwilqiiii»!' otro empleo püblit-o. 

«Esta iiu'ompatibilidad no comprende a hfs militares, quienes podran <li'sompií- 
ñar estos empleos conservando su errado y antijjucdaíl.» 

Aunque el inciso 2° de este articulo d.'li'fiiiina indirectamente que los funcio- 
narios civiles que fueren nombrados Intendentes o (íobernadores no conservan 
los piiestos que desempeñaren anteriormente, punto resuelto tambii>n en un caso 
csp(H.*ial en ISiH), propio informe de la Corle de Ai)elaci*)n('s lic Santia;:o. la U'i de 
5Í2 de diciembre de IS'Jl ha sitio períwtamente explieita y dispone en su 

«Art. Urj. Los caraos de Intenjlente d<; provincia y (Gobernador di' tlejiartamenlo, 
son absolutamente incompatibles con todo empleo público o municipal y <'on toda 
función o comisión de la misma naturaleza, de modo que los nomliraiUts para 
aquellos carj^os cesan en los empleos, funciones o comisiones que antes tuNieren.» 

En virtud d» estas disposiciones, las incompatibilidades de estos fun.-ionarioR 
son absolutas para cualquier función o empleo público o municii>al. 
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¡nspeciores ya se han citado las disposiciones vi- 
jentes. En cuanto a sus atribuciones nos referimos 
también a la lei de Réjimen Interior. 

Tal es la organización de la jerarquía adminis- 
trativa que lleva en todo el pais la jestion de los 
intereses jenerales encomendada al Ejecutivo. 

De la responsabilidad de estos ajentes y de otros 
puntos que les atañen se tratará en la parte dedi- 
cada a los Funciona/'ios Públicos y de sus parti- 
culares deberes, en el estudio especial de cada una 
de las Materias Administrativas, si les son asig- 
nados por las leyes respectivas. 



U. MINISTROS DE ESTADO. — ORGANIZACIÓN MINISTE- 
RIAL. — FORMA DE LOS ACTOS DE LA ADMINISTRA- 
CIÓN CENTRAL. 



a) Ministros de Estado. — Los Ministros son, ad- 
ministrativamente, los jefes de las secciones en que 
se divide la dirección de los negocios públicos para 
el manejo de sus numerosas exijencias. A medida 
que nacen o se desarrollan las necesidades socia- 
les, se impone la especializacion en la dirección de 
los servicios que se crean para satisfacerlas. Estas 
divisiones se forman reuniendo los servicios homo- 
jéneos y cada grupo que resulta constituye un De- 
partamento de Estado, o un Ministerio como se 
dice jencralmente. 

Los Ministros son de institución moderna; pero han 
existido cargos públicos en los gobiernos de épocas 
anteriores, en los cuales se encuentra el oríjen re- 
moto de los actuales. 

En la antigüedad, los reyes de las primeras di- 
nastías ejipcias se desprendían de una parte de su 
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autoridad, que oonílaban a grandes oniploados; la 
Biblia dá a José, hijo de Jacob, el título de minis- 
tro del monarca. Algo semejante pasaba en lodos 
los Estados, dividiéndose la acción del ej(*cutivo 
entre varias autoridades. 

En la Edad Media aparecen los cargos llamados 
ministeriales y que constituían los cuatro empleos 
superiores de palacio, ademas del canciller. Estos 
eran: el mariscal o condestable, (pie llegó a ser el 
jefe de la fuerza armada; el senescal, que de jefe 
de cocina y mesa alcanzó a jefe de la justicia; el 
copera mayor, administrador de los bienes de la 
corona y el camarero m((fjor, primeramente cuida- 
dor de las habitaciones y al fln tesorero jeneral (1). 

Con variaciones, mas o menos dentro del mismo 
orden, se mantuvo la institución ministerial hasta 
que tomó la forma moderna en Inglaterra, bajo 
Guillermo III, en 1689. 

Desde esa época, dice Macaulay, ningún minis- 
tro ha permanecido en el poder sin el beneplácito 
de las Cámaras (2). 

Cada Ministro es jefe de un Departamento mi- 
nisterial, sin que haya entre nosotros Ministros 
sin cartera y es decir, sin especial cargo de alguno 
de los ramos administrativos, y que existen en otros 
paises con un carácter exclusivamente político, par- 
ticipando de las atribuciones jenerales del Poder 
Ejecutivo. Nuestra Constitución dice que a cada 
Ministro corresponde algún departamento y al (afec- 
to consigna así su artículo 75: «El número de los 



(1) Bluntschu, Derecho Público Universal, t. II, lib. IV, páíj. 249. — Darkste 
DE LA CiiAVANNE, Hisloirc dc I' Admiriislralion en France, t. I. 

(2) Macaulay, Estudios políticos, ]iiiS. 111. — Tovd, Le gouvernement jjarle- 
mentaire de V Angleterre. 
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Ministros y sus respecticos departamentos, serán 
determinados por la lei.» 

Los Ministros son nombrados v removidos a vo- 
luntad por el Presidente de la República (1); esta 
facultad, se ha dicho, la otorga la Constitución al 
Jefe del Estado como a Poder Moderador, a fln de 
que haga uso de ella cuando sea necesario para 
mantener la armonía que debe existir entre los po- 
deres Lejislativo y Ejecutivo. 

Ninguna lei determina las atribuciones de los 
Ministros; realmente no tienen especiales; les co- 
rresponden las del Jefe del Estado, con quien 
acuerdan todos los actos de gobierno y adminis- 
tración. «Todas las órdenes del Presidente de la 
República, dice el articulo 77 de la Constitución, 
deberán Armarse por el Ministro del departamento 
respectivo ; y no podrán ser obedecidas sin este 
esencial ^requisito. » Establece nuestra Constitución 
estrecha unión entre el Jefe del Estado y los Minis- 
tros; sin el acuerdo de voluntades de aquél con 
éstos no puede dictarse resolución alguna legal. 

Particularmente, «los Ministros podrán tomar a 
nombre del Presidente de la República todas las 
providencias relativas a la ejecución de las dispo- 
siciones ya adoptadas por el Gobierno» (2). 

No sucede lo propio en Francia, donde los Mi- 
nistros nombran a los empleados inferiores de sus 
respectivas oficinas y dictan algunas especiales re- 
soluciones administrativas, vgr. : el Ministro de 
Instrucción Pública fija la época de los exámenes 
de las escuelas primarias, concede subvenciones a 
comunas que las necesitan para el sostenimiento 



(1) Constitución, art. 73, 6/ 

(2) Lei de 21 de junio de 18S7, art. \2. 
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de la enseñanza ; algunas leyes les suelen otorgí 
facultad reglamentaria, y, por último, revocan 1( 
actos de sus inferiores y son jaeces de las contiei 
das que se entablan por resoluciones de ajentessi 
balternos. 

Lo que se dice de Francia se aplica a Italia, E 
paña y Béljica en diversas materias, respecto ( 
las cuales los Ministros ejercen atribuciones pn 
pias. Las órdenes de pago, que la Constitución < 
Chile exije se hagan, sin excepción, por medio i 
decreto del Presidente de la República, están ( 
esos paises, por lo jeneral, en manos de los Mini 
tros, como asimismo los nombramientos de emple 
dos inferiores. 

El Consejo de Ministros no existe en Chile, 1 
como se encuentra establecido en Francia, Itali 
Béljica y España, donde forma un cuerpo que adop 
ciertas resoluciones y cuya intervención es nec 
saria en casos determinados por la lei. Las lejisl 
cienes de esos paises dan a los actos del Conse 
de Ministros fuerza particular ; podría decirse qi 
la forma monárquica exije esa constitución especi 
del Consejo de Ministros, del gobierno, como se 
suele llamar vulgarmente; pero la Francia rep 
blicana le ha dado también el mismo carácter, q 
siempre debe tener, cualquiera que sea la forn 
de gobierno. 

Ninguna lei crea entre nosotros el Consejo • 
Ministros, ni impone consulta previa de todos ell 
para ningún caso; es indudable (jue el Prosider 
de la República adopta sus resoluciones en uni< 
con los Ministros, pues éstos cargan con la re 
ponsabilidad; pero, legalniente, solo se exije 
acuerdo del Ministro a quien corresponde reiré 
dar la orden del Presidente. 
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Es preciso no olvidar que no hacemos alto en el 
doble papel administrativo y político que ejercen 
los Ministros, como jefes de las grandes divi- 
siones de la Administración y como representantes 
de los partidos que forman la mayoría del Congreso 
Nacional : analizamos únicamente su situación con- 
siderada bajo el primer aspecto. 

El decreto-lei de 1.° de febrero de 1837, ya dero- 
gado (1), que reorganizó los Ministerios, dispo- 
nía lo siguiente acerca del Consejo de Ministros: 
«Los Ministros del Despacho se reunirán en Con- 
sejo siempre que tenga a bien ordenarlo el Presi- 
dente de la República, o siempre que lo solicite 
cualquiera de ellos para discutir algún negocio 
grave que haya de presentar al despacho: en el se- 
gundo caso será presidido el Consejo de Ministros 
poT el individuo del Ministerio que nombre para 
este fin el Presidente de la República. » 

Un decreto anterior, de 4 de julio de 1833, tam- 
bién derogado, establecía que las actas del Consejo 
se insertaran en un libro que llevaba el Ministro 
del Interior y daba algunas reglas sobre los efec- 
tos del acuerdo o desacuerdo en que estuvieran los 
Ministros para la ejecución de las medidas que pro- 
pusieren. 

Hoi no existe ninguna disposición legal sobre el 
Consejo de Ministros. 

En Francia hai dos clases de Consejos de Minis- 
tros: 1.* los presididos por el Jefe del Estado, y 
llevan el nombre de Consejos de Ministros ; 2.* los 
que preside el Presidente del Consejo, que, según 
decreto de 9 de marzo de 1876, lo es el Ministro 
escojido por el Presidente de la República para 



(1 ) Por Ici de 21 de junio de 1887, art. 35. 



'■■' 
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organizar ol Miiiisterio: so distinguen con la d< 
signacion de Consejos da Gdbinote. 

El Consejo de Ministros es presidido en Ital 
por el Ministro que lleva el título de P/rsíden 
dol Consejo y se some((^n a su deliberación k 
proyectos de leyes que deban presentarse al pa: 
lamento, los tratados internacionales, los conñictí 
de atribuciones entre los diversos Ministerios v, € 
jeneral. todo asunto de importancia. Las resoluci» 
ne^ (jue se expiden dí^spues de pasar por el Coi 
sejo llevan como encabc^zamiento la frase: « Oido 
Consejo de Ministros. » 

El Consejo de Ministros ejerce en Béljica los pe 
deres constitucionales desde la muerte del rei hasi 
que su sucesor haya prestado juramento. Tier 
también facultad propia de ordenar bajo su reí 
ponsabilidad el cumplimiento de una orden c 
pago, emanada de algún Ministro y observada pe 
la Corte de Cuentas. El rei tiene obligación de coi 
sultarlo cuando se trata de espulsar del reino 
algún extranjero que compromete la tranquilida 
pública. 

El Consejo de Ministros tiene también en Espail 
atribuciones particulares; unas veces lo preside < 
monarca; otras el Presidente del Consejo, Minis 
tro sin cartera. 

b) Organización ministerial, — «El número de Ic 
Ministros y sus respectivos departamentos será 
determinados por la lei», dice el artículo 75 de 1 
Constitución, la cual deja a la lei esa determins 
cion porque el número de los Ministros y de lo 
Departamentos depende esencialmente de las nec( 
sidades del servicio ; si aquella contuviera la enu 
meracion de los Departamentos de Estado serí 
necesario recurrir a una reforma constituciont 
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cada vez que el desarrollo de los negocios del pais 
oxijiera la creación, cambio o supresión de al- 
guno. 

Al promulgarse nuestra Constitución, el 25 de mayo 
(le 1833, existían tres Ministros, jefes de cinco De- 
partamentos, a saber: 1.® Interior y Relaciones Ex- 
teriores; 2.** Hacienda; 3.^ Guerra y Marina. Por 
decreto-lei de l.<> de febrero de 1837 se dio nueva 
organización a los Ministerios, creándose el de Jus- 
ticia, Culto e Instrucción Pública, ramos que per- 
tenecían al del Interior; en consecuencia, los Mi- 
nistros fueron cuatro. En dicho decreto-lei no se 
indica el número de Departamentos, pero formaron 
cinco, pues el Ministerio de Guerra y Marina cons- 
tituía dos. El incremento jeneral de los negocios del 
pais y el mantenimiento de sus relaciones con las 
demás potencias recargaron demasiado las tareas 
del Ministerio del Interior, por lo que la lei de 2 de 
diciembre de 1871 creó el Ministerio de Relaciones 
Exteriores, al cual se agregó el ramo de Coloniza- 
ción. La lei de 21 de junio de 1887 estableció siete 
Departamentos de Estado, a cargo de seis Minis- 
tros, a saber: 

1.® Del Interior. 

2.'' De Relaciones Exteriores y Culto. 

3.*» De Justicia e Instrucción Pública. 

4.*^ De Hacienda. 

b.^ De Guerra. 

6.^ De Marina. 

7.« De Industria y Obras Públicas. 

Los Departamentos de Guerra y Marina son de- 
sempeñados por un solo Ministro. 

Hoi existen ocho Departamentos, pues se ha 
dividido en dos el de Justicia e Instrucción Pú- 
blica, sin aumentar el número de Ministros. 



■ 









f ' 11 



': 



i 






^2 J. DOMINGO AMlTNÁTECiri RIVRRA 



De manera que los Departamentds son: 

1.® Int(*r¡or. 

2.° Kelacioncs Exteriores v Culto. 

3." Justicia. 

4.« Insfrurcion Pública. 

5." Hacienda. 

6.** Guerra. 

7." Marina. 

8.^ Industria v Obras Públicas, 
distribuidos entre seis Ministros, conio sigue: 

l.« Del Int(»rior. 

2." D(i R(»laciones Exteriores y Culto. 

3.° De Justicia ii Instrucción Públi(*a. 

4.° De Hacienda. 

5." De Guerra v Marina. 

6.^ D(í Industria y Obras Públicas. 

Las niaíei'ias que a cada Departamento corres- 
pondían se detallan en la lei de 21 de junio de 1887. 
Las (U^signaciones que se dan a cada uno indican, 
por otra part:* con Cierta precisión, esas materias. 

Algunos Departamentos ministcTiales existen en 
todos los paises, como ser los del Interior. RcMa- 
cion(^s Exteriores, Guerra, Instrucción. Justicia. Ha- 
cienda ; p(TO no son comunes los de Obras Públicas 
Agricultura, Comercio, Colonias. Ksto depende de 
las necesidades especiales de cada Estado: Suizn 
no necesita Ministerio de Marina: el Ministerio de 
Aguas ( Wat(»rstaad) existe cm Holanda, donde es 
de los mas importanti^s por la configuración del 
pais: (íl bajo nivel del suelo exijíí atención cons- 
tante pnra evitar las inundaciones d(íl mar. 

Los Departamentos de T'.stado son doce en Fran- 
cia: 1." Justicia y Culto; 2.° Negocios Extranjeros: 
3.*» Interior; 4.*^ Hacienda: 5." Gu(»rra; 6.*^ Marina; 
7." Instrucción Pública y Bellas Artes; 8.° Trabajos 
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Públicos; 9." Agricultura; 10.» Comercio; 11." Co- 
rrt'os y Telégrafos; 12." Colonias. 

En Kalia son onco. poro funciona indepcndieiile 
la Presidencia del Co/hípJo de Minixtroa, que la 
ejerce alguno do olios mismos, ü bien un Ministro 
ün ciirtera: 1." Interior; 2." Negocios E.\traiijeros 
3." Hacienda; 4." Tesoro; 5." Guerra; 6." Marina 
7." Gracia. Justicia y Culto; 8." Instrucción Pública: 
9.° Trabajos Públicos; 10.» Agricultura. Industria y 
Cnniercio; 11." Correos y Telégrafos. 

La Presidencia del Consejo de Ministros es ser- 
vida en España por un Ministro sin cartera. 

La división de los Departamentos de Estallo no 
exislíii en Suiza basta el 1." de enero dt; 1888; el 
Consejo Federal, compuesto do siete miembros, dis- 
tribuía por sí mismo, entre ellos, las materias de que 
cada cual deljía ocuparse. Desde la fecba indicada, 
los Consejeros lian adquiriiio alguna autoridad es- 
pecial en sus respectivas secciones y aunque to- 
dos los actos del ejecutivo aparecen como resolu- 
ciones del Consejo Federal, se lian formado siete 
Departamentos, cuyos jetes, como miembros del 
Consejo Federal, son elejidos por tres aúos y no 
les afectan los votos de la Asamblea Feíleral. 

Todos nucslros Departamentos de Estado tienen 
homojt'nea organización. El manejo de la oficina y 
la responsabilidad del servicio interno correspon- 
den al Sifb--tecrcrorit>. Este [uncionario exií^le en 
lodos los países constitucionales; pero tiene di- 
verso carácter: en Francia, en España e Italia es 
un puesto político, de manera que el individuo <)uc 
lo sirve permanece en el cargo mientras desem- 
peña el Ministerio la persona que lo noiiil;)r;t. F.n 
Italia se va aun mas lejos pues sostiene la discu- 
sión de los actos de su Ministerio en la Cámara 
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do (|U0 (»s rniemhro, (l(»s(»mp(Mlan(lo igiuil [)a|)(' 
como roniisffrio n[jio, nombrado osperialmíMití*, c 
aquoUa do quo no forma i)arto. (1) 

Ksfo sis(oma os porjudicial para la unidad adm 
nislrativa. Los cambios do ííab¡not(\ ocasionarle 
por la política intíTna dol pais, a vocos con tam 
írecu(»ncia, puodon perjudicar los nogocios piibl 
eos si on las oficinas a las cuales correspondo 
dirección superior do olios, no existo un ompleac 
quo este al corriente do todos los trabajos dol roí 
poctivo Departamento. Y oslo se ha i)alpado c 
Italia donde se ha indicado para cada Minister 
la ní*C(*si(lad do dos Suí)-s(»crotarios mío político 
otro administrativo. (2) Kn Inglaterra so ha sa 
vado la dificultad con altos (empleados de caráct* 
puramente administrativo. (3) 

Los Ministerios s(* dividen en secciones (|ue so hf 
formado simplí^monte para facilitar el drf^jutcho ( 
los n(»goci()s (juo so asignaii a cada una; pero s 
que sus jt^fes tengan, injerencia directiva en el se 
vicio correspondiente, la cual so atribuye a diré» 
tonís do oficinas, ostable.cidas como dependencia 
con ciíM'to carácter de autonomía y no como parte int 
grante del resp(*ctivo Dí^partamonto. Así d(»l Minist 
rio del Inl(MMor dí?pendíMi la Ofirina (U* EMddistia 
la Dirección de Correoi^y la do Teléfjrafo,^; del ( 
Justicia (í Instrucción Pública la In.^pecciotí Jener 
de I/fsf/'(iccion PrinKwicf y los Inspectores del R 
jistro Cicil; dol de Hacienda la Dirección del T 
soro, la do Contahilidíul, y la Superintendencia i 



(1) Lí'i italiana di» 12 de í«"l)ivn) <1ií ISsh. 

(2) M. MiNOHKTTi, Y partlfi jjolitlcl e íti ingerrnza loro nella Oiustlzic 
7ieU' Atnininistrazioiic. 

3) Lkclkkc, "L'is jjrofe.s'slons et la soclefé en Angltttrrn'." 
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Aduanas; del de Guerra el Eatado Miiyor Jencrnl, 
con doble carácter («Jcnico y adiiiiiiislrativo. iíi Di- 
rección de Sanidad Militar, la de Parf/iie y Maes- 
tranza; del de Marina la Dirección Jenerai de la 
Armada, tainbieíi con variadas ati'ibiicioiies y del 
de Industria y Obras Públicas la Dirección de Obras 
Públicas. 

Consideradas con un poco de detención estas ofi- 
cinas. Direcciones o Superintendencias, como se les 
llama por las distintas leyes que las liau estable- 
cido, podní observarse que están organizadas de 
diversas maneras, es variable su planta de em- 
pleados, son distintos los sueldos asignados a em- 
pleos de igual categoría y, salvo las atribuciones de 
inspección y vijilancia. las cuales deben conservar 
en todo caso, no les corresponde ninguna facultad 
directiva, pues tocan al Pi-esidento de la República, 
anioridad a la cual ocurren a cada momento para 
pedirle ejercite las atribuciones que le encomienda 
la Carta Fundamental. 

Las oliciuas aludidas son secciones de los Minis- 
terios, separadas de ellos porque se han establecido 
con incorrección, tratándose quizá de quitar, apa- 
rentemente, al Ejecutivo el poder de que no es po- 
sible despojarlo, dentro de la propia Administración 
Central. Así la Dirección de Correos, la de Telé- 
grafos, la Superintendencia de Aduanas, la Inspec- 
ción de Instrucción Primaria y domas, no pueden 
ejercitar ninguna función direcliva sin la autoridad 
del Jefe del Estado, a quien se encomienda consti- 
íucionalmente la dirección de la Administración 
Central, dividida en Departamentos Ministeriales 
para que se atiendan mejor sus servicios. 

Eso sí que contribuyen poderosamente a mante- 
ner y desarrollar el réjimen del papeleo. 
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Sin quitar las atribuciones de vijilancia e inspí 
cion que las leyes vijentos otorgan a los jefes 
Direcciones, éstas podrdn formar parte integrar 
de los Departamentos de Estado y atender, o 
unidad y armonía, menor número de empleado 
conveniencia para la tramitación administrativa 
estabilidad, los servicios que est<ín hoi a cargo 
oficinas dispersas, sin base orgíínica, variables 
cada momento, consumidoras de gran parte de 1 
rentas fiscales y susceptibles, por su instabilida 
de aumentar constantemente ese consumo. 

En Europa y en otros paises de América no s 
conocidas estas oficinas aisladas de los Depart 
mentes ministeriales. Todas forman secciones de 1 
respectivos Ministerios. 

Véase, por ejemplo, como está formado el Mini 
torio de Instrucción Pública de Italia: 

Ministro. — (Gabinete: 2 empleados). 

Sub-secretario. — (6 empleados). 

Secciones. — I. Dirección de Antigüedades y Bell 
Artes. 

II. Dirección de Instrucción Superior y de Bibli 
tecas. 

III. Dirección de Instrucción Secundaria Chísic 

IV. Dirección de Instrucción Técnica industrial 
profesional. 

V. Dirección de Instrucción Primaria. 

VI. Contaduría. 

Dentro de estas secciones se elabora todo lo q 
tiene relación con el servicio que cada una es 
llamada a dirijir, sin que se vean obligadas a c 
municarse con otra oficina ministerial. En Chile 1 
Ministerios se han convertido en oficinas de traní 
tacion. 

Se ha dicho que con esta organización se qui 
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la autonomía de que deben gozar las Direcciones 
para evitar la excesiva injerencia del Jefe del Es- 
tado. Lo de autonomía en las oficinas es una ilu- 
sión puesto que, como lo liemos repetido, no son 
ni mas ni menos que secciones de los Ministerios, 
sin el acuerdo de los cuales no les es posíl>le ejer- 
cer ninguna facultad directiva, porque correspon- 
den todas al Presidente de la República. 

Las ventajas de la organización de los Ministe- 
rios europeos saltan a la vista. Concentrados los 
servicios se facilita el rápido despacho de los asun- 
tos concernientes a cada uno, como asimismo la 
elaboración de proyectos y la adopción de medidas 
que el Ministro, de acuerdo con los Directores, 
quiera llevar a cabo. Los Directores conservan sus 
facultades; así, si tienen la de proponer empleados, 
lo liacen; aceptada por el Ministro la propuesta, el 
Director extiende el nombramiento en su misma ofi- 
cina, sin recurrir a una tramitación escrita qué no 
tiene otro objeto que retardar la solución. Mayor 
es aun la facilidad que encuentran los asuntos de 
que no es necesario imponer al Ministro, los cua- 
les son despachados por la Dirección correspon- 
diente, como ella lo desea. 

c) Forma de los actos de Ui Administración Cen- 
tral. — El Presidente de la República manifiesta sus 
actos, contorne al número 2." del artículo 73 de la 
Constilucion por medio de deci'etos, reglamentos e 
instrucciones. 

En jeneral, las resoluciones del jefe del Estado se 
llaman decretos. Esta denominación se aplicaba en 
el dereclio romano a las resoluciones do carácter 
judicial que el majistrado dictaba previo el acuer- 
do de algún Cons(;jo. Hasta 1789 se comprendían 
en ella los actos de los Concilios, de la Santa Sede 
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y de la adminislracion dí^ justicia: en esa fecha 
incorporó la palabra docrrto en el huiguíije poli 
co y administrativo, designjíndose con ella la n 
nifestacion escrita de los actos de la Asamblea > 
cional Francesa. Desde entonces se aplica c 
preferencia a las resoluciones administrativas. 

Los decretos se califican en giibornamontnloi 
administrativos, según que al dictarlos, el Pn^sid 
te de la República ejercite una u otra clase 
atribuciones. Todos deben ser firmados por el Pr( 
dente y el Ministro del Departamento respectivo. 

Los decretos administrativos son de dos cías 

1.* Jenerales o reglamentarios. 

2.* Especiales o individuales^ 

El reglamento constituye la resolución de mas 
portancia emanada del Poder Ejecutivo. Es un c 
junto de disposiciones obligatorias que se dicta p¡ 
el cumplimiento de una lei. La lei debe ser bre 
comprender solo disposiciones fundamentales, pi 
no es posible consulte todas las circunstancias 
todos los casos. El reglamento entra en detall 
explica las consecuencias de los principios conté 
dos en la lei, determina la manera de cumplir é? 
según las diversas circunstancias que puedan p 
sentarse. El Presidente de la República está lii 
tado, al dictar un reglamento, por la lei mismí 
que se refiere, a cuyas disposiciones ha de con! 
marse estrictamente. 

Toda lei es constitucional de derecho; una ^ 
dictada en la forma determinada por la Consti 
cion debe ser obedecida, aunque en el hecho 5 
inconstitucional; no hai ninguna autoridad c 
pueda declarar la inconstitucionalidad de la le 



(1) Constitución, art 77. 



RESUMEN DE DERECHO 



dejar de aplicarla por oste motivo. El reglamento, 
a pesar de ser emanación do la loi misma, es in- 
constitucional cuando invade el campo do la lei. 
vgr. : un reglamento que crea empleos no autori- 
zados por la lei respectiva, y es ilegal si no se 
ajusta estrictamente a la misma lei. 

En la forma material del reglamento debo obser- 
varse un principio que entre nosotros so olvida con 
frecuencia. El reglamento no ha de repetir ningu- 
na de las disposiciones de la lei, no tan solo por- 
que no es necesario ni dá mas fuerza a <ísta, sino 
porque puede inducir a error en el oríjen de las 
prescripciones administrativas. No es indiferente y, 
por el contrario, es mui importante conocer el orí- 
jen de las disposiciones vijcntes en el Estado; re- 
petidas por un reglamento las que contiene una lei 
es fácil que so introduzca confusión entre los actos 
que emanan del Poder Ejecntivo y del Lejislativo. 
El Ejecutivo puede llegar a ser víctima de ese error 
y derogar por medio de decretos, disposiciones le- 
gales reprotlucidas en un reglamento, que modifica 
por resolución propia. 

Muchos de los reglamentos son dictados por el 
Presidente de la República sin sujeción a trámite 
alguno; ciertas leyes suelen imponer la consulta o 
el acuerdo de determinadas corporaciones, v. gr. : 
del Consejo de Instrucción Pública; del Consejo de 
Estado, etc. 

Las lejislaciones extranjeras dan mucha impor- 
tancia a la potestad reglamentaria del Ejecutivo y 
someten su ejercicio a trabas que garantizan la in- 
violabilidad de las leyes y los derechos do los ciu- 
dadanos, ya que estas resoluciones del Ejecutivo 
tienen un carácter obligatorio tan jeneral como la 
lei misma. En Francia y en Italia, es jeneral el so- 



60 J. DOMINGO AML'NÁTEGn KIVKRA 



metimiento al Consejo de Estado de los reglamen- 
tos de administración pública. 

Los decretos rsprcialcs o i/ifliridtfalrs se r(?ficron 
a un objeto determinado o a una persona. Inútil 
es decir que deben ajustarse en todo a la Consti- 
tución y a las leyes. Algunos de estos decretos se 
dictan también con intervención del Consejo de 
Estado» u otra corporación, s(»gun exija eso trá- 
mite la materia a (|ue el díH'n^to se refiera. 

Los decretos (|ue emanan del Presidente de la 
República, de cuahiuiera naturaleza que sean, son 
derogados o modificados por otro decreto expedido 
en la misma forma. Un reglamento que el Pnísi- 
dente dicta de acuerdo con el Consejo de Estado 
porque así lo dispone la lei del caso, se modilicí 
por otro decreto (jue se expide con el acuerdo d 
ese cuerpo. 

Esta forma de derogación o modificación, verifl 
cada por el Presidente de la República, d(* niot 
propio o a petición de parte interesada, constituy 
uno de los recursos que existen contra los (U^cretc 
administrativos. Si se observa que se ha comet 
do un error en oual(|uier decreto, el Presidente : 
salva por medio de otro. De igual manera niodil 
ca su resolución cuando la parte interesada en qv 
así se haga lo solicita y el Pnísidente lo creo just 

Este procedimiento (establece capital diferonc 
entre los decretos administrativos y las sentenci; 
que pronuncian los tribunales de justicia. Hai oj 
niones que equiparan a las sentencias, los dec^rot 
expedidos en materias en las cuales el Presider 
de la República ejerce ciertas funcion(ís asiinilabl 
a las judiciales: v. gr. : jub¡Iacion(\s, montí^píos, ol 
A nuestro entender, los decretos de esta clase 5 
guen la regla jeneral, distinguiéndose sienipro 
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las sentencias pasadas en autoridad de cosa juz- 
gada. 

Los decretos del Presidente de la República se- 
gún su naturaleza, se atacan también por la via 
conlfnciosa ante los tribunales de justicia. En Chi- 
le lio e.\isten tribunales especiales para lo conten- 
cioso administrativo, jurisdicción especial que en 
Francia, Italia y España pertenece al Consejo de 
Estado y que tiene gran desarrollo, en perjuicio de 
los intereses de los ciudadanos. El Estado, entre 
posotros queda colocado en la misma condición 
q'je cualquier ciudadano, con lo cual se consul- 
tan garantías para todos. No son materia de con- 
tención ante la justicia ordinaria los decretos que 
el Jeíe del Estado dicta en uso de facultades pri- 
vativas, como ser, los nombramientos, separacio- 
nes, licencias, jubilaciones, etc., porque si pudieran 
ser llevados al Poder Judicial, éste se sustituiría al 
Pref-idente de la República, en el ejercicio de aque- 
llas particulares facultades. 

Los decretos son firniados por el Ministro a cuyo 
departamento corresponde la materia a que se 
refieran. 

Los Ministros, obrando en nombre del Jefe del Es- 
tado o dol Gobierno, dirijen comunicaciones diver- 
sas, en las cuales se trasmiten órdenes o se for- 
mulan observaciones para el manejo de los servicios 
públicos. Estos actos ministeriales se encierran en 
dos denominaciones: oficios y circularos. 

Los ojd-ios tienen por objeto comunicar resolucio- 
nes administrativas, impartir órdenes a empleados 
lie la dependencia del Ministerio y trascribir ins- 
irucciones a autoridades infcrioi'cs. 

Las Circulares contienen jeneralmcnttí instruccio- 
nes para que los funcionarios subalternos ajusten 
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a ollas sus procíHliiniíMifos; Ihívan la opinión del 
Gobierno en la interpretación (1(» las l(*yes. No deben 
prodigarse iiincho a fin de (pie no lleguen a conte- 
ner tan solo la opinión personal de un Ministro, así 
se corre el peligro de (pie las doctrinas que? su 
autor trate de implantar se ohservíín niicíntras per- 
manezca en el Ministerio y (m s(»guida caigan en 
desuso por su propia falta de base s(')lida, todo 
lo cual redunda en desprestijio de esta clase de 
actos de la Administración, llamados a formar, 
cuando se inspiran en el verdadero interés público, 
cierta jurisprudencia administrativa. 

La forma externa de estos actos administrativos 
debe ajustarse a las reglas de la mejor educación. 
El espíritu dominante en el Gobierno se trasluce 
perfectamente en el estilo de sus comunicaciones. 
Son también el retrato de la personalidad (jue lo? 
firma, cuando quiere ella modificar los hábitos tran- 
quilos y correctos de funcionarios (jue siempre har 
cumplido con su deber, por otros que lleven envuel 
tos con mas claridad la manifestación del poder en 
carnado en el firmante. He sido tí^stigo personal d< 
esta variedad de formas (pie nivela variedad do ca 
ractéres. En los departamentos ministeriakís cuan 
do se pide u ordena algo a un funcionario subal 
terno se usa la forma cortes sírcase V(L /uícrr to 
cosa o la imperativa usted hará tal cosa, segu 
quien lo manda. ((El (»stilo y el tono se modifica 
con los tiempos y los hombres. El laconismo y 1 
rudeza acusan gobiernos y ministros a cuyos ojc 
la dureza es un signo de fuerza. La política (Je 1 
buena educación se encuentra en aquellos que est 
man que la autoridad nada pierde con observar k 
reglas de la urbanidad, y que un carácter eiKjrjic 
no necesita para nada ser altanero ni imperioso. 
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La tramitación atlniinistrativa es una materia que, 
entre nosotros, adolece tie graves defectos y que 
no está sujeta a una reglamentación seria. 

La solución r;ípida, segura y oportuna depende 
del procedimiento, el cual debe someterse a reglas 
invariables para que no sea arbitrario y ofrezca ga- 
rantías a los intereses del Estado y de los ciuda- 
danos. 

Los Ministerios son el centro de toda la tramita- 
ción administrativa y no la tienen reglamentada, 
sino en ciertas materias con procedimienlos varia- 
bles, y ceñidos a la rutina. Expedido un decreto 
(le pago, después de variados y engorrosos trámi- 
tes, pasa por una serie tal de oñcinas y de funcio- 
narios que el acreedor necesita armarse de santa 
paciencia para no desesperarse. A esto liai que 
agregar la buena suma de empleados rutinarios, 
quienes no abandonan jamas el formulismo exaje- 
rado y ven en cada innovación, que modifique el 
orden de cosas existente, un ataque a la libertad de 
que gozan para no aprender mas de lo que saben. 

En el procedimiento que hoi se practica, moles- 
to y lento, en parte por la existencia de oficinas 
que deben formar secciones de los departamentos 
ministeriales y no ser autónomas, no se consultan 
todas las garantías. Bastará manifestar que no se 
ha adoptado ningún sistema de notificaciones a los 
inleresados: de manera que si éstos no van perso- 
nalmente, o por apoderado, a las respectivas ofici- 
nas, no sabríín nada de los negocios que tengan 
pendientes, sino cuando se expida la resolución. 
No es posible buscar una forma como la que exis- 
te en la administración de justicia; pero a lo menos 
se hace necesario proporcionar mayores garantías 
a los ciudadanos. 
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III. ADMINISTRACIÓN CONSULTIVA 

El segundo grupo on que se ha dividido la serie 
de ajenies de la Adníinistracion C(^ntral, es formado 
por los cuerpos deliberantes que hemos denominado 
en conjunto Administración Consultiva. 

Los actos administrativos son variables por su na- 
turaleza y aunque estén rejidos por las leyes, exi- 
jen a veces, porque las prescripciones legales no 
son claras o han de aplicarse con cierta latitud; 
porque sobrevienen de improviso circunstancias no 
consultadas en el derecho positivo y principalmente 
porque son complejos y muchos requieren una es- 
pecial preparación técnica, el concurso de personas 
de conocimientos que auxilien con ellos al ájente 
administrativo. 

El consejo aislado no es tampoco suficiente, ni 
ofrece las completas garantías que han de concu- 
rrir en toda medida administrativa. Por otra parte, 
la deliberación es anl(*cedente s(31ido para estimar 
(pie se busca el éxito y la verdad; de donde es 
necesario afirmar (jue el consejo administrativo debe 
residir en autoridad colejiada. 

Esta forma de organización no reúne las condi- 
ciones que exije la actividad pronta y enérjica, y 
en consecuencia, no corresponde a la autoridad ac- 
tiva de la Administración, que solo puede ser aten- 
dida por el ájente único. 

Los actos que ejecuta el funcionario en el cum- 
plimiento de leyes positivas, a las cuales ha de ce- 
ñirse, no deben ser el resultado de transacciones 
ni de acomodos de ninguna especie, sino que han 
de inspirarse en el espíritu de la lei. Las transac- 
ciones son frecuentes en los cuerpos colej lados, pues 
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como resultado de la deliberación enlre varios in- 
dividuos se adoptan términos medios que podríln 
ser mui convenientes en otra estei-a de acción pú- 
blica; p(!ro nó en la ejecución correcta de las leyes. 

La responsabilidad es condición y carácter de la 
Administración Púldica y no se aviene con la fer- 
ina colejiada. Por lo menos, si se llegara a establecer, 
seria aparentemente y debilitada por la división en- 
tre varios ajenies: en tales condiciones se marcha 
fácilmente al absolutismo (1). La idea de respon- 
sabilidad envuelve la de nn individuo responsable, 
siempre que aquella se haga efectiva por la ejecu- 
ción de un acto. Desaparece la persona responsa- 
ble cuando en vez de Ud o cual di-t armiñado ojvnte 
se presenta, como actor, un cuerpo de individuos, 
baje la denominación de Ct>n>iejo dr tal o cital cosa. 

La Administración colejiada es inadmisible como 
ejecutiva y. por el contrario, es propiamente con- 
sultiva. La historia nos suministrarií buenos ejem- 
plos do la doctrina que sostenemos. 

La Constitución primitiva del pueblo romano to- 
mó la forma unipersonal en la autoridad pública; 
la autoridad ejecutiva colejiada v¡no<lespues y fueron 
tan serias las diflcidtades ocasionadas por esto sis- 
íetna. contrario al espíritu dominante en los oríje- 
ncs del derecho, en que la mayor parte de los ac- 
tos oficiales eran ejecutados por un solo ájente, que 
hubo de recurrirse a arbitrios que salvaran la si- 
tuación. 

hEI derecho romano, dice Mommsen, (2) sobretodo 
en su forma antigua, entrega, tanto para los nego- 
cios públicos como para los privados, el poder de 

{II ViviKS. í;.iíürf|n» .IrfmíiiWíi-cKíroj. 

[tí MoMii>KN, I^ Drolt PuMic Ronmlii. 1. I. 
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decidir a uno solo. Las resoluciones ado|)(a(las por 
colegas, por mayoría, son m;\s raras inirntras mas 
se avanza en el j)asado, y eran desconocidas en el 
principio. Pero así como iú d(»reclio romano hace 
prevalecer la resolución de uno solo, aplica, al mismo 
tiempo, el único correctivo posible: la obligación im- 
puesta a (|uien correspondíi la rcvsolucion, (h; no to- 
marla sino después de haber oído a consc^jcros com- 
petentes (> imparcialíís. » 

Kn el derecho moderno se ha organizado, por 
corlo tiempo, la autoridad administrativa bajo hi 
forma colejiada por la Asamblea Constituy(»nte de 
Francia, comprobííndosc» la imi)roj)¡edad del sistema 
para la acción y, princii)almenl(\ para mantener el 
principio de la responsabilidad (1). 

Stuart Mili exi)on(í con toda propi(ídad los defec- 
tos de tal organización. «Ninguna n^mion úo hom- 
bres, dice, a menos que tenga una organización y 
una jeraniuía^ es propia para la acción, vn el ver- 
dadero sentido de la palabra. Aun el Cons(*jo es- 
cojido, compuesto de un pí^cpieño núnu^ro de miem- 
bros familiarizados con la materia de (pie d(íben 
tratar, es siempre inferior a cual(iui(^ra de ellos 
mismos; y este Consejo ganaría mucho con que 
este individuo fuera su jefe y los otros subordina- 
dos. Lo que una asambl(»a puede hacer mejor que 
un individuo, es deliberar (2).» 

La Administración activa corresponde al ájente 
único ; al Consejo, como guía y como sc^guridad y 
garantía corresponde la forma colejiada. Amminis- 



(\) Alcoc, Confévences sur V Adininistration tt le Droit Adminústratif.-' 
Bluxtschli, Derecho Público Universal, t. I. — II. Taine, Les Origit.es de la 
France Contemj^oraine. 

(2) Stlart Mill, Le gouveninnent represen tatif, Iradiiocion de Diipont 
W'hito. páj. U8. 
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trare c fatto di un ■wio; f'W Icyi/c e tfuuliriiri' aoii 
futti di rnolti, dicen lo.s itaÜanus. A(jir cst Ir Jhit 
d'uii acid, diHibcrer t'at Ir fnii úc ¡jUtaii'íirs, os un 
aforismo cu Francia (1). 

La arción no corresponde a una institución co- 
Ic'jiada y menos la acción adminislraliva que es de 
todo instant^^ no inleii-umpida en ninK'in nioiuento. 
La deliberación, la preparación, si se (inierc, del 
aclo, es snscfíptible de tal forma d(.' organización. 
En consecuencia, la ejecución d(; los aclos adnii- 
iiistralivos se encarga al ájente i'inico. 

Esto no {|üicre decir qnc ia Administración Pú- 
Ijlica no admita la forma colejiada; por el conlrario 
le es indispensable en la Administración Consul- 
tiva y dados los fundamentos anteriormotile ex- 
liuestos. nos toca lijar las condiciones do esta parte 
(le la organización adminisirallva. 

El Consejo, como se llama coniiiiuiiente la cor- 
poración auxiliar de los ajenies administralivos, 
no ha de tener ninguna facultad ejecutiva (luo li- 
mite la enérjica y pronta manifestación de la acti- 
vidad y <)ue reduzca o divida la responsabilidad 
resultante de los actos correspondientes. 

Ha de organizarse sobre Ijasos que lleven ilus- 
Iracion en la preparación de los actos adminislra- 
livos y garantía para el cumplimiento de las leyes 
y para los funcionarios que, bajo la dependencia 
del ájente unipersonal, pudieran verse expuestos a 
las consecuencias de una voluntad int-einperante. 

El funcionario público no encontrará en el Con- 
sejo paliativo alguno para su responsabilidad, ni 
podrá imputarle ni siquiera una parle de la que le 
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corrí\s])on(hi; poro buscará oii rl al auxiliar irulis- 
pcMisahk* (MI la satisfacción do los intonísos socia- 
les y (MI v\ cuinpliiniento de su d(íb(}r, 

S(» (UmIuco (1(3 lo expu(»sto qui* las corporacioiu^s 
adiniíiislrativas son purarn(Mit(í consultivas, es de- 
cir, (\\\o. sus resolncionc^s, o cons(»jos, ni(»jor (1(mio- 
niinados, no obligan al (»jecutaní(\ n^sponsabh» del 
acto, ni lain|)0('o (l(^b(Mi atribuírs(?l(*s facultadí^s ac- 
tivas (|U(* conduzcan a la irresponsabilidad pn»pia 
del d(\sór(l(Mi. 

La calificación (1(* consulíivas mer(»ce una (expli- 
cación, dado el carácter qu(í le iuMnos atribuido. La 
facultad int(M'na coiMu^spondientí» al funcionario eje- 
cutivo de d(*sent(Mid(M's(» d(; la opinión o consejo de 
la corporación consultiva, (»stá sometida ante todo 
a la r(»gla absoluta de la moralidad. No es posible 
suponcM' (|U(» se baga omisión comi)lela de un 
acuerdo tomado, (lespu(»s de madura delil)eracion, 
por un (MKM'po consultivo, particularmente* si esa 
corporación estci fornuida por individuos a quienes 
la opinión j(Mi(M'al siMlala como escojidos i)ara (»1 
desempíMlo úo las funciones qxw se les encomienda. 

La Administraciíui consultiva ll(Mia otro fin que 
el d(» ibisti'ar a la autoridad, Sirv(?, tambiíMi eíicíiz- 
ment(\ (M)mo garantía, al p(M-sonal administrativo 
en el (kesempeno de sus funcion(\s y en la estal)ili- 
dad d(* sus cargos. Los ajíMites del Estado están 
expu(^stos a las continjíMicias de la voluntad mas o 
niíMios (MicM*jica o mas o míMios arbitraria de los 
sui)ei*ior(*s jera r(|u icos. Como se ba de ver en un 
capítuUí i)osterior, la estabilidad es condición indis- 
pensabh» de la carrera administrativa y úol buen 
SíM'vicio público. El Consí^jo es guardián severo de 
esa condición, i)or(pie, conocedor del sítvícío a (pie 
atiend(\ conoce tambi(Mi a los ajentes que lo des- 
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ciiipoñan y se oncnontra en siluacioti. aiiiKfiit' para 
i'llii iH'cesilo recojcr especiales infonnacioiies en 
iiioinciilos (leteriiiiiiados. de disiinfíiiir t?nlro lo bue- 
no >■ lo malo en ónlen a los empleados del ramo. 
Sus inforiiiGs lÍGiieii mayor imparcialidad ijiie tos 
i|iie |)aeda propoi-cionar el yAt-. individual, hieii o 
mal iiisi)irado; jiero (pío en todo ensii no se en- 
fiientra sumelido ni a la deliberación ni a la cnn- 
Inidiccion. 

La organización adiniídslrativa de Cliih! cnt*iila 
ron varios cuerpos consultivos. Uno, el Consejo do 
Esta<lo, tiene carácter jcni-ral y. considerado bajo 
el aspecto pufamentc adniiinstralivo, abarca todos 
lus servicios públicos. Oti'os s(ai ilnstralivos en uia- 
li'ria determinada y tienen el cariictíT tie técincos. 
Algunos cneidan con atribuciones (¡ue invaden oí 
cnerpo ejecutivo, no conforma ndosc, consifínienle- 
mente, a las doctrinas ya exi)uestas: y por íin ülro.s 
no so clasifican dentro de la Adminislracion nela- 
iiieutc consuUiva poi-ipie participan de caraídéros 
csjieciales (pie los al<>jan de las funciones pr()pia- 
menle imputadas al Estado: en esta situación se 
encuentra, vgr. ; el Consejo de Ferrocarriles. 

l'',I Consejo de F,stado es. segim la forma qui; le 
(l;í la Constitución una institución ecl(''ctic<i. poripu; 
concurren en ella olenienlos diversos. 

La idea <lel Consejo úi: lisiado se imputa a mc- 
niulo a Napoleón, a «luicn se atribuye sii creación 
como medio de encnbrii- su espíritu donnuanle y 
aljsnintisla iron garantías y trámiltís i!u.sorins. I-'tec- 
tivaniente, en la Insloria de Francia se ein;ue¡dran 
los oríjenes de esla institución, mni anterior a Na- 
poleón, y de allí ha sido llevada a otros )»ivises, 
llegando hasta nosotros con variantes muy consi- 
(ierabl(!S. 
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El Consejo do Kstado nació en Francia on 1518 
bajo ol ríMnado do Fíílipe V, el Lrr/v/o, con distinta 
denominación: pero como cnerpo deliberante con- 
sultivo d(^ la autoridad real. 

Llamósí» Conxojo dol Roi en la antigua monar- 
(|uía y lomó fonna div(*rsa y el nombre cpie hoi 
lleva en la Constitución del año VIII. 

La organización y atribuciones del Cons(»jo de 
Estado en Francia, Italia y España, donde existe, 
son mui (liv(»rsas a las rpu» tiene entre nosotros, 
como insíitucion administrativa y política. 

El Consí^jo de Estado se compone en Francia de 
treinta y dos consejfíros en servicio ordinario, do 
diez y ocho en servicio extraordinario, de un secre- 
tario jeneral y de cuar(»nta y seis empleados infe- 
riónos. l*;s presidido por el Ministro de Justicia y en 
su ausencia por un vice-presid(Mite, nombrado, do 
entre los Cousí^jím^os en servicio ordinario, por el 
PresidíMite úv la Rei)ública. Los Conséjenos en ser- 
vicio ordinario son nombrados por el Jefe del Es- 
tado, OH Com^cjo do Mi/iistros, y no pueden ser 
«(^parados sino en la misma forma; el cargo de 
Consejero (^s in(*omi)atibl(? con los de senador y di- 
putado. Los Consfojeros en servicio extraordinario 
son altos funcionarios de la Administración, llama- 
dos al Consejo para que lleven el concurso de los 
conocimientos ad(]uiridos en el servicio de los ne- 
gocios públicos; su nombramiento se liace por el 
Pn.'sidente de la República. El Consejo es remune- 
rado: el vice -presidííute tiene 25.000 francos, 18.000 
los presidentes de sección y 16.000 los demás. Se 
divide en cinco secciones de las cuaUís una es para 
lo contencioso, otra de lejislacion, etc.. y funciona, 
según la materia de que se trata, en secciones o 
en asamblea jeneral. Las atribuciones administra- 
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'jvas del Consejo son niimero8Í?inifis. IiiIitvÍcmic: 

J." en los proyectos de iniciíilivu ¡¡íirlanK'nlaria (¡iie 

Ift Ciimara de Dipulndos o el .Senado h; envien ; 2." 

on Jos preparado:-; por el l'.jociilivo y cpie nu de- 

creío es|)GCÍal ordene sonieti.T a su conocimiento; 

3." en todas las consultas (¡iic se le llagan por el 

Ejecutivo. El dictamen del Consejo de Estado es 

solamente consultivo en materia administrativa y 

icjislativa. 

í'oro las atribnciones mas importantes fjue le co- 
r^t-sponden son las que ejerce como tribunal de lo 
"^ontoncioso-administrativo, jurisdicción que tiene 
•^^^ ose pais y ou otros de Europa lata extensión, 
piles abraza, en jcneral, el conocimiento de todos 
los recursos a que dan lugar las resoluciones de 
los ajeutcs administrativos. 

Es el Consejo de Estado nn cueri>o aUminislra- 
livoen el cual se reúnen hombres (pie pueden in- 
fluir en 1.1 marcha de la Administración Pública, 
por sus conocimientos de la Ciencia y del Derecho 
Administrativos. Poi* su constitución se encuentra 
algo alejado de la iH)lítica. 

Las contiendas de competencia entre autoridades 
adininislrativas o entro éstas y los Tribunales de 
Justicia, son resueltas entre nosotros por el Con- 
sejo de Estado; en Francia existe nn Tribunal es- 
pecial (pie resuelve todos los conflictos do alribu- 
ciones y se denomina Tribunal de Coiíjlivtoa. 

Este Trifnmal es compuesto: \.° del Ministro de 
Justicia, presidente; 2.» de tres Consejeros de Es- 
tado en servicio ordinario elejidos por los do la 
misma clase; 3." de tres miembros de la Corte de 
Casación, nombrados por sus colegas; 4." de otros 
dos miembros propietarios y dos suplentes elejidos 
por todos los anteriores. Los miembros del Tribu- 
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nal de Conflictos son designados cada tres años, 
pudiendo ser reelejidos. 

En Italia, el Conscíjo de Estado se compone de 
un presidente, cuatro presidentes de secciones, 
treinta y dos consejeros, un secretario jeneral y 
nueve empleados inferiores. Los prcísidentes y con- 
sejeros son nombrados por decreto real a propuesta 
del Ministro del Interior y previo acuerdo d(íl Con- 
sejo de Ministros. Se divide en cuatro secciones: 
del interior; de gracia, justicia y cultos: de hacienda 
y de justicia administrativa. El Consejo funciona en 
secciones y en asamblea jeneral; los Ministros pue- 
den hacerse oir en todas las sesiones. Los Conseje- 
ros y empleados tienen los siguientes sueldos: pre- 
sidente 15.000 francos; presidentes de secciones 12,000; 
consejeros 9,000; secretario jeneral 8,000; relatores 
de 1.* clase 7,000; de "2^ clase 6,000; secretario de 
sección 5,000. Las atribuciones del Consejo son 
mas o menos las mismas que tiene en Francia, 
interviniendo siempre en la formación de regla- 
mentos de pública administración. La cuarta sec- 
ción, de justicia administrativa, es la mas impor- 
tante. 

Mas o menos la misma organización tiene el Con- 
sejo de Estado en España; los Consejeros perciben 
15,000 pesetas anuales de renumeracion y 30,000 el 
presidente. Se divide en siete secciones: de estado 
y gracia y justicia; de guerra y marina; de ha- 
cienda; de gobernación; de fomento; de ultramar 
y de lo contencioso-administrativo. El Consejo de 
Estado debe ser oído especialmente sobre créditos 
extraordinarios (suplementos ) o trasíerencias de 
créditos del Presupuesto, cuando no se hallan reuni- 
das las Cortes. El Ejecutivo tiene en España la fa- 
cultad de concederse suplementos y trasferir gastos. 
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cuando no funcionan las Cortes, oyendo al Consejo 
de Estado (1). 

El Consejo do Kslado que existe en los paises que 
se han enumerado, tiene por principal alriijucion 
la de conocer en todo lo contoncioso-adniinistrativo, 
jurisdicción que entre nosotros corresponde a la 
justicia ordinaria, como garantía para los ciudada- 
nos y resultado de la igualdad ante la lei. En esos 
Estados es, en consecuencia, una institución admi- 
nistrativa y judicial, existiendo on esta base una 
capilal diferencia con nuestro Consejo de Estado, 
que tiene un carácter político mui especial. 

Administrativamente, este cuerpo es meramente 
consultivo y en realidad no se someten a su cono- 
ciinienlo sino los asuntos para los cuales fijan la 
Constitución o las leyes este triímife. La Constitu- 
ción en su artículo 96. número 5.", establece que 
el Presidente de la Rc^pública propondrá a la de- 
liberación del Consejo de Estado todos los nego- 
cios en que juzgue conveniente üir su dictamen, 
pero, en la práctica no se busca este trjímitc y el 
Jefe del Estado solo lo llena en los casos en que 
está obligado a ello. 

Por lo demás, el dictamen del Consejo es pura- 
mente consultivo, salvo en los especiales casos en 
que la Constitución ret|uierc que el Presidente de 
la República proc(;da con su acuerdo (2). 

Todavía es necesario recordar que el Consejo de 
Estado tiene funciones lejislativas, porque inter- 
viene en la presentación de los proyectos de lei al 
Congreso y en su promulgación, y ejerce funciones 
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judicialos. I.a organización do su píM*sonal os po- 
lítica y administrativa ponpio int(TVÍ(»non las dos 
Cámaras s(*i)aradamonto y o\ ProsidcMite úo la Re- 
pública, quion ha do ol<*jir a los mioml)ros que 
nombra do ontrc ciertas categorías ch? funcionarios 
o de ox-funcionarios. Todo (»sto hace de la corpo- 
ración algo (?nt<*ramento propio. 

El Consejo de Estado tioiKí en sus atribiunonos 
caracteres de j(»noralida(i íjuo lo ()istingu(Mi muí 
especialmente de otros cuerpos consultivos, que 
caben y que jiran dentro de la Administración, 
propianKMite dicha. 

Ocupa pr(»ferente lugar, porcpio tiene su oríjen en 
la Constitución misma y i)orque ejerce funcion(*s 
de cierta latitud y do mucha importancia, el Con- 
sejo d(^ Instrucción Pública. 

El artículo 115 de la Constitución dice: «Ilabrií 
una superintendencia d(^ educación pública, a cuyo 
cargo estará la insp(»c(Mon de la enseñanza nacio- 
nal, y su dirección bajo la autoridad del Gobií^rno.» 
Esta superintendencia os el Coiísí^jo de Instrucción 
Pública, según lo dispono el artículo 6.° do la lei 
de 9 de enero de 1879, orgánica do la instrucción 
secundaria y superior. 

La organización de este cuerpo está ajustada en 
parte a los principios i)or(|uo tiene? amplitud do facul- 
tades en lo ipie se refiere a la parte técnica del 
servicio (pie corre a su cargo, como ser formación 
de plañías de estudios, reglamentos, etc., y sirve 
de garantía para los funcionarios del ramo porque 
interviene en la separación de ellos, sin que tenga, 
en realidad, facultades activas o ejecutivas (|ue den 
márjon a hacer efectiva la responsabilidad. Sin 
embargo, la lei lo ha independizado bastante de la 
autoridad del gobierno, a la cual lo somete la Cons- 
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titucion y por otra parte no le ha dado injerencia 
en todo el servicio de la instrucción. 

Tanto de este Conseja, del cual observaremos otros 
defectos de organización, como de los demás que 
intervienen en los diversos servicios administrati- 
vos, nos ocuparemos al tratar la parte correspon- 
diente en las Materias Administrativas, 

Se ha desarrollado en los últimos años el espí- 
ritu en favor de los Consejos. Viene esta corriente 
de ciertas opiniones que quieren hacer no ya tan 
solo gobierno popular, es decir, gobierno del pue- 
blo por sí mismo, sino también administración po- 
pular. Todos desean gobernar, lo cual constituye una 
justa aspiración y en realidad todos gobiernan por 
medio de la opinión pública. Pero no todos pue- 
den administrar, es decir, ejecutar los actos que 
requiere la atención de las necesidades públicas y 
es preciso dejar libertad a los ajen tes de la Ad- 
ministración, como también hacer efectiva la res- 
ponsabilidad de los mismos por la mas leve omisión 
o falta en el cumplimiento de sus deberes. 

Es peligroso el camino de los Consejos Adminis- 
trativos. Son garantía de buen servicio en la apa- 
riencia, porque encubren con la irresponsabilidad 
los actos que perjudican al bien público y debili- 
tan la acción del ájente a quien prestan su con- 
curso. Su establecimiento y organización odebecen 
a reglas de prudencia que dan amplitud al princi- 
pio absolulo y franco de la actividad pronta y enér- 
jica y de la responsabilidad personal y directa de 
los funcionarios del Estado. 
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IV. FUNCIONARIOS PÚBLICOS 



Idea Jenerjil 



La actividad social dcniaiida do aj(Mit(*s (juc la 
dirijan y innovan. Kl conjunto de aípn^llos y sn 
esfera de acción so desií^nan con la dí^noniinacion 
de sf^rricio público. Kn s(Mitido tan junplio v\ ser- 
vicio j)nl)lico coniprondo: 1.^ la organización dol 
cuerpo de ajenies dol Estado, a í|ni(Mios se confía 
la satisfacción de las n(?c(ísidados sociales v 2.® las 
diversas ramas (|ne estas n(M*(*s¡da(l(\s abarcan y 
(fue se agrupan en Matr/ids Adniinií^traticío^; bajo 
este segundo concepto so (montan la Hacienda Pú- 
blica, la Policía, la Instruc(Mon Publica, iúc. 

La denominación j(Mioral de funcioftrs ¡)úbliccf.^ 
se aplica también en el sentido (pie se dá a la de 
scrcicio público, y así so dice (pie la s(»guridad es 
función (pie correspondía al Estado. Sin embargo, 
puede Histrinjirse a la idea personal y ai)licarse al 
cuerpo de funcionario,^, revolándose la idea d(? ejer- 
cicio de actividad. Los ajontí^s públicos so estable- 
cen para llenar funcione^ públicas, os decir, ej(*rc(Mi 
funciones. 

El carácter de la función pública os mui elevado 
y no admite comparación con la función privada. 
AquííUa correspondo en toda su extensión al díínv 
cho i)úblico y císta al privado. La prinuM^a, por li- 
mitada que sea, lleva envuelta la satisfacción de 
una necc^sidad social y d(í un interés común; la pri- 
vada tiene siempre un límite de interés p(M'Sonal 
que jamas podrá ponerse on i)arangün con el inte- 
rés público, al cual estcí siempre sometida. 

A este respecto dice Bluntschli: ((Las relaciones 
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entre el Estado y sus servidores son esencialmente 

t. 

(le derecho público, y no tenían razón los antiguos 
cuando intentaban fundarlas en un contrato de de- 
reciio privado. El servicio del Estado no es un man- 
dato, ni menos un alquiler de trabajo; las reglas 
de estos contratos no explicarían el nombramiento, 
las atribuciones, ni la destitución del que presta el 
servicio » 

Mas adelante agrega el mismo autor: «El sueldo 
correspondiente a la función tiene esencialmente 
por objeto asegurar la existencia natural del fun- 
cionario y de su familia, y pertenece al derecho pri- 
vado. La acción de que es objeto es puramente 
pecuniaria y podría mui bien ser llevada ante un 
juez civil.» (1) 

Es clara la distinción de Bluntschli. K\ empleo y 
sus funciones pertenecen al derecho público; las 
acciones relativas a la remuneración son materia 
del derecho privado. 

Esto por lo que toca a las ideas jenerales rela- 
tivas a las funciones públicas. Pero vamos a limi- 
tarnos a considerar, separadamente de las funcio- 
nes, a los ajenies del Estado, a los funcionarios, 
a los servidores, sin tomar en cuenta los servicios, 
en dos palabras a los ajentes que jeneralmente so 
llaman empicados públicos. Entre los fimcionarios 
del Estado deben considerarse a los (|uti tienen a 
su cargo la atención de los intereses locales, es 
decir, a los municipales, puesto que ejercen funcio- 
nes públicas. Pero, como la administración local 
constituye una rama especial, sometida en los 
principios y en las lejislacioncs positivas a reglas 
también particulares, que serán tratadas oportuna- 
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men((í, solo considí^ramos por ahora a los aj(Mites 
de la Adrninislracion Central. Y toniaiuos ou osta 
parte a la joneralidad d(* los ajen((»s porc|ue a ella 
se refieren las doctrinas qne vamos a (^stablccfT: 
las leyes (pie analizaremos. La distribución de los 
ajenies auxiliarías, (pie forman (*1 t(»rcer grujuj de 
los pertenecientes a la Administración Central, se 
estudiará conjuntanuMitcí con el s(»rvic¡o respecti- 
vo; pero se aplican a todos (íllos los princi[)ios je- 
nerales de cpie vamos a tratar. 

La organización del cuerpo de funcionarios es 
para el Estado materia fundamental, por cuanto de 
los encargados de los servicios públicos depende, 
en mucha parte, el bienestar de; la sociedad polí- 
tica. Se confían a ellos la seguridad personal y los 
bienes de los ciudadanos, la satisfacción de las ne- 
cesidades comunes y el progreso social, (pie cuenta 
con su importantísima cooperación, particularmente 
en los Estados nuevos, donde la iniciativa indivi- 
dual es nula o escasa. 

L'U Estado que tiene bien organizado el servicio 
pei'sonal de sus ajentes, puede contar con las ven- 
tajas que proporcionan el progreso constante, la 
atención r-(?gura de los intereses jenerah^s y el or- 
den (jue en la sociedad produce el correcto cum- 
plimiento de la Constitución y de las leyes. 

Se designa conninmente a los (Vganos del Estado 
con la denominación de fuiícionurios públicos, la 
cual abarca a todo individuo que participa de fun- 
ciones públicas. 

Esta acepción está tomada en un sentido lato; 
comprende la jeneralidad de las funciones, y, así, 
abraza a los miembros del Congreso, a una parte 
del clero,^ a los ajentes del nninicipio, etc. Aplicán- 
dola en sentido estricto, nos limitamos a tratar de 
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aquellos órganos que participan de (unciónos pú- 
blicas, prestando servicios permanentes y tjue son 
remunerados por el l-'.stado (1). 

Suele aplicarse indistintamente las designaciones 
funcionurio y empleado; nuestra Carta Fundamen- 
tal las emplea sin distinción en algunos de sus ar- 
tículos; en otros liace diferencia, qiio en la prác- 
tica, se respeta, vgr. : el ai-tículo 154, dice: «Todo 
fimcioiuirio público debe, al tomar posesión de su 
destino, pi-cstar juramento de guardar la Constitu- 
ción.» Kl juramento a que alude el artículo citado. 
súlo lo prestan ciertos ajenies del Kstado. 

Siguiendo, en parte, la idea manifestada por 
Bluulschli en su Derecho Público Viiicer-^ul, puede 
establecerse cierta distinción entre g\ funcionario y 
el empleado. 

Funcionurio se llama al ájente del Poder Público 
que ejerce autoridad, que tiene jurisdicción. 

Empleado es el ájente que no ejerce autoridad y 
que. por lo jeneral, obra bajo las órdenes de un 
funcionario. 

Puede no tener toda la exactitud necesaria la 
anterior distinción en la priíctica; pero se ajusta 
bien a los principios de organización administrati- 
va. Se entiende que lo dicho so refiere al Derecho 
Administrativo exclusivamente, y en consecuencia, 
a los ajentes que él comprende. 

I. Oraadon da ampiMt. — SUUmu da provlilon. — AcumukKien « IncompktlbUldHlaa. 
Nombramlantoa 

a) Creación de empleos.— La. creación de em- 
pleos públicos se confía por la Constitución a una 
autoridad distinta do la encargada de designar a 

|1) Sant* Mahia iiB Parkdk?, Citfjo de Dereclto A<linliiMratlDo. 
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las personas (jue dehen sorvirlos y dotormina, en 
su artículo 28, numero 10, que solo en virtud de 
una leí se puede «crear o suprimir empleos públi- 
cos; determinar o modificar sus atribuciones; au- 
mentar o disminuir sus dotaciones, dar pensiones 
y decretar honores públicos a los grandes ser- 
vicios. » 

Consideraciones de todo orden apoyan esta forma 
de crear los cargos públicos; así se les da estabi- 
lidad y se evitan los abusos a que conduce el ejer- 
cicio de tal atribución por otra autoridad que el 
Poder Lejislarivo. El nombramiento de un fimcio- 
nario exije que el cargo qu(» va a servir haya sido 
creado antes por la lei: esto facilita el camino a 
la provechosa acción íiscalizadora iUú Congreso 
sobre todos los servicios públicos; de otra manera 
le sería imposible impedir el mal uso (\mi se hi- 
ciera de aquella importante facultad, y el derroche 
de los fondos del Estado, por cuya correcta apli- 
cación está llamado a velar constantemente. 

Este mismo sistema que existe en Italia, y otros 
Estados, no rije en Francia, donde la creación de 
cargos públicos está en manos del Ejecutivo. Las 
consecuencias de este orden de cosas se indican 
por Mr. Cucheval-Clarigny en su obra Lr\s Fino ri- 
cas de la France do. 1870 a 1891. 

« En Francia, dice, ademas de? los batallones de 
funcionarios, reclutados para los nuevos monopo- 
lios, para los correos y t(ílégrafos, para la caja 
nacional de ahorros, y luego, sin duda, para los 
fósforos, ninguna administración tiene planta fijada 
por la lei: todo se ha entregado al arbitrio del Mi- 
nistro, quien crea o suprime los empleos por sim- 
ples decretos, trastorna a su antojo la jerarquía, 
trasforma las secciones en divisiones v éstas en 



■ í!' 



RESUMEN DE DERECHO ADMINISTRATIVO 



81 



I 



direcciones, o vice- versa, y fija los sueldos como 
le place. Esta falta de toda regla permite a los 
Ministros hacer entrar en la administración a to- 
dos sus pro tejidos y a todos los protejidos de sus 
amigos. Como los Ministros cambian cada ocho o 
nueve meses, mas o menos, y todo el que se nom- 
bra llega con un séquito de criaturas, no ha cesado 
de aumentarse el número de los funcionarios pú- 
blicos; no hai mas que una de las administracio- 
nes centrales, la dirección de cultos, que tenga 
actualmente el mismo número de empleados que 
en 1876; todas las demás, han tenido aumento en 
su personal, y algunas en notable proporción.» 

Si la creación de cargos públicos corresponde a 
la lei. es lójico que la misma determine las atribu- 
ciones que a cada uno de ellos toca, porque se 
podría desnaturalizar completamente cualquier em- 
pleo, imponiéndole otros deberes que los que se 
tuvo en mira conferirle al establecerlo; igual cosa 
se aplica al sueldo, el cual debe guardar cierta 
conformidad con los servicios que está llamado a 
llenar el empleo correspondiente. 

No es propio de la lei entrar en detalles sobre 
los deberes inherentes a cada cargo público, ma- 
teria reglamentaria; pero siempre necesita determi- 
narlos en jeneral para evitar las cuestiones de com- 
petencia y otras que se suscitan entre autoridades 
que no tienen bien establecidas sus atribuciones. 

A pesar de la prescripción constitucional, no se 
ha observado en la práctica la regla que contiene, 
y así tenemos gran parte de nuestros servicios con 
su planta de empleados Ajada simplemente por la 
Lei de Presupuestos y aun por decretos adminis- 
trativos. 

La Constitución no ha podido referirse a la Lei 
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ele Presupuestos al disponer que tengan oríjen en 
una lei todos los cargos públicos, porque los carac- 
teres especiales de (»sa lei la colocan en una situa- 
ción particular que no permite asimilarla a las 
demás, y evidentemente quiere que la planta do 
empleados de las oficinas i)úblicas s(»a establecida por 
leyes de efectos permanentes; a esle ef(*cfo ha co- 
locado en incisos diversos la regla (¡ue gobierna la 
Lei de Presupuestos y la que rije la creación de 
emplíHDs públicos. De otra manera, como ha suce- 
dido, es absolutamcMite ilusoria la garantía consti- 
tucional ya que año a ano pueden modificarse los 
empleos por el mismo Presupuesto que los ha crea- 
do. Por otra parte, no se pueden fijar por esa lei 
las atribuciones que corresponden a los cargos pú- 
blicos qu(^ crea, y tal determinación es exijida por 
la misma Carta Fundamental y por la naturaleza 
de las funciones públicas. 

b) Sistrmas de prorision. — Creado im empleo y 
fijados su sueldo y atribuciones por la lei viene la 
designación de una persona para servirlo. 

Diversos sistemas existen y han existido para 
proveer los cargos públicos; según la naturaleza de 
éstos, se adoptan hoi variados procedimientos. 

El sistema común de las ciudades antiguas era 
la etrccion. En Creta, el Poder Ejecutivo era com- 
puesto de majistrados llamados Cosmes, elejidos 
por un año; en Esparta, las asambleas populares 
elejían a los senadores y a los éforos (1); (ui Ate- 
nas, hubo al principio funciones electivas; en Roma 
existió el sistema de elección hasta la caída de la 
República. La elección se acerca mas a la sobera- 



(1) Majistrados que se encariñaron al principio de los morcados y que después 
tuvieron nmcha influencia. Dukuv, líUsloria de los Griegos, t. I, pdj. IGó. 
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nía del pueblo y es el alma de las repúblicas: con- 
viene mejor a la libertad y a la igualdad y por eso 
se conserva e incrementa en la provisión de car- 
gos políticos que envuelven la existencia misma del 
, Estado. Naturalmente, sería de desear pudiera apli- 
carse también para funcionarios administrativos, 
por cuanto su fin primordial es la designación del 
mas digno; pero, dadas las circunstancias de edu- 
cación e ilustración de los pueblos, y principalmente 
las condiciones de los partidos políticos, no llega- 
ría a obtenerse, i>or medio de la elección, funcio- 
narios administrativos mas competentes o mas dig- 
nos, sino mas convenientes a los intereses políticos 
de los partidos, que llevarían su lucha a este otro 
campo. La Administración requiere ajentes con 
aptitudes especiales para el cargo; hoi por hoi no 
sería posible obtenerlos por medio de elecciones po- 
pulares. El pueblo podrá elejir a un liombre hon- 
rado y bueno; pero no está en condiciones de es- 
cojer a uno apto. 

Contrapuesto al electivo es el sistema hrrecUtítrio, 
en virtud del cual ocupa el cargo público vacante 
la persona a quien corresponde en virtud de sus 
relaciones de parentesco con la que lo servía an- 
teriormente. Esta forma de provisión no busca para 
los cargos a los mas aptos, sino (jue depende de 
la casualidad, permitiendo el ingreso a ellos a in- 
dividuos de cualquier condición moral o intelec- 
tual; no se buscan ni la dignidad ni las aptitudes; 
basta la circunstancia de nacer en la familia a la 
cual es inherente el empleo. Hoi existe aplicado rigo- 
rosamente este sistema en la provisión del cargo 
de Jefe del Estado en las monarquías, habiendo 
desaparecido para la designación de otros ajentes 
públicos. Apenas si en Alemania se mantiene la 
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priíclica (Je pmviíor nlguiios cargos, ún rcpn'sciiia- 
cioii (!\torior y di' palacio, con individiioí- dii ciertas 
faiiiilias; ¡MTo nó como un di-reclio do éstas, sino 
cdinn un icconoi-iniicnlo do inóritos contraiilos en 
servicio del país (1 ), 

Muí odioso es el sisleiiia hereditario paia la 0|)- 
cicm a funciones iJt'iblicas. Líis cargos del I-'.stndo, 
pagados con el dinei-o de todos los ciudadanos y 
destinados a sn siM-vicio, se couvit.'rteu en patrimo- 
nio jjarlicular de determinadas familias, en las 
cuales lia d<' si'rvir un euipleo oí miembro de (>lla 
a (piieu corresponda por la fatalidad de la liorencia. 
sin consideración alguna a que la función ¡hm-Ic- 
noce a todos y (|ue deije soi-virse por (|iiien('fí ten- 
gan las aptitudes necesarias (3). 

l',s casi inoficioso advertir que osle sisti-ma r-s 
fundamcidalmenti.' contrario a la democracia. 

Puede decirse que, cronolójicaniente, lia venido 
después d<.' la iKM-encia, la venta de los cargos pi'i- 
blicds. la cual fné aceptada con gusto poi" el pucí- 
blo, piu' cuanto tíii el sistema hereditario, tendente 
a mantener un gobiei-no aristocri'itico oligin-qnico, 
no llegaban a las funciones públicas sino aípiéllos 
que llevaban tal o cual nombro, al que oslaba vin- 
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Ciliado el cargo; en cambio, la venta perniilió a 
ciialqtuera que tuviera dinero, llegar a desempeñar- 
las. En Francia adquirió gran desarrollo esla for- 
ma de proveer empleos y se aplicó con especia- 
lidad a los oficios públicos, es decir a los cargos 
de procuradores, notarios, etc. Kn tiempo de Fran- 
cisco I llegó a venderse el cargo de juez y on con- 
secuencia se desarrolló la inmoralidad consiguiente 
a este orden de cosas, A fin de guardar las fór- 
mulas y no presentar tan descubiertamente una 
palpable desmoralización, el parlamento francés exi- 
jía al funcionario juramento de que no había com- 
prado el cargo y que el dinero que daba era un 
préstamo heclio al rei, quien jamas lo cancelaba. 
Es curioso que en Francia se volviei-a del sisleina 
de venalidad al hereditario, dando al rei una suma 
alzada; este derecho se llamó /i'fíí/c//^'', del nonibi'e 
de su inventor Carlos Paulet (1604). En 1789. la 
A-samblea Constituyente suprimió la venalidad de 
los cargos públicos. 

En la época colonial se ha practicado también 
entre nosotros este sistema; los cargos de miem- 
bros del Cabildo de Santiago se ponían en subasta 
pi'iblica hasta (jue el Congreso de 1811 se dirijió, 
en setiembre de ese año. al Cabildo pidiéndole (¡uo 
buscara otro medio de pi'ovision de sus cargos. 
En octubre del mismo año, el Congreso abolió ese 
sistema, por ser repugnante (1). 

( I ) Sftíones de ¡/a Ctier/ioa Lejislatlpo». t. I, p;ij». 33 y 13Í. El ftclB de l« sesión 
del Coiifreso NacioiiaL, dt- ll dü iHliiljrc du ISll, diiv: «Sipiidohoi uiikH <|in: tiiinua 
ntorvciirinii dul i-abílilo vn los iickocíuíi <i\\e ocurren y para el ili^íum* 
de las lunuionus afectas a sus inüividiiott, sr k- ovo sol>rc el iiuido du re- 
r las varas vacan tea i|iio sea üfl agrado del piililim. re^ix'Cto de <]ue no lo 
'1 <|iie se adopto atileríormcntc. y lo es iiiéiios el de la sidiasta, que. a 
no es pnclk-abte cu el dia por la repiignaueia cgue. de iiiiii'li» lii'tiipo * 
liarte, se ol)3erva a rematar tale» ollcios. i'oiiio porigiie es iiiiii lerositnil que 
lonne la perpetuidad de ciks y bu ailqiiiaieion por eoitipra. tan coiiti'ario 
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I'',l sislcma (le ia venta do las fimcionos públicas 
por tú ]\sl.ailü. es absolulainciitc contrario al Hn 
do inleres coinnn y do atención pública para las 
cuales so han croado y por otra parte, es proíiinda- 
moiilc Inmoral. El cari'icter elevado del servicio 
púlilico se rebaja a la triste condición de la mer- 
cancía mas inisei-able. Desaparece el interés que el 
funcionario debo tenor, no ¡¡or ocupar lal o cnal 
cargo, sino pov satisfacer el bien social, ejerciendo 
con levantado espíriín la misión que le confiore la 
sociedad. I,a ignaldad de los individnos ante la 
loi, la situación equitativa en que todos se encuen- 
(ran |)aríi llegar al sei'vicio del Listado, se reem- 
plaza por el privilcjio del dinero. Y por fin, no se 
busca al mas api'Oj)Íailo sino al (¡ue paga mas. 
¡Ningún sistema mas indigno, ni mas corruptor on 
la organización de las funciones públicas! 

La designación por sucrtf o xorft/o se practicó 
nniclio en Atenas, como sistema democrático do 
provisión de cargos públicos, consÍder;índos(: que 
hasta la elección era. demasiado aristocrática (1). 

Knli-e nosotros so lia adoptado para la foi'inacion 
del jurado de impronta (2). l'",s posible admitirla 
tan solo eii la provisión de osla cla.se de función 
pública, sometida on sus resoluciones mas a lacen- 
ciencia (|ne a la lei; pero no en la de cargos o em- 
plees notamente adminislra'ivos, caso en que entra 
p(U- mucho considerar las aptitudes de las per- 
sonas llainudas a servirlos. La suertí; no prefiere 
siempre al individuo nuis preparado o mas cou- 
veuií'ute. Sin embargo, no se niega su base de- 



U) L.-i üu 17 ilv : 



RESUMEN DE DERECHO ADMINISTRATIVO 



87 



inocrática, porque no hace distinción entre los ciu- 
dadanos. 

El nombramiento, o designación del empleado o 
funcionario por el Jefe del Estado, u otra autori- 
dad superior, es el sistema que dá mas amplitud en 
la práctica para la provisión de cargos administra- 
tivos. Tienen cabida en esta forma todas las exijen- 
cias de la Administración, no pudiendo achacarse 
sus inconvenientes a defectos propios sino mas bien 
a vicios de organización y a malos hábitos políticos. 

El nombi'amiento es de dos clases: simple y cali- 
ficado. El primero se expide por quien tiene facul- 
dad para hacerlo, por su propia voluntad, sin sujeción 
a condiciones especiales; el segundo se sujeta a 
reglas particulares relativas a la competencia, o a 
oti*as circunstancias del candidato. Tomadas las dos 
ideas en este sentido absoUito, en la jeneralidad 
de los casos el nombramiento sería calificado, por- 
que quizcí no falta alguna condición, aun cuando 
se dé mucha amplitud a la facultad de nombrar; así 
la Constitución determina en su artículo 73, que 
es atribución especial del Presidente de la Repú- 
blica: «6.''^ Nombrar y remover a su voluntad a los 
Ministros del Despacho y oficiales de sus secreta- 
rías, etc. », lo cual no es enteramente exacto porque, 
sin hacer consideraciones políticas, el artículo 76 
de la misma Constitución establece ciertas condicio- 
nes para ser Ministro y la lei de 21 de jimio de 
1887 otras para ser empleado en los Departamentos 
de Estado. En igual condición se encuentran los 
demás empleos a que se refiere la citada disposi- 
ción constitucional. Los nombramientos de que 
tratamos entrarían en la clasificación de califica- 
dos, aplicando rigurosamente la definición. Sin 
embargo, no es ese el significado que nosotros le 
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damos a esa clase de nombramiento, pues enten- 
demos por tal el (jue se extiende previa comproba- 
ción o calificación de las aptitudes del candidato 
para servir el cargo, sea ((ue esta calificación esté 
determinada en la lei por un hecho anterior a la 
provisión, como ser un título que prepare para el 
puesto, o que se verifique en acto especial, como 
en los concursos o elecciones sujetas a determina- 
das condiciones. Esta es la única cdUficacion previa 
de su nombramiento. Entendidas las cosas de otra 
manera, todo nombramiento s(íría calificado, por 
cuanto lo menos que se pide para servir un empleo, 
es edad suficiente para cumplir con los deberes que 
impone. De esta clase es el nombramiento de jue- 
ces letrados, porque se exije un título profesional 
que prepara especialmente para esas funciones. En 
cambio no es calificado el de Ministro de Estado 
porque ni el nacimiento en el territorio, ni las con- 
diciones que se exijen para ser miembro de la 
Cámara de Diputados, dan la calificación de aptitud 
para la dirección de los complejos negocios políti- 
cos y administrativos. 

Por otra parte, esto no quiere decir que sea ne- 
cesaría la calificación en ciertos nombramientos; 
algunos, especialmente los políticos, esttín sujetos 
a variadas condiciones de oportunidad. En cuanto 
a la provisión por nombramiento de cargos pura- 
mente administrativos debe preferirse siempre el 
calificado. 

El sistema del nombr^imiento, si no (»stá mui 
bien determinada la calijicacion en las h^yes orgá- 
nicas, tiene caracteres en el réjiínen represe^itativo, 
especialmente en el parlamentario, que suelen ser 
tachados de defectos del sistema, cuando, como ya 
está insinuado, son vicios orgánicos de la vida 
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política. Si la Ici no os sovora en establecer las 
condiciones de aptitud a que ha de sujetarse un 
noinbratniento, se desarrollan las ambiciones in- 
justificadas de los aspirantes incompetentes, apoya- 
dos con enerjfa por los políticos de oficio (IJ. Este 
es, basta enunciarlo, un pi.-ligro que tiene su oríjen 
en la incorrecta práctica del sistema de goljierno. 
El nombramiento calificado, sometido a reglas se- 
veras, es el sistema que mejor conviene al servicio 
del listado. 

Existe otra forma de designar a las personas que 
han de atender funciones públicas y que se prac- 
tica en los cuerpos colejiados; on virtud de ella, 
el misino cuerpo hace la elección de los indivi- 
duos que llenen las vacantes que ocurran en la 
institución. Este sistema es un derivado del elec- 
tivo porque por medio de elección li.Tiitada tiene 
lugar la provisión del cargo (2). Esta forma de 
provisión existe enire nosotros para los cargos de 
miendjros académicos de las facultades de la Uni- 
versidad. 

El derecho moderno ha abierto la puerta a todos 
los individuos para ejercer las funciones públicas. 
La Dv fia ración de los dcri'chus del liombre, consig- 
na como principio el siguiente: «Todos los ciudada- 
nos, como iguales ante 1(m, son del misino modo 
admisibles a los cargos, ilignidades y empleos pú- 



) 1 1 ScK'i" Todii, la infliieiifia poliliru no so i-jpn-i> en Inulatcrra, ilouili' esiatc 

ICH n'partiuiunca aditiiriixtrutiíaH lian liii'ijido (-irciilart's a icw iiiiutiiliroa itcl VM- 
laiiiniU) llaiiiáiiilolcs 3ii a(cii<;i<iii a la pniliil)i<'¡iiii luniial que riju par» lii* [imi'Iii- 
nariiis píililiei«. úa iiilcn'Rar a loa niiciiilirds dfl Parlaiiicnlo un hii proiiiiwion y 
dcriarar i|iie toda tcnlalivu 'jiic^ r,v ha^a por biimÍ'IIuh para obtciiur iiii piicslo por 
™c iiinliii serX BOvüraiiiciiU- catW^iuiíi. — Lc Oourerneuieiit parleiiienlatve en 
Aiiglclerre, tomo I , páj. Ítí6. 
(í) LoH romanoH llainabaii esta forma cooplacíon. ilf cooptatioonli, aicrcg^ 
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bucos scgnn *sfí capacidad, y sin mas distinciones 
(juo las (lo la virtud y el mérito.)) 

La dííclaracion anterior establece el principio de- 
mocrático de igual opción de los ciudadanos a 
todas las funciones públicas y lo combina con el 
buen servicio. No son pocos los que consid(?ran 
a los funcionarios, y mucho mas a los candidatos, 
como mendicantes de un medio de vivir. Ks indu- 
dable <iue la remuneración asignada a los cargos 
públicos forma, para los íjue los sirven, su subsis- 
tencia; pero ello no quebranta la lei que impone 
al Kstado el deber de buscar ajent(^s para su ser- 
vicio entre los hombres (¡ue lo atiendan con aptitu- 
des y dignidad. ¿Cómo S(* entregarían la conserva- 
ción y gran parte del i)rogreso sociales a ineptos, 
ignorantes e inmorales? 

La Constitución abraza esto principio fundamen- 
tal en su artículo 10, inc. 2.**, asegurando no tan solo 
a los ciudadanos sino a los habitantes úv la Riípú- 
blica: «la admisión a todos los empleos y funcio- 
nes públicas, sin otras cofulicionrs que las que 
impongan las leyes, » Se liabla de condiciones y 
ellas no se refieren a privilejios de nombre o de 
herencia, sino a las que reíjuiera la mejor satis- 
facción de los interes(»s públicos. 

La carrera administrativa exijo, como cualquiera 
otra, conocimientos (isp(íc¡ales para desempeñarla. 
No se comprende cómo un individuo atienda em- 
pleos en los cuales tonga que aplicar constan- 
temente el Derecho Administrativo sin haber ad- 
quirido noción alguna de las h»y(^s que lo forman 
y do los principios de la ciencia a que estas le- 
yes deben sujetarse. Ks verdad qu(^ la práctica 
facilita tarde o temprano el desempeño del cargo; 
pero no es así como se forman los buenos em- 
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ploaüos ni como so sirven los intereses del Es- 
tado. 

«La organización de los cuerpos de funcionarios, 
dice Holtzendorff, sus condicionéis intelectuales y 
morales, y la determinación de los servicios que 
deben prestar, aun en negocios políticos que surjan 
de improviso, constituyen para un Estado uno de 
sus primeros intereses... No se forma con un de- 
creto ese rasgo característico que una tradición 
secular ha impreso sobre los funcionarios prusia- 
nos, y que tanto debo extrañar a los franceses 
cuando con sorpresa nuestra lian hablado de su 
¡ji-nio (ff/mi/ustratenr (1). » 

Las universidades alemanas tienen cursos com- 
pletos de Administración que debe seguir todo el 
que pretenda ingresar en el servicio pi'iblico; ter- 
minada esta preparación teórica y aprobado el as- 
pirante por un tribunal particular que nombra el 
gobierno, es sometido a un aprendizaje prdctico en 
alguna oficina administrativa, en la cual gana mo- 
desto sueldo; después rinde otro cxámon, y, apro- 
bado en él. pasa como empleado al ramo de la Ad- 
ministración a que ha querido dedicarse. 

Los resultados do esta organiza(;ion los manifiesta 
ol estado de la Alemania. «El progreso y la civili- 
zación extraordinarios del pueblo alemán en los 
últimos cincuenta años, se debe en gran parte a la 
obra del sc/tícío del Estado.» (Gorber). 

«La vasta instrucción teórica y práctica que en 
Alemania se requiere como condición de admisibi- 
lidad a los cargos públicos, impide por sf sola que 
la Administración se convierta en asilo do ineptos 
y de fallidos o en recompensa de poco decorosos 
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servicios; y ayudado por aquel personal tan idó- 
neo, tan inteiijente, tan científico, tan concienzudo, 
el gobierno cuenta allí con una cooperación activa, 
con que no cuentan los Estados, para aconiet(*r y 
llevar a cabo las mas arduas (Mupn^sas políticas (1). 

En Francia se requiere también pn^paracion para 
obtener ciertos empleos públicos y se lian estable- 
cido escuelas especiales, donde se proporcionan los 
conocimientos necesarios. ((S(»ria extraño, se ha di- 
cho, que todas las carreras necesitaran un apren- 
dizaje y (pie di? él (estuvieran dispensados los (jue 
se dedican a los servicios públicos (2).» 

La Escficlcf Libre de Cie/icirts Polítu-as de Prfris, 
uno de los mas brillantes establecimientos d(.' edu- 
cación, tiene cursos especiales para preparar aspi- 
rantes a los empleos diplomáticos, del Consí^jo de 
Estado, de las Administraciones cíuitral y departa- 
mental, Corte de Cuentas y Coloniíis. 

Se ha dicho en nuestro pais (pie, si se exije j)re- 
paracion en los aspirantes a los empleos públi- 
cos, se fomtMitará la empleom((tn(i, (pie muchos se- 
rán los que se dediquen a adquirir los conocimientos- 
requeridos para obtener un cargo público, abando- 
nando otras carreras o trabajos prov(xhosos. 

La empleomanía, vicio que tiene sus raices en 
Chile, aun(iue no con la intensidad que se le atri- 
buye, ha nacido precisamente porque no se exijen 
condiciones de aptitud para ocupar los puestos pú- 
blicos. Vemos, con frecuencia, (pie individuos aje- 
nos a la Administración dí^jan rep(?iitinanuMite el 
trabajo a que se dedicaban y se trasforinan en 
empleados administrativos. Los lisiados de las pro- 



(1) Valkmin Letelikr, Reforma de la ensena usa del Derecho, 

(2) A. R:)riLi-Kr, Letlres sur VEcole iVXdmuiistration. 
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fesionos, de los negocios agrícolas o del comercio 
se asilan en el rol de los empleados públicos, lle- 
vando la preparación adquirida en desgraciadas 
opercciones ÍJiirsiUiles o en la crianza de ganado. 

La empleomanía no existe donde se requiere pre- 
paración especial para llegar a ser empleado. La 
Esparta ha sido en toda época una de las naciones 
mas atacadas por aquel vicio, y siempre que 
lia querido buscar remedio al mal, lo lia hecho 
exijiendo ciertos conocimienlos a los aspirantes. 

Felipe II ordenó tener cuidado en la provisión 
Uo empleos «porque liai muchos que con pocas 
letras y menos entendimiento pretenden con mucha 
importunidad negociación y favor (1).» 

Fernando VII prohibió que se nombrase para al- 
gún empleo público a persona que careciese de los 
conocimientos indispensables, y expresaba que era 
im error creer «que en obteniendo el nombramien- 
to para cualquier destino ya se tiene la aptitud ne- 
cesaria para servirlo, o que basta contar muchos 
ailos de servicio para ser buen empleado (3). » 

Aunque no se han dictado disposiciones jenera- 
les sobre la mafei-ia. se exijcn lioi en líspaña cier- 
tos títulos y conocimientos pai'a ingresar, comun- 
mente por medio de concurso, en alguno de los 
servicios de la Administración, y existen academias 
preparatorias para cada una de las secciones en 
i|ije se requieren conocimientos especiales. Se pro- 
veen otros cargos públicos sin que sea necesario 
fijarse en las condiciones de aptitud de los candi- 
datos, lo cual no produce otro resultado que man- 
tener en tormcntacion la empleomanía, pues esos 

iMSiNTA Haría de Pa rede-i. Cttrsit de fíet-ecUo .ídmlJiiiíraílra. — Enbiijuk 
Hartís V Gl'lí, j/uiiuol del f:mi,teado. 

ií) Real iinlcn rli? lU ilc sgnstu ISÍ.'). 
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empleos cl(?i)eii(I(»n exclusivamente de la voluntad 
de los ministros y de los (|ue ai)oyan su [)olítica. 

«No desapan^eení (*1 gravísimo mal de la empleo- 
manía, dice a este propósito (.*1 scMlor Azeárate, mal 
a la vez administrativo, político y social, en cuanto 
los servicios públicos no puediMi marchar hien con 
funcionarios cuya suerte está a uku^cíhI d(íl capri- 
cho díí un cacique; la política pende a v(H*es del 
hambre de los empleados pasivos o del mi(Mlo a la 
cesantía de los activos, y la vida social está per- 
turbada por el insano afán de vivir de un sueldo 
del Estado, conjo si la agricultura, la industria y 
el comercio fuesen profesiones poco honrosas; no 
desaparecerá, decimos, porque d(í los destinos crea- 
dos para la mejor administración del pais, se dis- 
pone anchamente para premiar con largueza los 
servicios prestados en las (^l(»cciones a los candi- 
datos oficiales, o en el Parlamento a los gobiernos. » 

La empleomanía y demás inconvenientes que se 
indican en el párrafo anterior, se evitan, exijiendo 
aptitudes para ingresar en la carrera administra- 
tiva: es ésta una condición (pie no es tan fácil en- 
contrar precisamente en los individuos a (juienes 
se (juiere premiar por trabajos electorales u otros 
semejantes. 1^1 solo hecho de (n'itar esos vicios jus- 
tificaría la exijencia, si no acarreara, ademas, en 
primer término, las ventajas (pie ofrece a un pais 
un cuerpo idinieo de funcionarios y todavía como 
consecuencia y base de organización, la facilidad 
para hacer efectiva la responsabilidad, sin que se 
la encubra con la ignorancia. 

Naturalmente, la comprobación de las aptitudes 
de los que deseen seguir la carrera administrativa 
debe revestir todos los caracteres de seriedad, y 
solo en esa forma puede pedirse; de otra manera 
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servirá para ciar lugar a otros vicios quizii peores 
qiio la empleomanía misma, y a introducir en los 
eiiiplcos administrativos a individuos perjudiciales, 
ya que no lan solo ignorantes, porque a su falla 
de aplitudcs agregarían desconocimiento de la ca- 
ballerosidad y do! lionor, lo cual no les induciría 
sino a despreciar la Administración pública y sus 
servicios. 

Algunas de las leyes que organizan nuestros ser- 
vicios públicos han fijado condiciones para optar 
a los empleos que establecen; pero no es lo jeneral 
que esas condiciones se refieran a las aptitudes del 
candidato y mas de la mitad de nuestros empleos 
públicos tienen la puerta libre para los aspirantes 
a ocuparlos. Como los exiímenes que para ci(.'rtos 
cargos se exijo que hayan rendido los que preten- 
den servirlos, son ajenos a la preparación teórica 
y priíctica de un funcionario, podemos decir que, 
en jeneral, no se exije preparación en nuestro pais 
para ingresar en el servicio púbhco. Son designa- 
dos para ocupar cargos administrativos, médicos, 
miniares, injenicros (¡uc tendrán mucha competen- 
cia en el ramo a que; se han dedicado, pci'o que 
desconocen absolutamente los servicios de la Ad- 
ministración. Los conociEiiientos de la ciencia y del 
Derecho Administrativo se adquieren por intuición 
por todos aipiellos que, abandonando una carrera 
<[ue no tes satisface, el comercio o las industrias. 
se dedican al servicio administrativo. 

Entre los servicios administrativos en los cuales 
se exijen ciertas condiciones do preparación, en va- 
rios casos indirectas, se encuentran los siguientes: 

Ministerios; se re(iuiei'en algunos exámenes y a lo 
niéuos, para los puestos inferiores, el título do ba- 
chiller en humanidades. Lei de 31 de junio de 1887. 
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Correos: instrucción bastante para ol dosompoño 
del cargo, lo que no significa nada por su vague- 
dad, y conocimiento del sist(»nia mcítrico decimal. 
Ordenanza de 22 de fel)i'(*ro de 1858. 

Telégrafos: un exíímen especial; conocimiento do 
los alfabetos americano y alemán; práctica de dos 
meses en una oficina del P'.stado. Reglamento de 
Telégrafos de 31 d(í encaro de 1872. 

Rejistro Civil: examen en concurso ante una Cor- 
te de Apelaciones. Lei de 17 de julio de 1881. 

Instrucción Primaria: los maestros propietarios 
han adquirido su título especial en una Escuela 
Normal, o la propiedad del empleo previo concurso; 
los interinos, previo un examen. Lei de 21 de no- 
viembi'e de 1860. 

Instrucción Secundaria: exist(Mi profesores pre- 
parados especialmente en el Instituto Pedagójico; 
pero a (juienes no existe obligación de colocar. 
Las asignaturas pueden obtenerse por oposición. 

Instrucción Superior: existe la elección por la 
respectiva facultad; contrato de profesores extran- 
jeros; concurso u oposición. Los profesores extraor- 
dinarios son nombrados previo un examen. Lei de 
9 de Knero de 1879. 

Dirección de Obras Públicas: títulos oficiales 
correspondientes. Lei de 26 de Knero de 1888. 

c) Aciiniulacion o. incompatibilidacL — Cada fun- 
cionario no debe ejercer sino una sola función; 
esta (^s la regla jeneral, porque así se obtiene 
mejor servicio, pues la atención del ájente se limi- 
ta a un solo orden de cosas y la actividad perma- 
nente de la Administración exije cuidado constante. 
Sin embargo, esta regla jeneral tiene sus excepcio- 
nes, fundadas en las condiciones particulares del 
Estado del cual se trata y la naturaleza de los ser- 
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v/cios que se prestan. La organización política im- 
ponc la existencia de ciertos servicios comunes a 
ios grandes Estados y a los pequeños; en éstos fal- 
ten, a veces, los individuos preparados para cada 
Uíia. de las funciones, siendo necesario confiar dos 
<^ irías de ellas a un solo ájente. La naturaleza del 
servicio puede permitir también la acumulación: 
^'gi*. : un profesor pueble atcuider varias cátedras 
y s^orvir cargos análogos en el mismo ramo (1). 

t-^s lejislaciones modernas tienden a impedir la 
aí^iiriiulacion de funciones, creando incompatibi- 
"^ cicles entre ciertos cargos del Estado. Éste es 
^ de los campos de la vida política de la socie- 



nii 



<laQ 



, donde puede marcharse con mayor rapidez, 
discernimiento claro, sin fijarse en el camino 
^^^ se recorre y sin considerar el punto al cual se 
íC\\\Aere llegar. Las leyes de esta clase, como res- 
trictivas que son, tienden a limitar el poder del 
funcionario, temible siempre para los políticos, y de 
ahí que sin consideración al bien común sean acep- 
tadas con gusto por la mayoría de los h^jisladores 
ad'hoc. Mas, no existe tal limitación del funciona- 
rismo o burocracia, i)ues la influencia de ésl(í de- 
pende mas bien de las clases sociales que ocupan 
los cargos públicos que de la lejislacion. En mu- 
<íhos de los paises de Europa, los funcionarios pú- 
blicos pertenecen, por lo jeneral a una clase que 
no forma en las primeras filas sociales; en cambio, 

(1) «No se conUcra tampoco a cada hombre mas que un solo car<::o, no se acu- 
mulen en uno solo muchos destinos, y mcMios aun destinos de diversa Índole. 
Aristóteles imputa esta falta a los cartajincses, y nosotros podríamos también 
imputarla a muchos príncip.'s que obraron en esto mui inconsideradamente.»— 
M.viUANA, Dil reí y de la institución real, lib.'o III, cap. I. — ARLsrórKLKS, Política, 
•libro VI, cap. XIII. 

El derecho público romano era contrario a la acumulación; pero la admitía res- 
^ecto de funciones temporales. — Mümmsen, Le Droit Public Romain, t. II, 
jkáj. 165. 
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en otros paisos dosoiiipcrian funciones pril)l¡cas, de 
diversa naluralc^za. individuos de la dase mas 
elevada, de la cual sale también la gobernante, en 
su mayor i)arte. Es natural que en (»stos i)aises el 
funcionarismo ejcM'za una positiva influencia en la 
dirección social, a ¡n^sar d(* las incompatibilidades 
para acumular cargos públicos. 

Los empleos administrativos son en Chihí incom- 
patibles unos con otros, a excepción de los de ins- 
trucción secundaria y siiperior (1). Sin embargo, 
aun en este ramo s(» lian introducido incompatibili- 
dades con post(TÍori(lad a 1879 (2). No existe una 
lei jení^ral sobre la mat(»ria; pvvo una antigua dis- 
posición (3) prohibtí la acunmlacion de sueldos, lo 
que indirectamentí* significa prohibición de acu- 
mular empleos, i)or cuanto no es aceptable la re- 
nuncia del sueldo, como tendremos ocasión de ma- 
nifestarlo mas ad(»lante (4). Por otra parte, leyes 
particulares determinan esta incompatibilidad (5). 

Una especial incompatibilidad, fundada en prin- 
cipios de moralidad administrativa, establece la lei 
de 31 de diciembre de 1889. Dispone que «en nin- 
guna oficina administrativa, establecimiento de ins- 



(1 ) Lei de 9 de enero de 1S79, art. 43. 

(2) La lei de réjiíuen interior proliihs la aciimiilaeion d«'l earjío de Intendente 
o Go])ernador con cualquier otro y la lei de sueldos de la Adniinistraeion do Jus 
ticia también prohibe la aeuniula<Mon de empleos judiciales con el profesorado. 

(3) Senado consulto de 19 de novieuibiv de 1818. 

(4) Por lei de 7 de julio de 1SS3 se piM'niitt; cierta acumulación a los militares 
retirados. 

(5) Recordamos las siguientes : 

a) Constitncion, art. 2\. 

b) Lei de Instrucción Secundaria y Superior, de 9 de enero de 1S79, art. 43. 

c) Lei de incompatibilidades de 31 de agosto de 1880. 

d) Lei de réjimen interior, de 22 de diciembre.» de 1885, art. 3.' 

e) Lei de or^'anizacion y atr¡l)uciones de las mtmicipalidades, de 22 de diciem- 
bre de 1891, artículos 6.* y 103. El artículo 6.' ha sido modificado por leí de 14 de 
setiembre de 1896. 



Iniccion púljlica, naves, l)atalloii(':s, rcjiíiiíciilos. 
i'lc. pudi'iín figurar omplcado-s (jik.' <ístci! ligados 
|)ür parentesco dn consaiigniíiidad liasla el cuarto 
grado o (le afinidad Iiasta ol scginido inclusivi! 
con ol jefe inmediato.» lOsta incoinpalihilidad se cx- 
tionde tamljien al Poder Judicial, entre los inieiii- 
l)ro3 de la Corte Suprcnuí y los de las Corles de 
Apelaciones y entre éstos y los jueces letrados de 
sil respectiva jurisdicción. Se exceptúan el Pi'csi- 
(k'iite de la República y los Ministros de l'',slaiio. 

«La lei visiblemente anhela, dice un distinguido 
jurisconsulto, la estirpacion de la corruptela del 
m-¡¡oúsino, vicio pernicioso en todo réjimen de go- 
bierno, y más todavía en el réjinicn do nna demo- 
cracia; y sacrillca a sus designios, plausibles y sa- 
ludables en jeiieral, los títulos y aspiraciones de 
ciudadanos meritorios y aun liis reglas ordinarias 
lie promoción tpie lian de presidir, y conviene ame- 
nudo aplicar, en la provisión de las ])la/as vacan- 
tes. Estos rigores son el pi'ecio muy alto, pero justo 
y necesario, de todas las leyes políticas tendentes 
a moralizar la administración o depurarla d(í abu- 
sos actuales o eventuales que no admiten otra (or- 
ina de enmienda, u 

« La lei de 1889 lia venido a completar el plan 
de administración a que obedecen las análogas o 
parecida.s que se han dictado en la República, de 
muchos años a esta parte, sobro acumulación de 
empleos, inhabilidades electorales, incompatibili- 
dad de funciones ejecutivas, lejislativas y judicia- 
les, y otras que tienen en mira el mejor y mas 
eficaz servicio de los diversos cargos del Estado (1). » 

1 1 ) ViaU liel llacal il: la Curie Siipi-oina don AiiiLimsio Monll.— Sanliaeii. ii ele 
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Lns [)alal)rns ron cpio s(^ ha redactado osía 1(m son 
lan claras y l(MMninantcs tino no dan Ingar a duda 
alguna. Cualíiuiora (jue s(ni la forma oi\ que deba 
hacíTse un noinbraniienlo, no sítíí posible designar 
para (|ue Jujure como (empleado en una oficina pú- 
blica, a persona ligada por el panMilesco indicado 
en la lei con el yV'/c i/unrdíffto de esa oficina. Los 
términos í{ue liemos subrayado son los capitales 
para rcsolv(ír sobn» cada caso particular. Al decir 
la lei citada que en una oficina administrativa, 
nav(\ etc., no })odnin Jigurar empichados que ten- 
gan la incompatibilidad (pie indica, hace caso omiso 
de la forma (mi (pH^ se v(»rifi(pie su d(»signacion para 
llegar tan sólo a (establecer la prohibición, fijando 
las rcílaciones de parcMitcsco (pie liguíMi al empleado 
con el jc^fe inmediato de la oficina; y con la frase 
j(*fc inmediato (]el(»i*mina precisanuMití* que no s(» 
trata de las grandes divisiouí^s administrativas, sino 
de cada scM'cion esi)ecial y por eso dice ojicina ad- 
miiui<tralir(( , rstffhleeimiento do i/fstrfíccion jiú- 
blica . /ufrrs, batfdloncí^. rejimirtito.^, etc. Fuera de la 
claridad dcí estos (círminos no i)0(lría darse otra in- 
terpretación a la 1(M ponpie las exclusiones llegarían 
a un número ex(*esivo y perjudicial (1). 

d ) Xonibramie/itoi^. — KI sistema jeneral de pro- 
visión de los empleos administrativos adoptado en 
nuestro r(5jinien, es el de nombramiento. La facul- 
dad de hacerlos corresponde al Presidente de la 
República (2). Esta atribución está reglamentada 



(1) La Ordenanza do Aduanas, ostablcoe \ina inconipati»)ilidad espmal por 
razón do paron tosco. Dícl»: «Art. 1¿3. — Xinj^iin empleado de Aduana podrá intervenir 
en el despacho de ncjíoeios en que tengan participación sus parientes dentro del 
tercor grado de consanguinidad o segundo de afinidad, computado civilmente, ya 
sea que dichos parijntes representan asuntos propios o ajenos.» 

[2) Constitución, art. 73. 



RESLME.N BE DERECHO AflMiNI 



en la Conslitiicion misma i'ospücto de cierlos fun- 
ciunaiios y en algunas leyes (¡iie establecen tní- 
niite previo, como concurso, propuesta, etc. l'"s ló- 
jico que lo menos (juc puede cxijirse es ia propuesta 
del jefe responsable del servicio. 

La extensión (|ue so ha dado a esla facultad del 
Providente d(í la República es inconveniíuite. pues 
se le liaec intervenir en el nombramiento del úl- 
timo de los empleados. En varios Estados de Eu- 
ropa existe un sistcTua mui diverso: el Jefe del Es- 
tado nombra solamente a los Ministros y a los Jefes 
lie la Administración; los empleados inferiores son 
nombrados poi- los Ministros y aun algunos por 
los Jefes de oficinas o Directores jenerales. Es co- 
mún (pie ios Ministros nombren por sí solos a los 
empicados subalternos de sus respectivos departa- 
mentos. Y esto se liace a pesar de (pie las Constitu- 
ciones dan al Jefe del Estado la atribución de pro- 
veer los empleos públicos; (;l ejercicio de esa 
facultad está roglamentado por leyes especiales, y 
se delega en los Ministros o en los jefes de las re- 
particiones adLiiinistrativiis. 

■L Tama da poiuJon delampleo: juramento, flama— Suelden - Onrrera — Osbem 
JvHralaa da I» empleadoa — Ruponiabllidad — Tarmlnaclon sn si lervlcio 

uj Toma de pana^ion <frl em/dco: jiirdiuenlo, 
fkinj^K. — Designada una persona pai-a ocupar un 
empleo público deijo tomar posesión de él, es de- 
cir, entrar a ejercer las funciones correspondien- 
tes (1). Los jefes de oficinas dan a sus snbordina- 

11) Ka Rc ha lijadu Ao inaiiL'ra jciiGral un plazo iluiilni ilul nial los iiuliiiiliioB 
di'sIguailoB para un empleo, (oincn poxintion de ól. ExisU' un itucri^lo ilL'idi^no- 
tÍLiiilirr de ISLh! para los oinpliiadoa de llaciitnila. lux i|>ic duliu» OHmiiir kus liinciii. 
un en 30 días i^n ¡"h tüiritorios situados desdi: Atacainn iiicliiüivc al nortí' y Araiir» 
inclusive al sur y en loa 15 diaü si^uíciilrs los del ii^sto de la Kepiil)liea; iti cuta 
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(los la posesión de» los (Mnploos. Para algiiiios car- 
gos públicos es necesario llenar otros requisitos 
previos: Jar/tnirnto y Jian^a, 

Kl arlí(!ulo 154 df» la Constitución dispone (|ue: 
«Todo funcionario i)úl)lico d(»b(» al tonuir posesión 
de su deslino prestar juramento de guardar la 
Constitución. » 

En la aplicación de este artículo constitucional 
s(» lia limitado el juramento a los ajentes del Es- 
tado que ej(»rcen autoridad, es dc^cir, ípie tienen en 
sus manos una parte d(»l poder público. Se aplica 
la \)[\\nhvi\f((n(:i()H((.ri() en el sentido estricto que le 
hemos dado al princii)io. 

La (^xijencia del juramc^nto, como que se refiere 
a la conciencia, (\s oi)j(?to de diversas apreciaciones. 
Se estima i)or unos (pie si s(* establece para servir 
de valla en el al)uso d(* facultad(\s, no sirven de nada 
para el individuo, (juien tiene solo por guia a su con- 
ciencia, en conformidad a la cual dirijirá todos sus 
actos. Kl juramento no detíMidrá al qiuí lleve el 
propósito de hacer mal o d(* tolerarlo. Iloi por hoi, 
(*1 juramento es una solemnidad en la investidura 
de (^k^vados cargos públicos. 

V\ juramento acarrea (afectos legales: el funciona- 
rio obligado a prestarlo no puede ejercer su cargo 
sino después (1(^. haber llenado es(» trninite; no 
ejerce funciones precisamente dc^sde (pie lo llena; 
pero qiHula habiliíndo i)ara ej(»rcerlas. 

La fianza es exijida jeneralmente por las leyes 
a todos aípiellos emi)leados (|ue administran fondos 
públicos o bienes fiscales (1). 

VA artículo 316 del C(')digo Penal fija las penas 



( 1 ) Ilí'sppcto dtí la fianza llamaiiios la atención a los dirrctos tío 1.° de ag^osto 
de 1S¿:>. 15 do niavo de 1877 v 21 de agosto de 18í»4. 
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qiie sufren los empicados ípie toinfin posesión ilo 
su empleo sin prnslar jtinuiiiínlo o rendir lianza, 
estando obligados a ello. Dice: k líl (pie hubiei'c en- 
trado a desempeñar un rnii)leo o cjirgo público sin 
haber prestado en debitia foi nía el juraitienlo o 
fianza, o llenado las demás formaluladí^s cxijidas 
por la lei. quedará suspenso del empleo o cargo 
hasta (pie cumpla con .".qnellos re(piisitos, incn- 
rrienílo ademas en una multa de ciento a qninion- 
(os pesos. » 

La exijencia de ciertas condiciones para tomar 
posesión de los cargos públicos corresponde al de- 
reclio antiguo. La investidura de (unciones eleva- 
das revestía caracteres de excepcional solemnidad. 
f|iie se <'nnsurvan. con modificiieiones, hoi mismo. 
El jiii-anienlo de cumplir con liis leyes, y la fianza 
se encuentran en el derecho romano: el primero lo 
prestaban todos los majíslrados al hacerse cargo 
del empleo y aim al terminar en el servicio, como 
<iue habían dado flel cumplimic^nto a su mandato. 
Los censores estaban obligados, por la importancia 
de sus funciones, a prestar doble juramento, al co- 
menzai- a ejercerlas. La fianza la rendían también 
ciertos funcionarios municipales (1), Un juramento 
especial que encontramos en el derecho romano es 
el que prestaban los ciudadanos al verillcai-se el 
censo, presentándose ante el cvnnor y declarando, 
previo aquel trámite, su nombre y demás datos que 
se anotaban en esa operación (2). 

b) Sílfidos. — V.\ bien común exije que todos los 
ciudadanos presten servicio al listado; pero exis- 
tiendo la necesidad de que algunos de esfus servi- 

(1) MiiMMsts-, Le Drolt piiMic liomaiii, 1. U. 

tt) SKluHuim^, Hiitaiie de la cíi'ilUalloii aiwieii-m. \kí¡. t\j. 
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cios longan el carador de permanentes, no es po- 
sible que el Estado no los remunere, pues los que 
los prestan le dedican el tiempo que podrían ocu- 
par en obtener con la misma labor lo necesario 
para la vida. Iloi prevalece como regla jeneral la 
de los servicios remunerados; los gratuitos se esta- 
blecen por excepción resp(*cto de funciones de fácil 
desempeño, de carácter local que pueda ser por sí 
solo estímulo i)ara servirlas, o de alto interés y ho- 
nor públicos (1). 

Las funciones (]ue imponen labor constante, aun- 
que se hayan creado en beneficio de la locali- 
dad, deben ser también remuneradas; de otra ma- 
nera se trendrá buen desempeño al principio y malo 
mui luego. Es difícil, si no imposible, encontrar 
caracteres que a una constancia excepcional añadan 
tal desprendimiento que hís permita abandonar sus 
intereses pcTsonales para entregarse por completo 
al servicio público, sin otro aliciente que el agra- 
decimiento, que no acompaña siempre a los bue- 
nos servidores. 

Los servicios públicos deben ser remunerados 
también para hacer efectiva la responsabilidad de 
los funcionarios, sin sujeción a consideraciones de 
ninguna especie y para conformar a la mas per- 
fecta equidad las relaciones entre el Estado y los 
ciudadanos. 

Existe otra poderosa razón que apoya esta idea. 
La Constitución asegura a todos los habitantes de 
la República «la admisión a todos los empleos y 
funciones públicas»; este derecho sería ilusorio si 
los cargos públicos no fueran remunerados porque 
solo podrían llegar a ellos los ricos. Con este fun- 

(1) Macarel. Elementos de Derecfio Público y PolUico, t. II. 
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daniento apoyó poderosamente Luis Blanc en 1848 
los servicios remunerados, en sus proyectos de 
organización de la República Francesa {1). 

La ñjacion de sueldos no puede hacerse arbi- 
trariamente; es necesario lomar en cuenta varias 
circunstancias para determinar el monto del que se 
asigne a cada cargo público. Desde luego, debe 
distinguirse entre los empleos superiores y los de 
menor categoría: aquellos corresponden jeneral- 
nientc a jefes de oficinas que tienen una gran res- 
ponsabilidad; se requiere en los individuos llama- 
dos a servirlos ciertas condiciones de edad, po- 
sición y conocimientos. Esos empleos son también 
los últimos de la carrera administrativa, de ma- 
nera que los que los sirven no tienen ante sí mas 
campo de ascenso. Sin embargo, estas observacio- 
nes no pueden tener su completa aplicación en 
Chile porque no existe la carrera adminislrativa, 
(|ue se enciionlra mas o menos establecida en to- 
dos los Estados de Europa. En nuestro pais, donde 
liai pocas especlalidatles y sí muchas enciclo- 
pedias, puede llegar a ser jefe de nna oficina ad- 
minislrativa un individuo que ilosem peñaría con 
igual acierto una cátedra en la Escuela de Medi- 
cina. 

Mas, lo dicho se refiere! a lo que pensamos de- 
bería existir; si no se cxije preparación ni servi- 
cios anteriores para servir un alto cargo público, 
serií necesario ñjar el sueldo correspondiente a 
éste, lomando tan solo en cuenta el empleo mismo 
y la categoría que quiera as ign ¡írsele, debiendo 
considerarse, dentro de un correcto sistema admi- 
nistrativo, la clase do responsabilidad que afecta 
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al que lo sirve, sn preparación y por fin el pro- 
greso del ascenso en la carrera. 

Fuera de estas consideraciones, no han de olvi- 
darse otras: es i)reciso ver las necí^sidades de la 
vida, la situación en (pie ha de manlenersí» un fun- 
cionario, y las especial(»s circunstancias que concu- 
rren en cada caso particular. VA monto del sueldo 
ha de permitir al funcionario vivir con cierta hol- 
gura y ser tal que pueda exijírsele la dedicación 
de todas sus horas de trabajo al servicio del Es- 
tado. 

Se ve (Mitre nosotros que en car^i^os de canícter 
particular se ocupan i)ersonas (¡ue i)or su ilustra- 
ción y conocimifMilos esp(»ciales harían honor a la 
Administración: algunas que abandonan ésta para 
buscar un cami)o d(* trabajo mas productivo y 
otras (pie llamadas algún dia a s(»rvir un delica- 
do puesto público, lo nH'liazan i)orque la rcMunne- 
racion d(*l Estado es notablc^nente inf(M'ior a la 
que obtienen en el ejercicio de profí^siones, o en el 
desempeño de un empl(M) pai'ticular. Ilai cargos de 
imuensa responsabilidad qu(^ tienen un su(»lo mu- 
chísimo menor al asignadc^ a emi)l(^os pai'ticulares 
semí^jantes. V(3ase cual (^s la renta (pie se fija a 
los jeríMites de Bancos en Santiago y Val{)araiso, 
a los jefí^s de sociedades auíuiimas y la que gozan 
en la Administración (^1 DiixM'tor d(M Tesoro, el Su- 
perintendente de Aduanas y otros altos empleados 
que tienen en sus manos grandes interes(\s del pais. 
Mi(5ntras un jeríMite de Banco gana diez a veinte 
mil p(»S()s y mas, el Dirííctor del Tesoro tiene cin- 
co mil. Es cierto que los empleados públicos gozan 
de otros derechos, como la jubilación; pero no es 
mcínos cierto que en las instituciones particulan^s 
hai campo para labrarse otro porvenir que el que 
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pueda proporcionar una pensión en los últimos años 
de la vida. 

Algunos empleos tienen asignada, ademas del 
sueldo, cierta cantidad para gastos de representa- 
ción u otros inherentes al mismo cargo. Esto su- 
cede entre nosotros respecto al Presidente de la 
República, según la lei de 21 de noviembre de 1891, 
que le concede 12.000 pesos anuales y a los Minis- 
tros diplomáticos, según la lei de 12 de setiembre 
de 1883. 

Este sistema existe en los demás Estados. En 
Francia, el Presidente de la República percibe 
300.000 francos anuales para gastos de representa- 
ciones y ademas oira cantidad igual para viajes. 
Por lo que toca al servicio diplomático es mui con- 
veniente esta forma de renumeracion porque se- 
gún ella es igual el sueldo de los empleados de 
la misma categoría, siendo diferentes las asignacio- 
nes conforme a las necesidades de la Legación. 

Al separarse del sueldo estas sumas, es evidente 
que el Estado quiere que la asignada para gastos 
de representación r-e invierta en (^se objeto, y no 
forme parte del sueldo del empleado que la percibe. 
«Bajo cualquiera forma que la indemnización se 
conceda, los funcionarios que la obtienen deben 
invertirla en llenar el objeto a que se la destina. 
No se les puede exijir que sacrificiuen su fortuna 
personal; pero sería vituperable que empleasen en 
aumentarki lo que el -Estado destina, mas bien que 
para pagar al funcionario, para pagar las funcio- 
nes. » 

¿Es renunciable el sueldo asignado á un empleo 
por el individuo que lo sirve? Esta cuestión debe 
resolverse en sentido negativo. No es posible acep- 
tar la renuncia espresa a favor del Estado del suel- 
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do corrospondientc a un ompU^o, ponpio no es 
correcto que se sirvan los cargos públicos en otras 
condicioníís (|ue las deterniinadas i)or las leyes y 
porque el Ksfado no i)odría percibir una cantidad 
que constituiría una enti'ada, a título adantano, 
no autorizada en forma legal (1). 

El Estado det(?rnnna (pie a tal (Mnpl(M) cornos- 
ponden el sueldo y las alribucionc^s que la lei res- 
pectiva indica. La persona (|ue sirve ese ca»'go no 
puede renunciar ni al ejercicio d(í las atribuciones 
o cumplimiento de los deberes (jue la lei impone, 
como tampoco, a beneficio ci(»l Estado, di^l sueldo 
que la misma lei establece como condición d(?l em- 
pleo mismo. Por otra part(i, a(!eptándos(» la re- 
nuncia se ofr(HXM*ía la circunstancia de que los ciu- 
dadanos servirían los destinos en desigualdad de 
condiciones. 

La Constitución de Méjico prohibe la renuncia 
de los sueldos fijados a empleos públicos de nom- 
bramiento popular (2). 

Los sueldos no tienen los mismos caracteres do 
los bienes particulares del funcionario, como (jue 
son la remuneración de s(m*v¡cíos públicos presta- 
dos a la sociedad. Por este motivo no son embar- 
gables sino hasta cierto punto para satisfacer el 
cumplimiento de obligaciones civihís, dijííndosc 
siempre al empleado la cantidad impi'escindiblcí para 
su sostenimiento. El artículo 1818 del Código Civil, 
que enumera los bienes no embargables, incluye 
entre ellos alas dos terceras partes del salario de 
los empleados en servicio público, siempre que 
ellos no excedan de novecientos pesos; si exceden, 



(1) Constitución, art. 139. 

(■¿) Constitución de Méjico, art. 120. 
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no scriiii omljargablcs los dos Icrcios de esta suma 
ni la inilad del exceso.» La Ici francesa, que rije 
también en Béljica, dispone r|iie los sueldos no son 
embai'gables sino por partes, a saber, un quinto 
sobre los primeros 1.000 francos, un cuarto sobre 
les 5.000 francos sigiiicnfes y un tercio sobre la 
porción (|ue exceda de 6,000 francos (1). 

c) Correrá adminístratica. ^Líi organización de 
la ciirrora administrativa os de capital importancia 
para (jne el servicio de los ajenies públicos tenga 
todas las condiciones de garantía y respetabilidad 
en el cumplimiento de la delicada misión de aten- 
der los intereses sociales. Como base de esa carre- 
ra SG indican dos condiciones; la estabilidad y el 
riíjimen de los ascensos. 

En el orden de los funcionarios existen algunos 
que ejei'cen funciones por tiempo limitado y otros 
con el carácter de permanentes. La limitación en 
el ejercicio de las funciones es propia de los ajen- 
tes políticos, por cuanto son ellas por su natura- 
leza misma, temporales; cu cambio es constante el 
ejercicio de las funciones puramente administrati- 
vas. 

Los empleados administi-ativos dedican al servi-» 
cío del listado todos sus esfuerzos y encuentran en 
él la remuneración de su trabajo. El listado debe 
asegurarles la estabilidad en el cargo, mientras 
cumplan con sus deberes, es decir, mientras satis- 
fagan sus exijencias. No (^s posible que los ajentcs 
puramentes administrativos eslen a merced de los 
ajcntes políticos ([ue sou los directores de la mar- 
cha jeneral del Estado (3). 
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La CoiistitiHMoii así^giira la pcnnaiuMicia (!<» los 
empleados administrativos al otorgar al Presidenta 
de la Repiiblica la facultad d(* «(Irstituir a los em- 
pleados por ineptitud u otro motivo (pie haga inútil 
o perjudicial su S(»rvicio; ix^ro con acuerdo del Se- 
nado, y en su receso con (^1 <le la Comisión Conser- 
vadora, si son jefes de oficinas o cMUpleados supe- 
riorc^s; y con informe del respiM-Jivo jete, si son 
empleados su balf (irnos. » 

Esta garantía es aparentí* ponpie en la práctica 
sucede que los j(ífes de oficinas o emph.^ados supe- 
riores se retiran de sus pu(?stos ánt(ís de s(u- pre- 
sentados en tela do juicio; por otra partí» los fre- 
cuentes cambios de Ministros y o\ interés de muchos 
de los personajes políticos ((ue ll(»gan a (}sos cargos 
a depurar la Administración, como si ésta estuviera 
constantemente mas viciada (pie la política, colo- 
can a los einplííados superiores en odiosas situacio 
nes. Es mui difícil satisfacer caractíjres, condicio- 
nes e ideas (|ue se modifican constantíMuente. En 
cuanto a los empleados subaltíM'nos se ha entendido 
que el informe del jefe, exijido por la Constitución, 
no necesita apoyar la separación para que ésta se 
verifique. Esta opinión dominante lleva las cosas 
demasiado lejos: no se compnnule como la Consti- 
tución iba a exijir, tan solo como trámite, un infor- 
me de consecuencias trascendenlakís para un ajen- 
te del Estado. 

La instabilidad de los funcionarios no es propia 
de Chile; existe en otros paises y en peores condi- 
ciones por cuanto entre nosotros ha sido limitado, 
por la opinión pública, el ejercicio de la facultad 
conferida al Jefe del Estado. En España, por (.ejem- 
plo, se verifica un gran cambio de empleados cada 
vez que ocurre una modificación ministerial; sabi- 



« 



HESÚMEN DE IHírttlfHO ADMINISTIIATIVO 111 

lio es que en ICsludüs Unidos el cictoribus apotia 
es el lema ite todo jiarlido político triunfante (1). 

Esla instabilidad ile los empicados administra- 
tivos fio imputa ii las coiuliciunes del estado mo- 
derno electivo (2). Sin desconocer los liedlos cree- 
mos que si el Estado electivo acarrea aquel mal, 
la cansa no se encuentra en sus bases org;inicas. 
La falla de conocimiento de estas bases y la diíi- 
cultad que tienen los que llegan al poder para 
aceptar los sistemas de gobierno con todas sus 
condiciones, son las verdaderas causas de los erro- 
res e inconveniencias que so con>cíen por los par- 
tidos qne dirijen los Estados electivos. 

La estabilidad de los empleados administrativos 
lio debe confmidirse con la inamovilidad de los del 
Poder Judicial, reíiuerida por la independencia que 
necesita este Orden de funcionarios. Pero, si no es 
posible exijir, para deponer a un funcionario ad- 
ministrativo, el previo triíniite de una si.-ntencia 
judicial, no debe entregaise a los vaivenes de la 
política o a la voluntad de un Minisiro político, los 
servicios de distinguidos servidores del Estado. Es 
justo pedir para ellos que se les juzgue con pleno 
conocimiento de causa; los empleados sui)eriüreH 
tienen asnparo en el Senado; pero los inferiores no 
tienen ni la garantía del informe del propio jefe, 
tal como se ha entendido la disposición coiistitu- 
cionat. 
El ascenso no está, por lo jeneral, reglamentado, 





rmcHl iia»s lo (iemoo-allf. ül. 11, pü- 40. 
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entn^ nosotros, on el ('ínlcMi do los funcionarios ci- 
viles (1), y para la mayor parte do los empleos, s¡ 
no para todos, puede ser nombrado cuaUpiier indi- 
viduo, sin (|ue s(* consideren ni los méritos ni los 
servicios de los emploados inf(*riores, (pii(»nes no 
tienen dcMn^cho alguno (|ue al(»gar en caso de pos- 
tergación, por injusta (pu; ésta S(»a. En el orden 
vijent(\ es también difícil as(»gurar el ascenso, desde 
que no (existe planta uniforme de empleados para los 
distintos servicios, y así v(»mos directores, superin- 
tendent(»s, inspectores, oficiales primeros, segundos 
y demás, sujetos a diversidad de pn\scr¡pciones y 
derechos denlro d(* cada título, d(»biendo s(t igual 
la condición de cada uno en su respectivo orden 
jenírquico. 

El n^sultado de esto es lamentabh?: los emplea- 
dos ven constantem(Mit(? (pie no es el mérito o la 
antigüíídad lo que puinle (elevarlos en su carrera y 
tanto (»llos como los que pn^tenden ocui)ar cuakpiier 
puesto público, necesitan t(Mier siempre algún apo- 
yo que los ayude para subir. A menudo se oyen 
(piejas d(? Ministros o (\\-Minislros, por el número 
de cmprño.^ (pie dia a dia se les pn^sentan para 
otorgar asc(uisos a sus subordinados o colocar a 
postulantes en algún empl(H). El remedio para evi- 
tar el omprno consiste en imimner condicióneos de 
aptitud para entrar y n^glas fijas para conceder as- 
censos en la carrera administrativa. 

Mas, no (ís solo ésta la razón ipie existe para 
establíMM^r los ascensos y formar la carnuda en la 
Administración: taml)ien conviene fijarlos en be- 
neficio del Estado. Mientras mas elevados son los 



(M Respecto de los militars exist mi la lii y el re-ljimento de 2,\ d» seticiilire 
do ISiíu. 
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«mpleos. mas necesita el que los va a servir tener 
condiciones de competencia y de caráclei", (pie es 
mili difícil encontrar en personas extrañas al ser- 
vicio. Para combinar el Ínteres del Estado y el de 
los funcionarios, es preciso que la regla de los as- 
censos no sea absoluta, es decir, que no asegure 
e.\clnsivamente a los einploodos el ascenso por el 
solo hecho de ocupar el primer lugar, por los afíos 
de servicios, en un puesto inferior al vacante; debe 
buscarse también el mérito, la competencia y circuns- 
tancias particulares. Por eso en todos los países en 
<iue existe la carrera administrativa, los ascensos se 
otorgan parte a la antigfiedad y parte al mérito. 

Los ascensos constituyen nn aliciente para que 
los empleados pongan mayor empeño en el cumpli- 
mienlo de sus deberes, l-'l funcionario meritorio 
<íue ve no se toman en cuenta sus méritos y con- 
diciones, y al cual se posterga no solo por em- 
pleados inferiores sino aun por personas que vienen 
de la calle, como se dice, pierde naturalmenle gran 
parte del interés que ¡iodría tener por el servicio, 
pues observa (|ue ninguno le prestan los (pie mas 
■deben preocuparse de él. 

Para establecer los ascensos es necesario clasifi- 
car los diversos servicios administrativos, dividién- 
dolos en secciones, deiilro de las cuales tenga 
aplicación la regla, en la jei-arquía uniforme que 
es preciso fundaí' como base de la carreía y de 
orden en el servicio misino. 

No faltan empleos en los cuales no puede tener 
cabida el ascenso, aplicado con rigor, existiendo 
también hombres que, sin formar parte do la Ad- 
ministración, podrían servir en ella en puestos ele- 
vados y de responsabilidad, con acierto y con honra 
para el pais. «Es de interés para el Estado, dice 
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ViviíMi. (|iu* los h<)iul>n»s ciniíuMilí^s (|U(* so han 
mostrado tah^s (mi los <>:ran(l<»s (rahajos. (mi las (lis- 
(Misiones di» los (MKTpos i)olíticos, j)ii(»daii sicnipro 
s(M* llamados, (mi atíMicion a su in((»lij(uicia, a diri- 
jii' los iK^gocios púhlicorí. )) Mslo no (luicrc d(»cir (pu* 
los trabajos políticos s(» i)r(Mni(Mi con los mcíjon^s 
rarf^os públicos, sobn» todo si el agraciado no r(.»nn(i 
condicioiK^s do comi)(»t(Micia. 

Kn varios paisos de» l-jiropa s(» (»ncuonlra osla- 
bl(TÍdo (»1 ascíMiso. 1mi Italia s(» va aun mas h'jos 
])Uos los (Mnpl(\ados qxw no han obtonido aiimonto 
d(* sueldo por asccMiso o i)or reforma do sus remu- 
neracionos dui*aní(» s(ms nnos, p(»irib(ui d(*sd(í el ano 
siguiente? un tanto por ci(Mito mas: anualmenttí s(; con- 
signa en los presui)U(^stos una suma con (^ste fin. 

(/ ) J)rb(*/'rs jr/t(*/'(i/rs (/ríos rm/)lrff(l()íi — Toca a 
la loi dofíírminar las aíribuciouí^s corr(»spondionlcs 
a los ompl(H)s, compi*(Midi('nd()S(» i)()r atribuciones 
tanto faíMdtados como (l(*b(M'(»s. Pero af(»ctan a los 
íuníMoiuirios públicos d(»bores jíMKíralos (pu» no so 
d(*terminan en las híves sino (pie nac(Mi cUi la na- 
turaleza misma de las funci()n(\s públicas. 

1^1 empujado debo (l(*s(?mp(Mlar personalmente su 
cargo y, en consecucMicia, residí/' on el lugar donde 
son necesarias sus funciones. La actividad admi- 
nistrativa os do lodo momento y (*1 encnrgado do 
atenderla ha de oslar constantemente en situación 
de hacerlo. Ks lo que s(í llama el deber dcí residen- 
cia (1). Pero como el empleado puede encontrars(s 



( n La lejislacion romana no n)nt'iiia pn'scripi'ionos especiales solire este dolHT 
de los niajistrados; pero era considerado esencial en el desoinpefio <li» las funcio- 
nes públicas. La palabra urbanu», ccui que se desi.ijnaban la pretura y la cues- 
tura, envuelven esa idea. Mommskn, Le Droit Public Romain. t. III, páj. 2i»2.— 
Tiberio decía que todos los quií eran nombrados niajistrailos debían permanecer en 
Koma. por honor de su e«r¿ío. Siktomo Lo» Doce Ct^narcs^ Tib'rio \eron, XXXI. 

V. Leí (te Organización y Atribuciones de los Tribunales, de 15 de octubre de 
187r>. art. U7; y lei de Réjimcn Interior, art. 21, núm. 1.' 
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por iH'C<ísi(.Iad. ohligado a dejar iiioiin'iiliiiicatiipnto 
su empleo, es preciso arbitrar iiiedioH (|in', sin 
perjudicar el servicio, faciliten la sali-slaccioii de 
aípiella exijencia. Un empleado se enferma y se 
iiiipiiMihilila para vA servicio pur un lionii)ü li- 
niilado. o bien asmitos de familia lu llaman a otra 
pin-te. Si el listado no le otorgara, en casos jnslifl- 
caücs, permiso para abandonar el empleo nionien- 
tiineamente, so vería obligado a dejar su ¡juesto. 
con perjuicio para el iideres público ([uizas. Kstas 
justificadas ausencias están autorizadas por la Ici. 

Ks facultad del Presidente de la Iíei)ública con- 
ceder licencias temporales (1) en conformidad a la 
leí; la (|ue hoi rijo es de 34 de junio dtí 1898 (2). 

La licencia temporal no es un derecho del em- 
pleado; es facultad del Presidente de la República 
el concederla o iicgai-la, según los antecedentes 
{|ue concurran en cada caso particidar. 

ICn cambio, existe en el empleado, derecho esta- 
blecido por la lei para hacer uso de un feriado de 
quince dias en cada año, siempre que no haya 
usudo de licencia durante los t'iltiinos once me- 
ses (3). 

El Presidente de la República puedo conceder li- 
cencias hasta por tres meses, por motivos de salud, 
y por un mes para ocuparse en asuntos particula- 
res; en el primer caso el empleado recibe sueldo 
íntegro el primer mes, setenta y cinco por ciento 
el segundo y cincuenta por ciento el tercero; en el 
segundo caso, no percibe sueldo alguno. Las gra- 
tificaciones no se gozan durante las licencias. 

(1¡ Constílurion, art 73. U*. 

[2] La lei «nterior er» de 10 do scliciiil)rc de 1S69. La vijento lia rcstrinjido 
los plazos. 
{SI Loi de 1898, art. 5.' 
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I.os plazos a (|U(» s(» r(*H<M*(^ la Uú no so cuentan 
dcMitro (1(*1 ano natural sino ron n^Iacion al ano en 
<jU(* se i)i(l(» la liecMiria (1). 

Si Iranseurridos los i)lazos ant(T¡or(»s, í»1 empleado 
no se i)r(»senta íi s(M*vir su cargo, se d(»clara la va- 
cancia y ti(Mi(» el plazo de tres meses para iniciar 
su esixMlienfe de jubilación, si tuviese deríH'ho a 
ella. 

No s(í i)uede otorgar licencia a los empleados 
supliMití^s o accidentales. 

D(» la 1(M jt.Mieral d(i lic(Mi(*iík^ se exc(^i)túan los 
empleados di|)lomíític()s (pie se rij(Mi por la lei es- 
[Hícial del servicio, de 13 de S(»tieml)r(» d(* 1883. 

Kl mas delicado de* los d(?b(M'es de los funciona- 
rios es í»l de ohrdir/ff'iff. 

Jai vida familiar ace^pta sin n^slriccionc^s la obe- 
diencia (MI la jeranpiía constituida i)or la paterni- 
dad; (MI el traljajo i)r¡vado; en las industrias, la 
obediencia (1(» los obreros al patrón s(» comprende 
land)¡en bajo un riguroso concepto. Pím'O en el 
servicio (l(il listado, en el (')rd(Mi jerániuico de aj(Mi- 
tes sociales, en la j(»slion iU) intereses i)úblicos, 
pr(^^enta la olxMliíMicia de los infcMMon^s a los su- 
pcrio:*es un carácter esi)ecial. Ksta distinción cMii 
fundada, a lo mcMios. en el oríjcMi de la autoridad: 
el ajcMite (pie manda, y el rpie recibe la (')rd(Mi nacen 
úo la sob(M*anía nacional v sirven los int(M'eses de 
la comunidad, la cual h^s (Micomienda su atención. 

((La fuerza i)riblica (^s esencialmentí* ob(»diente. 
Ningún cuerpo armado puede d(»liberar »: dice el 
artículo 118 de nuestra Constitución. Al parecer, se 
establíM'e para la fuerza pública la obediencia ci(»ga; 



(1) Rsta «Üsposicion o-? i;,Mial a la que rcjia antoriormiMitc y está oxplicida por 
ripcular del Miiust«TÍo de Hacinida de 20 de febrero de 1871. 
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pero es preciso considerar que esta clase de obe- 
diencia lio puede existir para ninguno de los ajen- 
tes del listado, por influía qne sea su categoría, 
pues aun los (píe tienen la mas reducida esfera de 
acción están sometidos a la lei y a lo niénos pue- 
den observar la forma de la orden. Tampoco nin- 
giin individuo puede escusar un crimen con el 
ciego obedecimiento (1). Y si ni en la fuerza arma- 
da es ciega la obediencia, menos lo es en los fun- 
cionarios civiles, encargados de aplicar leyes, de 
protejer derechos y de ejercíM' facultades pi-opias. 
La obediencia ciega debilita la respon;íabilidail (2). 

Mas, los términos exaj erados no son tampoco 
aceptables. La obediencia es en el servicio del 
Estado base del orden y de la disciplina; pero debe 
ser rcjld-icd, es decir, el empleado pucíde observar 
ai superior los defectos de la orden y sólo cumplirla 
después de la insistencia, cuando ya la responsabi- 
lidad caiga do lleno sobre el mandante. Kn todo 
caso, del carjícter de la orden y de las consecuen- 
cias de su cumplimiento depende también el cami- 
no que el empleado debe tomai-, pues si ve que va 
a obrar palpablemente contra la lei y su dignidad, 
preferirá dejar el servicio lUú l'.stado, ya que no se 
sabe conferir los cargos superiores a hombres de bien. 

En nuestra lejislacion encontramos algo sobro 
esle punto. El artículo 252 del Código Penal dice: 
«Kl empleado público qnc se negare abicrtamcnft' 
a obedecer las órdenes de sus superiores c/í íí.s///í- 
loa del etcrcicio. ser:! penado con inliabilifacion es- 
pecial perpetua para el cargo n oficio. 

(1) Bu-NTSCiir.I, Dereclio Publico ínirersal, t. [. piij. í« > siRiiicnlufl, 

12) Kn Int;1atcrr*. donde la rcRponsabilMad ce diro'la y pcmonal, no puede 

osciisarBp el Iiineionario soiirudo de olirar en virtud dol delicr de olinlicnuia. 

FnANijCK.vtJ.Li!:, iHstUationi Jui-tittíiiei Ue l'AiiiiUUrre. 



118 



J. DOMINfíí) AM(:NATEí;ri RIVERA 



«luí la misma pcMia incurrirá (Miando habiondo 
s(ffi/)f*¡i(íi(i(} con cualquiíM' motivo la ojínicion do 
órd(m(^s do ^us snjH^riores, las dosobodocioro dcs- 
]niOi< (¡no rsfos lud)ioren do Mt probado la suspen- 
sión. )) 

Kl d(*l)or do obodiíMicia no lia do sor do tal na- 
turalív.a (pío lU^guo a convertir a los ájenlos do la 
soboranía on oh^nuMitos matoriah^s, destinados al 
uso d(^ gobiernos inoscrui)ulosos. Los interes(ís per- 
sonal(^s de (\stos se» sometieran a la Cxirreccion inal- 
torabli» d(^ los actos do los funcionarios adminis- 
trativos. 

F.s (ívidonlo (|U(* i)ara dis(*ernir en cada caso par- 
ticular, el empleado nec(.»sila do la preparación que 
le (!(' a conoc(»r sus chírechos y (h.'berí^s y (pie le 
¡ndi(pi(» el camino (pi(* ha de seguir. Volvemos a 
roixMirlo, es imposible ten(*r un cuerpo de funcio- 
narios (pie maiK^jo los intííreses del Kstado y so 
colo(pu) (MI la situación (pu* le corr(^spond(\ si no 
lia adcpiirido conocimiento do los puestos (pie de- 
sempcMla y de los debíM'os íiuí^xos a ellos. Y a(|uí 
n(^c(\s¡tam()s llamar nuevaiiKMite la atíMicion sobro 
los funcionarios i)rusianos, cuya preparación les 
forma un esi)íritu de iniciativa siempre animado, 
que l(\s indu(!(* a ol)i'ar dentro de los límites d(? su 
indepíMulencia bajo su entera n^sponsabilidad (1). 

I.os funcionarios públicos no tienen qiuí llenar 
deberes tan solo i)ara con el Kstado, sino (pu; tam" 
biíMi les incumbo cumplirlos con los particulares, y 
personalnuMite en la vida privada. 

Todos los ciudadanos contribuyen dinvta o indi- 
n^ctamente a mantener los sc^rvicios dc^.l Kstado: 
tienen derecho para que los ajenies de (it^Ui les 



(1 ) Andrk Lkuon, Ktudes sur l'Allemagne Politiquc. 
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guarden las consideraciones fine merecen, pues 
para ellos existen los servicios públicos; los em- 
pleos no se han establecido para los empleados, 
sino para satisfacer las necesidades de la comu- 
nidad. 

Afectan a los fnncionarios deberes en su vida 
privada. Un ciudadano cuakniiera puede tener la 
conducta privada que mas le acomode, moral o in- 
moral sin f|ue se le tome cuenta; pero un empleado 
público tiene el deber de observar siempre recta 
conducta. No sería posible tolerar a un jugador al 
frente de alguna oficina de Hacienda, a un bebedor 
al frente do una asignatura en cuaif|uior estableci- 
miento de instrucción pública, a un hombro sin 
honradez o decencia a cargo do una misión diplo- 
mática. Ademas de las condiciones que afectan di- 
rectamente al empleo, los funcionarios públicos, 
4[ue están siempre expuestos a ataijues y censuras, 
deben dar el ejemplo de moralidad y orden, tanto 
en el servicio como en la vida privada (1). 

Hemos dejado para consideiar en último término 
los deberes del empleado en maleria política. Es 
mui difícil conciliar en los gobiernos representati- 
vos la condición que, como a cualquier libi-e ciu- 
dadano, cabe en la lucha electoral a los ajenies del 
Estado, con la dependencia en que quieren colo- 
carles los directores de la política militante. 

Cuando los partidos se encuentran frente a frente 
en ardiente batalla no desaparece la atención de 
los intereses públicos, pues cada uno tiende a 



|1| -La prj''tii'ii dv las virtiiili'S ¡irivaduí ivalia U di^niíiarl <lr los | 
blicoa. añado íiiiportiiriciB al fniuionarlo, le roika áa pn-slijiu j ilcx'iilc i 

la vonllanza joneral Xiinca d poder pi'jblii'o apamv maa craiiili.' y 

L-iiando PB ejercido por el homlirc virliioao ». — Ckhvei.kon Piníos, 
lObre la AtlmlnUtyacton Pública, Bogotá ISVl. 
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satisfacerlos según sus ideas; lo que se pierde un 
poco de vista es la ordenación mas correcta del 
mecanismo administrativo existente. En tales si- 
tuaciones, los gobiernos suelen buscar el apoyo 
de todos los elementos sociales que pueden llevar 
un continjenle electoral y en condición difícil son 
colocados los empleados públicos. Una sola solución 
es aceptable en esas circunstancias, como en todas 
las que acompañan a la jeneracion de los poderes 
públicos: la libertad y la independencia. El em- 
pleado sirve a la sociedad, y digo empleado refi- 
riéndome al que ejerce la primera majistratura, al 
Presidente de la República, como al último portero; 
se les lleva al servicio del Estado, no para que 
vayan a atender intereses propios, sino los de la 
comunidad. El sistema representativo, en el cual 
luchan los partidos, puede buscar ideales; pero no 
impone personas, ni estrecha la conciencia de los 
funcionarios. La elección tiene mucho de personal. 
Es cierto que en ella domina la idea política y el 
programa de cada agrupación; pero no puede des- 
conocerse que dentro de los mismos ideales sur- 
jen los nombres de ciudadanos, que forman en las 
mismas filas y luchan encarnizadamente por llegar 
el uno o el otro al manejo de los intereses públi- 
cos. 

La Administración, siempre que no se trate de 
variar la forma de gobierno o de desprestijiar su 
marcha, no puede permitir que sus ajenies superio- 
res ejerzan presión sobre los inferiores en materia 
electoral. Esta libertad no llega, tampoco, a ser tan 
amplia que un funcionario administrativo se entro- 
meta en los embrollos políticos y tome parte activa 
en las oposiciones. El deber principal del empleado, 
en este punto, es votar conforme a su conciencia y 
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no ser ájente electoral o campeón de ningún par- 
tido (1). 

No podemos dejar de transcribir aquí la opinión 
de Vivien sobre este punto, por estar expresada on 
términos brillantes y precisos. Dice en sn ya citada 
obra Estiidius Administi-atwus. 

«Hai uua escuela política a los ojos de la cual 
el íuncionario, humilde vasallo, pertenece en cuerpo 
y alma al gobierno. Ks en cierto modo un hom- 
bre unido íntimamente a él. Se le obliga a mez- 
clarse en las elecciones para sostener los candida- 
tos que sus jefes le recomiendan, y debe asegurar 
el resultado. No se sostienen ni proclaman todas 
estas máximas; pero ellas forman el fondo de sus 
doctrinas, y muclias han sido profesadas con des- 
caro y puestas en práctica. » 

«Si el [unc¡oi?ario se identifica hasta este punto 
con los que gobiernan, la dependencia que se quie- 
re liacer pasar sobre él está justificada. Poro no es 
esla su condición, no es el hombre de nadie, es el 
servidor del Estado. Cuando la administración se 
encarga de proveer los emplees, ¿es para hacer 
criaturas suyas? De ningún modo. La lei ha creído 
que la administración estaba en mejores condicio- 
nes para hacer la elección de ios hombres mas ca- 
paces y propios para cada empleo. Bajo un réjimen 
bien constituido, los empleos se dan a la capacidad, 
a trabajos probados y no a las afecciones políticas. 
Pueden, los que los ocupan, excepto el caso en que 
el carácter del empleo sea puramente político, tener 
una opinión. Sobre todo que no se les haga inter- 
venir para nada en las elecciones. La libertad pú- 
blica correría grandes peligros el dia en que se 
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íulmilioso ol principio do que todos los servideros 
dol Estado están al sím'vícío d(»l gol)ierno en estos 
momentos solemnes: por ej(*mplo si todos los jue- 
ces de paz en sus cantones, los cobradores en las 
municipalidades, pudiesen usar de la influencia que 
ejercen por sus funciones para gravitar sobre los 
electon^s. Por otra parte, el pais no vería ya en los 
funcionarios, en lugar do represíMitantc^s imparcia- 
les del poder público, sino comedores de votos, 
saltimbanquis desprec¡al)les (pie d(*sertal)an del 
puesto en que la lei les babía colocado para conver- 
tirse en ajentes de intrigas. Cuanto mas audaz fuera 
el gobierno, mayor sería el peligro. Uno (h* estos 
escollos es tan temible como ol otro: la consid(»ra- 
cion al Poder perecería juntamente con la sinceri- 
dad en las elecciones. » 

«Los deberes del funcionario ími los colejios 
electorales son fííciles do trazar. La lei ba con- 
sagrado el principio del socríMo en la votación 
como una garantía de la libíMMad política, y este 
principio debe poner al funcionario al abrigo de toda 
l)es(|uisa. Aun con la publicidad de votos, (h^boría 
gozar de igual inviolabilidad. Kl gobierno no ti(*ne 
derecbo a coartar la libertad d(»l empleado el(*c- 
tor. Esto sería atontar a la libertad pública y co- 
meter un abuso de poder. El funcionario no debe 
obediencia a sus jefes sino en aípiellas órdenes dic- 
tadas para el cumplimiento (U'^ sus funciones: como 
elector se inspira en su conciencia y usa de un de- 
recbo, mas aun, llena un deber.» 

((Nosotros pedimos para ellos la libertad común; 
sin embargo, no deben olvidar la circunspección que 
les imponen los lazos que los unen al poder. Si se 
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pnsÍLM'an a la cabciza de las cabalas (¡iic so forman 
en las elecciones, faltarían a las consideraciones 
mas vulgares, y el gobicfno cnie les demostrase su 
dosaprobacioii. no podría sei' acusado de haber vio- 
lado un derecho. I) 

e) Rf^ponsitbilidad. — La Adininistraeion <;s, dada 
.su iiahirak'za activa, esencialmente responsable. 
Encargada de cjecntar las leyes, llegaría a ser com- 
pletamente arbitraria si no tiiviei-a la obligación de 
aceptar las consecuencias de aquella actividad, 
siempre ípio en su desarrollo lesione los derechos, 
y aun los intereses de la asociación que dirijo o de 
los miembros que la componen. 

La responsabilidad aféela a los ajenies adminis- 
trativos y en ellos se hace efectiva. 

El Poder Kjecutivo tiene una modesta denomina- 
ción. (|ue no lo es si se considera el campo que en 
la pnirtica abraza su actividad. Su injerencia alcanza 
enladii-eccion d<; los negocios políticos y de gobierno, 
hasta al Poder Lejislativo y le cabe también parte ■ 
iniporlante en la formación del personal del Poder 
Judicial. La misión dr ejecutar las leyes e.s amplia y 
compleja y de resultados delicadísimos. Nada mas 
fiícil que en su cumplimiento no se considcien co- 
rrectamenic los dei'echos e intereses de los ciuda- 
danos y se vulneren, contrariando el espíritu y la 
letra de la lejislacion. 

La ri'sponsabiiitlad es iidierente a todo ejecutan- 
te de actos. Lo es con mas estrictez respecto de 
ajenltís ¡júblicos. 

Hasta hoi no se ha marcado con exactitud en 
las lejislaciones, el alcance <le la responsabilidad 
de los ajenfes del l',stado. y en nuestras leyes vere- 
mos la diversidad de prescripciones (pie revelan el 
concepto diverso en (pie -se ha tomado. 
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La confusión principal (pie se obsorva en el de- 
recho positivo, está en la clasificación de los actos 
que dan lugar a la responsabilidad. Vn acto ej(»cu- 
tado en ejercicio de funciones ministeriales, y del 
cual el funcionario sea responsable* por no cumplirlo 
debidamente, se confunde, con respecto a la res- 
ponsabilidad, con otro qu(i lleva a cabo como podría 
verificarlo cualquier individuo particular. Si se en- 
comienda el manejo de negocios privados a un in- 
dividuo que (ui la jestion inmediata de ellos ejecuta 
operaciones que se le han prohibido o que son 
manifiestamente contrarias a la voluntad del man- 
dante, se le hace responsable como tal ájente o 
jestor; pero si sustrae fondos de propiedad de 
aquél se le hace responsable como a cualquier in- 
dividuo que roba, cerno a un ladrón común. En el 
primer caso hai un abuso de poder; en el segundo 
un delito común. 

En igual situación ha de considerarse la respon- 
sabilidad respecto de los ajentes del Estado, es de- 
cir, debe referirse a los actos ministeriales, a los 
que están dentro de las funciones; los demás caen 
bajo la lei común. Como dice Benjamin Constante 
los actos ilegales o arbitrarios no se comprenden 
en la responsabilidad, la cual se refiere al mal uso 
que se hace del poder legal. 

Esta confusión se encu(mtra en nuestra Carta 
Fundamental respecto de la n^sponsabilidad crimi- 
nal que pudiera afectar a los Intendentes y Gober- 
nadores. Dice el artículo 95: 

«Son atribuciones del Consejo de Estado: 

«6.* Declarar si ha lugar o nó a la formación de 
causa en materia criminal contra los Intendentes, 
Gobernadores de plaza y de departamento. Excep- 
túase el caso en que la acusación contra los In- 
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ten(!eii(os se inlpntnrc por la. C;íinara de Diputa- 
dos. I) 

Esla disposición consUtiicional, que quiso liljrar 
a Ins roprfPonlnntGs dol Jefe del Eslado en las pro- 
vincias, do los odios y makiiiorcncia i-osultanlos 
<le las rencillas tocahís. so ha enlendido cu la prác- 
tica 011 el sentido do qiio ol trílmito previo que cs- 
fablect' para acusar criininalinonlo a un Inlondcnlc! 
o Gobernador, no so roflero lan solo a los actos 
que ejecuto como tal ajenio en ol ojorcicio de sus 
funciones, sino también a aquellos (jue lleve a cabo 
como particular (1 ). 

La responsabilidad es de dos clases; legal, la 
cstaI>locida por leyes positivas y moral, la que de- 
pendo solamente del juicio público. 

La segunda tiene, caracléres especiales; su apli- 
cación no depende, bajo ningún aspecto, de la pri- 
mei-a, pu(!S afecta a Inilos los funcionarios que no 
cum|)len con sus deberes. aun([ue por cuali|uief 
motivo escapen úv. n(|uella. Por otra parte, es difí- 
cil r]ue aplicada la responsabilidad moral, por ni(!- 
dio de la opinión pública, la Adminislracion baga 
caso omiso de esta sanción y no recurra a ejercer 
sus facultades para liacer efectiva la legal, anuíiue 
sea tan solo relirando del servicio al funcionario 
sindicado. 

8egun la autoridad que hac(í efecliva la resjion- 
sabilidad, osla es Jiulifixl y tidminialnifirri. A aque- 
lla recurren los ciudadanos ofendidos en sus dere- 
chos por algún funcionario; i'sla tiene principalmente 
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liifíar dííntro do la Adiniíiislracion uiisina y s(» llova 
a efecto por las autoridades supíM'ion^s en cierta 
íorina discij)linar¡a (\ui) ll<'ga hasta la sc^paracion 
del empleado. Ks mas hieii una responsabilidad 
que existe en el funcionario con resp(^cto al Es- 
tado. 

La int(írvenc¡on del Poder Judicial (mi í'\ juzga- 
miento de autoridades correspondicMiíes al Kje(!U- 
tivo por actos propios d(»l destMnjxMlo de sus pues- 
tos, podrá ser quizá calificada como contraria al 
principio de la s(íparacion de los podcires públicos. 
Aceptada esta conclusión, sería necesario crear den- 
tro de la Administración un tribunal (\speciaK fun- 
dado en una absoluta imparcialidad, que se encar- 
gara de esas funciones. Sin embargo, la naturaleza 
de los actos del Poder Ejecutivo da oríjen a un 
mismo interés en toda la jeranpiía administrativa, 
interés, que llenado por el inferior, satisface al su- 
perior. Esta especio de solidaridad no existe en el 
orden judicial, en el cual cada funcionario es único, 
por decirlo así. pues interpreta y aplica la lei se- 
gún su criterio, sin tomar en cui^nta si su resolu- 
ción será o nó aprobada por la autoridad superior. 
El tribunal administrativo encargado de conocer de 
todos los reclamos entablados contra actos de ajen- 
tes administrativos por abuso de poder o mal cum- 
plimiento de las leyes, no proporcionaría jamas las 
garantías que siempre ofrece el Poder Judicial. 

La responsabilidad administrativa reúne ciertas 
condiciones, sin las cuales no es completa, ni con- 
tiene las garantías que está llamada a llenar. 

El procedimiento para que cualquier ciudadano 
pueda hacerla efectiva en cualquier momento, debe 
ser libre, es decir, no estar sometido a trámite pre- 
vio que limite la acción e impida que obtenga el 
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ciiiiiatUíiiü oíemiido la satisfíiccion corresijoiidieiile. 
Se lia visto tjuo iiut'wira Coiisfitucion establece la 
autorización previa del Consejo de Estado para 
liíiccr efcciiva la rosponsaljílidad criminal de In- 
tcMideníes y Goljuriiadüres. Hoi no tiene ya objeto 
la existencia de esa traba, b',1 funcionario podrá 
estar expneylo a ser llevado con frecuencia ante los 
tribunales, muchas veces tan solo poi" molestarlo: 
pero lio será difícil combinar el derecho de los 
ciudadanos con las garantías de respeto y con- 
sideración (|ue deben rodeai- a la antoridad pú- 
idica. 

La previa autorización para acusar a ínncionarios 
adminisli-ativos lia sido en todas partes mni com- 
baliíia y tiende a desaparecer. 

La responsabilidad es personal; el ájente que 
ejecuta un acto es responsable de sus resultados, 
sin f|ue le sirva de excusa el obrar en virtud de 
órdenes superiores. No es posible incluir este prin- 
cipio, ampliamente aplicado en Inglaterra, en la 
organización de todos los Estados. Es mui deli- 
cado y demanda la existencia de un personal admi- 
nistrativo tan competente, tan conocedor de sus 
deberes y dtí la lejislacion que solo están en condi- 
ciones de poseer, países de mui adelantada civili- 
zación. Franqueville cita casos curiosos ocurridos 
en Inglaterra, en los cuales se ha hecho efectiva 
la responsabilidad directa por los Tribunales de 
Justicia, de altos empleados do la Marina, des- 
conocedores de disposiciones legales y de ajentes 
de policía de Londres, que, obrando por orden 
superior, han lesionado derechos de ciudada- 
nos (1). 

( 1 1 FRA.Ngi.'i^vi 1.1,1!, /liad' (Ido II 3 JuyiillíV''s de l'AiigMerre. 
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f) Torminncum (*n ol srrn'rio. — Kl (Miii)Ioaílo ter- 
mina on ol servicio: 

1.*» Por muerto: 

2.° Por renuncia aceptada l(^í?alniente; 

3.° Por separación o destitución; 

4.® Por supresión d(»l empleo; 

5.^ Por jubilación. 

Veamos las circunstancias de cada una de estas 
situaciones y sus consecuencias. 

1.0 Muerto. — La muerte del empl(\ado le hace 
terminar en el servicio y en las relaciones que exis- 
tían entre él y el Kstado, sin (|ue se d<» lugar a 
otras entre éste y los herederos del funcionario. El 
sueldo íisignado al emi)leo lo devenga el que lo 
sirve hasta la fecha dcM fallecimiento y se (Mifrega a 
sus representantes en caso de no haber alcanzado 
a percibirlo. Los empleados civiles no tienen tam- 
poco, establecidas, píMisiones para sus familias, a 
las cuales solo puede otorg«írsele jmr leyes espe- 
ciales. 

La regla existente en otros paises es diversa. En 
unos, la familia tiene derecho a una pensión del 
Estado, en otros se le paga una cantidad oíjuiva- 
lente a algunos meses de sueldo y en algunos, per- 
cibe, a lo menos, el corn^spondiente al mes en que 
tiene lugar el fallecimicMito. 

2.^* Renuncia. — Es el retiro voluntario (pie hace 
el funcionario que no (luiere continuar sirviendo el 
destino (jue tiene a su cargo o no acepta el ((ue 
se \o confiere. Es de dos clases: o,v¡)res(t y tácita. 
La primera se hace por medio de una presenta- 
ción escrita a la autoridad a quien i)ert(^nece la 
facultad de aceptarla. La segunda la atribuyen las 
leyes en ciertos casos. De esta última espí^cie solo 
existe entre nosotros la que se supone en el em- 
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pleado que, después ile gozar de una licencia por 
todos loa plazos legales, no se presenta a desem- 
peñar su cargo, el cual se declara cacante, deján- 
dole esta declaración su derecho para jubilar, con 
los requisitos legales, dentro del término de tres 
meses { 1 ). 

Es facultad del Presidente de la República acep- 
tar las renuncias que de sus cargos ie presentan 
los funcionarios públicos. 

Sucede frecuentemente que un empleado pre- 
senta la renuncia del empleo y se retira sin aguar- 
dar su aceptación. Esto no es correcto: se considera 
€[\íQ. el empleado sirve hasta el dia en que se expide 
el decreto por el cual se le acepta su renuncia, y 
hasta ese dia se le abona sueldo y se le cuenta su 
tiempo de servicios; en consecuencia, el que se se- 
para del empleo antes de haberle sido aceptada su 
renuncia, lo abandona. También pueden existir 
causas justificadas que obliguen al Presidente de 
la República a retardar esa aceptación y no es na- 
tural que se abandone un cargo público, dejándo- 
lo acéfalo y en suspenso las funciones correspon- 
dientes. 

Sin embargo, el Código Penal autoriza este aban- 
dono en ciertos casos, pues dice en su artículo 254: 

«El empleado que sin renunciar su destino lo 
abandonare, sufrirá las penas de suspensión en su 
grado mínimo a inhabilitación especial temporal 
para el cargo u oficio en su grado medio y multa 
de cien a í|uinientos pesos. 

fl Si renunciado el destino y antes de trascurrir 
un plazo prudencial en que haya podido ser reem- 
plazado por el superior respectivo, lo abandonare 

(1) Ix>i deet de junio do 1899. 
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con (laílo de la causa pública, las penas senía mul- 
ta de cien a quinientos presos e inhabilitacien espe- 
cial temporal para el cargo u oficio en su grado 
medio. » 

Como se ve, se ordena aguardar un término 
prudencial en que haya j)odido ser nombrado el 
reemplazante, lo (jue (juiere decir que no es nece- 
sario que realmente se haya verificado esa desig- 
nación, agregándose todavía que solo se castiga el 
abandono de (|ue tratamos cuando se hace con 
daño de la causa pública. Todos estos términos, 
bastante elásticos, no establecen una doctrina exacta. 
El mismo Código aplica mayor pena cuando, en el 
caso propuesto, se abandona el destino habiendo 
peligro de alzamiento (1 ). Se observa, pues, que no 
existe la obligación de aguardar que la renuncia 
sea aceptada para que el empleado se separe de su 
puesto. 

Lo mejor sería establecer sobre este punto que 
ningún empleado puede separarse de su destino 
sino una vez que se le haya aceptado su renun- 
cia (2). 

¿Existe obligación de aceptar la renuncia que un 
funcionario hace de su empleo? Por regla jeneral, 
sí, desde que no se impone por lei el deber de ser- 
vir al Estado en la Administración civil; pero cree- 
mos también que puede suceder que existan cir- 
cunstancias que obliguen a no aceptar una renun- 
cia, a lo menos en el momento en que se presenta. 



( 1 ) código Penal, art. 135. 

{2) Los íiincionarios temporales, como los gobernadores de provincias, tenían, 
en el Derecho Romano, obligación de permanecer en sus puestos hasta la llegada 
del reemplazante. Momm^kn, Le Droit Public Romain, tomo III, páj. 295. Esta 
regla se establece, entre nosotros, para los alcaldes municipales por el articulo- 
79 de la ici de 2*^ de diciembre de 1891. 
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3." Separación. — Consistí; en qnilar al empleado 
del destino, por no ser conveniente al servicio pú- 
blico su permanencia en él. La facultad ile hacerlo 
corresponde al Presidente de la República, con 
acuerdo del Senado o de la Comisión Conserva- 
dora, ei\ su caso, si son jetes de oUcinas o emplea- 
dos superiores y con informe del respeclivo jefe si 
se trata de ajentes subalternos. Los jefes de ofici- 
nas y los empleados subalternos son clarauíente 
determinados; no así los emplcadoA superiores. Se 
ha acostumbrado indicar en las leyes orgánicas la 
calidad de superior (\\\c, para el efecto de la sepa- 
cion, se atribuye a ciertos empleados que son de- 
pendientes de un jefe de oficina (1). Otros lo han 
sido en la práctica, como los miembros del Con- 
sejo de Instrucción Pública, del Directivo de los 
Ferrocarriles, etc. 

En cuanto a la garantía que se constituye con el 
trámite del informe del jefe para los empleados su- 
balternos, se ha tratado de este punto al ocupar- 
nos de la estabilidad, como condición de la carrera 
administrativa (2). 

La misma facultad de separar empleados corres- 
ponde al Presidente de la República, sin sujeción 
a trámite alguno, respecto de aquellos que le son 
inmediatamente dependientes (3). 

Los efectos que producen los decretos de sepa- 
ración y de aceptación de renuncia, no son los mis- 
inos; de límbas maneras el empleado deja el em- 



(1| Vúaae arli^iiilo 7.° de la Ici de ta de enero 
Aduan&B: Arliculo ÍO de la leí üc iguttl Icvlia solirc 
\ñ\\áiA, y articulo ÍO de la de i-i de oncpo de I8S8, 
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plíM); poro la ríMiimcia os voluntaria, aunque a voces 
lo soa aparonl(*nion(o, y la separaciones un castigo, 
siendo forzado el alojamiento del destino. Los ser- 
vicios prestados con anterioridad a un decreto de 
separación, motivada por faltas cometidas en el 
desomi)ono del dcístino, se pierden para los efectos 
de la jubilación (1 ). 

La lejislacion italiana, buscando siempre garan- 
tías para los funcionarios, contiene a este efecto 
disposiciones ospecialísimas. Según el artículo 32 
de la lei de pension(»s de 14 abril de 1861, el de- 
recho a pensión se pierde : 

((Por destitución del empleo, cuando el Ministro, 
del cual depende el empleado destituido, haya con- 
sultado pr(3V¡amonte una comisión nombrada al 
principio de cada ano por decreto real, a propuesta 
del Consejo de Ministros, y compuesta de tres ma- 
jistrados inamovibles y dos funcionarios adminis- 
trativos, y ésta haya declarado que los motivos que 
determinaron al Ministro a proponer la destitución 
sean tan graves (pie justifiquen la pcírdida del de- 
recho a la pensión. 1mi este caso se expresará la 
pérdida del derecho a la pensión en el decreto d(5 
destitución. » 

4." Supresión d(3l empleo. — Kl movimiento de las 
exijoncias (pie satisface el Estado, llega a pedir la 
supresión de cargos públicos, por no ser necesarios 
o convenientes para la atención de los intereses 
sociales. La forma en que se verifica la supresión 
de empleos guarda relación con la que se ha se- 
guido al crearlos y en los Estados constitucionales 
no es otra (pie la lei. 

La Constitución dice en su artículo 28: ((Solo en 



{ n Lei de :í do st'liombrc dj 1SG3, art. i: 



virtud de una Ici se puede:... 10. Crear o suprimir 
empleos públicos. » 

¿Todos ios cargos públicos eslnn somelidos a 
eslíi regla, sin distinción alguna? lié nqiü una prc- 
gimla que puede dar lugar a vacilaciones si se 
recuerda el artículo 101 de la misma Conslitucíon, 
cuya parte íinal dice como sigue: «Los jueces no 
piidnln ser depuestos de sus destinos, sean tempo- 
rales o perpetuos, sino por causa legalmente sen- 
ti'uciada. » La inamovilidad do los funcionarios 
judiciales no tiene mas límite (|ue la sentencia ex- 
pedida por los tribunales respectivos, que conde- 
nan al funcionario a la pérdida del oiiiploo. Es 
cierto que la Ici ha creado el cargo para satisfacer 
un interés público y, como dice Blunísclili, « la fun- 
ción no se ha liecho para el funcionario, luego si 
atpielia es suprimida, lo es éste al mismo tiempo»; 
pero no es posible negar que las circunstancias que 
rodean al personal de la Administración de Justicia 
son distintas de las t|ue acompañan al personal 
adnñnistrativo y que, establecida la inamovilidad, 
como garantía do independencia en aquel Poder y 
como condición intrínseca del mismo, también por 
interés social, sería un absurdo permitir aun, a la 
lei, la supresión de un empteo judicial cuando no 
está vacante. La inamovilidad no so ha fijado tan 
solo frente al poder del jefe del listado, sino tam- 
bién ante la lei misma y no tiene, como se ha re- 
petido, mas excepción que la sentencia. Vacante un 
cargo judicial puede suprinúrse, poripie no se 
ataca de ninguna manera la ¡narnovilidad del fun- 
cionario. 

Y aquí se nos presenta nuevamente otra cues- 
tión, que ya se ha considerado bajo otro aspecto. 
La Constitución manda que los empleos públicos 
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se supriman por medio de lei ¿bastaría para este 
efeelo la lei anual de Presupuestos? 

Se arguye a menudo que la lei a que nos referi- 
mos tiene las condiciones de otra cualquiera y que 
cuando nu(*stras disposiciones dicen lei, basta aque- 
lla. Veremos mas adelante las circunstancias espe- 
cialísimas que distinguen a la Lei de Presupuestos 
de las demás y solo afirmaremos, como ya lo he- 
mos hecho respecto de la creación de empleos, 
que no satisface ella el principio al cual se ha alle- 
gado nuestra Constitución. 

Pasando al derecho positivo, tal forma de supre- 
sión está prohibida por el artículo 9 de la lei de 16 
de setiembre de 1884 sobre formación de Presu- 
puestos. 

Los derechos adquiridos por las personas que 
sirven cargos que se suprimen, no están conside- 
rados en ninguna disposición de carácter jeneral. 
Leyes especiales de reorganización, han dado al- 
guna remuneración particular o el derecho de 
jubilara los empleados cesantes; pero esto no cons- 
tituye regla jeneral y como se acepta en la práctica 
Ja supresión de empleos, aun de cierto carácter 
permanente, por la Lei de Presupuestos, los ajentes 
(jue los sirven son colocados fuera del servicio, sin 
mas tránnte. 

La supresión de empleos, por economía o por 
razones de servicio, es siempre justificada; pero 
debe precederse con justicia respecto de los emplea- 
<los que los desempeñan. Edmundo Burke decía, 
con razón, que no era prudente, ni bueno, ni justo 
modificar las condiciones o las pensiones adquiri- 
das; la reforma debe rejir sobre el porvenir; que 
la vida de una nación no puede ser comparada a 
la de un individuo; no debe cometerse una cruel- 
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dad o una injusticia, si puede llegarse algún tiempo 
después, al fin que se tiene en vista, es decir, a la 
economía. La razón perla cual la disminución del 
número de funcionarios en este país ha sido acojida 
con satisfacción por la nación, decía Gladstonc, es 
porque ningún país, ningún parlamento, persiguien- 
do la reducción de empleos, . ha observado mas 
cuidadosamente las reglas de la justicia para con 
cada individuo; y es por esto que la reforma debe 
ser estudiada y efectuada gradualmente (1). 

5." Jubilación.— Es el último de los modos de 
terminar en el servicio público; trataremos de él en 
párrafo aparte. 



Todos los Estados tienen establecidas de alguna 
manera las pensiones a favor de los funcionarios 
públicos; se ha reconocido la necesidad de mante- 
nerlas con mas o niéuos modificaciones de forma. 
Por regla jeneral, los empleados públicos no pa- 
seen mas patrimonio que la remuneración asignada 
a sus empleos, ya sea porque el servicio les impide 
dedicar su atención a asuntos ajenos a él, ya por- 
que las condiciones de los cargos públicos no pro- 
porcionan a los que los dcsempeflan las facilida- 
des que, para adquirir otras entradas, encuentran 
los que prestan servicios de distinta naturaleza. 

El individuo que sirve a un particular es aten- 
dido por éste, en lo posible, cuando circunstancias 
de salud o de edad le impiden continuar en el 
trabajo. 
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El particular no cUíspide al empleado que por 
largos años ha dedicado su intelijencia y sus fuer- 
zas a servirle y a quien especiales circunstancias le 
impiden seguir trabajando; por el contrario, le au- 
xilia como puede. 

Las instituciones comerciales se preocupan del 
porvenir de sus empleados, estableciendo cajas de 
ahorros. El Estado debe, con mayor razón, velar 
por los empleados que se imposibilitan para seguir 
prestándole sus servicios. Tiene que asegurar a 
sus ajentes los medios para vivir en caso de impo- 
sibilitarse, porque solo así se mantendrán constan- 
temente en su servicio los mejores funcionarios; 
pues si no tuvieran la esperanza de que nunca les 
faltará lo necesario para la vida, se dedicarían a 
otros trabajos que en algún tiempo les proporcio- 
narían mejor situación que las que ofrecen los suel- 
dos del Estado. Y esto no es ventaja, puesto que 
la sociedad política necesita de los servicios de mu- 
chos de sus miembros. 

Mas, si es verdad que en todos los países se en- 
cuentran establecidas las pensiones, como elemento 
indispensable de gobierno y de administración, al- 
gunos publicistas atacan su existencia y proclaman 
su abolición. 

El Estado, dicen, no debo convertirse «en tutor 
del empleado público, el cual después de todo, debe 
usar de su libre actividad tal como quiera, sin que 
el Estado deba entrar para nada en la investiga- 
ción de si debe o no ahorrar para el porvenir» (1). 
Vemos desde luego, que hai un error al afirmar 
que el empleado público debe usar de su libre ac- 
tividad; esta libertad no la tiene, pues está limi- 



(1) Francisco Mellado, Resumen de Derecho Administrativo, Lección 43. 
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tada por ol cumplimiento do sus deberes y do tal 
manera que el ejercicio de su actividad pai"a pro- 
porcionarse otros medios do subsistencia tjuc los 
que le da el empico, no alcanzará jamas a mejorar 
su siluacion; no hablamos de las excopciones, es 
decir, de los empleados que por circunstancias par- 
ticulares logran obtener mejor fortuna, sino de la 
jeneralidad. 

Y todavía, es preciso contar a los funcionarios 
<|ue de un cargo público hacen verdadera profesión, 
ademas del medio de ganar la vida. 

Pero si las pensiones son indispensables, es pre- 
ciso mantenerlas en forma que no se conviertan 
en pesada carga para el Estado. No tenemos nos- 
otros motivos para inquietarnos por esto lado, en 
cuanto a las pensiones establecidas, con el carácter 
de permanentes, a favor de los empleados civiles 
y que se limitan a \íí. jubilación. El incremento de 
las pensiones se encuentra en las de gracia, otor- 
gadas por leyes especiales, y en las militares. 

Los funcionarios civiles tienen el derecho a la 
jubilaciuu. por medio de la cual perciben una parte 
del sueldo asignado al empleo que desempeñaban, 
relacionada con los años de servicios. Las pensio- 
nes civiles permanentes no alcanzan a las familias 
de nuestros funcionarios, como acontece en muchos 
otros paises. 

La Jubilación se otorga, según los preceptos do 
la lei orgánica respectiva de 20 de agosto de 1857, 
a los empleados que reciben remuneración del Te- 
soro Nacional y que, habiendo llenado cumplida- 
mente las funciones de su destino, se imposibilitaren 
física o moralniento para ejercerlas. So adquiere el 
derecho, satisfechas las condiciones anteriores, des- 
pués de diez años de servicios; la imposibilidad 
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física O moral anterior a ose tiempo no da lugar a 
aquel. También lo adquieren los empleados que 
tengan mas de sesenta y cinco años de edad y 
cuarenta años de servicios. La pensión consiste en 
tantas cuarentavas partes del sueldo como años 
haya servido el funcionario, debiendo prevenirse 
que la jeneralidad de las leyes que han reorgani- 
zado los servicios públicos en los últimos años, no 
toman como base la totalidad del sueldo para fijar 
la pensión, sino tan solo el sintonía y cinco por 
ciento; sobre estaparte se liquida la pensión anual. 

Las pensiones son otras en el orden militar, como 
asimismo crecido el monto de las especiales a que 
han dado lugar las guerras en que se ha compro- 
metido la República. 

El fondo o capital (|ue el Estado destina al pago 
de pensiones a los funcionarios se forma, en algu- 
nos países, con deducciones del sueldo de los mis- 
mos empleados. Según la lei de montepío militar 
de 6 de agosto de 1855, se establece esa base para 
la pensión que ella misma asigna a las familias de 
los miembros del Ejército y de la Marina. Esto es 
inaceptable, y sería mas conveniente fijar un sueldo 
menor al funcionario, quien no se molestaría con la 
rebaja. Las pensiones tienen un caríícter de protec- 
ción y de gratitud del Estado para con sus servido- 
res; fundadas en deducciones de la remuneración 
que él mismo les asigna, desaparece esa relación, 
puesto que las sumas que perciban serán el pago 
de algo que se les adeuda. Iloi no se aplica en 
esa parte la lei de 1865 sobre montepío militar, pues 
la lei de contribuciones no autoriza la exacción. 

Acerca de esta misma materia, debemos recordar 
que las peticiones de pensiones de gracia ante el 
Congreso han de someterse a la lei de 10 de se- 
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tiombre de 1887, que establece para ellas framita- 
cion especial, a fin de limitar su número. 

En cuanto a la jubilación, rijen la iei jencral de 
30 de agosto de 1857; la de 7 de setiembre de 1860, 
que extendió los beneficios de aquella a ciertos 
empleados de la Caja de Crédito Hipotecario; la de 
3 de setiembre de 1863, sobre la forma como deben 
contarse los años de servicios y las interrupciones, 
y el reglamento de 6 de junio de 1868. 

Todavía agregaremos (|ue de la regla jeneral de 
la jubilación se exceptúan los oficiales del Rejlstro 
Civil, quienes no gozan de ella, segim lo dispiieslo 
por el artículo 31 de la Iei de 17 de julio de 1884. 



b) Administración local 



CONCKl'TO JKNKIIAI. 



Conocida lii orgaiii/ai.-iüii jciUMal ile la Ailiuinis- 
tracioii Cüiitral, es ili.-cir. (I<; la {\\\o. ti(.'ii(' a su 
cargo los iiitíírosos <\nu afcclan a la ctjiniiiiidad 
nacional, qui; abarcíui toda !a cxli'iision del terri- 
torio y comprenden el conjunto de sus liubilaiitos. 
pasamos al (rstudio de la organización de la Ad- 
minLttmvion Local u Mitniri/ml, es decir, de la 
que atiiMide los intereses de las pcíineilas secciones 
territoriales, dentro de las cuales vive y se des- 
arrolla el grupo comunal. 

Las pe(|ueñas agrupaciones, munici'pio'i o rointt- 
niis, S(! forman naturahnenle; no tienen nada de 
artiflcial y no son creaciones <le la lei, a no ser 
en la deteiininacion do su réjinieu y en su ('elimi- 
tacion positiva. Nacen junlaineide con la sociedad 
y, desde su oríjeii, procuran ateiuler por sf mismas 
las exijeiicias de interés para los individuds del 
grupo. La lei viene después a i-eglamenlar los pro- 
cedimientos, con lo cual conserva, por otra parte, 
la unidad de la nación. 

En el derecho antiguo, lo que lioÍ llamamos Mu- 
nicipio se confundía orgánicamenle con el I-'.stado 
jeneral autónomo. El derecho municipal nació como 
linñtacion de la autonomía, al ser sometidas al 
imperio de Roma las ciudades launas (1). 

Los grupos fundamentales de la organización ro- 
mana fueron el clan y la tjfiis. l-'.l primero com- 
prendía a los individuos i|ue podían probar, ile je- 

(1 ) UouxsKK. HiMlMi-e Roniatiie y Le ¡h-oil ¡'ubUc RuinaUi, t. Vi, !.*parl«. 
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neracion en jencracion, su descendencia de un autor 
coninii. La gens se componía de los individuos 
<juo, pretendiendo descender de un autor común 
no podían probar el grado de parentesco ni los la- 
zos intermedios. Diez casas o familias formaban 
la tribu, llamada también gens; diez tribus la cu- 
ria, que es el grupo orijinario del municipio ro- 
mano (1). 

La confusión que existió en los primeros tiempos 
de Roma, de la jestion municipal con el Estado je- 
neral, se hizo en Grecia; los funcionarios tenían a 
su cargo tanto la atención de los intereses jenera- 
les, como la de los locales. 

En cuanto el derecho municipal propiamente di- 
cho, la ordenación jurídica, nació en Roma, con 
la conquista de las ciudades latinas. 

La habilidad conquistadora de Roma dejaba en 
vigor la lejislacion de aquellos pueblos que no se 
sometían fácilmente a su dominación y de los cua- 
les temía un levantamiento posterior, a fln de no 
quitarles todo, conjuntamente con su independen- 
cia (2). En cambio las ciudades que acataban fá- 
cilmente la voluntad ro.nana eran tratadas dura- 
mente y sometidas a la lei que la metrópoli les 
dictaba (3). Entre las primeras hubo algunas, de 
superior civilización, a las cuales se dio el título 
de ciudades municipales y manejaban sus negocios 
locales con independencia. Este título se otorgó fá- 
cilmente durante el Imperio. 

El mantenimiento de la lejislacion local en las 
ciudades conquistadas no expresa el carácter de un 

(1) MoMMSEN, Hlstoire Roniaine. y Le bvoit Public liomain, t. VI, 1.' parte. 

(2) Eii Grecia se practicj también este sistema. Durty, His'oria de los 
Griegos. 

{:i) So llamaban vcctlaales. Marquardt, OrgauLsation de l'Empire Romain, i. I. 
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municipio, tal como hoi so entiende, por cnanto 
siempre Roma conservaba la facultad de restrinjir, 
en beneficio propio, la libertad que otorgaba. Una 
manifestación expresa de su voluntad soberana 
podía haber hecho conservar aquella indepen- 
dencia local, sujetándola a prescripciones que sin 
menoscabarla, la aseguraran dentro de los límites 
que exijían las circunstancias y su particular in- 
terés. 

Por otra parte, las conquistas de Roma fueron 
transitorias, pues no conquistaba paises de raza ho- 
mojénea ni do instituciones semejantes a las suyas. 
Gobiernos aristocráticos y democráticos; todas las 
relijiones y todas las costumbres caían a sus pies, 
por lo cual la vida municipal de entonces puede 
considerarse mas bien como la consecuencia lójica 
de la diversidad de tipos que entraban en la con- 
(juista y que no era posible unificar. En cualquier 
tiempo, la tentación de formar un Estado univer- 
sal traerá la concentración de las libertades en los 
centros que formen las distintas agrupaciones so- 
ciales, diversas por su oríjen, su lengua, su reli- 
jion, sus costumbres y por todos los caracteres de 
las nacionalidades. 

Aquel municipio no comprendía el recinto de una 
ciudad, es decir, de la agrupación clásica, con 
iguales hábitos, con relaciones íntimas, con las 
mismas necesidades. Era mas vasto, pues abar- 
caba varios centros importantes de población, for- 
mándose artificialmente por imposición de la con- 
quista y faltándole por consiguiente su principal 
carácter: la naturalidad. El municipio está fundado 
en la naturaleza misma; no puede salir del cír- 
culo que ésta le fija; lo demás es artificial y no 
corresponde a la verdadera idea. El municipio ar- 
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tiflcial vive artiflcialmentc, llegando a diflciiltarse 
o a ser imposible su mantenimiento (1). 

La curia es fundamental en el municipio roma- 
no. Aunque los duumviros eran los jefes del muni- 
cipio, a los decuriones se asignaba todo el trabajo y 
eran los verdaderos municipales. El número de de- 
curiones no era limitado y se llegaba de dos mane- 
ras al desempeño del cargo: por herencia y por 
elección. No eran remunerados y tenían muchas 
obligaciones, pues, ademas de las propiamente lo- 
cales, servían de ajentcs de policía, administraban 
justicia y recaudaban las rentas del Estado. A los 
individuos del cuerpo municipal, formado por los 
decuriones y otros funcionarios, se les llamaba 
también curiales. 

La curia gozaba de independencia completa con 
respecto a la Administración Central en lo relativo al 
manejo de los intereses meramente locales, hacién- 
dose la conveniente separación entre éstos y los je- 
nerales. En cambio, se confundía en parte con el 
poder judicial, pues los funcionarios municipales 
administraban justicia, no conociéndose la separa- 
ción de los poderes públicos, teoría moderna, como 
se sabe. La intervención de los decuriones en los 
negocios locales era directa y dirijian personalmente 
los que cada uno tenía a su cargo, a diferencia do 
lo que hoi ocurre con los miembros del municipio, 
quienes constituyen una asamblea deliberante, de- 
jando la ejecución de los acuerdos y la dirección 
de los servicios a funcionarios especiales, de los 
cuales alguno forma parte del municipio, como el 
primer alcalde, entre nosotros, y otros nó, como el 
jefe de la policía. 



(1) Trolley, Traite de la hlérarchie adminUíraiire, t. I. 
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A posar de la independencia que llegaron a te- 
ner los municipios en el manejo de algunos nego- 
cios locales, el poder central estableció una vijilancia 
o control sobre la administración de aquéllos y al 
efecto creó cuatro funcionarios encargados de esta 
superior tutela; se llamaron cuestores itálicos. Fue- 
ron intermediarios entre Roma y sus subditos (1). 

Desde los tiempos de que tratamos, el poder cen- 
tral ha creido indispensable ejercer una especie de 
tutela sobre los municipios. Por ella se comenzó 
para centralizar el manejo de todos los intereses 
sociales, llegándose hasta ahogar completamente la 
libertad comunal. Los individuos que oslítn cerca 
de las necesidades locales y que las sienten son 
los que mejor pueden satisfacerlas; pero siempre 
con sujeción a bases fundamentales, emanadas de 
la lei que rija los procedimientos y que mantenga 
la unidad nacional. 

Antes de la constitución de Sila (80 a. J. C), la 
condición jurídica del municipio romano no estaba 
claramente definida. Sila introdujo en esta materia 
innovaciones que crearon la verdadera situación 
del réjimen municipal en sus relaciones con el Es- 
tado central, y su personería jurídica. Según Momm- 
sen (2), esta época marca el nacimiento del mu- 
nicipio legal, es decir, como persona jurídica, en 
Italia. Con tales reformas la institución municipal 
continuó prosperando; pero la constitución de Sila 
no había dado completa amplitud a la personería 
de las comunas, por cuanto no podían aceptar di- 
rectamente donaciones ni legados. Esta facultad no 



(1) MOMMSKN, //ÍJfíoír<r fíowaí/iff, t. II. — Marqi:\rdt, Organlsation dfí VEm^ 
pire Romaln, t. 1. 

[2) Hlstoire Romainf, t. V. 
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se les otorgó sino bajo el Imperio, en los gobiernos 
de Adriano y de Marco Aurelio. 

El despotismo imperial no fué al principio des- 
favorable para el municipio. El emperador aprove- 
chaba de su poder para abusar de él, coartando 
las libertades en Roma. Le bastaba molestar don- 
de gozaba de cerca de las consecuencias dolo- 
rosas de sus arbitrariedades. Por esta circunstan- 
cia muchos ciudadanos romanos emigraron a las 
provincias en busca de las libertades que, ahoga- 
das en Roma, se mantenían con la independencia 
relativa de los municipios. Sin embargo, no esca- 
paron éstos de la obligación de pagar gruesas 
sumas de dinero, que el poder central necesitó para 
resistir a las primeras invasiones de los bárbaros y 
cuando no contribuían con dinero, se les obligaba a 
entregar las propiedades que habían adquirido. Esta 
situación no pudo menos que influir en el debili- 
tamiento de la vida municipal, que continuó deca- 
yendo, aun mas, bajo Constantino, quien llevado 
por su espíritu de propaganda del cristianismo, dio 
tal influencia al clero, que le entregó la adminis- 
tración de las ciudades, dando a los obispos inter- 
vención en la designación de los miembros del mu- 
nicipio y autorizándoles para disponer de las entradas 
de la ciudad. Inútil nos parece manifestar los in- 
convenientes de dar a instituciones relijiosas el 
manejo de intereses puramente temporales, que no 
pueden someterse a consideraciones de un orden 
enteramente distinto. Kn este tiempo se entregó tam- 
bién al clero el rejistro civil, dándose a la consti- 
tución de la sociedad y de la familia un carácter 
enteramente nuevo. 

Elojidos los funcionarios municipales, no ya tan 
solo para atender los servicios que exijían las lóca- 
lo 
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lidades, sino tornljien paní Henar priiiiürdiíilmcnte 
deberes de oiro orden, decayí) de una manera no- 
table la situación de aquííHos cargos y loa clfciiriones 
no correspondieron a los deseos del pueblo. Los 
abusos fueron tantos »|iic el misino poder central 
llegó a (etncr, y obligado por el desconlento po- 
pular, creó el cargo de defensor, encargado ile pro- 
tejer los derechos de los adminislradus conlra la 
falra de liouriidez de los administradores. ]''.ste fun- 
cionario fué al principio representante del gober- 
nador en la ciudad e intermediario entro arpiól y 
ésta. Mas tarde, se convirtió en el apoyo de las 
clases inferiores coiilra las vejaciones <!e los pode- 
rosos y principalmente de los decuriones (1). 

La ventajosa situación cu que poco a poco se 
colocaron los defensores, iiispií-o recelos en el poder 
central; apoyado éslc por el clero volvió al sistema 
interventor. 

Las invasiones de los biírbaros, (jue introdujeron 
una sociedad completamcntís nueva, modificaron 
la vida municipal, y en el desorden producido por 
aquellos acontecimientos, los municipios hubieron 
de participar de la situación a que fueron reducidos 
los paises conquistados. Los invasores llevaron una 
nueva lejislacion. la cual tenía que alcanzai* al mu- 
nicipio. En el año 506. Alarico dictó un código que 
contenía prescripciones expresas acerca de este 
punto. Las principales eran las relativas a la elec- 
ción de los funcionarios municipales; se extendió 
este sistema de designación a mayor número do 
cargos. En todas estas evoluciones se conservó la 
curia, como base municipal, hasta el siglo VIH. 

En el estudio particular de las instituciones de 
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Chile, debemos buscar sus antecedcMitcs históricos 
en el desarrollo que las iiiisinas han tonich) en Es- 
paña. El municipio tuvo ahí hasta el año de 507 
los mismos caracteres ya indicados del municipio 
romano. En ese año la batalla de Guadalete dio en- 
trada en la península a los moros, quienes intro- 
dujeron en lugar del municipio, corporación, el vedi, 
funcionario unipersonal encargado de los servicios 
locales. 

Esta es época de transición en la historia de las 
instituciones españolas. 

El feudalismo mató por completo la vida muni- 
cipal. Las ciudades perdieron su importancia por- 
que los señores levantaron en los campos sus cas- 
tillos fortificados y las agrupaciones se formaron 
a su alrededor. El absolutismo imperó en todas 
partes y no hubo mas voluntad que la del señor 
feudal en su dominio. El capricho de los hombres 
se sustituyó a las leyes y las libertades comunales 
llegaron al aniquilamiento mas completo. 

Esta situación no podía durar; la libertad comu- 
nal era la aspiración de todas las ciudades. Los 
pueblos italianos iniciaron la revolución para obte- 
nerla y el municipio fué medio de defensa contra el 
feudalismo. 

Los reyes y señores otorgaron a las ciudades 
cartas de concesión, en virtud de las cuales les da- 
ban ciertas libertades. Otón el Grande, estableció 
la libertad comunal en las ciudades italianas, como 
medio de granjearse la voluntad de los subyu- 
gados (1). 



(1) Di Bernardo, La PubbHca Amministrasione e la Socioloí/ta, t. II.— 
T&OLLKY, Traite de la hiérarchie administrative, i. I. — Azcárate, Discurso 
pronunciado en el Ateneo de Aíadrid en 1892. — Darestb de la Ciiavanne, His- 
totre de VAdministration en France, 
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Eii ol siglo XII, la indepondoncia municipal era 
completa. Véaso como la ¡(iiita Guizot en su His- 
toiff (¡(^ni-niU' de la cicilísfitíun en Eitropp, 

«Yo supongo, señores, que en 1789, en el mo- 
mento o.n que comenzalia la torrihle i-ejeneíacion 
de la Francia, un vecino del siglo XII, se encon- 
trase repentinamentt! entre nosotros conducidle 

a algnna de las comunas de Francia deesaéjioca, 
a Reims, a Bcaiivais, a Laon, a Noyon: entra on 
la ciudad; no encuentra ni torres ni baluartes, ni 
milicia comunal, ningún medio de defensa, todo 
estii a dis|)OSÍcion del primer ocupante. El 6»/- 
¿Tííífíí se imiiiiela por la seguridad de esta comuna; 
la (íiicuentra débil y mal garantida. Penetra on su 
intei'ior, se impone de lo que pasa, cómo se go- 
bierna; de la suerte de los lial)itaiitos. Se le dice 
que existe afuera de la comuna un poder que les 
ñ}a. los impuestos como le place, sin su consenti- 
miento; que convoca su milicia y la envía a la 
gueri-a, también sin su aciíptacion. Se le liabla del 
majistrado, del mniro y oyí* (]ue los vecinos no los 
nombran. Se impone de que los negocios de la 
conmna no se deciden en la comuna misma; un 
hombre del reí, un intendente los administra, solo y 
desdo lejos. Todavía, se le agrega (pie los liabitan- 
tes no tienen derecho de reunirse en asambleas, d(! 
deliberar en común sobre lo (¡ue les toen, que la 
campana de la iglesia no les llama a la plaza pú- 
blica. l'',l vecino del siglo XII queda confundido.» 

La Inicia volvió a surjir. ]'',l empei-ador Federi- 
co I creó el cargo de /Jfif/í*j<ííí. conocido en la histo- 
ria por los abusos (|ue cometieron los individuos a 
quienes s<^ conlló. lista función ei-a servida por un 
extraño a la ciudad y le correspondía la vijil.iTicia 
del municipio, como la tuvieron en el romano los 
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cuestores itálicos. Mas, e\ podestá tomó \ucgo la for- 
ma dol absolutismo mas tremendo. 

En España, la guerra con los moros obligó a 
fortificar ciudades en el territorio que se les quita- 
ba y al rededor de ellas se agrupaban los peninsu- 
lares, unas veces sometidos al jefe militar y otras 
constituyendo propiamente un municipio. Las ciu- 
dades obtuvieron también caretas de concesión que 
so denominaron fueros, de los cuales el mas anti- 
guo, del siglo XI, es el Fuero viejo de Castilla, 

La importancia de los municipios españoles, es, 
en el tiempo de que tratamos, digna de considera- 
ción, por cuanto los miembros de las comunas te- 
nían un puesto en las asambleas nacionales, primi- 
tiva forma del gobierno representativo. Bajo este 
aspecto tienen, quizá, tanta importancia como 
cuando, verdaderamente independientes satisfacen 
por sf mismos las exijencias locales. 

Verificada en 1492 la unidad española, progresó 
la independencia municipal; pero fue pronto res- 
trinjida. 

La nobleza española apoyaba al principio la li- 
bertad comunal; mas, como viera que se separaba 
de las ideas dominantes en el trono, adoptó el ca- 
mino de mantenerse unida ai rei e inició guerra 
cruda a la libre situación de las comunas. Se en- 
cendió la guerra armada, y la clase media, soste- 
nedora de la independencia municipal, fué derro- 
tada en la batalla de Villalar, en 1521, la cual puso 
término a la llamada guerra de las comunidades. 
En seguida se abolieron los fueros (1). 

En los siglos siguientes, XVII y XVIII y en el 
actual, la comuna goza en unos paises de indepen- 



(1) Lafukntk, Historia Je h eral de España, t. IX. 
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<lencia y en otros se enciientríi soinctida en parte, 
a lo menos, al poilor central. Kstas situaciones han 
daiio oríjen a las teorías do la centrnlhncion y de 
la df.-'ronfniti^nrion. 

Siguiendo el desarrollo pnramente histórico, nos 
cnconlininos cu el siglo XVI, en el arto de 1541 
con la iniciación en Chile, recién ocnpado, de ins- 
litucidiies políticas traídas de tisparta juntíinient(í 
con la concpiista. 

Kl 12 de fehi-ero de 1541, Podro do Valdivia fun- 
dó la ciudad de Santiago y el 7 de marzo del 
mismo año estableció el primer cabildo, es decir, 
la |)riiiiera corporación municipal, designando él 
mismo a los individuos que debían formarlo. La 
iinporlancia del cabiUlo tU; Santiago es inmensa en 
nneslra bisloria nacional. |)nes no solo ha atendido 
a las iKícesidades locales sino que; constituyó en la 
colonia parte integrante del Gobierno y on su seno 
•se inició nuestra Indi-pendencia. 

Cirios V había ordenado, en 1525, que los veci- 
nos de una ciiuhul nombras(!n su cabildo, salvo el 
caso en (pie se hubiera pactado dejar esa facultad 
a los adelantados de nuevos descubrimientos y po- 
blaciones. Valdivia no dejó el ejercicio do tal de- 
recho a los primiTos habitantes d(! Santiago y pro- 
cedió ¡(or sí solo. El dia indicado. (7 de mai-zo de 
1541) foi'inó el cabildo, nombrando dos alcaldes, 
seis rejidores, un mayoi'domo y un procurador. 

«lisa cori>oracion, dice un liisloriador. fué desig- 
nada en lina casucluí cuyas paredes eran do ado- 
ben y techo de paja» fl). 

\\\ cabildo, tal como lo constituyó Valdivia, se 
renovaba cada nilo, por elección <pie sus propios 
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miembros hacían de las personas que habían de 
reemplazarles. Tenía latas atribuciones y ejercía 
funciones lejislativas, administrativas y judiciales. 
Tan extensas eran sus facultades que proponía sa- 
oerdotes para curas, era patrono de monasterios y 
llegó hasta fijar arancel para la venta do zapatos (1). 

Los únicos que podían ser elejidos para los car- 
gos del cabildo eran los contribuyentes, es decir, 
los vecinos, como se les llamaba, que tenían comer- 
cio, repartimiento de indios o tierras de cultivo (2). 
El rei nombraba también rejidores perpetuos, con 
lo cual ejercía intervención directa en la corporación. 

Y todavía, consignaremos, como dato curioso de 
la primera organización municipal de Chile, la in- 
fluencia decisiva que ejerció en la elección de los 
primeros cabildantes, doña Inés de Suarez, querida 
de Valdivia (3). 

La vida municipal de la colonia, fué tan triste 
como la de esta misma. Los mdividuos no se ave- 
cindaban en las poblaciones sino para lucrar y tan 
pronto como formaban un capital, se trasladaban a 
otro punto o a la península. 

Se ha visto, en el capítulo de los Funcionarios 
Públicos y cómo el Congreso de 1811 abolió el sistema 
de provisión de los cargos del cabildo por medio 
de la subasta, buscando un sistema mas moral y 
popular. 

El Reglamento constitucional provisorio de 27 de 
octubre de 1812, dice en su artículo 12: 

«Los cabildos serán electivos v sus individuos 
se nombrarán anualmente por suscripción.» 



(l) Barros Arana, Historia Jencral de Chile, i. I. — Amunáteoui, El Cabildo 
de Santiago^ t. I. 

\t) Barros Arana, Historia Jeneral de Chile, t. I. 

(3) Barros Arana, Proceso ríe Pedro de Valdiria. 
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Se reconoce ya, como elemento constitucional in- 
dispensable, el oríjen popular de las Municipali- 
dades. 

Los ensayos constitucionales posteriores mantu- 
vieron la misma base y dieron aun mas indepen- 
dencia a la Administración local. La Constitución 
de 1832 dice en sus artículos 155 y 157: 

«155. Subsistirán los cabildos en la forma que 
hoi tienen, hasta que el Congreso determine su 
número y atribuciones.» 

«157. Ninguno de sus individuos podrá ser arres- 
tado o preso, sino por orden expresa del Supremo 
Director, quien solo la podrá librar en materias 
de Estado, y en las de justicia la Cámara de Ape- 
laciones; pero si la naturaleza de la causa exijiese 
un pronto remedio, se les arrestará por la autori- 
dad competente en lugar decente y seguro, y se 
avisará inmediatamente al Director.» 

Las Constituciones de 1823 y 1828 establecen la 
organización municipal sobre las bases que mas 
tarde siguió la de 1833. 

Es digna de atención la de 1828 que creó Asam- 
bleas Provinciales. 

Por fin, el Código Fundamental vijente no ha 
sufrido, en la organización municipal, modificacio- 
nes, desde que se dictó en 1833. Las reformas em- 
prendidas en esta materia provienen de la lei, y de 
ellas nos ocuparemos en capítulo especial. 



I. CENTRALIZACIÓN Y DESCENTRALIZACIÓN 

Cualquiera que sea el sistema que se adopte en 
el réjimen municipal, no puede entregarse al mu- 
nicipio mismo su propia organización. Aunque goce 



* ■* 
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la comuna de la mas amplia independencia, no alcan- 
za su acción hasta dictar su constitución, por cuanto 
ella está ligada a la organización jeneral del Estado. 

Corresponde a la Constitución y a las leyes adop- 
tar las bases de la organización municipal. 

«La palabra autonomía, con la cual los griegos 
designan la libertad de que se acaba de tratar, dice 
un distinguido autor (1), y que corresponde a la 
fórmula romana legibus sais uti, no significa, en 
manera alguna, que las ciudades libres puedan vi- 
vir bajo las leyes que les plazca dictarse La 

autonomía no confiere a las ciudades libres sino el 
derecho, consagrado por las cartas que les han sido 
otorgadas, de administrar por sí mismas sus nego- 
cios comunales, por medio de majistrados naciona- 
les, y fuera de la acción del Gobernador. » 

¿Cuáles son las bases que deben contemplarse en 
la organización municipal? 

Se ha insinuado la existencia de dos doctrinas 
acerca de este punto y que se conocen con las de- 
signaciones de centralUacion y descentralización. 
Respecto de ambas se cuenta con luminosos escri- 
tos que podrían formar bibliotecas. 

Según la primera doctrina, el poder central deba 
tener injerencia en el municipio, ya sea designando 
al jefe de él, quien, al mismo tiempo, es represen- 
tante del Ejecutivo, ya sea interviniendo de cual- 
quier manera en el manejo de los negocios loca- 
les. Conforme a la segunda, la vida municipal debe 
ser absolutamente independiente del poder central, 
manejándose los asuntos locales por los individuos 
del municipio, en conformidad a los preceptos de 
la Constitución y de las leyes. 



(1) Marquardt, Organisation de VEmpire Roinain; t. I. 



La CíMitralizacion ciienla con fervorosos parti- 
ílarios. es|x;cialmen1e en Francia, donde, segiin 
(íllos, lia sido la causa de su engrandeciinicnlo. 
Organizado el municipio l>njo el sistema dn la cen- 
tralización, el gobierno central se hace, en realidad, 
cargo de toda la vida política de la nación, debili- 
tándose y hasta anuliindose la iniciativa ixirticular. 
lis indudable que todos ios ciudadanos del F,stado 
deben tener Ínteres por la cosa pública, preocupí'in- 
dose algo siqniera üe los negocios públicos, ya que 
a todos tocan lan de cerca; esto no sucede en los 
países centralizados. ]»ues los ciudadanos ven que 
todo les viene del gobierno, especio de Provi<leneia. 

De aquí la formación en estos Estados de una 
clase de ciudadanos, que desencantados de la vida 
política anéniica, abandonan i»or completo la cosa 
pública en manos délos ajenies del poder central, 
constituyendo el elemento neutro, como lo llama 
un autor español, perjudicial por su inei-cia, para 
la vida del b'.stado libre (I). 

La preponderancia de la capital del listado es 
conscLuencia lójica de la wnttalizacion. Y al decir 
preponderancia, no se trata d(! la natural (¡ue ha de 
ejerce)' la capital por su poiílacion, por ser (d centro 
(le comercio mas importante, si lo es, o por tener 
en olla su asiento los poderes prtbiicos encargados 
del gobierno interior y de las relaciones internacio- 
nales, sino de la particular situación de la capital 
como centro de lodo el movimiento político del 
pais. lio ahí. como lo dice Vivien, en Francia, 
quien sea dueño de Paris y de los telégrafos lo es 
del pais entero. Así se ha pensado también entre 
nosotros, que basta ocupar la Moneda para gober- 

()] A/<'AK«rE, El RéJimtK Pai-Mmenlarto r» la práclíai. 
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liar. Y esto, en parto, os la vordad, ponjuc las pro- 
vincias lo han esperado todo del gobierno central. 
En cambio, se dice, no os dueño de la Inglaterra 
quien lo sea de Londres, porque surjinín todos los 
municipios con su vida propia, levantando la ban- 
dera de la mas absoluta independencia y manifes- 
tando (pie la vida política inglesa, o sea, el interés 
por los negocios públicos, no osla radicado en Lon- 
dres sino que existe en cada uno de los centros mu- 
nicipales, con completa libertad e independencia de 
la capital. 

Los partidarios de la centralización alegan un ar- 
gumento especioso, pues dicen, que sin (*se sistema 
orgánico, se pierde la unidad del Estado; no se 
llega tan solo al federalismo, sino que se desorga- 
niza la sociedad política, porque se segregan poco 
a poco los componentes. 

Con este raciocinio se hace una confusión entre 
la unidad del Estado v la centralización administra- 
ti va; en I re uno de los caracteres esenciales de la 
organización política, como es la unidad, y una cir- 
cunstancia de la misma organización, como lo es el 
sistema cenlralizador. 

La unidad de la nación la constituyen la raza, 
los antecedentes históricos, el lenguaje, la relijion, 
y otras particulan^s circunstancias que mantienen 
en estrocha imiou a los individuos de las agrupa- 
ciones. No hai leyes que puedan destruir la uni- 
dad y si llega a desiruirse, será porque le falta 
alguno de los lazos de unión, en cuyo caso su man- 
tenimiento es imposible. En cambio, la centraliza- 
ción proviene de la organización política, nace de 
la lei positiva y tiende, nó a mantener la unidad, 
que se sostiene por otras causas, sino a conservar 
en manos del poder central los intereses que los 
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individuos pueden nieinejar por sí solos, con el 
aparente objeto de dar fuerza y enerjía a aíjuel po- 
der y de tutelar los intereses de los ciudadanos, 
que no deben ser entregados así no mas en manos 
inexpertas, sino en la de los ajentes del poder cen- 
tral, preparados para atender a toda cías:) de ne- 
gocios públicos. 

El réjimen de la descentralización no (juiere la 
ruptura de la unidad nacional, ni la produce. Ba- 
sado en la distinción de los intereses públicos en 
jenerales y locales, asigna su atención a diversos 
órdenes de funcionarios y determina para cada uno 
diversa órbita de acción. Los intereses jenerales 
son atendidos por la Administración Central, con 
independencia absoluta de la Administración local, 
la cual, a su vez, puede y debe manejar los inte- 
reses puramente comunales, con independencia de 
aquella. 

No se trata de independizar o descentralizar las 
instituciones dentro de un mismo orden. No es 
aceptable la doctrina de los que, en la Administra- 
ción jeneral del Estado, rompen la jerarquía admi- 
nistrativa, separan de la injerencia natural del Jefe 
! del Estado servicios públicos que deben conser- 

¡ varse en sus manos y llegan a convertir cada re- 

I partición administrativa en pequeños poderes abso- 

I lutos. Esto no admite descentralización, y mucho 

menos la que llega hasta la irresponsabilidad. 

Y como se trata, al considerar a los nmnicipios, 
de instituciones de carácter administrativo, es ló- 
jico que a los cuerpos encar-gados de servir los 
intereses locales no se les dé otra función pública 
que les haga salir de su órbita propia, pues se des- 
naturalizan su condición y su íin. La atención co- 
rrecta de los servicios locales es su único papel y 
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no debe encomendcírseles, como sucede en Chile 
acíualmente, funciones de carácter electoral que, 
en la jeneralidad de los casos, se anteponen a las 
que forman su verdadera misión. Esto no quiere 
decir que los partidos, principalmente en aquellos 
paises en que obedecen a programas de ideas, 
como sucede entre nosotros, no lleven su lucha 
al campo de los municipios. Es lójico que la lle- 
ven puesto que lo que desea cada uno es el pre- 
dominio de sus ideas y el desarrollo de sus pro- 
gramas en todo el gobierno del Estado, en todas 
las instituciones políticas. Pero de ahí a hacer de 
los municipios la base del poder electoral hai mu- 
cha distancia y mientras aquello es razonable, lo 
otro perturba la correcta marcha de las institucio- 
nes locales y perjudica considerablemente los inte- 
reses comunales ijue son pospuestos a los de la po- 
lítica partidarista y, a veces, oportunista. 

Se presenta por los enemigos de la independen- 
cia municipal, como inconveniente serio para es- 
tablecerla en el derecho y en la práctica, la diflc.uL 
tad de determinar con exactitud los intereses 
puramente locales, pudiendo llegar a confundirse 
con los do carácter jeneral. Es verdad que existen 
materias de servicio público que revisten condicio- 
nes de interés local y que las tienen también de 
carácter mas amplio. La instrucción primaria inte- 
resa inmediatamente a cada localidad y en jeneral 
a la nación toda. En materias de policía concu- 
rren también circunstancias análogas. No es difícil 
salvar tales inconvenientes asignando a cada jes- 
tor público la parte correspondiente y como aun- 
que el interés sea local o común, siempre será 
nacional, presidiendo los actos públicos el espí- 
ritu elevado que debe guiar a los ajentes en su 
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ejecución, no habrá temor de que se presenten en 
pugna. 

La independencia de los municipios es natural. No 
hay pueblo que no esté preparado para ella, cuando 
se reconoce en las condiciones de prudencia y de 
verdad en que debe serlo. Podrá adolecer la Ad- 
ministración local de cierta falta de preparación 
en sus ajenies, de descuidos o de otros defectos 
mas o menos graves. No es ello culpa del sistema 
sino de los que lo aplican. Por lo demás, parece 
que basta para atender debidamente intereses limi- 
tados en su propia localidad un poco de patriotismo 
y mucha honradez; con la falta de lo primero y so- 
bre todo de lo segundo, no hay sistema político, 
por bueno que sea, que no dé pésimos resultados. 

La independencia o autonomía municipal (\\ije la 
responsabilidad inmediata de los funcionarios res- 
pectivos. Los ajentes municipales han de estar en 
situación de rendir cuenta de sus actos en cual- 
(juier momento. Administran fondos, dirijen ramos 
de servicio local, son delegados del pueblo puestos 
al frente de sus intereses comunales y en tal con- 
dición deben encontrarse siempre prontos para que 
sus mandantes sepan cómo proceden y puedan ha- 
cerles efectiva su responsabilidad cuando no des- 
empeñen su cargo debidamente. 

La organización municipal se ajusta a varios otros 
principios, ademas de los que se refieren a su in- 
dependencia. 

Ya hemos dicho que no pueden tener injerencia 
en las elecciones de los Poderes públicos, limitán- 
dose su acción a la satisfacción de las necesidades 
de la localidad. 

El grupo comunal, base del municipio, no pro- 
viene de la lei, la cual lo encuentra formado y lo 
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reglamenta en sus procedimientos como institución 
política y en sus relaciones con la agrupación na- 
cional de que forma parte. En consecuencia, la lei 
orgánica del municipio, ha de reconocer este hecho 
y no tratar de establecer municipios a su antojo. 
No entran, pues, en esta organización, solamente 
los límites de las divisiones territoriales principales 
que, fundados en otros antecedentes, pueden no 
corresponder a las verdaderas agrupaciones muni- 
cipales. Lo mejor sería que correspondiera la divi- 
sión territorial, en alguna de sus fases, al muni- 
cipio; pero conformjíndose aquella a lo que la na- 
turaleza ha establecido, es decir, creándose las 
circunscripciones que constituyen la división terri- 
torial de manera que correspondan exactamente al 
territorio que naturalmente forma cada comuna. 

La organización de las policías, de las vías públicas 
y otras materias que suelen confundirse, han de fun- 
darse en los principios de orden público y de inte- 
rés jeneraK de los cuales responde, el poder central 
y en las necesidades particulares de cada localidad. 

En los capítulos dedicados a cada materia se trata 
el punto especialmente y se fijan los límites de 
cada jestor. 



II. ORGANIZACIÓN MUNICIPAL 

El artículo 113 de la Constitución dice : 
«Habrá una Municipalidad en todas las capitales 
de departamento, y en las demás poblaciones en 
que el Presidente de la República, oyendo a su Con- 
sejo de Estado, tuviere por conveniente establecerla.» 
Los artículos siguientes determinan que dichas 
corporaciones se compondrán de alcaldes y rejído- 
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■es, cuya elección set-JÍ popular y directa, en el nú- 
nero que fije la lei : sus condiciones de olejibili- 
lad y las materias que deben ser atendidas por 
iquellas en siis teiTitorios y que son, en jeneral: 

Cuidar de la policía de salubridad, comodidad, 
•malo y recreo; 

Promover la educación, la industria y el comercio; 

Cuidar de los establecimientos de educación que 
ie paguen de fondos nuinicipales; 

Cuidar de los hospitales, hospicios, y demás es- 
ablocimiontos de beneficencia; 

Cuidar de la construcción y reparación de los 
láminos y otras obras públicas de necesidad y or- 
lato que se costeen con fondos municipales; 

La presidencia de la Municipalidad la confiere 
\\ Gobernador en la cabecera del departamento y 
il subdelegado en las demás poblaciones, dándole la 
itribucion de vetíir los acuerdos o resoluciones de la 
Viunicipalidad que perjudicasen el orden público (1 ). 

La Carta no entra en detalles de organización ni 
Je réjimen, que dejó a la lei. cuya promulgación 
mpuso en el artículo 122 y en el 2." de los transi- 
Lorios que dicen: 

«Alt. 123.— Una lei especial arreglaní el gobierno 
interior, señalando las atribuciones de todos los en- 
:^argados de la administración provincial, y el modo 
:le ejercer sus funciones», 

flArt. 2." (transitorio)— Para hacer efectiva esta 
Constitución, se dictarán con preferencia las sigiiie- 
Les leyes: 

«2." La lie arreglo del réjimen interior.» 



{1 ) La I^i üc Mimiripslidaili-s de liji l-smIiIocíó ([iiü ima tphoIik 
perjudicaba al iink'n publico cuando ora niiitraría a la CoiiHtitiirii 
y a dcc;n!t(M o BnnU^nrias dii'todas ¡lor autoridad compctciilo j mi 
lominciiic perjudicial a la lo^lidad. 



RESUMEN DE DERECHO ADMINISTRATIVO 161 



Las primeras loyos dictadas en cumplimiento de 
estos preceptos, fueron las de réjimen interior de 
10 de enero de 1844 y de organización y atribucio- 
nes de las Municipalidades de 8 de noviembre de 
1854. 

En ambas leyes predomina el principio de la cen- 
tralización; todos los intereses locales son admi- 
nistrados por el ájente natural e inmediato del 
Presidente de la República, es decir, por el Gober- 
nador del departamento, o por el subdelegado en 
las dos o tres localidades en que posteriormente se 
crearon cuerpos municipales. El Gobernador es 
miembro de la Municipalidad (1), contraviniéndose 
lo dispuesto por el artículo 114 (antiguo 123) de la 
Constitución (2) y tiene voto en las resoluciones de 
la corporación. La injerencia del Jefe del Estado 
es din^cta en la aprobación del Presupuesto, pues 
a él otorga esta facultad la lei de 1854 (3). 

La jestion de los intereses locales en manos de 
los ajentes del Ejecutivo iba mas lejos, pues la lei 
de réjimen interior de 1814 les otorgaba gran suma 
de autoridad. 

Ya hemos observado, en el capítulo destinado a 
la Jentrquía Adminii^tt^ativa, que esa forma orgá- 
nica fué exijida por circunstancias connines a todo 
pais cuyos hábitos políticos comienzan a desarro- 
llarse y c(uno ha sido modificada, por las leyes de 
réjimen interior de 22 de diciembre de 1885; de Mu- 
nicipalidades de 12 de setiembre de 1887 y de 22 de 



(1) Lei d« 8 (le noviembre de 18,Vi, art. 2." 

(8) Dice el articulo \\\: «Las Municipalidades «^ compondrán del número de 
Alcaldes y liejidores que delrrrnine la lei con arref?lo a la población del depar- 
tamento o dol territorio señalado a caJa una. » — Xo dice que el gobernador forma 
parte de la Municipalidad. 

(3) Articulo 85. 

11 
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dicifiiibro (l(í 1891 y oirás cJk carácter mas jcne- 
ral (1). 

La lei (ic 1887 introdujo en el rcjimen niiiTiicipal 
la primera reforma destinaila a separar las íimcio- 
nes administralivas locali-s de las jeiierales. Al 
efecto, asignó al primer alcaldes, (juiliindolas al Go- 
bernador, atriliuciones privativas en algunos servi- 
cios mnnicipales. como el aseo de las poblaciones, 
la dirección de mataderos y abastos y oti-as. VA 
Gobernador, o subdelegado, continuó siendo presi- 
dente d(í la Mnnicipali<iad respectiva, segiin el pre- 
cepto constitucional, pero la lei le despojó del voto. 
Se conservó el servicio de policía de seguridad bajo 
sus órdenes. 

En realidad, la lei de 1891 y las posteriores qu(t 
la reforman o complementan, no lian avanzado en 
materia de autonomía comunal mncbo mas de lo 
fpic hizo la de 1887. Han sido disposiciones pura- 
mente gubernativas, dictadas para seguir el espí- 
ritu do la reforma, las (]ue lian venido a completar 
ésta. Nos referimos a la creación de las Municipa- 
lidades fuera de las cabeceras úc. departamento, o 
sea al reconocimiento legal del municipio o comuna, 
existente en el hecho. 

Con la vijencia de la lei de 1887 habría podido lo- 
grarse mucho en el sentido indicado si se hubieran 
creado corporaciones municipales en todas aquellaf* 
pequeñas agrupaciones de intereses locales, l-'.s cierto 
f|ne habría sido un obstáculo para ello la organi- 
zación que tenían entonces, inconvenientes salvados 
por la lei de 1891; pero sostenemos que la base mas- 
príSctica de la reforma se encuentra en la suhdivi- 
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sion (le Municipalidades, con po(|ii(MU) lorritorio, el 
(jue corresponde a cada grupo natural, formado con 
anterioridad a la Ici. Nunca han sido los mismos 
los intereses locales de Santiago, Ñunoa. Renca o 
Maipií. en el departamento de Santiago, ni los de 
San Bernardo, Peñaflor o Talagante en el de la Vic- 
toria, atendidos lodos por la Municipalidad de San- 
tiago y la de San Bernardo, respcclivament(\ En 
esa situación, era natural cpu^ las rentas jenc^rales del 
departamento se destinaran a satisfacer exijencias de 
la ciudad cabecera, residencia de la corporación, 
y se abandonaran las de los pecjuenos centros. 

La lei de 2:3 de diciembre de 1891 fué latamente 
discutida en el Congreso Nacional desde 1889. Tuvo 
su orí jen no tan solo en el propósito de fundar la 
autonomía municipal sino también en el de procu- 
rar la libertad en las elecciones radicando en las 
Municipalidades, como de oríjen independiente del 
Ejecutivo, el poder electoral. El proyecto fué resis- 
tido por el gobierno del señor Balmaceda. Una vez 
derrocado éste, la revolución triunfante lo aprobó 
en el Congreso elejido a fines de 1891 y fué pro- 
mulgado como lei el 22 de diciembre de ese año, 
para rcjir desde 1894. En aquella misma fecha ho 
dictó el decreto por el cual se crearon Municipa- 
lidades en todos los pequeños centros poblados del 
pais; estas Municipalidades solo pueden ser supri- 
midas por medio de una lei (1). 

El territorio asignado a cada una de las Muni- 
cipalidades es el comprendido en una o mas sub- 
<lelegac¡ones, dentro del mismo departamento; de 
manera que se ha conservado la base de la divi- 
sión territorial conmn. 



(1 ) Ley de '¿2 de diciembre de 1891, arl. !•. 
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Cada Municipalidad si; coiniionc du' iiutívo iiiÍL'in- 
bros. di; \o.i ciiaii's tivs fioii alcaldes y lii.s domas 
rcjidoros, debitüido olejirsc ini iiiiiiiicipal mas por- 
cada dk'z mil habitaiili'S en los lerrilorios cuya po- 
blación exriída do veinte mil. 

Di' esta n-í^la jiíinTiU se (íxceplñan las Municipali- 
dades lie Saiiliagü y do Valparaiso. compuestas de 
Ii't'inla niiendjros la primera y deiinincc la scgnnda. 

Los Municipales son elejidos en votación ¡lopidar 
y dii'<;ela. en las mismas fechas en que s(^ vei-illca 
la elección de diputados (1). Dni'an tres años en el 
cjtü'cicio del cargo. 

La lei eiinmei'a las condiciones e incapaciilades 
para oplur al cargo, fija fechas para la calilicni-ion 
de las elecciones, (pie se hace por la rospeclivu 
corporación y entra en dcfalli's a los cuales nos 
['oferimos, liinilándonus a exjioner las bases princi- 
pales de la organización. 

Al frente de; los intereses locales, y de la cor])o- 
i"aci<iii encargada de atendi'rlos. existe en toilos kis 
[jaises un [uncioi'ario, elejido por la misma corpo- 
ración, sin itdervencion del poder central, o bien 
por ésle. jeneralmente de enti-o sus miembi-os. Mitin-, 
id llama en Francia, SíihIhci) en Italia. Staro.-^ta en 
Rusia, Alrnlili-, i;n l^spaña, de donde lia pasado a 
nosotros. 

La dcniomiiiacioii de alruhlc viene di.'l árabe. Los 
moros, duranlo su dominación en l''.spai"ia, crea- 
ron el car'go de <il-kfulii\ individuo encargado de 
administrar justicia, facultad (pie lian ejercido tam- 
bién los aleadles en líspaña y en algunos paisi;s de 
América. 
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La designación de tres alcaldes y la fijación de 
su orden de precedencia son los primeros actos que 
ejecuta la Municipalidad inmediahunente despues- 
de constituida. 

Antes de la lei de 1887, los alcaldes componían 
la Comisión de Alcaldes, que tenía las atribuciones- 
de la Municipalidad en receso de ésta; ejercían, 
por orden de precedencia, funciones de jueces de 
policía local y, en consecuencia, de jueces de i)ri- 
mera instaiicia en los departamentos donde no los 
había letrados y reemplazaban a éstos en los casos 
de imposibilidad, en aquellos que los tenían (1). 
Hoi ejercen funciones puramente municipales, siendo 
el primer alcalde el jestor de los intereses de la 
localidad. 

Corresponde al primer alcalde ejecutar, con arre- 
glo a las leyes y a las resoluciones de la Munici- 
palidad, todos los actos administrativos del Muni- 
cipio. En consecuencia, expide los decretos de 
nombramientos de empleados, acordados por la 
Municipalidad, suspende a éstos por mal comporta- 
miento, califícalas fianzas que deben rendir; ejerce 
la superintendencia inmediata de todos los estable- 
cimientos, oficinas, servicios y obras municipales; 
dicta las providencias necesarias para mantener 
expeditas las vías públicas y ejecuta todos los ac- 
tos acordados por la corporación, la ciuil preside, 
a falta del gobernador o subdelegado. 

La lei de 1891 no se limitó, en la organización 
local, a dictar disposiciones relativas a la Munici- 
palidad, corporación creada por la Constitución. 
Empeñada en hacer mas efectivo el gobierno di- 



( 1 ) Lei de 8 de noviembre de 185i, arts. 37, 52 y siguientes. — Lei de Organi- 
zación y Atribuciones de los Tribunales, arts. 52, 53 y 129. 
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roclo do los cintiaclanos. Im inlroduciiio un niiovo 
orgniiisino: la Antimblfíf clr clertoroa. 

La iiislilncion no es del todo nncva en ol pais. 
La Constitución do 18'^8 la estableció, aiimiue en 
diversas condiciones, lloi inisnio. siempre que se 
incluyera en la Constilncion, podría sor do utilidad 
la Asumbli-d /trorincidf, <|u(' diera personería a la 
provincia y sirviera do control a (odas las Munici- 
palidades de esa sección lerritorial. 

La Asamblea de electores es íorniada por los 
ciudadanos con derecho a sufragar y (pie se reú- 
nen para volar el Pi-esupueslo Municipal; i)ara de- 
liberar sobre gastos posteriores (pie acuerde la Mu- 
nicipalidad y <|uo importen mas do doscientos pesos; 
a excei>cion lin los (|iio se refieran a ad(piisiciones 
de terrenos (1); ¡lara pronunciarse sobre la lasa 
de las conti'ibncitines; para resolver sobre las ena- 
jenaciones o gravámenes do los Itiencs raices de la 
Munici|)ali(ia(l; para deliberar sobre los acuerdos, 
roglanienlos y ordenan/as de la Municipalidad, san- 
cionados con mullas y para resolver sobre lodas las 
cuestiones cjue los proponga la Municipalidad y que 
sean úo su competencia (2). 

La Asamblea de electores debe reunirse en se- 
sión ordinaria el segundo y los siguientes domin- 
gos d(!l mes de marzo y es presidida por el pri- 
mer alcalde. Puede remnrso extraordinariamente 
cuando lo pidan cincuenta electores y llevo la so- 
licitud la firma de la mayoría absoluta do los 
miendjros de la Municipalidad expresándose ade- 
mas, i.'l objeto tie la reunión, la cual no podní du- 
rar mas do un dia. 

(1) L.'i Je re lie difiííiiiliro do isni. art, S6, iii'tm. 3.- y Ipi de is de selicmlipe do 
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La institución establecida por la lei de 1891 no 
tiene base constitucional. Es el gobierno local di- 
recto por el pueblo, sin delegación de soberanía. 
Nuestra Constitución establece el gobierno represen- 
tativo, con la soberanía delegada en autoridades 
creadas por ella misma, y aunque ha de ser popu- 
lar, es decir, que tales autoridades sean libremente 
elejidas por el pueblo, no cabe la Asamblea de elec- 
tores dentro de ese réjimen, conforme al cual ha 
creado corporaciones locales, que llama Municipa- 
lidades. 

Se ha repetido que el propósito de la lei de 1891 
fué dar independencia a las Municipalidades. Res- 
pecto del poder central, el fln se ha logrado con 
exceso; pero se ha limitado aquella independencia 
de estos cuerpos representativos, entregando sus 
resoluciones a la sanción inconsciente de las masas 
populares. Pueblos mas educados, donde la mayoría 
ile los individuos conoce sus deberes, no aceptan 
innovaciones tan trascendentales. Mucho menos pue- 
den aceptarse en nacionalidades en las cuales la. 
civilización no ha llegado al grado que se requiere 
para el correcto funcionamiento de instituciones pro- 
pias de pueblos mui adelantados. 

En Roma, donde se practicó mucho el gobierno 
popular en la República, las asambleas del pueblo 
no tuvieron iniciativa y no obraron jamas sino por 
medio de la majislratura, a la cual no podían ni 
aun preguntar si estaba de acuerdo con la asam- 
blea (1). 

Asambleas populares existen en Suiza, uno de 
los pueblos mas educados del mundo y donde los 
miembros de cada comuna tienen intereses en co- 



(1) MoMMSEN, Le Droit Public Romain^ i. VI, 1.» parte. 
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inun, tórrenos en que Imcer pastar sus ganados, bos- 
ques para extraer leña, etc. Ks lójico que lus tluefios 
deliberen sobre el destino y el uso de su propieilad. 

La inslitucion no ha producido cu Cliile venta- 
josos resultados. Pocos ciudadanos concurnii a sus 
sesiones. Apesar liel escaso interés (|ue lian desper- 
tado lian podido pertui-bar el mecanismo municipal 
y ya. por lei de 14 do setiembre de 1896, se lian mo- 
ditlcado algunas de sus atribuciones. 

La situación df?l gobernador ha (pieilado limitada 
en la Municipalidad a presidir las sesiones de la 
corporación, sin voto y a suspender los acuerdos 
o resoluciones (jue perjiidi((uen al órdon público, 
enteudidndose por tales únicamente las resoluciones 
ilegales que alteren la paz pública. Y este voto no 
es definitivo, porcjue una vez interpuesto ¡¡or el go- 
bernador, lo que debe verificar dentro de cuarenta 
y ocho horas, contadas dL'.-ide que tuviere conoci- 
miento de la resolución, en la forma prescrita por 
la lei, se remiten por la Municipalidad los antece- 
dentes a la Corte Suprema, la cual resuelví; si debe 
o nú llevarse adelante el acuerdo olijetado. 

La Coi'te Suprema conoce también do los recla- 
mos que por acción popular se interpusieren contra 
resoluciones ilegales de la Municipalidad y respecto 
de las cuales hubiese ésta desestimado las recla- 
maciones que contra ellas se le hubieren dirijido. 

Los municipales son responsables de sus actos. 

Toda persona agraviada por una resolución ilegal 
de la Municipalidad tiene acción civil para ser in- 
demnizada feolitlariamente por los que la acordaron, 
o por el alcalde en su caso. En la misma forma 
puede hacerse valer la responsabilidad por omisio- 
nes graves en el cumplimiento de los deberes que 
imponen las leyes. 
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Las Municipalidades tienen tesorero, secretario y 
los empleados necesarios para la atención de los 
servicios que les estíín encomendados. Ellas fijan 
sus sueldos y detallan sus obligaciones. 

Las resoluciones de las Municipalidades se ma- 
nifiestan por medio del primer alcalde quien pro- 
nnilga las disposiciones de carácter jeneral y ex- 
pide los decretos especiales. 

Las resoluciones de carácter jeneral son de tres 
clases: ordenanzas, reglamentos y acuerdos (1). 

La lei de 1891 dice que se entiende por orde- 
nanza únicamente las reglas de jeneral aplicación 
que impongan la pena de cuarenta y uno a sesenta 
pesos de multa. No fija las materias que son objeto 
de ellas (3). 

La misma lei les autoriza para imponer a las in- 
fracciones de las prescripciones municipales penas 
hasta de cuarenta pesos de multa en simples de- 
cretos o reglamentos y desde cuarenta y uno hasta 
sesenta pesos en ordenanzas. Se vé por estas dis- 
posiciones que las ordenanzas solo se distinguen 
en el fondo de las demás disposiciones municipa- 
les por la pena impuesta a la infracción. Antes 
de la lei de 1891, la de 9 de octubre de 1861, que 
modificó el artículo 103 de la lei orgánica de 1854, 
determinaba las materias que eran objeto de or- 
denanza, de reglamento o de decreto. 

En cuanto a la forma de las ordenanzas, la Cons- 
titución dice en su artículo 119, 10.° que deben 
ser sometidas, por conducto del Intendente res- 
pectivo, al Presidente de la República para su 
aprobación con audiencia del Consejo de Estado. Y 



(1) Lei de 22 de diciembre de 1891, art. 83, 4.* 

(2) Ídem idem, art. 2S. 
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la lei tie 1891 somete osas rosnhicioncs a la deli- 
beración de la Asamblea <le olccloi'cs (1). 

Los iff/lo montón so roílcren jeneralmt'iití! a deter- 
minar el rójimen interno de servicios municipales. 

Los (tnierdns se limitan a pnnlos mas restrin- 
jiílow; por ejemplo: criíacion de empleos. 

(1) U-i ilel33!.art. Sfi. S.- 
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Entramos en otro campo diverso del que abarca la 
primera parte de este trabajo. Se ha estudiado en 
ésta la organización jeneral de la Administración 
Pública, en sus dos ramas; conocido, en la Central, 
el réjimen a que obedece su personal en la jerar- 
quía administrativa y en el cuerpo de empleados 
que tiene a su cargo la jestion especial de deter- 
minados intereses públicos; y en la Municipal, las 
corporaciones deliberantes y activas que la condu- 
cen. Pero no se ha visto a los ajenies ejercitar su 
actividad, ni analizado las materias que son objeto 
de ella. 

La segunda parte está destinada a ese estudio. 
Se presentan en ella las materias que abarca la ac- 
tividad de la Administración, las funciones de ésta 
en el cumplimiento de los fines sociales, las rela- 
ciones que se establecen en el desenvolvimiento de 
esa activi,dad entre la Administración y los asocia^ 
dos, se fijan las líneas. (|ue separan al individuo del 
organismo político, o sea el Estado y se determinan 
los lazos (jue los ligan entre sí. 

Materias Administt'ativas es la designación que 
mejor conviene al conjunto de atíuiciones de la Ad- 
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ministracion y a los compiojos prohlcnias que les 
conciernen. 

Funciones Adininistraticas, suele también llamár- 
seles. Mas apropiada es la primera designación 
porque no tratándose tan solo del funcionamiento 
del personal administrativo, del réjimen a que está 
sometida la ejecución de cada acto, sino también 
de los caracteres de la materia misma que es ob- 
jeto de la función, se abrazan con ella esos puntos 
esenciales, es decir, la materia en sí misma, la ins- 
titución social, si se quiere distinguirla así, y las 
atribuciones que respecto de ella tiene la Adminis- 
tración y que constituyen la función pública. 

La naturaleza de las Mtiterias Administrativas 
fija el límite de las atribuciones de la Administra- 
ción, límite que a su vez constituye el fundamento 
de la clasificación de esas Materias. 

Suele establecerse esta clasificación sobre la base 
de los fines del Estado, considerados bajo el mas 
estricto punto de vista. Las doctrinas son diversas 
en la asignación de tales fines; de manera que la 
diversidad fundamental alcanza a esa clasificación. 
Una escuela política sostiene que el Estado existe 
tan solo como medio de seguridad y de conserva- 
ción de los asociados; le atribuye en ese campo li- 
bre acción, que limita en el progreso nacional a lo 
que en él dice relación con aquel principio con- 
servativo ; vgr. : dictar medidas de policía para el 
réjimen de ferrocarriles o para las industrias insa- 
lubres, y se deja a los esfuerzos individuales el 
adelantamiento intelectual y material. Otra le asigna 
un fin mas amplio, dándole, como a todo organismo, 
facultades activas en el progreso propio. 

Al lado de estos sistemas principales se han fun- 
dado otros varios. Unos, reconociendo el deber 
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conservador del Estado, le imputan ademas el 
monopolio en ciertas materias de perfecciona- 
miento, como la instrucción, fundándose en que 
siendo una la ciencia, la propagación de la doc- 
trina debe obedecer a ese mismo principio; ese 
monopolio absoluto es sostenido también en nom- 
bre del mantenimiento de la unidad nacional, del 
réjimen de gobierno, etc. Otros, limitan esta inje- 
rencia dentro de una diversidad de líneas. 

Kn el sostenimiento de estas doctrinas se ha lle- 
gado a la exajeracion; mientras de un lado se lu- 
dia por asignar al Estado el papel de Providencia 
universal, estrechando la iniciativa individual, la 
que no necesita manifestarse desde que existe am- 
pliamente la del Poder Público; de otro se restrinjo 
la acción pública a puntos extrictamente conserva- 
tivos y se deja todo o la mayor parte del perfec- 
cionamiento común a la acción individual. 

En esta variedad de teorías existe un punto de 
uniformidad: el que atribuye al Estado la seguri- 
dad social y su propia conservación. La disconfor- 
midad comienza al tratarse del mejoramiento del 
organismo social, en el que o se niega participa- 
ción al Estado, o se le otorga amplia o se le en- 
cierra dentro de diversos límites. 

Si hubiéramos de elejir entre las doctrinas extre- 
mas optaríamos por la que reconoce en toda su 
amplitud la iniciativa individual, porque la intro- 
misión del Estado en la mayor parte de los actos 
de la vida, es desdorosa para el hombre libre; lo 
convierte en un autómata que no necesita ni del cul- 
tivo de sus facultades para llenar su misión. Por 
el contrario, el desarrollo de la iniciativa individual 
sostiene las enerjías que constituyen la fuerza so- 
cial. La nacionalidad se mantiene mas vigorosa 
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donde os mayor ol esfuerzo particular, donde el 
Estado lo deja obrar libremente y donde, si falta, 
lo estimula v lo levanta. 

Se deja ver que existe un justo medio entre las 
doctrinas extremas; sin ac(»ptar las exajeraciones, es 
posible asignar al Estado, o, UK^jor dicho, dentro de 
nuestro estudio, a la Administración, un campo de 
actividad (pie no d(»sví(* al cuerpo político de sus 
fines, le reconozca su exclusiva acción en unas 
materias, la coi)articipacion con la iniciativa par- 
ticular en otras y por íin el desenvolvimiento ex- 
clusivo de ésta en acpiellas qu(» no constituyen el 
fin propio de la Administración; pero en las cua- 
les le cabe siempre la parte restrictiva en beneficio 
de la comunidad. 

En conformidad con estas ideas, dividimos las 
Mcftrriffs A(lnii/iisfratir(fs en tres seccion(\s; 

1.''' Matorids (wcliisiras de la, A(IniitUf<tracion. — 
Comprende atpiellas cuya dirección corresponde solo 
al Estado, sin (pie tenga cabida la iniciativa indi- 
vidual directa, y son Hacienda Públiray Poliria y 
Fari*^a Armada. 

Estas materias son exclusivas del Poder Público 
porque tienen base en exacciones a la fortuna pri- 
vada o en restricciouí^s a la libertad común, que 
solo pueden ser (establecidas por el Estado, junta- 
mente con la pciía consigui(Mif(} a la falla de cum- 
plimiento. Las contribuciones, los reglamentos de 
orden i)iiblico y la organización de la fuerza ar- 
mada son medios conservativos que tiíMien iú ca- 
rácter de imposición jeneral (pie tan solo el Estado 
está en condiciones de fijar con esa ami)litud. 

Aceptándose la clasificación en dos grupos, de 
que hemos hecho mención, las materias enumera- 
das entrarían entre las (pie tienen por objeto la 



RESUMEN DE DERECHO ADMINISTRATIVO 177 

conservación y seguridad, siendo así que la Ha- 
cienda, por ejemplo, no es materia que tenga ese 
solo fin, puesto que con los dineros nacionales se 
atiende también al bienestar y progreso de la co- 
munidad. 

Con la clasificación que hacemos no existe confu- 
sión; las tres materias enumeradas son privativas 
de la acción pública, que establece y recauda los 
impuestos e invierte su producido, organiza las 
fuerzas de policía y determina el réjimen a que se 
someten todas las ramas de esta materia y por fin 
organiza y dirijo la fuerza armada, base de orden 
«n el interior y de respeto y seguridad en el exte- 
rior. 

2.^ Materias a que atienden la Administración 
Pública y la iniciativa indioiduaL — Esie es el grupo 
mas complejo de las Materias Administrativas, por 
cuanto en su funcionamiento se desarrollan dos 
fuerzas: la del Estado y la del individuo. La de- 
limitación de ambas es punto, naturalmente difícil 
y sobretodo por lo que toca a la acción adminis- 
trativa, a fin de que no hiera derechos o intereses 
individuales ni deje de llenarse debidamente. En 
algún caso puede, por alto interés público, entrar 
sola la Administración, como en el servicio de co- 
rreos; pero en los demás se encuentra el campo 
ocupado por las dos actividades, cuyos límites fija- 
remos al tratar especialmente de cada una de las 
materias que abarca este grupo y que son: Asis- 
tencia o Beneficencia, Instrucción, Vías y medios 
de Comunicación y Obras Públicas. Al estudiar es- 
tos puntos nos hemos de limitar a las instituciones 
públicas que a ellos se refieren, tratando solo en 
las jeneralidades de lo que se relaciona con los 
principios a los cuales obedece la clasificación. 
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Eii este grupo so encuentran nialcriys de conser- 
vación y úc. progri'íío sociales. La Asistencia Pública 
es (lo las primeras y las conipreiuliiias en los Medios 
de Conninicacion de las segundas. 

3." Materia propia dn la iniciatica indiridnal. — 
Una sola se coinprenil*' en (^sla S(!Ccion: IiuUi!^trÍa. 

No aceptamos al F.slado indnstrial, sin (jiie etlo 
signifiíiue (pío ie neguemos acción con relación a 
las industrias. Tiene (jiio t'jerc(?rla en defensa de los 
interes(ís sociales, sea adoptando medidas de poli- 
cía o fijando el rtíjiínen de cifü-tas industrias. Tam- 
poco el Estado es indiferentií al progre.so común; 
lo proteje y en esta condición le cabe importante 
papel en la materia. Impulsar y protejor la inicia- 
tiva individual en el desarrollo indnstrial. sin ha- 
cerle competencia ni poin.-rle trabas que la debili- 
ten, auxiliiindola en términos (jue no signifiípien su 
reemplazo por la actividad pública, son deberes de 
la Administración. 
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a) Materias exclusivas de la Administración 



I. 



HACIENDA PÚBLICA 

La Hacienda Pública, comprende el conjunto de 
medios adoptados por el Estado con el objeto de 
procurarse recursos para atender las necesidades 
públicas y el manejo de tales recursos y de los ser- 
vicios consiguientes. 

Del Estado propietario, acreedor o deudor se dice 

también fisco (1). Esta designación no se aplica a 

I las Municipalidades, en igualdad de condición, como 

(¡ue tampoco las comprende el lenguaje común en 
la de Hacienda Pública, que en sentido mas estricto 
solo se aplica a la Administración Central. 

A la administración jeneral de la riqueza del Es- 
tado se le llama también finanzas. 

La materia admite diversos problemas de índole 
también distinta. Unos dicen relación con la Eco- 
nomía Política, y son fundamentales en el estable- 
cimiento del réjimen financiero. Otros, y solo de 
ellos nos ocupamos nosotros, son puramente admi- 
nistrativos, y su estudio lo dividimos, dentro de la 
Administración Central, envdos partes: entradas y 
gastos o sea Rentas Nacionales y Gastos Nació- 
nales. Por separado, se hará una división análoga 
del réjimen económico municipal. 



( 1 ) FUcOf viene de /íscuSf canasto en el que los romanos g^uardaban dinero. 
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I. ADMINISTRACIÓN FISCAL 



A) RENTAS NACIONALES 






Las fuentes de entradas del Estado son las si- 
guientes: 

1. Dominio o propiedades del Estado, — El Estado 
es dueño de propiedades, como los particulares, y 
de ellas obtiene por venta, arrendamiento, etc., re- 
cursos de dinero. 

2. Impuestos o contribuciones, — Constituyen los 
impuestos la parte de la fortuna privada que el Es- 
tado obliga a destinar al sostenimiento de los ser- 
vicios públicos. 

3. Pago de seroicios públicos. — Son ciertos servi- 
cios públicos en los cuales se exije una remunera- 
ción al que hace uso de él vgr. : el correo. 

4. Los monopolios, — El comercio exclusivo que 
hace el Estado de ciertos artículos. 

5. Los empréstitos. — Dinero pedido al público en 
préstamo por el Estado. 



I. Dominio del Estado 



Los bienes nacionales, cuyo dominio pertenece a 
la nación toda, son de dos clases: unos cuyo uso 
pertenece a todos los habita^ites, como las calles, 

plazos, puentes y' caminos y se llaman bienes na- 

, ... 

dónales de uso públi<:o o bienes públicos; otros 
cuyo uso no pertenece jeneralmente a los habitan- 
tes, se llaman bienes del Estado o bienes fiscales (1). 



( 1 ) código Civil, libro II, título III. 
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Son bienes del Estado todas las tierras que es- 
tando situadas dentro de los límites territoriales, 
carecen de otro dueño. Las minas de oro, plata, 
cobre, azogue, estaño, piedras preciosas y domas 
sustancias fósiles pertenecen al Estado, quien per- 
mite su explotación en conformidad al Código de 
Minería. 

Y por fin todas las propiedades adquiridas a di- 
verso título por el Asco. 

La Constitución no fija expresamente la foi-ma en 
que debe precederse a la adquisición y enajena- 
ción de los bienes fiscales. La práctica, fundada en 
sanos principios, ha establecido que solo por me- 
dio de lei especial pueden ejecutarse tales actos. 
Para la compra, es evidente que no podría hacerse 
de otra manera desde que ningún pago se puede 
admitir en cuenta en las tesorerías del Estado si no 
se hace en virtud de un decreto en que se exprese 
la lei, o la parte del Presupuesto, aprobado por las 
Cámaras en que se autoriza el gasto (1); en conse- 
cuencia es necesaria una lei para pagar el precio, 
lo que viene a significar la exijencia de esa mani- 
flestacion de la voluntad soberana para toda adqui- 
sición. La venta de bienes muebles o inmuebles no 
tiene esta restricción constitucional; pero en todo 
caso se ha procedido por medio de lei, desde luego 
que, dentro de nuestro réjimen financiero, no debe 
ingresar ninguna cantidad de dinero en arcas na- 
cionales sino en virtud de leyes que autoricen su 
cobro y su ii:igreso. 

Entre todos los bienes del Estado merecen consi- 
deración especial, por servir de fuente de impor- 
tantes entradas fiscales, las tierras de que es dueño 



(1) Constitución, art. 146. 
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el fisco (m las provincias del sur, priDcipalmente 
en las (pie formaban el antiguo territorio araucano, 
y las salitrc;ras. 

a) Terrenos del sur. — Por lei de 4 de diciembre 
de 1866 se dispuso la venta en subasta pública 
de los terrenos del Estado ubicados en territorio 
indíjena, en lotes cpie no excedan de quinientas 
hectáreas. Kl pago del precio debía hacerse en 
cincuíMita anos, a razón del dos por ciento cada 
año. 

La lei de 4 de agosto de 1874 dispuso, como re- 
gla jeneral en estas enajenaciones, que el pago de- 
bía hacerse con una terccíra parte del valor al 
contado y el resto con dividendos de un diez por 
ciento anual, (piedando hipotecada la propiedad 
para responder del cumplimiento del contrato. 

Sobre (*stas bases, dictadas esp(ícialmente para 
detíírminada extensión de terrenos, se han verifi- 
cado todos los remates de tierras del antiguo terri- 
torio araucano, incorporado en todo a la vida na- 
cional, ati'avesado por líneas férreas y vías de 
conninicacion de todo jénero y baso de importante 
riqu(v.a agrícola. 

Las dos leyes anteriores aseguraron también su 
propiedad a los indíjenas y establecieron reglas 
para su enajenación. 

No todos los terrenos fiscales del sur se han ena- 
jenado por medio de subasta. También se han en- 
tregado algunos a la colonización extranjera y na- 
cional por diversas leyes que indican los requisitos 
que se re(|uieren para otorgar la propiedad definiti- 
va al colono. 

La conservación de los derechos del Estado en el 
dominio o posesión de estas tierras; su mensura; 
la instalación de colonos y todo lo que se refiere 
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al réjimen de ellos, está a cargo de la Inspección 
de Tierras y Colonización (1). 

La materia depende hoi del Ministerio de Relacio- 
nes Exteriores y Culto. La lei orgánica de Ministe- 
rios, de 21 de junio de 1887, la atribuyó al Ministerio 
de Industria y Obras Públicas, del cual la segregó,' 
para incorporarla al de Relaciones, la lei de 22 de 
noviembre de 1888. 

b) Salitre/'cis. — Aunque en las provincias del nor- 
te de Chile, en Atacama, existían yacimientos sa- 
litreros, los principales que hoi posee se encuentran 
en la provincia de Tarapacá, perteneciente al Perú 
hasta 1879, en que fué ocupada por Chile con mo- 
tivo de la guerra contra aquel país y BoUvia, y ce- 
dida definitivamente a él por el tratado de Ancón, 
de octubre de 1883, que puso término a esa guerra. 

A la propiedad salitrera de esa zona se refieren 
los antecedentes que vamos a exponer. 

Al ocupar Chile la provincia de Tarapacá encon- 
tró la propiedad de salitreras en diversidad de con- 
diciones, en las cuales la habían colocado varias 
disposiciones del gobierno del Perú. 

Conforme a las reales Ordenanzas de Minería de 
Nueva España, los yacimientos pertenecían al Es- 
tado, que los concedía, previos ciertos trámites, en 
propiedad a los particulares. Las concesiones ha- 
bían sido hechas con irregularidad y fueron sus- 
pendidas por decreto de 30 de noviembre de 1868. 
En esa fecha existían ya en manos de particulares 
algunos estacamentos con título correcto. 

Por lei de 18 de enero de 1873, se estancó por el 
Perú el salitre, prohibiéndose la adjudicación de 
los terrenos salitrales. 



(1) El cargo de. Inspector fue creado por el art. 12 de la lei de 4 de agosto 
de 1874. 
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Esta lei fué derogada pOr otra de 28 de mayo de 
1875 que expropió las salitreras. Un decreto de 14 
de dicieitibre del mismo año reglamentó la expro- 
piación en el sentido de que et Gobierno adquiriría 
las salitreras que sus dueños convinieren en ven- 
der y cuyo precio se pagaría tan luego como se 
obtuvieran, por empréstito autorizado por aquella 
lei, los fondos necesarios, salvo que aceptaren los 
dueños certificados nominales o al portador, por el 
valor respectivo, o bien certiñcados intransferibles 
para los que habiendo hecho la venta quisieren 
conservar la oficina mientras se verificaba el pago. 

Los que no quisieran vender sino al contado po- 
dían otorgar promesa de venta. 

Según el mismo decreto, los que no vendieran 
quedaban libres para elaborar salitre, pagando un 
derecho de exportación. 

Un decreto de 13 de julio de 1876 declaró en des- 
pueble las oficinas que no se hubieren explotado o 
hubieren sido abandonadas por el tiempo fijado en 
las Ordenanzas de Minería. 

Considerada esta situación, al tiempo de ocupar 
Chile la provincia de Tarapacá, resulta que la pro- 
piedad salitrera se encontraba en las siguientes 
variadas condiciones: 

. 1." Oficinas de purliculares, adquiridas lejitima- 
mente y en explotación. 

2.» Oficinas Vendidas al gobierno del Perú, por 
Jas cuales éste había entregado certificados nomi- 
nales o al. portador. 

S." Oficinas vendidas al gobierno peruano, que 
permanecían en poder desús dueños y por las cua- 
les éstos habían recibido certificados intransferibles. 

4.» Oficinas ofrecidas al gobierno del Perú con 
promesa de venta. 
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5.** Oficinas adquiridas por el Estado, por des- 
pueble o abandono. 

Los certificados emitidos habían sido declarados 
permanentes de deuda pública peruana por decreto 
de 13 de julio de 1878. 

El gobierno de Chile procedió a liquidar esta si- 
tuación y al efecto dictó el decreto de 28 de marzo 
de 1882, por el cual se ordenó otorgar 4ítulo de 
propiedad a las personas que enterasen en arcas 
fiscales el valor de los certificados emitidos por el 
gobierno del Perú, y proceder a la subasta de las 
salitreras que quedasen en poder del fisco. Otro 
decreto de 26 de enero de 1886, mandó devolver a 
los particulares los estacamentos que no se hubie- 
ren vendido, siempre que se entregasen los certi- 
ficados respectivos. 

El Gobierno de Chile quería a toda costa dar im- 
pulso a la industria privada, como lo dice en el 
preámbulo del decreto de 1882. 

Habiéndose tropezado con dificultades, se vio 
obligado el fisco a quedarse con las salitreras que 
no fueron reclamadas. Por lei de 18 de Abril de 
1887 se autorizó la contratación de un empréstito 
de 1,113.781 libras esterlinas para pagar el valor 
de los certificados, a razón de ciento cinco li- 
bras por cada mil soles. Los establecimientos 

* 

•pasaron a manos del Estado, derogándose por de- 
creto de 22 -de julio de 1887 el de 26 de enero 
"de 1886. 

* • Diversas leyes y decretos han autorizado poste- 
riormente enajenaciones de salitreras. 

La mensura de salitreras, el cuidado de las fis- 

* cales y la defensa de los intereses del Estado On 
ellas, se atienden por la Delegación Fiscal de Sa- 
litreras. 
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El servicio de la materia cstií a cargo del Minis- 
terio de Hacienda fl). 



H. ImpuMtai o Oont 

La Constitución asegura a todos los iiahitantes de 
la República la igual repartición de los iuipuí'stos 
y contribuciones a proporción de los haberes (2). 
Determina ademsis que solo en virtud do una Ici se 
pueden imponer, supi'iinir los existentes y repartir- 
los, en caso necesario, entre las provincias o de- 
partamentos. 

Las contribuciones se decretan por solo el tiempo 
de dicziocho meses (3). 

El mecanismo constitucional exije dos leyes dis- 
tintas para recaudar un impuesto: una especial 
que lo establezca y otra que autorice su cobro cada 
diezioclio meses. La primera tiene cierto carácter 
de permanente; la segunda es temporal; de manera 
que si en ésta no se indica en su enumeración al- 
gún impuesto, no se considera derogado sino sus- 
pendido, pudiendo restablecerse en la siguiente. 

Las leyes constitucionales que autorizaban el co- 
bro de contribuciones no enumeraban éstas, por 
regla jeneral, limilñndose a autorizar el cobro de 
las existentes. La leí de 16 de setiembre de 1884, 
ha ordenado esta enumeración. Dice: 

«Arlículo 1." La recaudación de las contribucio- 
nes se veriflcaríl en virtud de una lei que la au- 
torice. 



r' 
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«La autorización será por el término de diez y 
ocho meses. 

«Art. 2.® En la lei se especificarán todas las con- 
tribuciones, tanto fiscales como municipales que ha- 
yan de cobrarse. 

«En la especificación se designarán las fechas de 
las leyes a que cada contribución deba su oríjen.» 

La temporalidad de esta autqrizacion es una de 
las armas fiscalizadoras del Congreso. Como el punto 
está ligado al de la aprobación de los gastos pú- 
blicos, estudiaremos en esa parte la materia bajo 
aquel aspecto de vista. 

La lei de contribuciones enumera, ademas de éstas, 
los derechos establecidos a favor de funcionarios 
públicos o de instituciones de la misma naturaleza. 
Así la vijente (1) comprende los siguientes capítu- 
los: L Contribuciones y servicios (Iscales; IL Con- 
tribuciones y servicios municipales; IIL Contribu- 
ciones en la provincia de Tacnft, con arreglo a 
las leyes de 23 de enero de 1885 y número 32, de 
4 de febrero de 1893 (2); y IV. Contribuciones, emo- 
lumentos, derechos o aranceles establecidos a favor 
de ciertas instituciones o funcionarios públicos (3). 

Los impuestos fiscales en vigor son los que si- 
guen : 

1.^ Derechos de importación, — Impuesto que 
pagan las mercaderías que se introducen en el 
pais. 



(1) De 20 de julio do 1899. Tomaremos de ella la enumeración de contribucio- 
nes y demás exacciones fiscales y municipales. 

(2) En la provincia de Tacna se cobran contribuciones eqpocities inclusive al- 
gunas establecidas por lejislacion peruana. 

(3) Se indican los aranceles de cementerio?, los parroquiales, derechos de fieles 
ejecutores, de injcnieros de minas, de cónsules, de funcionarios judiciales, de 
marcas de fábricas, etc. 
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Están ostabicciclos en la Ortlt'iianzn de Aduanas (1) 
y su monto se rije aclualincnle por la leí 23 de 
diciembre de 1897, F,sla loi lia iJi-utojido his i)ro- 
ductos nacionales gravando con fuertes deicciios 
los similares exIranjiTos. 

Los derechos de iinporlacion son do dos clases: 
ad-valorein y rsppafiroK. Los ])riiiieros se pagan so- 
bre el avalúo de la mercadería, hcclio en conformi- 
dad a una tarifa que se dicta anualmente por el 
Presidente de la R<?pública. Los segundos lo ¡lagan 
aquellas mercaderías cuyo avaino no podría hacerse 
sin operaciones engorrosas, de prueba, etc.. vgr. : vi- 
nos, cigarros, para los cuales ha sido necesario to- 
mar por base el peso o la caniidad. 

El derecho coman ad-valorem es de 25 "'.,. Son 
excepcionales los del 60 "/o. fiue pagan las merca- 
derías fabricables en el pais. del 3o Vo. del loo/"; 
del 5 "/o qii6 pagan las alhajas de fiícil contrabando 
y las mercaderías y materias primas para lubricas 
nacionales. También existen mercaderías libres de 
derechos, como son las que se aprovechan en in- 
dustrias nacionales, objetos de culto, y otras. 

2." DerechoK de ej-portacion. — Los países esta- 
blecen este impuesto sobro artículos de los cuales 
son únicos productores; de otra manera la compe- 
tímcia mataría la producción. l''.n Chile existo sobre 
el salitre y el yodo. 

El salitre paga por cada quintal métrico tres p(;soB 
treinta y ocho centavos y el yodo un peso veinti- 
siete centavos por cada kilogramo. 

El pago de una parte do los derechos de expor- 
tación, fijada por el Presidente de la República en 
cantidad snlicienle para cubrir los gastofe ordinarios 
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del fisco en el extranjero, se paga en letras sobre 
Londres, a noventa dias vista y a razón de diezio- 
cho peniques por peso (1). 

Los dos impuestos anteriores forman la mayor 
parte de las rentas fiscales. 

3.° Impuesto de papel sellado, timbres y estam- 
pillas. — Este impuesto es pagado por las personas 
que extienden ciertos documentos o llevan presen- 
taciones y memoriales a las autoridades. Se paga 
haciendo uso del papel sellado que expende el Es- 
tado o bien haciendo colocar en papel común el 
timbro o las estampillas equivalentes. 

Ha sido establecido por la lei de 1.® de setiem- 
bre de 1874 y a él se refiere también la de 15 de 
enero de 1878. En ellas se determinan las penas co- 
respondientes a las infracciones. 



\ -li 






III. Paco de servicios públicos 

Existen algunos servicios públicos por cuyo uso 
o empleo el Estado cobra una remuneración.. La 
lei que autoriza el cobro de las contribuciones enu- 
mera algunos de estos servicios. No tienen el car- 
rácter de impuestos porque la cantidad que se paga 
no está fijada ni con relación a la renta, ni al ca- 
pital, ni a la propiedad; ni son ¡guales para to- 
dos los ciudadanos, por cuaiito solamente los pagan 
los que hacen uso del servicio. En el ramo de co- 
rreos, por ejemplo, no se encontrará ninguno de los 
caracteres del impuesto y si se establece como un 



(H Se refieren a los derechos aduaneros las leyes de ^3 de diciembre de 1897, 
<5itada. y las n.' 990 de 3 de enero de 18'JS, n." 1003 y lOO'i de 21 de enero de 1898; 
n.' 1054 de 31 de julio de 1898; n.» 1164 y 1166 de 9 de enero de mf9; n.' riST de 
86 de febrero de 1«»9 y n.» 1207 y Uü3 de 2 de febrero de lt99. 



inoiiopnlio íisciil es tan solo cu virtml de coiiside- 
raciones de sogiiridiid y de comodidad, de las cua- 
les se traía eu otro punto. El lincho de no produ- 
cir tales si'i'vicios muchas veces ni la cantidad 
necesaria para (Minililirar los gastos que ocasio- 
nan revela que no se trata de una contribución 
destinada a incrementar las arcas nacionales. Es- 
trictamente, esta clase de entradas no debiera indi- 
carse en lu lei periódica de contribuciones y solo 
se justifica sn indicación por tratarse do fondos que 
ingresan en aráis nacionales. 

La lei enumera algunos de estos servicios, como 
los de correos, almacenaje y muelle fiscal de Val- 
paraíso y do descarga en las Aduanas; existen 
otros que proporcionan fondos al Estado y que sin 
embargo no se indican en aquella lei, como son los 
de ferrocarriles, telégrafos e internados en los es- 
tablecimientos do instrucción pública. Nos concre- 
taremos a los que expeciflca la lei. 

1.° Corrcoa. — Se refieren a las tarifas de correos 
las leyes de 5 de noviembre de 1857; 19 de no- 
viembre de 1874; número 1080, de 26 de setiembre 
do 1898; número 1093 do 30 do setiembre de 1898 y 
número 1198 de 2 de febrero de 1899 y el reglamento 
de jiros postales de 31 de mayo de 1897. El servicio 
de jiros y de encomiendas fué establecido por decretos 
de 3 de setiembre de 1877 y de 2 de mayo de 1887. 

2." Muelle fiscfd rfí* Valparaíso.— La. lei de 17 de 
enero de 1884 dispone que ia descarga y reembar- 
<iue de mercaderías extranjeras en el puerto de 
Valparaíso debe hacerse por el muelle de la Aduana, 
exceptuándose las materias explosivas y las merca- 
derías que designe el Presidente de la República (1). 

(I) V. KcglaincBto para el muelle <lc Is Aduana do valparaÍHU de 16 de lebrrro 
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En casos especiales puede autorizarse la descarga 
por otro punto; pero siempre se paga el derecho 
de muelle. La lei fija las cantidades que se pagan 
por el desembarque o reembarque, como asimismo 
por la permanencia de un buque atracado al mue- 
lle. 

3.® Derechos de almacenaje, — El artículo 54 de 
la Ordenanza de Aduanas dice: «Toda mercadería 
extranjera deberá ser depositada en almacenes del 
Estado y permanecerá en ellos hasta que se la des- 
pache para el consumo o se la exporte para el ex- 
tranjero. )) Este depósito tiene el plazo de un año 
improrrogable (1). Si al término del año no es re- 
tirada la mercadería, se procede a enajenarla en 
pública subasta y si desde el día de la enajena- 
ción trascurre un año sin que nadie se presente a 
reclamar, el producto, deducidos los gastos del re- 
mate y el pago de los derechos de internación y 
almacenaje, pasa a la Junta de Beneficencia (2). 

El precio del depósito en almacenes fiscales es 
del uno por ciento del valor de las mercaderías, 
previa deducción de las averías que se notaren en 
ellas a la terminación del almacenaje (3). 

Los importadores no están obligados a pagar los 
derechos de internación sino cuando despachan la 
mercadería de los almacenes de Aduana; de ma- 
nera que pueden aprovechar de las ventajas que 
les ofrezca, según los casos, el alza y baja, ven- 
derla en almacenes pagando los derechos el com- 
prador o despacharla cuando les convenga. 



( 1 ) La Ordenanza lo fijaba en tres años prorrogables. I^ niodiflcacion ha sido 
introducida por la lei de ^3 de diciembre de 1897. 

(S) Ordenanza de Aduanas, art. 55 y siguientes. 

(3) Lei de 23 de diciembre do 1S97, art. 18. 
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4."* Scrcicio de descarga, despacho y mocilisacion 
de bultos en las aduanas. — Este servicio, en manos 
fiscales, fué establecido por lei de 31 de diciembre 
de 1898. Los particulares lo hacían antes por su 
cuenta; hoi lo ejecuta el fisco, a quien pagan el 
derecho fijado por la lei. 



IV. Los monopolios 

Entendemos por monopolio la regalía o facultad 
privativa que se atribuye el Estado para expender 
ciertos artículos o para ejecutar ciertos actos re- 
munerativos a fin de proporcionarse entradas. En 
Chile existió hasta 1881 el monopolio del tabaco. 
Desde esa fecha no existe ninguno. No deben con- 
fundirse los monopolios con los servicios como el de 
correos, pues en éstos el Estado no busca la ga- 
nancia que en aquellos, de los cuales hace una 
fuente de entradas. 

En diversos países de Europa existen monopolios; 
algunos llegan a ser odiosos porque afectan a ar- 
tículos de consumo de primera necesidad, como la 
sal, en Italia. El del tabaco existe en Francia, Aus- 
tria, Italia y España. Las loterías, fuente poco sana 
de ingresos fiscales, se conservan en Italia y Es- 
paña. 



V. Los empréstitos 



Existen circunstancias en que el Estado, como 
sucede en la vida individual, se vé obligado a ocu- 
rrir al crédito para atender necesidades urjentes, 
en casos en que no le bastan para ellas sus entra- 
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das ordinarias o para la ejecución de trabajos de 
largo aliento y reproductivos. Es lójico que no se 
recurra a este sistema sino en casos mui justifi- 
cados. Si los gastos ordinarios indispensables exce- 
den a las entradas establecidas, deberán crearse 
nuevas contribuciones o aunrientarse las existentes; 
pero cuando se trata de casos excepcionales y que 
salen de los servicios comunes habrá que pedir di- 
nero, en condiciones quizá mas satisfactorias que 
las que acompañan a un aumento del impuesto, a 
los particulares en el interior o en el extranjero. 
La ejecución de ferrocarriles, puertos y otras obras 
que prestan importantes servicios a jeneraciones 
venideras, se lleva a cabo jeneralmente por medio 
de empréstitos, como, así mismo la cancelación de 
otras obligaciones mas onerosas. 

Las condiciones de los empréstitos son materia 
de la Economía Política. Habremos de conside- 
rarlos, tan solo administrativamente. Estimados so- 
bre esta base, su estudio está limitado a breves 
términos. 

La Constitución dispone: 

«Art. 28. Solo en virtud de una lei se puede: 

«a... ..... ...... .. 

«4.® Contraer deudas, reconocer las contraidas 
hasta el dia, y designar fondos para cubrirlas. » 

El réjimen común en materia financiera exije una 
leí para imponer contribuciones, de cualquiera na- 
turaleza, a los ciudadanos y para invertir los fon- 
dos del Estado; las riiismas razones de conveniencia 
pública existen , para que el pais no sea obli- 
gado sino por medio de sus representantes con 
cargas, como son las deudas, que siempre habrán 
de cancelarse con fondos pertenecientes a los ciu- 
dadanos mismos. 

13 
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La loi qu(í autoriza un enipréstilo contiene laa 
principales coiuliciones (pie han de gobernar ia ope- 
ración. Los fontlos con qne los ompríístitos son ser- 
viilow, se consignan en la Ici anual de Presupues- 
tos, como lodos los gastos fiscales. 

Consideramos de utilidad indicar los empréstitos 
que forman la deuda pública do Chile. Son los si- 
guicnlos: 

1885.— Le'\ de ü de julio. Por 808.900 libras ester- 
linas. Se destinó a la amortización de la deuda del 
7 % emitida en 1886. F.l emprcjsiito autorizado por 
esta Ici fué interior y por 4.539.000 pesos. Su ser- 
vicio imponía un desembolso anual do 100.882 libras; 
lioi cuesta 40.4^5 lil)ras. 

í886.—Lci de 27 de agosto. Valor de 6.010.000 
libras esterlinas. Dividendo anual 300.500 libras es- 
terlinas. Tuvo dos objetos: 

1." Pagar 315.000 libras a los tenedores de bonos 
de la deuda del Pei-ú, según decreto de 9 de fe- 
brero de 1883 incorporado en el tratado de Ancón. 
2." Para convertir al 41/3 poi" ciento do interés y 
1/3 por ciento do amortización los siguientes em- 
préstitos: 

a) Lei de 5 de noviembre de 1857. Por 7.000.0OO 
de pesos. Para la construcción del ferrocarril en- 
tre Santiago y Valparaíso. Contratado en 1858. 

b) Lei de 34 de setiembre de 1867. Autoriza la 
declaración de guerra a España y el artículo 4.* 
un empnístito por 20.000.000 do posos. Fué contra- 
tado en 1867 por 2.000,000 de libras. 

c) Lei do 34 de novlcínbre de 1869. Autorizado 
por 4.000.000 de pesos para la construcción del fe- 
rrocarril entre Chillan y Talcaliuano. Contratado en 
1870 por 1.012.700 libras. 

d) Lei de 4 de enero de 1872. Autorizó un em- 
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prestito (le 2.200.000 pesos para la construcción de 
uno o dos buques de guerra blindados. Lei de 26 
de diciembre de 187J. Autorizó un empréstito por 
8.500.000 pesos para la construcción del ferrocarril de 
Curicó a Angol. Contratado en 1873 por 2.276.500 
libras. 

e) Lei de 12 de noviembre de 1874. Autorizó un 
empréstito por 9.500.000 pesos para amortizar el 
de 1867, y para convertir en deuda exterior las emi- 
siones de bonos para trabajos públicos. Contratado 
en 1875. 

1887.— Le\ de 18 de abril. Valor de 1.160.200 li- 
bras. Dividendo anual 58.010 libras. Destinado al 
pago de certificados salitreros (1). 

1889.— Lei de 20 de enero de 1888. Autorizado 
por 5.000.000 de libras para construcción de ferro- 
carriles. Se contrató en 1889 por 1.546.400 libras, 
en Berlin y cuesta al año 77.320 libras. 

1892, —Lei de 8 de agosto. Contratado por 1.800.000 
libras. Para pagar la deuda flotante. Cuesta 99.000 
libras esterlinas anuales. 

1893. — Lei de conversión de 26 de noviembre de 
1892. Autorizado por 1.200.000 libras. Solo se emitie- 
ron bonos por valor de 149.000 libras y cuesta 10.430 
libras esterlinas anuales. 

1893.— Lei de 25 de enero. Por 630.000 libras. 
Para pagar a la Peruvian Corporation , según pro- 
tocolo celebrado entre Chile y el Perú en 8 de enero 
de 1890. Dividendo anual 31.500 libras esterlinas. 

1895.— Lei de 28 de mayo. 2.000.000 de libras es- 
terlinas. Para pagar la emisión bancaria y amor- 
tización de deudas municipales. Dividendo anual 
100.000 libras. 
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1896, — Le¡ de 28 de enero. Por 265.000 libras es- 
terlinas. Para pagar el precio del ferrocarril de Co- 
quimbo, comprado por el fisco. Dividendo anual 
13.250 libras. 

Lei de 8 de junio. Por 4.000.000 de libras. Se can- 
celaron 2.000.000 de libras de vales del tesoro. Cuesta 
al año 200.000 libras. 

i<997.— Lei del5 de setiembre. Por 150.000 libras. 
Para las obras de provisión de agua a Valparaíso. 
(Peñuelas). Dividendo anual 15.000 libras esterlinas. 



C ) GASTOS NACIONALES 



La Leí de Presupuestos 



Los gastos nacionales se fijan anualmente por 
la Lei de Presupuestos y por leyes especiales en 
casos determinados. En consecuenciía, la Lei de 
Presupuestos es la qjiie prevé y autoriza los gastos 
del Estado por un ejercicio financiero. 

Esta definición indica desde luego una diferencia 
capital entre nuestra Lei de Presupuestos y la de 
los domas países; la nuestra autoriza solo los gas- 
tos; en los otros Estados el Presupuesto comprendo 
la autorización para el cobro de las contribuciones 
que se indican en él y la forma en que deben in- 
vertirse. Una misma lei detalla las entradas y las 
salidas. 

Citaremos algunas disposiciones relativas al caso: 

BcHJica, — (Constitución ). Artículo 115. — Las Cá- 
maras fijan anualmente la lei de presupuestos, y 
votan el que ha de rejir en dicho año. En el pre- 
supuesto deben incluirse los ingresos y gastos del 
Estado. 
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Alemania. — (Constitución del Imperio, 16 de abril 
de 1881). — Artículo 69. — Todos los años se calcu- 
larán los ingresos y los gastos de la Confederación 
y se les consignará en los presupuestos federales. 

Dinamarca, — (Lei fundamental). Artículo 48. — 
En cada Rigsdag ordinario se presentará, luego 
que se encuentre constituido, un proyecto de lei de 
presupuestos para el próximo año financiero y que 
contendrá un estado de los ingresos y gastos del 
Estado. 

Artículo 49. — No se puede cobrar ninguna con- 
tribución antes de que sean aprobados los presu- 
puestos. 

España. — (Constitución). Artículo 85. — Todos los 
años presentará el Gobierno a las Cortes el pre- 
supuesto jeneral del Estado para el año siguiente 
y el plan de contribuciones y medios para llenarlo, 
como asimismo las cuentas de la recaudación e 
inversión de los caudales públicos para su examen 
y aprobación. 

Francia. — (Decreto de 31 de mayo de 1862). Ar- 
tículo 5.** — El Presupuesto (budget) es el acto por 
el cual se preven y autorizan las entradas y gas- 
tos anuales del Estado o de los otros servicios que 
las leyes someten a las mismas reglas. 

Italia. — (Lei de 17 de febrero de 1884). Artículo 
26. — El Presupuesto (bilancio) para el ejercicio si- 
guiente constará del estado de previsión de las en- 
tradas y de las salidas, distribuidas estas últimas 
por Ministerio. 

En Chile, el cobro de las contribuciones se auto- 
riza por diezioclio meses, mientras que la Lei de 
Presupuestos se dicta cada año. Los gastos que 
contiene la Lei de Presupuestos de los demás paí- 
ses determinan el monto de los impuestos que de- 
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ben cobrarse» disminuyéndose algunos o creando 
nuevos según las necesidades del presupuesto de 
egresos, a El Estado indica y determina primera- 
mente las sumas que necesita; los contribuyentes 
pagan, en seguida, en conformidad (1).» Este pro- 
cedimiento permite equilibrar perfectamente las en- 
tradas y las salidas; en Chile se autoriza el cobro 
de las contribuciones por dieziocho meses sin que 
se tome absolutamente en cuenta el producto de 
ellas durante ese tiempo, siendo necesario calcular 
las entradas anuales para presentar al Congreso el 
Presupuesto con el detalle de los ingresos proba- 
bles del año en que va a rejir y que se destinan 
a cubrir los gastos consignados en él. 

El estudio de las cuestiones que se relacionan 
con las diversas fases de la Lei de Presupuestos 
es de grande importancia. 

Son diversos sus caracteres según se trate de su 
preparación, discusión, ejecución y comprobación e 
interesantes puntos de estudio se relacionan con 
cada uno de esos estados. Es una lei que contiene 
la vitalidad del Estado y que abarca toda su or- 
ganización; por esto se hace necesario conocer su 
mecanismo y este conocimiento no lo requieren so- 
lamente los hombres que la preparan o la aprue- 
ban, sino que lo deben poseer todos los ciudadanos, 
pues a todos incumbe la obligación de preocuparse 
algo de la cosa pública. 

No nos llama hoi la atención que los Presupues- 
tos sean materia de lei, pues nos parece obvio que 
así debe sor; pero no poco trabajo ha costado a 
los pueblos llegar a hacer uso de ese derecho ba- 
sado en la soberanía, que reside en la nación. La 

( 1 ) Stourm. Le Bu-dget. 
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Inglaterra misma ha pasado por esa lucha y aun 
después de otorgado al pueblo el reconocimiento 
de su derecho, los Tudores trataron de apoderarse 
de él. En 1533 los Comunes negaron los subsidios 
que pedía Enrique VIII, quien exasperado hizo 
llamar a Mountague, uno de los mas prcstijio&os 
miembros de la Cámara, le hizo arrodillarse y le 
gritó: «Oh. ol hombre ¡no quieren dejar pasar mi 
bilí! que mi bilí pasa mañana o mañana os hago 
cortar la cabeza. » El bilí pasó. Esta era la época, 
agrega el autor del libro de donde tomo estos da- 
tos, en la cual, según la expresión de Hume, los 
discursos de los diputados eran mas dignos de un 
diván de Turquía que de la Cíímara de los Coinu- 
munes de Inglaterra (1). 

Chile ha incluido en su Constitución el reconoci- 
miento de ese principio, disponiendo que solo en 
virtud de una lei se puede inponer contribuciones 
y fijar los gastos de la Administración Pública. 

Bien conocidos son los sucesos que ocurrieron 
con motivo de no acatarse una vez esta disposi- 
ción fundamental y cómo fué afirmada. 



I. PrtpBDMion dvl proyodo ita Ld da PmupuBttom 

«Las leyes pueden tener principio en el Senado 
o en la Cdmara de Diputados, a proposición de uno 
de sus miembros, o por mensaje que dirija el Pre- 
sidente de la República , yt dice en su primera parte 
el artículo 31 de la Constitución. La Lei de Presu- 
puestos no puede nacer de moción de los miem- 

I drolli da Chanibi-ei liaula ou SenaU en ma- 
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bros del Congreso, por su naturaleza. Corresponde 
al Poder Ejecutivo, o cu otras palabras a la , 4rfmí- 
nistntcion preparar el proyecto de Lc¡ de Presu- 
puestos. Ese potler, encargado de la administración 
y responsable, conoce mejor las necesidades del 
pais, porque estd mas cerca de ellas y es el en- 
cargado de llenarlas inmedialiimenle ; tiene todos 
los dalos para stdicitar los íondos que se requieran 
para satisfacerlas. 

La preparación del proyecto de Lei de Presu- 
puestos por el Poder Lejislalivo abriría la puerta 
al desorden financiero; cada niienibro del Congreso 
tendría libertad para indicar las modificaciones que 
juzgare convenientes, algunas de las cuales po- 
drían obtener aprobación sin que tendieran a cum- 
plir necesidades efectivas del servicio público. 

Esto principio no se aplica rigorosanieide porque 
cada miembro del Congreso puede hacer las indi- 
caciones que quiera en la Lei de Presupuestos, y 
si son aprobadas so obliga a la Administración a 
hacer lo que se pide. 

La lei de 16 de setiembre de 1884 prescribe que 
los Presupuestos se presentarán al Congreso en los 
primeros quince días de las sesiones ordinarias (1). 
El proyecto se debe formar, bajo las indicaciones 
de cada Ministro, jjor los jefes de sección de los 
Ministerios (2). Se pasa en seguida a la Dirección 
de Contabilidad, la cual comprueba su exactitud 
aritmética, y se eleva al Ministerio de Hacienda 
para su presentación. Se acostumbra acompañarlo 
al Congreso de un mensaje firmado por el Presi- 
dente de la República y el Ministro de Hacienda, 



(í) Lei de !1 de juni' 
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en el que se indican aproximadamente las er 
das del Estado para satisfacer los gastos que 
signa y el saldo probable del año en ejercicio 

Toca al Ministro de Hacienda, encargado de 
sentar el proyecto de Presupuestos al Congreso 
nocedor de la situación ecünómica del país y g 
dador de los dineros del Estado, desempeñai 
activo papel en la preparación de ese proyecto. 
Ministros no tienen, particularmente, un límite fl 
para las sumas que quieran invertir en los si 
oíos públicos; corresponde al de Hacienda li 
oportunamente las observaciones conducente 
equilibrar los gastos con las entradas probí 
para cubrirlos. Es natural que cada Ministro i 
deseos de disponer de las cantidades que creí 
cesarlas para llevar a cabo sus proyectos ; peí 
interés jeneral exije un límite para los gastos 
Estado y es el Ministro de Hacienda el llaman 
fijarlo. Casi no tenemos que observar que todo 
se verificará por acuerdo de todos ios Ministr 
en caso de no existir se produciiá la situación 
lítica que cada cual crea conveniente adoptar. 

El Ministro de Hacienda no necesita exijir 1 
mitacion de determinados gastos, lo cual que( 
arbitrio de cada Ministro dentro de su Depj 
mentó. 

Como el proyecto de Presupuestos debe prt 
tarso entre el I." y el 15 de Junio de cada añc 
preparación tiene lugar en los meses de ab 
mayo, es decir, mas de siete meses antes de 
principie a rejir. En estos siete meses pueden 
riar las cosas y el proyecto requerir niodiflcaci 
que influyan notablemente en las cifras priiiiit 
Se observa en la práctica que el Congreso r 
aprueba en el período de sesiones ordinarias, 
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termina el I.® tío setiembre, viéndose el Presi- 
dente de la República en la necesidad de convo- 
carlo a sesiones extraordinarias a fines del año. 
Esto se explica por el interés natural que tiene el 
Congreso de funcionar mas tiempo que el que com- 
prenden las sesiones ordinarias, desde que, dentro 
de nuestro sistema constitucional, ejerce una fisca- 
lización que le conviene mantener; a fin de llegar 
a este resultado, no aprueba los Presupuestos du- 
rante el período ordinario de sesiones, obligando 
así al Presidente de la República a convocarlo a 
extraordinarias, pues de otra manera el Poder Eje- 
cutivo se quedaría sin fondos para atender los ser- 
vicios públicos que le están encomendados. El 
Presupuesto es discutido, entre el 15 de octubre y 
el 21 de diciembre, fecha en que según el Regla- 
mento de las Cámaras debe estar aprobado por el 
Congreso. 

El Proyecto de Presupuestos se prepara y pre- 
senta al Congreso con alguna anticipación a la 
fecha en que se van a aplicar sus disposiciones, lo 
cual no es conveniente para el orden regular que 
debe existir en las finanzas del Estado, a fin de que 
en cualquier momento pueda ser conocida fijamente 
su situación. 

Este es eloríjen de las variaciones que el proyecto 
sufre en el Congreso y, lo que es peor, délos suple- 
mentos que se piden durante la vijencia de la Lei. 

Debiendo rejir ésta desde el l.« de enero y no 
discutiéndose sino en octubre, podría presentarse 
entre el 15 y el 31 de agosto. 

Tan luego como el proyecto de Presupuestos 
llega al Congreso, se nombra una Comisión Mixta 
de senadores y diputados que se encarga de su exa- 
men. Esta Comisión podría, siguiendo la regla pro- 
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puesta, llenar su cometido entre el I." de setiembre 
y el 15 de octnbro. en cuya fecha comenzaría a dis- 
cutirse en el Congreso. 

En otros Estados pa.sa algo somejantc. En Fran- 
cia se prepara el proyecto de Presupuestos catorce 
o quince meses fíntcs de su vijcncia. En Italia, 
donde se forma el proyecto por el Ministro del 
Tesoro, quien recibe indicaciones de sus colegas, 
se presenta al Parlamenlo en el mes de noviembre, 
siete meses antes de su vijencia; pero los Ministros 
dan al del Tesoro los datos necesarios antes del 
30 do setiembre, es decir, con nueve meses de an- 
terioridad a la focha en que se van a aplicar (1). 

En España, se presenta el proyecto solo cuatro 
mese.s y medio antes de su vijencia, tiempo preciso 
para que sea examinado y discutido, lo cual rara 
re:j siicpde (3). 

La división del proyecto de Loi de Presupuestos 
en (antas secciones como sean los Departamentos 
de Estado, es conveniente para la ordenada inver- 
sión de los fondo.s consignados en 6\. Es forma 
jeneral adoptada por casi todos los paisos. En In- 
glaterra existe un sistema diverso, pues solo so 
presentan los Presupuestos divididos en cuatro sec- 
ciones: 1.» Servicios civiles; 2." Administración de 
las rentas públicas; 3.» Ejtírcito; 4." Marina. Esta 
división es inaceptable para nuestro pais. 

Los gastos de cada departamento se clasifican 
en fljo/t, variables y autorhados por leyes especía- 
les y cada una de estas secciones se divide en par- 
tidas y éstas en números o ítems (3). 

(1) Lti de n de fubrcTO de mi y RcKlatiiciiIo de 4 de majo de IttSS. 
(í) S*NTt H*H]A Da Pareokí, Cui-j'f rfe Iteivcko Admíntitratlro. 
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¿Qu¿ se ontieiide por gastos fijos, y qué poi- gas- 
tos citriabU'üf 

Divei'.sas üpiíiionos existen sobre esto ptiiiki. En- 
tienden algunos por gastos y//Vj.s aqnellos (¡ne están 
fundados en leyes de efectos pei'iuancnfes o en con- 
tratos o decretos firmados en conforniidad a las 
mismas; so basan en el arlícnlo 4." de la lei de í6 
de setiembre de 1884, que dice; (len las partidas de 
gastos fijos se designará la lei. contrato o decreto 
que autoriza el gasto;» otros no consideran exacta 
esta definición y entienden que la designación de 
gastos fijos, contrapuesta a gastos airutblcs, abraza 
todos aquellos cuyo monto es ya bien conocido, de 
modo que la cantidad consignada lia de invertirse 
en el año; se comprenden ahí no solo los sueldos, 
pensiones, etc., sino tamijien gastos do otra natu- 
raleza ípie retiñieren una cantidad lija, delernnnada 
por la práctica constante de invertii-la anualmente 
sin variación. Apoyan esta opinión con la disposi- 
ción legal ya citada, pues todos eslos gaslos están 
basados en una lei que es la misma de Presupues- 
tos, en la cual se han repetido año a año. 

La primera opinión se ajusta mejor a la lei y 
debería aceptarse con todos sus resultados. Efec- 
tivamente, la discusión de los Presupuestos se em- 
baraza a meimdo por cuestiones de detalle, rela- 
tivas a los gastos fijos; si se acepta en toda su 
amplitud la primera definición que de éstos hemos 
dado no' deberían discutirse en el Congi-eso. F,n los 
gastos fijos se incluirían solamente los basados en 
leyes de efectos permanentes, y, en confornñdad a 
ia ley de 16 de setiembre de 1884. cualquiera mo- 
dificación que quisiera introducii'se en ellos, sería 
considerada como proyecto de lei. 

Por otra parte, la segunda definición no excluye 



m 



RESUMEN DE DERECHO ADMINISTRATIVO 



205 



a la primera, desde que debe entenderse también 
que gastos fijos, en contraposición a variables, son 
los conocidos o determinados en su monto. 

Gastos variables^ son aquellos cuyo monto no 
puede determinarse sino aproximativamente y que 
no se han establecido por leyes de efectos perma- 
nentes. 

Los gastos autorhados por leyes especiales com- 
prenden todos los que deben verificarse en objetos 
para los cuales leyes particulares han autorizado la 
inversión de una suma alzada. Estas leyes deter- 
minan siempre el tiempo de la autorización, y se 
refieren, por lo jeneral, a trabajos públicos. El fin 
que se tiene en vista al dictarlas es el de dar al 
Congreso los datos relacionados con la empresa 
que se trata de llevar a cabo y procurar un estudio 
mas detenido que el usado jeneralmente en la dis- 
cusión de los Presupuestos. Mas, no puede inver- 
tirse ni un centavo de la cantidad autorizada si no 
figura en el Presupuesto lo que debe gastarse en 
el año de su vijencia, salvo el caso de promulgarse 
o discutirse éste antes de la lei especial. Se ha visto 
en la práctica, que leyes especiales han sido modi- 
ficadas por la Lei de Presupuestos, aumentando las 
cantidades concedidas por aquellas. Al establecerse 
por la lei de 1884 esta sección de gastos en el Pre- 
supuesto, no se quiso, seguramente, autorizar este 
procedimiento, sino por el contrario, obligar al Eje- 
cutivo a recurrir al Congreso en demanda de una 
nueva lei, también especial, cada vez que se ago- 
taran los fondos otorgados para determinado fin; 
solo de este modo puede hacerse efectiva la fisca- 
lización del Congreso. 

En Francia e Italia existe esta misma división 
en los gastos del Presupuesto; eso sí que los auto- 
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rizddos por loycs especiales si; coinpi'endeii v.n los 
variables, condición que realiin.'nte tienen. 

Ei artículo 137 del R{;glanieiito tle Cunlabilidaü 
de Italia defino conio Ajos los gastos dei-ivados de 
leyes orgíinicaa o de compromisos pernianontes que 
deben cumplirse en tiempo determinado, y llama 
variables a todos los demás. 

Hoi en Chile tienen gran ini|)orlancÍa los gastos 
variables con motivo del impulso dado a las obras 
públicas y a los servicios en jeneral. La elevada 
suma a que alcanzan y los abusos a que pueden dar 
lugar en su inversión, imponen delicada atención 
sobro ellos, tanto a los encargados de formar el 
Presupuesto' como a los representantes del pais 
llamados a prestarle su aprobación. 

Cada una de las tres secciones se divide en par- 
tidas y éstas en números o ¿(ems (1). Cada partida 
comprende los gastos de una misma naturaleza; los 
ítems detallan esos gastos. 

Esta división es común a los Presupuestos de los 
demás Estados, aunque varían los nombres en la 
clasificación. 

El ítem es lo que en Francia se llama con pro- 
piedad crédito, significando con esta palabra la 
suma que ei Ministro puede invertir en el objeto 
para que se destina. Es un verdadero créilito que 
se abre al Ministro. 

La palabra partida no aparece en la Lei de Pre- 
supuestos antes de la correspondiente al año de 
1850, aunque se hacía la separación de gastos ho- 
mojéneos, en secciones numeradas, confundiéndose 
los gastos fijos y los variables. En ese mismo año 
aparece la palabra ítem para designar cada gasto. 

(1) Luí de 16 de SEtívuilirc du IS.SÍ, art. i.; ínc. (-• 
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La (Jistincioii (ie gastos fijoa y cariablt-N se encuen- 
tra en el Presupuesto del Ministerio del Interior y 
Relaciones Exteriores de 1853. el cual so divide en 
<los partes: Partidas de gastos Jijos y permanentes 
y Partidas de gastos ecentanles y variables. Esta 
división fué común, por primera vez, a todos los 
Presupuestos de 1863. 

Els condición esencial do los Presupuestos (pie los 
gastos se clasillquen por su naturaleza y se deta- 
llen lo mas que sea posible. Hai, como lo decía 
Royer-Collard, en la separación de los gastos una 
cuestión de probidad. Existen, sin embargo, gastos 
que no es posible detallar; en éstos la Cuenta de 
Inversión viene a servir al Congreso para conocer 
cómo ha procedido la Administración al invertir 
los fondos otorgados para cubrirlos. 

Al recorrer nuestra Lei de Presupuestos podrá ob- 
servarse que hai muchos ítems que destinan can- 
tidades en globo para ciertos servicios; es cierto 
que algunas veces es necesario dejar a la Admi- 
nistración cierta amplitud en el manejo de fondos 
que se conceden para subvencionar establecimien- 
tos de beneficencia o educación, fomentar arles o 
industrias; pero como algunas de esas subvencio- 
nes o gastos son ya conocidos, deberían detallarse 
en la Lei. Los ítems de esta clase deben ser la ex- 
cepción en una buena Lei de Presupuestos. 

La Comisión Mixta encargada de informar sobre 
el proyecto de Lei de Presupuestos para 1888 pre- 
sentó en la Cámara de S(;nadores un proyecto de 
lei por el cual se modifican el inciso 2." del artículo 
4.» y el inciso 2.» del artículo O." de la lei de 16 de 
setiembre de 1884. Ese proyecto, que solo ha tenido 
la aprobación del Senado, reemplaza el inciso 2.» 
del artículo 4.°, por este otro: 
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«Los prcsupuostos sa dividirán en partidas, y 
éstas en números o ítems. En las partidas, al ter- 
minar los gastos fijos, se designará la lei, contrato 
o decreto que autoriza el gasto. » 

Al presentar esta reforma la Comisión manifestó 
que lo hacía porque «ha creido que no hai razón 
alguna que aconseje separar en secciones y partidas 
distintas los gastos fijos y variables del presu- 
puesto. I) 

No deja de ser curioso este raciocinio; porque 
no hai motivo para mantener un orden de cosas 
debe variarse por otro, no dííndose razón alguna 
que justifique el nuevo. Posteriormente se dijo en 
el Senado que la modificación tenía por objeto fa- 
cilitar el examen de los Presupuestos. No es real- 
mente éste un argumento serio, porque el examen 
puede hacerlo la Comisión Mixta con el deteni- 
miento que quiera; en cambio la discusión de la 
Lei se verifica en el Congreso con cierta lijereza y 
para hacerla mas eficaz es necesario adoptar el 
procedimiento que hemos indicado de no discutir 
los gastos fijos, lo cual exije que se separen con- 
venientemente. 

Ademas, la división de los gastos en fijos y va- 
riables tiene su fundamento en la naturaleza misma 
de ellos, pues sin tomar en cuenta su oríjen, no 
dejan de existir unos conocidos en su monto, es 
decir, fijos por este capítulo y otros cuyo monto no 
será conocido sino una vez que haya pasado el ejer- 
cicio del Presupuesto. 

La lei no impide que se coloquen seguidamente, 
como lo quiere el proyecto, los gastos fijos y varia- 
bles que corresponden a una misma oficina, porque 
de todas maneras el Presupuesto se dividirá en 
secciones, y la lei no indica la colocación que éstas 
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deben tener. Pensamos que debe mantenerse la 
práctica existente a fin de llegar al procedimiento 
que se ha indicado. 

En la formación del proyecto de Lei de Presu- 
puestos es necesario tener presentes algunas de las 
disposiciones de la lei de 16 de setiembre de 1884. 
Dice el inciso 2.^ del artículo 9.° de dicha lei: 
«Cuando las exijencias extraordinarias del servicio 
público demanden un aumento en la planta de em- 
pleados, fijada por una lei permanente, se consultará 
el gasto entre las partidas variables del Presu- 
puesto. )) 

Establecida por lei de efectos permanentes la 
planta de empleados de una oficina pública, no se 
puede efectuar en ella variación alguna sino por 
medio de una lei especial; sin embargo, si os indis- 
pensable, por circunstancias extraordinarias, un au- 
mento en esa planta, puede verificarse consignando 
el gasto entre los variables del Presupuesto. 

Justificada es esta prescripcio.n. Ocurre en las ofi- 
cinas públicas que en ciertas épocas del año aumen- 
ta considerablemente el trabajo; la oficina necesita 
mayor número de empleados para ejecutarlo y no 
sería posible que para necesidades transitorias se 
mantuvieran empleados permanentes; se nombran, 
pues, por el tiempo durante el cual se necesitan sus 
servicios. Naturalmente, si la necesidad de los em- 
pleados auxiliares se repite por algunos años, o si 
se observa que el trabajo de la oficina aumenta, ya 
por dársele mayor extensión a los negocios que 
tiene a su cargo, o por cualquier otro motivo, debe 
pedirse el aumento de la planta de empleados por 
medio de una lei especial. 

Se ha tratado de reemplazar por otro este inciso, 
en el mismo proyecto de lei presentado por la Co- 
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ini'-ioM Mixlíi í'iií';ir';:aíla do í^xainiíiar los Pn^su- 
piM'^fos para ISSS. y ;il nial nos lu^iiíts rcfí^rido 
al halar (!<• la rlasiílcarioii di» los gastos. Ms(? pro- 
ycrlo n'í'iiipla/a tú inciso 2." (IííI artí(!ulo 9.** d(3 la 
lí*j (Ir Hl píH" el sigiiií'ntí»: «Cuando las (\\ij(Mic¡as 
r\fraoríliíiarias dd servicio demandan un aumento 
en la plañía de» empleados, fijados por una Um por- 
manenle, se í*onsullai';í el gasto oi\ la pai'tida res- 
pí'cliva del l*resn|Hi<^slo.)) 

Sin hacer críliea de la j)oca feliz ríMlac^rion de 
este nuevo inciso, tencMnos. sí. (\\w insistir (Mi la (|ue 
ya l(» liemos Ikm'Iio a la n^forma (pu» al inciso 2.® d(íl 
uriículo ♦!." de la lei d(» 1SS4 ha (pieriílo hac(ír (*1 
proyecto citado. La Comisión Mixta i\r 18S7 ha 
di*seado facilitar a las posieri()ri\s v\ r\i\nu'\\ de los 
Presupuestos, dchiendo, st\uuram(Mit(* con mejor 
r^xito, hahtM* procMirado dar facili(la(h»s al Congreso 
para disiMdirlos. lIiMm^s exprt^sadola opinión d(* (¡nc* 
los gastos lijados piu* leviv-^ d(» (^f(M*los p(Minan(*ntes 
\\o dehen ser disiMilidos, salvo el caso en (pie s(í 
(piieran inlroihuMr en ello-i algunas modificaciones, 
las i'uales han de considerarse Ciuuo provtH'tos de^ 
liM. \\\u\ por lo pri>nlo. no alteran el Pr«»supU(*sto 
en dÍMMi^ivMK Aun ]na>», ciuiviene con^icnar tMitre 
Ivw ga^lox varial^ies lo-^ qae aumenten la planta dt^ 
empív\i\lo-^ lijada poruña lei p M'manenlt* ponpie i^st* 
ga^lv* e^ Naria^Ie pvM* su p.aiuraltva misma, su-^cep- 
lihlv^ vU^ Uv^ euí*rir>v* ^ r. » «^n pai'le. miénira-i dura 
la UvW^ivía L Al ^.m* c«':i^:^:ki1o eiure !.♦< i:ast«'< 
ti*^^^ ví;;r'a al e:r; ' v* v'* :*-^ ca::ic:.*r il-^ :■ riiíanen- 
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ciciiilo <((|ue no í;s rügiihii" iitipiitíu' a la partida tie 
variables los gastos fijos (jiic, año a año. iiiipone el 
nombramiento ele empleados auxiliaros. » Corrobora 
esto nuestra opinión, puesto (itic (|uereiiios chk; 
cuando el servicio impone, año a año. e! nombra- 
miento do onipleados auxiliares en una oficina, se " 
hagan éstos de planta por medio do una lei espe- 
cial, ya que no podrían de ninguna manera, hacerse 
por la de Presupuestos, porque a ello se opone 
el inciso 1." del mismo artículo 9." do la lei de 1884 
(jue es en lodo conforme a las prescripciones del ar- 
tículo 28 de la Constitución. La modillcacion que en 
tal sentido quisiera hacerse, tendría que ser consi- 
derada como un proyecto de lei especial. Todo lo 
dicho so reflei'e a sueldos y gastos fijados ¡lor leyes 
(le efectos permanentes. 

Nuestra Lei de Presupuestos comprende solo 
los gastos; las entradas forman otra distinta. E\ de- 
talle de los gastos debe ser completo y abarcar to- 
dos los ramos del servicio del lOsíado. No es correc- 
to aplicar a estos servicios sumas que no estén 
consignadas en la Lei de Presupuestos. 

fSin embargo, esto lia ocurrido en la práctica; 
vgr. : las entradas de ciertos establecimienlos pú- 
blicos, como los que formaLi la Quinta Normal de 
Agricultura, se empleaban en ellos mismos, sin que 
ingresasen en arcas nacionales (1). 

La i-egla es jeneral; toda entrada debe ingresar 
en arcas nacionales, las (lue proporcionan los fon- 
dos necesarios para cubrir los gastos que consigne 
el Presupuesto. De otra manera se falsea éste por 
su base. 
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lisia i'cglii so aiilica con todo rigor en Francia. 
Itiiliíi c Ingtalori-a. y juzgamos indisponsahlo so cx- 
liemia a la totalidad do nuestro Prcsiipnosto. Las 
entradas no se aplican, con ospecialidad, a f^atisfa- 
cer cada una lo.s si;i-vicios públicoí- en que tienen 
su oríjen; poi- el contrario, el total de las entradas 
llena el total do los gastos sin espocializacion de 
ninguna clase. 

Kn el proyecto se inaniíloslan las alíeracioni;s qne 
so intrüdiicon con respecto a la Leí vijentc, acom- 
paílándose í\c las (.'xplicaciones que las justifican; 
éstas dehon sor completas a fin do ípie los miem- 
bros del Coiígrt^so puedan darse cabal cuenta y en 
breve tienipo do las variaciones introducidas por el 
Kjecutivo, cuiiiu también del proyecto en jeneral. 
Un cuadro resumen de los alimentos y rlisininncio- 
iies s(! agrega al íln ilel proyecto; este cuadro po- 
dría siipriniiisíí e indicarse al lado do cada ílcin el 
aimiento o disminución; así se facilitaría mas el 
estadio comparativo del proyecto con la Lei an- 
lorior. 

lnii)roso el proyecto en cuadernos separados por 
Miiiislei'ios. pasa al Consejo de listado y so remite, 
en seguida, al Congreso, acompañado del Mensaje 
de ¡ine Iiomo.s hecho mención. 



a ) R'-[¡l"-'¡ ji'ncra/cs. — .Se acustuuilira presentar 
el pi-oyei:t(i de Lei de Presupuestos al Senado. 

Muchos paises dan derecho do preferencia en la 
discusión de las leyes financiei-as a la Cámara de 
Diputados, la cual viene a si-r así Ciímara de orí- 
jen en estas Luatorias; de aipií resulta (¡ne en pro- 
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yodos de esta clase, e! Senado no puedo inti'oUiicir 
moüilicacionos (jiie lo conviertan en Cámara do orí- 
jen. La segunda parte del art. 31 de la Conslitncion 
dice: «Las leyes sobre contribuciones, de cuahiuier 
naturaleza que sean, y sobre reclnlaniicntos. solo 
pueden tener principio en la Cániai'a de Diputados. 
Las leyes sobre amnistía solo pueden tener princi- 
pio en el Sonado.» Aunque pensamos que lioi no 
tiene fundamento esta disposición, nuestra Carta no 
fué lójica al no incluir, junto con las leyes de con- 
tribuciones, la de Presupuestos éntrelas que deben 
tener oríjen en la Cámara de Diputados, puesto que 
ambas se completan. Y ya que existe la prescrip- 
ción en virtud de la cual las leyes do contribu- 
ciones tienen su oríjen solo en la Cámara do Di- 
putados, sería correcto adoptar la práctica de pre- 
sentar a la misma Cámara el proyecto de Lei de 
Presupuestos. Esta presentación no constituye pre- 
ferencia de ninguna clase, porque ambas Cámaras 
tienen los mismos derechos en la discusión de la 
Lei de Presupuestos. 

No sucede así en otros Estados. En Inglaterra, 
la Cámara de los Comunes es Cámara de oríjen en 
la Leí de Presupuestos; la discuto y la pasa a la Cá- 
mara de ios Lores, la cual no tiene sino derecho de 
aprobarla o rechazarla en globo. En Béljica, el Se- 
nado no puede hacer agregación alguna al proyecto 
aprobado por la Cámara de Diputados, (¡ue es Cá- 
mara de oríjen. La Holanda tiene un sistema se- 
mejante al ingles; la Alta Ciímara api-uelia o re- 
chaza en globo el pi'oyeclo de Presupuestos. En 
Francia, se lia interpretado en sentido restrictivo 
para el Senado la disposición constitucional t|ne 
hace Cámara de oríjen a la do Diputados; anual- 
mente se suscita conflicto entre jimbas Cámaras. 
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(¡iKí híi t(»nniníi(l() sifMupn» por ríMl(»r o\ Sniado. el 
cual no haí'(* ngrogarioiií^s al proyt^cto apr<>l)a(lo 
por la otra Cámara ( 1). 

No enronlrauios razón algniia que (Mitn* noso- 
tros a('ons(»j(i la adopción (h* (*st(» sist<»nia o <*1 inan- 
teniíniíMito úc inia partí* di» él. Kn distinta situarion 
se encMiCMitran los paisrs dond(\ Cíuno en Inglate- 
rra, Italia y Ksi)ana, las dos Oíinaras tienen <listin- 
to oríjíMi; (»s natural dar a la í|U(» nac(» dinn-ta- 
nientí* d(íl puc^blo, denTlio de pref(M'enria <mi todo 
aípuíllo (|ue. como las l(»y(*s financieras. S(* refiere 
mas directaniíMite a sus inter(»s(»s. 

Tan i)ront() como llega al SíMiado el |)roy(*cto de 
Pn\supuestos. cada Cámara (h^signa micMubros de 
su síMio para q\u\ formando una sola Comisión 
Mixta, proc(»(la a su (^XíínwMi. Va\ (»sta Comisión en- 
tran miendjros d(; todos los partidos políticos. Kl 
exáuKMi príívio del pi'oy(M*to d(» Pr(*supu(*slos por 
una Comisión lejislativa (wistí» ími todas parteas, va- 
riando la constitución de» (»Ila. lín Francia, las once 
comisioní^s de la Cámara (h» Diputados dí^signan 
treinta y lr(\s miíwnbros, tr(ís cada una; jcMieral- 
mente no (Mitran (mi (illa sino individuos d(» la ma- 
yoría parlamentaria; la Comisión úo] SíMiado (.*s de- 
signada por todo un ano y s(^ encarga (h* (examinar 
todos los ])royectos relativos a la IlaíMcMida Pú- 
blica. 

El sisfíMua ingles j)n*senía caraclén^s (^spíM.Males; 
la Comisión de Presupuc^slos di» la Cámara de los 
Comunes la forman los miíMubros d(» la Ciínuira cpie 
lo deseen, quienes s(» reunían en romitr; i)ara (?sto 
basta (pie el pn^sidente de la Cámara, ii¡)0(tket\ d(.*je 



(1) Cii. MoRlzoT-TiUBAii/r, />í'.v fh'olfs des- Chambrrs hautrs ou Senat» en 
ntalicre de lois de flnaucrs. 
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SU sillón y sea reemplazado por el presidente del 
comité, chairman. Se disente ahí el proyecto sin 
sujeción al reglamento de la Cámara (I). 

El papel de la Comisión Mixta es importantísimo. 
Tiene ella tiempo y medios para estudiar con dete- 
nimiento y proporcionarse los datos necesarios i)ara 
conocer profundamente el proycíclo d(í Presupues- 
tos. Los Ministros asisten a sus sesiones con el 
objeto de dar los datos que se pidan. No hai prohi- 
bición para ([ue asistan, como opinantes, los demás 
miembros del Congreso. En los paises europeos, 
salvo en Austria, es prohibida esta asistencia; pero 
en Francia son llamados a menudo los jefes de 
los servicios públicos, los cuales acompañan al Mi- 
nistro para dar las explicaciones (pie se pidan. 

Este sistema es mui conveniente en los paises 
parlamentarios, en los cuales los Ministros cambian 
frecuentemente, cediendo a las exijencias de la polí- 
tica, instabilidad que les impide tomar conocimiento 
de los negocios que ti(Mien a su cargo. Los jefes de 
oficinas pueden, con mas conocimiento de las cosas, 
ayudar al Ministro en la Comisión Mixta de Pre- 
supuestos para dar todos los datos que se soliciten. 
A esta asistencia de esos funcionarios no se opone 
ninguna lei ; solo depende de la Comisión misma. 

La Comisión Mixta eleva al Congreso su informe, 
que contiene todas las modificaciones que quiera 
introducir en el proyecto ])r(*senta(lo por el Eje- 
cutivo. Este informe no puede presentarse sepa- 
radamente por Ministerio; debe abarcar todo el 
Presupuesto, considerando siempi'e, naturalmente. 
Ministerio por Ministerio. Si tíírminado por la Co- 
misión Mixta el estudio del Presupuesto del Minis- 



(1) Franquevillb, Le Gouvernement el le Parlement brltanniQues. 
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terio (lol Interior elevara el informe respectivo, el 
Congreso no tendría base fija para disculirlo por- 
que le es indispensable conocer, junto con el estado 
de la Hacienda Pública, todo el Presupuesto para 
establecer el equilibrio. 

Elevado el informe do la Comisión Mixta de Pre- 
supuestos, la Cámara, a la cual se haya remitido, 
puede entrar en la discusión d(rl proyecto, si ya se 
ha enviado la cuenta de inversión del año ante- 
rior (1). 

El Proyecto de Lei de Presupuestos, como todos 
los domas, se somete a dos discusiones: jeneral y 
particular. En la discusión jeneral se trata de la 
situación de la Hacienda Pública y, principalmente, 
de la marcha política del Gobierno. Este segundo 
punto ofrece campo de batalla a la minoría, la cual, 
haciendo absoluta abstracción dolos principios ad- 
ministrativos que rijen la lei en discusión, se ocupa 
en lo que. bajo la faz de interés nacional, se re- 
fiere a los intereses de partido. El aspecto político 
de la Lei de Presupuestos, se presenta con mas in- 
terés cuando una mayoría parlamentaria, que no 
es oida por el Ejecutivo, quiere imponer, en uso 
de su derecho, su voluntad, que es la voluntad na- 
cional. 

La discusión particular se hace por partidas, for- 
ma en que también tiene lugar la votación; pero 
cualquier miembro de la Cámara puede iniciar dis- 
cusión y pedir que se vote especialmente cada ítem. 

b) Limitar.iones a que ostá ■■ionn'tido el Congreso 
en la dii^cusion y aprobación de la Lei de Presu- 
pttiisto!^. — La lei de 16 de setiembre de 1884 y los re- 
glamentos de las Cámaras contienen varias dispo- 

( 1 ) Lei di 16 de setiembre de ISKS, art. 8.' 
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siciones relativas a la discusión do los Presupues- 
tos; ollas tienden a dar estabilidad a algunos gastos 
permanentes del servicio público, a fijar trámites 
para ciertas modificaciones y a asegnrar la promul- 
gación de la Loi íintes del dia en que debo comen- 
zar a rejir, os decir iíntcs del 1." de enero. 

Merece atención especial el artículo 9." de ia leí 
de 16 de setiembre de 1884. Dice el inciso l.''de ose 
artículo: «Las modificaciones f|ue se introduzcan en 
las partidas de gastos fijos por leyes de etectos 
permanentes y las que alteren los sueldos o los 
gastos establecidos en leyes especiales, se conside- 
rarán como proyectos de Ici (pie se discutirán y 
tramitai'án como una lei independiente de; la de 
Presupuestos, a Este inciso viene a corroborar lo que 
ya hemos dicho respecto de los gastos fijos, (|ue 
no deben ser discutidos, sino aprobados tácita- 
mente, ponjue todos ellos deben estar basados en 
leyes de electos' permanentes. Tenemos sí que ob- 
servar que la frase gastos Jlj os no es exacla; debe 
decir, gastos fijados. 

El principio consignado en esla disposición no 
había sido reconocido por el Congreso antes de la 
lei que hoi lo contiene. En las sesiones de ambas 
Cámaras, anteriores a 1884. tuvieron lugar nume- 
rosas discusiones relativas a este punto; en algunas 
se acató lo que después dispuso el artículo 9." de 
la lei de 1SS4; pero hubo casos en que se desco- 
noció realmente el vigor de leyes permanentes y en 
su contra se modificaron sueldos fijados por ellas. 
El resumen de los incidentes ocurridos en ei Con- 
greso al tratarse de esta materia, lo consigna el 
señor Huneeus en su obra La Constítitcion aníp. ol 
Congreso. La lei de 1884 no deja ya lugar a dudas. 

Numerosas cuestiones ha ofrecido después la 
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¡nlíM'pnMacion úiú artírulo 9.^ do la 1(m de 1881. es- 
l)(?í'ialiníMit(* su priiuíT inciso. Por él s(; da alguna 
eslahilidad a los enipl(M)s públicos cuyos sueldos 
(l(*l)(»u sienipre (ísfar fijados por loy(*s (especiales; 
jxM'o s(» ha observado íjuo coarta la libertad del 
Congi'cso i)ara introducir modificaciones en ciertos 
ítems (1(»1 Pr(»supu(»slo. S(» ha dicho qu(» no es po- 
sible} impedir al Congreso aunuMitar o disminuir los 
gastos o su(*ldos (\\w s(^ consignan (mi (»1 Pn^su- 
l)U(*sío. auncpuí sean fijados por ley(»s d(» efectos 
perman(Mit(»s. pui^sto (|ue el aumento o disminución 
Si) liac(* por medio de una Um, como lo (*s la misma 
de Presupuestos. Se agn^ga que el articulo 28 d(í 
la Constitución. dispoiK» ipu* solo en virtud (1(* una 
' leí s(» pu(Ml(» «crear o suprimir empl(»os públicos; 

det(*rminar o modificar sus atribuciones: aunuMiíar 
o disminuir sus dotacion^^s. . . » y i{\\o en la pala- 
bra 1(M S(* compríMuhí taml)i(Mi la de Pn^svipuívstos, 
ya qui* no se liace ninguna (»xcei)cmn. 

Kn (^ste caso debe distinguirsi». como pandee que- 
rerlo la lei de 18St. entre los gastos y smMdos fija- 
dos por leyí^s do eft^Mos ptM*manentes. y los deter- 
mina(U»s tan soh^ l)or la Loi de Pnssupurstos: los 
prinuM^os no pueden modificarse sino por nH^Iio de 
un proyecto de lei especial: los ile la s(»gunda con- 
dición pueilen ser modificados pt>r la misma Lei 
lie Prosupuestos. 

Aunque la hiñ de Pnv^upurstos tiene algunas 
ilifiM'encias con las diMuas lt*yt»s, etuno (pu* no puede 
nacer lie m«>ciiui iie mitMubros dol Congrost>. no es 
Yetal>le por su naluraloza misma, tiene tnímites «es- 
peciales, etc.. no es p«>si!)I*» n»^garle algmn>s de los 
¡ oaraiM^ues jonerah^s tle toda hñ: nuis. no t^s limitar 

I las facultades tjue la Constitución c»uiceilt» a los 

núemi>i'os del CiUiirreso. v\ tpit^ se tijrn algunas n^ 






glas para la formación do una Ici do tanta imptir- 
tíincia. Las íitriljiícionc's (¡ue la Constitución confiere 
a los poderes públicos son siempre reglainciitEiflas 
pur ellos mismos. 

El inciso citado, indica, por otra parte, el cami- 
no f|iie debe seguirse para modificar los gastos o 
los sneldos fijados por leyes de efectos permanen- 
tes, disponiendo, al efecto, que esas modificaciones 
« se considerarán coiíio proyectos de lei que se dis- 
ffifirff/i y (ramitan'm como una lei independiente de 
la dií Presnpuestos.» 

Fnndada esta prescripción en el propósito de dar 
estabilidad a los gastos (pie tienen orfjen en leyes 
especiales, evitando que se modifiquen por una lei 
temporal como la de Presupuestos, y en cuya dis- 
cusión interviene a menudo la pasión política, ha 
merecido observaciones sobre las cuales no se ha 
dado por el Congreso solución alguna. 

Fuera del cargo de coartar la libertad de los miem- 
bros del Congreso, se ha dicho que les concede, 
al mismo tiempo, facultadlas que les niega la Cons- 
titución, puesto que considerándose proyectos de 
leyes las modificaciones del Presupuesto, se da al 
Congreso, cada vez que esa lei su trate en sesiones 
extraordinarias, la facultad de proponerlos y discu- 
tirliis sin haberse incluido en la convocatoria en la 
forma prescrita por la Constitución. Esos cargos 
son infundados; al proponer una modificación que 
se considere como proyecto de lei, se tramitará sin 
que sea necesaria su inclusión en la convocatoria; 
se trata de una modificación ipie. en conformidad 
a la lei. debe soniettM-sc a ciertas formalidadiís; su 
discusión y tramitación como lei independiente de 
la de Presupuestos, no significa que no haya de 
considerarse como modificación de esa misma lei; 
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lo i'inico (pie í|iii(!re evitarse es l;i introducción en 
ella (I(! iiiodiflcaciüiKís de leyes de- efectos jjenna- 
iieiilrs con la facilidad (jne pnc'd(r ofrecer la discu- 
sión de la de Piesiipneslos; se tiesca (fiie lo dis- 
pnesto por leyes especiales no sea derogado por 
una lei tan jeneraí y de tan limitada dnracíon. 

La l(!i lie 1884 concuerda con el artículo 38 <le la 
Constitución al disponer que no se inodifl(|uen en 
el Presupuesto lus sueldos y gastos determinados 
por leyes es|ieciales. í'.s materia tie lei lijar los suel- 
dos de los empleados públicos y no sería posible 
decir (|U0 la Lei de Pi'esu|)uestos es como cnal(|uiera 
otra para cumplir con esa prescri|)CÍou, pues si se 
aceptara esta base tenilríainos ipu; la mayor ¡tarte 
de las leyes serían imililes, bastando solo la d(! Pre- 
supuestos, ya que casi todas imponen deseíubol- 
sos al listado. 

Todavía mas, en el mismo artículo constitucio- 
nal se dice, por una pru-te. <pie solo en virtud de 
lei se puede fijar «anualmente los gastos de la ad- 
ministi-acion púldica. » y separadamente, «crear o 
suprimir empleos públicos... aumentar o disminuir 
sus dotaciones... u; esto indica con claridad (|ue la 
Constitución ipiiere hacer materia de lei especial 
las inodillcacioues tfe los sueldos de los empleados 
lo cual (iebe hacerse lójicameule iwtensivo a los 
demás gastos a (¡ne se refieren ley.'s esix-ciales. 

Si los sueldos .» gasuis no han sido fijados pop 
leyes especiales sino per la de INesn puestos, se 
hacen en ésta las moditicaciones ípse se ipiiera. 

La disposición en examen no fué acatada en 1S8S 
al aproliarse el proyecto de Presu[niistos para 1S89. 
en el cual si' suprimió el siu'ldo de uiu» de los pro- 
niotoi-es liseales cu lo ciiiuiíiai de Saiiti.igo. eai-go 
civíido por la Lei de Or^aui/acioii y Aliiluicioues de 
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los Tribunales y cuyo sueldo se fijó por lei de 
enero de 1883. El empleado a qnicii correspondía 
dicho sueldo se presentó a la justicia ordinaria y 
la Corle do Apelaciones de Santiago, en sentencia 
de 32 de abril do 1890, conflrniatoria dolado primera 
instancia, declaró qne. en conformidad a lo dis- 
puesto por el artículo 9." de la lei do 16 de setiem- 
bre de 1884, debía abonarse el sueldo suprimido 
por la Lei de Presnpuoslos. El fallo de la Coi-te de 
Apelaciones es conforme a los buenos principios y 
a la disposición legal. 

«Cuando la Cámara revisora introdujere nuevos 
ítems en el presupuesto, continúa mas adelante el 
artículo 9." de la lei de 1884, se reputarán éstos 
como proyectos de lei para loa efectos do su dis- 
cusión y aprobación en la Cámara do oríjcn. 

(lEI desacuerdo de las Cámaras en alguna partida 
o ítem de los presupuestos no impide la sanción y 
promulgación de las demás partidas o ítems apro- 
bados por iímbas.tt 

Los dos incisos que liemos trascrito han diluci- 
dado una cuestión tratada a menudo en el Con- 
greso Nacional. Efectivancnte. en estas disposicio- 
nes se determina que cada ítem del Presupuesto 
es una lei, lo cual tiene un interés capital siempre 
que se trate de fljai' los li-ámites que deben seguir 
las modificaciones (jue se introduzcan en el pro- 
yecto de Lei de Prosupuestos; si ésta se considera 
como una lei compuesta de varios artículos, las 
variaciones (|uo si; (¡niera introducir en éstos por la 
Cámara revisora, seguiní el trámite indicado por 
el artículo 42 de la Conslilucion «pie dice: «El pro- 
yecto de lei que fuere adicionado o correjido por 
la Cámara revisora. volverá a la do su oríjen; y si 
en ésta fuesen aprobadas las adiciones o correccio- 
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nos por la mayoría ahsohita (¡(: sus inicMiibros pre- 
síMites, i)asaríí al Pr(ísi(l(Mite de la R(^pnhlira. Poro 
si kis a(licion(\s o corrocoioiios íik^sími rei)roba(las 
volverá el proy(?rto s(»giin(la \oz a la Cámara n^vi- 
sora; donde, si fiies(Mi nuevam(Mite aprobadas las 
adiciones o correcciones por una mayoría de las 
dos terceras partes de sus miembros i)resentes, 
volverá el proyecto a la o(ra Cámara, y no so en- 
tenderá que ésta reprueba las adicióneos o correc- 
ciones, si no concurre para ello el voto do las dos 
terceras parles de los miemijros pn^sentos.)) 

En cambio, si el proyecto do Lei de Presupues- 
tos es considerado como un conjunto de varias 
leyes, tantas cuantos sean sus ít(*ms, seguirá, (»n el 
caso propuesto, la tramitación indicada en iú ar- 
tícido 41 de la Constitución, que dice así: «El pro- 
yecto de lei (|ue aprobado por una Cámara fuese 
desecliado en su totalidad por la otra volviera a la 
de su oríjen, donde se tomará nuevamente en con- 
sideración y si fuese en ella aprobado i)or una nui- 
voría de las dos t(*rcoras i)artos de sus miembros 
presentías, pasará segunda vez a la Cámara (pie lo 
desechó, y no se entenderá i{\u) ésta lo reprueba, si 
no concurre para ello el voto de las dos terceras 
partes de sus miembros presentes. » 

Con solo enunciar las disposiciones anteriores, 
puede notarse la diferencia (|ue existe entre las dos 
fases de la cuestión indicada. Resuelta como lo está 
por el artículo 9.'' de la lei de 1884 en el sentido 
de que cada ítem del Presupuí^sto es una lei, di^bc 
aplicarse, cada vez que la Cámara revisora modi- 
fique alguno, el artículo 41 de la Constitución. 

Fuera de haber solucionado la cuestión que se 
ha indicado, el último inciso del nrtículo 9.^ de la 
lei de 1884 facilita la promulgación oportuna de la 
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Lei de Presupuestos, al disponer que «el desacuerdo 
de las Cámaras en alguna partida o ítem de los 
presupuestos no impide la sanción y promulgación 
de las demás partidas o ítems aprobados por ambas.» 

Los miembros del Congreso no tienen mas limi- 
taciones en la discusión del proyecto de Lei de 
Presupuestos; en consecuencia puede pedii'se y 
aprobarse por las Cámaras inclusión de nuevos 
ítems, aumento o disminución de los que consigna 
el proyecto, siempre que no se refieran a gastos 
fijados por leyes permanentes. Esta lata atribución 
del Congreso se presta a ciertas consideraciones. 

Está reconocido en todos los paises representati- 
vos, salvo Estados Unidos, que al Ejecutivo corres- 
ponde la preparación del Presupuesto, por razones 
obvias que se han manifestado. ¿Es cierto esto en 
Chile? N('). El Presupuesto se prepara por el Ejecu- 
tivo y por el Congreso, el cual introduce las mo- 
dificaciones (pie quiera, salvo que se trate de gas- 
tos fijados por leyes especiales. La preparación 
material del proyecto de Presupuestos la hace el Eje- 
cutivo; pero ese proyecto sale del Congreso bajo 
una forma completamente distinta de la primitiva, 
siendo así, en última expresión, obra del Congreso. 

l\ste |)rocedimienlo es contrario a las prácticas 
de un buen gobierno y debe preferirse el sistema 
ingles, en virtud del cual, el Congreso, ademas de 
que no discute los gastos fijados por leyes perma- 
nentes (fondo c()/isolid(fdo ), no introduce aumentos 
en el proyecto del Ejecutivo, sino tan solo dismi- 
nuciones. 

Este sistema se funda en que las Asambleas no 
son aptas para la preparación de la Lei de Presu- 
puestos porque: l.«, abarcando ésta toda la má- 
quina administrativa, no es posible que apliquen 
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SUS miembros, quicMios no t¡(»nen conocimientos en- 
ciclopédicos, las reglas (|ne lian servicio para for- 
mular el proyecto a los hombres que en el Poder 
Ejecutivo lian concurrido a su formación, siendo 
cada uno en su ramo quizíí o\ mas preparado para 
llenar esa función; 2.'', en que es el mas apropiado 
para mantener el eíjuilibrio, el cual corre inminente 
peligro con la aprobación de aumentos propuestos 
sin atención a aquel; y 3.^, en que la responsabi- 
lidad ministerial so debilita considerablemente si el 
Congreso obliga a los Ministros a invertir dineros 
no solicitados por ellos para los servicios públicos. 
Y si se examina en qué consisten por lo jeneral 
estos aumentos, se ve aun mas la necesidad de im- 
pedirlos. Kn efecto, «cuando se trata, dice un es- 
critor arjentino, que estudia esta mat(»ria con no- 
toria habilidad, de partidas que de alguna manera 
afectan los intereses locales, los diputados o sena- 
dores, í|ue en todas partes (^stiín por las economías 
en abstracto y por los aumentos en concreto piden 
casi en coro la palabra; y uno propone una canti- 
dad para subvencionar un templo, otro para im 
hospital, otro para una sociedad científica o de be- 
neficencia, otro para subvencionar el arte lírico o las 
carreras» (1). No es difícil á un diputado o senador 
obtener aprobación para el aumento solicitado, de lo 
cual resulta desequilibrio en el Presupuesto, injeren- 
cia directa del Congreso en la Administración, piu^s 
sale en este caso de su papel de fiscal para conver- 
tirse en administrador, y lo que también debe tomarse 
en cuenta, ix'rdida de tiem])o en la discusión destina- 
da a asuntos que no se refieren directamente al in- 
terés jeneral del Estado. 



( 1 ) Albkrto B. Martínez, El Presupuesto yacional. 
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No se (rata de liinilar derechos soberanos del 
Congreso, pues los ejercita con toda amplitud dan- 
do o negando su aprol)acion a las indicaciones del 
Ejecutivo; tiene, por otra parte, en su mano el de- 
recho de ocurrir oportunamente a los Ministros a 
quienes da su confianza, encargándoles de la Ad- 
ministración del Estado (1). 

La presentación al Senado del proyecto de lei 
de Presupuestos d(íbe hacerse entre el 1.** y el 15 
de junio (2). La discusión tiene lugar siempre a 
fines del ano, y para evitar los inconvenientes que 
produce la prolongación del debate, impidiendo lá 
promulgación de la lei antes del 1.° de enero, los 
reglamentos de ambas Cámaras contienen disposi- 
ciones especiales que limitan la discusión. 

Dicen los incisos 5.^ y 6.** del artículo 90 d(»l Re- 
glamento del Senado: 

«En cuanto al proyecto de Lei de Presupuestos, 
si éste hubiese sido presentado al Senado antes del 
15 de junio, y hubiese estado en tabla a lo menos 
durante treinta dias, o discutido en quince sesio- 
nes a lo menos, y ademas convocado el Congreso 
a funcionaren sesiones extraordinarias antes del 15 
de octubre, el debate sobre él quedará cerrado el 
15 de noviembre, srdco qifc haya acuerdo contra- 
rio celebrado en sesión anterior. 

«Pei'o si este proyecto hubiese tenido oríjen en 
la Cámara de Diputados, el Senado deberá pronun- 
ciarse sobre él a mas tardar treinta dias desi)ues 
de hal)erlo recibido. (lcI)¡endo ponerse en tabla con 
preferencia. » 



(1) Se lian presentido al Congreso dos proyectos que con ticiuMi estas ideas; uno 
pop el EjccMitivo y otro hibilmonto elaborado por el di.stin<;iiido diputado don 
Eleodoro Yúfiez. 



(2) Lei de 13 de setiembre de ISS'i. 



15 
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La salvodad (iiic contieno oslo úUiíno inciso es 
para ol caso en (|nc llogno a modificarse la costum- 
bre establecida de presentar al Senado el proyecto 
de Lei de Presiipnestos. 

El Reglamento de la Ciímara de Dipntados con- 
tiene, por sn i)arte, disposiciones (pie tienden al 
mismo fin de las (pie liemos trascrito d(íl Regla- 
mento del Senado. Dicen: 

«Art. 72. Una discusión puede prolongarse por 
dos o mas sesiones, 

«Pero la disensión de la Lei de Presupuestos, de 
la (pie antoriza el cobro de las contribuciones y la 
(pie fija las fuerzas de mar y tierra, cpiedará ce- 
rrada a lo miónos diez dias antes de arpiel en que 
estas leyes hayan de comenzar a rejir, saloo que la 
Cámara en se,^(on anterior actcerde continuar o 
(f pía jar la discusión. 

«Lo dispuesto en el inciso precedente no se apli- 
cará respecto de la lei (pie autoriza el cobro de las^ 
contribuciones, si el respectivo proyecto no hubiere 
sido discutido durante cinco sesiones; ni se apli- 
cará respecto de la Lei de Presupuestos, si no so 
hubiere dado cuenta a la Ciímara del respectiva 
proyecto con un mes de anterioridad a la fecha en 
que esa lei ha de rejir, o si no se hubiere discutido 
en quince sesiones a lo mcínos. » 

En conformidad a estas disposiciones, el Pro- 
yecto de Lei de Presupuestos debe encontrarse des- 
pachado por el Congreso el 21 de diciembre, salvo 
que (íste haya acordado otra cosa; pasa enseguida 
al Presidente de la República, quien, oido el Con- 
sejo de Estado, lo promulga como lei de la Repú- 
blica. 

c) Rechazo de la Lei de Presupuestos. — Aplaca- 
miento de la discusión. — Las disposiciones que se 
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han citado de los reglamentos de Ins Cnninrns y 
que aseguran la promulgación de la Lei de Presu- 
puestos para ell.*>de enero, fecha en que comienza 
a rejir, contienen una excepción: cualquiera de las 
dos ramas del Congreso puede postergar, por 
acuerdo previo, el plazo que cada una se ha fijado 
para terminar la discusión del proyecto. 

Esta salvedad tiene su base en la naturaleza pro- 
pia del sistema parlamentario de gobierno que nos 
rije. Y afirmamos la existencia de esta clase de go- 
bierno en Chile porque lo establece la Constitución. 
Se ha querido deducir del artículo 1.° de nuestra 
Lei fundamental que dice: «El Gobierno de Chile 
es popular representativo,» la consecuencia d(í que 
no es parlamentario, como si esta clase de gobierno 
no estuviera dentro de la clasificación de los reprc- 
sentaticos y como si una Constitución necesitara, 
para hacer imperar en un pais cierta forma de or- 
ganización política, designarla nominativamente, y 
no bastara que sus prescripciones contuvieran los 
principios que rijen una de las distintas formas de 
gobiernos. Del conjunto de nuestras disposiciones 
constitucionales se deduce que la forma de gobier- 
no republicano que impera en Chile es la parla- 
mentaria, 

Y es de la esencia del gobierno parlamentario la 
facultad de la Representación Nacional para impo- 
ner en el Ejecutivo Ministros responsables, como 
los establece la Constitución, que cuenten con líi 
confianza de la mayoría parlamentaria. La atribu- 
ción que tiene el Presidente de la República para 
nombrar y remover a los Ministros, tiende a man- 
tener la cordialidad de relaciones entre el Ejecutivo 
y el Congreso; se la otorga la Constitución como a 
Poder Moderador para que, en los casos de con- 
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ílictos, pueda solucionarlos nomhrfuido Ministros que 
cuentón con la voluntad del Parlamento v rrmorifn- 
//o a los (jue no la tengan. 

Kl Congr(*so nec(»si(a, para (ejercer sus facultades 
Ilscalizadoras y para iníluir en la marcha política 
del pais, tener en su mano atribuciones cine h? sir- 
van de garantía contra la violación de sus dere- 
chos poi* partíí del Kjecuíivo. La Constitución se las 
da id (híterminar ({wo solo en virtiul d(í una l(*i se 
puede ¡mpon(*r contribucion(»s y íljar anualmiMite los 
gastos d(í la administración i)ública y las ínerzas de 
mar y ti(?rra. Sin la aprobación de estas leyes, el 
l\jecutivo no puedí* gobernar. 

Ahora bien, refiriéndonos esj)ecialmente a la ma- 
teria de (^st(í estudio, el Congn^so ¿puede nndiazar 
o ai)lazar la lei (pie fija los gastos de la Adminis- 
tración Pública, es decir, la Lei de Presupuestos? 

Las cons(»cuencias de una determinación seme- 
jante por parte del Congreso, se presentan a pri- 
mera vista con las tremendas consecuencias de la 
paralización absoluta del mecanismo administrativo; 
pero nadie negará a la Repr(»s(Mitac¡on Nacional, 
(jue puede aprobar o rechazar todos los i)royectos 
de leyes que se le prestMiten, la atribución de ha- 
cer lo mismo con el proyecto de Lím de Presupues- 
tos. VA derecho del Congn^so para aprobar los Pre- 
supuestos tiene su oi'íjen en la soberanía nacional 
y no poco ha costado al pueblo el reconocimiento 
de tal den^cho; en la misma soberanía se funda la 
atribución del Congi'eso para negar su aprobación 
a la loi (juí^ ha d(í dar al Ejí»cutivo los dineros del 
Mstado. 

Las graves consecuencias (pie acarrea el (ejerci- 
cio de este derecho del Congreso, imponen la obli- 
gación de no emplearlo sino en circunstancias tan 
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exti'CMiias que justifiquen por sí solas tan seria de- 
terminación. 

En Chile no puede ser reprobada la Lei de Pre- 
supuestos, porque si con tal resolución obtuviera el 
Congreso lo que deseaba, no podría después apro- 
barla, por lo que dispone el artículo 33 de la Cons- 
titución, (|ue dice: «El proyecto de lei que fuese 
desechado en la Cáinara de su oríjen, no podrá 
proponerse en ella hasta la sesión del ano siguien- 
te. » El aplazamiento produce el mismo efecto; es 
una amenaza al Ejecutivo para que siga la mar- 
cha política que desea el Congreso y produce para 
aquél iguales resultados, puesto que, mientras no 
sean aprobados los Presupuestos no puede in- 
vertir un centavo en los servicios públicos que 
tiene a su cargo. Llega para el Congreso el caso de 
hacer uso de esta seria atribución, en los paises 
parlamentarios, cuando el Ministerio no refleja la 
opinión de la mayoría del Congreso Nacional. 

En Inglaterra, bajo el ministerio de William Pi(t, 
en 1784, la Cámara de los Comunes aplazó la 
aprobación de la Lei de Presupuestos hasta que 
Jorje III cambiara sus ministros y Fox sostenía 
este derecho de la Cámara con las siguientes pala- 
bras : 

«Es incontestable que la Constitución da a la Cá- 
mara el derecho de negar los fondos; pero ésta es 
arma que ella no debe emplear sino con precau- 
ción y cuando el interés público lo exija imperio- 
samente. Yo sostendré siempre este derecho. Es 
una lucha entre las prerrogativas de la Corona y 
las prerrogativas del pueblo. La Cámara debe em- 
plear todos los medios que tiene en su poder para 
defender sus privilejios: es un deber que le impone 
la ConstitiuMon. El medio que consiste en retener 
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líiM HijiiiMs |)í»(li(las (ís el mas poderoso de todos y 
(l('l)e, í'oiivíMjgo (MI ello, s(»r o] último que se em- 
plee. Si los ministros persistiesen en sn ohstina- 
<'ion y IlíivasíMi las cosas al extremo, serííi jnsto 
liac<»r liso (Ií; (»sto nunlio, como de un derecho 
(pie estal)I(íe(5 la difí»renc¡a (pie existe entre un 
piiehlo lihn; y los (»selavos d(5 una monarquía ab- 
soluta. )) 

No piKMle o\ Congreso Nacional entregar los di- 
luiros d(»l Mstado a nn MinistiM'io que no cuente 
con su eondanza, a un administrador que no le 
ofree(» las garantías necivsarias. Lh^gado este caso 
(MI Francia, a Unes de 1877, Gamhetta decía: ((Nos- 
otros no (Mitn^ganMUos muestro oro, nuestras contri- 
i)Ucioiu*s, el producto de nuestros sacrificios sino 
ruando se respiMe la voluntad (pie s(í ha manifes- 
tado 1*1 M de octubre (fecha en (pie fué eh^jida una 
mayoría contraria al MinistcMÚo después de haber- 
.ve disuelto la (.\imara). Ks pnnMso sabi^r si en Fran- 
iMa es la nac.on la cpie gobierna o es un lu)mbre 
quien manda. i> 

K<te derecho inilis.Milible del Con:;reso. constituye, 
lujo Mr. Julio FiMTV i»n las mismas st^siones a que 
se retUM\* el jKÍrrafo anlíMior. rl iiltim) recurso, la 
üUima garaiuia de K>s purlíli^s libres. 

Y ¿ipu* paoi^l cab^ on e^ie ca^o al Po ItM* l\ji*cu- 
r\o? Acatar la voluntail del ParlaiUMil-v v Kn su 
íi»a< *ata e\l^»a<ivMK la apr.»bacitMi ilo las eniralasy 
\;e \^s ¿ras v*^ pn''»'..ci^s e.nana d'*í Parlam Mir-^, el 
o :al íí'^ s.^ a u^: i * los v»>ta. sin* que lieiie lam- 
^\ tí c* \». :\^^!: ^ íiris 4::a':.í.* d-* a'»<i^ar*<^ d-* vo- 
i;,r\ s. a ::.\ il.^ > ::. : r a si \i\:;,.iaví al P,>der 
; \* i.NvV Is:.^ :; ^ ' lia !.i «1 s;eav*^r o>ía s'i- 
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terribles consecuencias de la negativa del presu- 
puesto (1).)) 

Enlre nosofros se ha aplazado la discusión de los 
Presupuestos en sesión del Senado en agosto de 
1857 hasta cpie se conociera el personal del nuevo 
Ministerio. 

En 1890, en memorables sesiones, se aplazó la 
discusión de la Lei de Contribuciones; esta vez tam- 
bién hubo de someterse el Presidente de la Repú- 
blica a la voluntad lejislativa, designando un Minis- 
terio f|ue satisfaciera a la mayoría pai'laincnlaria; 
en setiembre del mismo ano, cerradas las sesiones 
ordinarias del Congreso, el Presidente nombró un 
Ministerio que no contaba con mayoría en el Par- 
lamento, el cual seguramente habría hecho uso de 
su derecho de nuevo, aplazando los Presupuestos 
hasta que se formara un gabinete de su conttanza. 
Las consecuencias son demasiado conocidas y for- 
man uno de los mas tremendos capítulos de nues- 
tra historia política. 



III. OumpIImionto de la Lei de Presupuestos 

a) Duración del ejercicio de la Lei, — La vijencia 
de la Lei de Presupuestos principia el 1.^ de enero 
y termina el 31 de diciembre de cada año (2). La 
Constitución dispone que los gastos de la Adminis- 
tración Pública sean fijados anualmente; pero no 
indica la fecha inicial del año financiero, la que 
lia sido determinada por la lei de 1884. 

El término de un año es el establecido en la ma- 



(1) Rkníí Stourm, Le Bwtaet. 

(2) Lei de 16 do setiembre de 1^84, art. U. 
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yor parte de los países; poro (mi algunos so ha 
adoptado otros. Bolívia, Perú, Honduras y Nicara- 
gua han fijado dos años, algunos Estados de Ale- 
mania tres y en este misino Imperio, los gastos mi- 
litares se autorizan por sietíí años. 

La vijenria del Presupuesto principia en Inglate- 
rra y en Alemania el 1.^ de abril y termina el 31 
de marzo; en Italia, España y Estados Unidos desde 
el 1.*^ de junio hasta el 31 de mayo; en Francia se 
conserva el año común. Esta diferencia de fechas, 
respecto de lo (¡ue pasa en Cliile, existe porque se 
lian det(Tminado tomando en consideración el tiempo 
en (lue funciona el Congroóo. El invierno es en los 
países de Europa, como en Chile, la época de se- 
siones de los Cuerpos Lejislativos y como se cele- 
bran comunmente en los meses comprendidos en- 
tre noviembre y abril, se han fijado fechas posteriores 
a las de las sesiones. 

b) Forma en que se da cumplimiento a la Lei de 
Presupuestos, — «Ningún pago se admitirá en cuenta 
a las Tesorerías del Estado, si no se hiciere a vir- 
tud de un decreto en que se expreee la lei, o la 
partía del presupuesto aprobado por las Cámaras, 
en que se autoriza a(|uel gasto», dice el artículo 146 
de la Constitución. El decreto a que se refiere este 
artículo debe ser dictado por el Presidente de la 
República, a quien la Constitución confiere la fa- 
cultad de decretar la inversión de las rentas pú- 
blicas con arreglo a la lei (1). 

La disposición citada repite que no hai pago legal si 
el Presupuesto no ha sido aprobado por las Cámaras. 

La lei de 16 de setiembre de 1884 dispone, por 
su parte: 



(1) Cousiitücion. art. 73, 1¿.' 
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«Las partidas de gastos fijos del Presupuesto se 
pagarán por las respectivas oficinas, sin necesidad 
de decreto ni otra lei que el mismo Presupuesto. 

«Los gastos no- comprendidos en el inciso ante- 
rior, se cubrirán en virtud de decreto firmado por 
el Presidente de la República y el Ministro del ramo, 
refrendado por el Ministerio de Hacienda.» 

Esta disposición se conlenía en el decreto-lei de 
28 de diciembre de 1841, artículo 4.°, y en el decreto 
de 6 de marzo de 1877, artículo 7.**, que reglamen7 
taron la formación e inversión del Presupuesto. 

De las prescripciones trascritas se deduce: l.^que 
todo pago debe verificarse por medio de decreto, 
salvo los gastos fijos, que se consideran fundados 
en leyes permanentes: 2.^ que todo decreto de pago 
ha de ser firmado por el Presidente de la Repú- 
blica y por el Ministro respectivo. 

La excepción que se hace de los gastos fijos es 
lójica, aunque se incluyen frecuentemente en ellos 
muchos que no están autorizados por otra lei que 
la de Presupuestos; para evitar inconvenientes y fa- 
cilitar la discusión del proyecto de Presupuestos, 
solo deberían colocarse como fijos los gastos auto- 
rizados por leyes especiales y dictarse desde luego 
las que organicen tantos de nuestros servicios pú- 
blicos que tienen su oríjen en decretos o en la Lei 
de Presupuestos y que por lo mismo sufren frecuen- 
tes e inconvenientes modificaciones. 

Todo decreto de pago lleva la firma del Presiden- 
te de la República y del Ministro del ramo, cual- 
quiera que sea la cantidad que se trate de abonar. 
Al principio de nuestra vida independiente, cuando 
era mui reducido el movimiento administrativo, 
podía imponerse al Jefe del Estado esta obligación; 
pero hoi que los negocios públicos han llegado a 
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rollo, no es posible lincor que esc fiin- 
ipo la mayor parle do su tiempo on flr- 
s de abono por peípieñísimas cantidades, 
itos de porteros de oficinas y de giiar- 
cárcelos y otros decretos de escasa o 
i importancia. Eii estos casos debería 
•ma del Ministro, quien, al fln y al cabo, 
isable. 

! úe decretos se firman en Italia, Fran- 
y otros paises de Europa solo por los 
Ministros. Los ítems variables del Pre- 
in otros tantos créditos que el Congreso 
jre a los Ministros. Do la misma manera 
1 los nombramientos do empleados infe- 
L Administración. 

13 de la Ici de 18S4, fija también cierta 
para los decretos de ))ago que so de- 
gastos variables o de los autorizados 

¡spccialcs, al disponer que después de 
or el Presidente de la ReiJi'iblica y el 
!an rcj rendados por el Ministerio de Ha- 

a y molesta es la tramitación de esta 
ícrctos, los cuales ordenan muchas vc- 
ir pagos a personas que necesitan con 

1 dinero o a acreedores del Fstado a quic- 
debe retardar con trámites, que real- 
susceptibles de modificaciones. El ór- 

)i se observa cu esta materia es el s¡- 

relo do pago con cargo a partidas de 
¡abics o autorizados por leyes especiales, 
al las palabras nRof réndase, tómese ra- 
•ese ¡I comuniqúese», las cuales indican 
ion que debe seguir. 
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Firmado el decreto so envía a la Dirección de 
Contabilidad, juntamente con la trascripción que de 
el debe hacerse al Director del Tesoro. Aquella ofi- 
cina refrenda el decreto. Consiste esta operación 
en anotar en el libro de refrendaciones, en el cual 
se abre una cuenta especial a cada uno de los 
ítems de las partidas variables del Presupuesto, la 
cantidad que se manda pagar y la fecha y número 
del decreto, poniendo en éste la frase «Refren- 
dado por. . . » con la cantidad en guarismos, el sello 
de la oficina y la firma del Director de ella. Se sus- 
pende la refrendación si el decreto contiene algún 
error manifiesto, si no existen en el Presupuesto 
fondos consignados con el fin a que se refiere o si 
ol ítem del cual se manda deducir el gasto está 
agotado o tiene un saldo que no alcanza a cubrirlo. 
En estos casos se devuelve el decreto al Ministro 
que lo ha expedido y solo se le da curso si éste in- 
siste, haciéndose en el libro de Refrendaciones la 
correspondiente anotación. 

La Dirección de Contabihdad remite el decreto 
con sus antecedentes al Presidente del Tribunal de 
Cuentas, para los efectos de la tonta de ra^on a 
ijue se somete lodo decreto que tenga relación con 
la Hacienda pública. La toma de ra^on consiste en 
copiar íntegro el decreto, debiendo anotarse esta 
providencia en el orijinal, suscrita con media firma 
del Presidente del Tribunal. 

Si el decreto de pago expedido no está conforme 
con las leyes, se manifiesta al Presidente de la Re- 
pública la irregularidad por la Corte de Cuentas, 
y si el Presidente insiste, se toma razón del decreto, 
dando la Corte, dentro de treinta dias, aviso de lo su- 
cedido al Congreso, o, en receso de éste, a la Co- 
misión Conservadora. 
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PríKítirada la loma do razón, iú Tribunal do 
CüíMitns r(»init(i el (liberólo al DiríuUür del T(*soro 
para (¡no s(»a rrji.^trndo. Si (»sf(» funcionario no lo 
cnciKMiIra ol).s(?rval)I(\ desglosa la trasíM'ipcion co- 
rrosiK)nd¡ont(\ ofííclúa (»1 rojislro y dovuolvo (»1 ori- 
jinal a la Diroccion ch» Conlahilidad, la quo lo on- 
vía al MinistiM'io rospc^otivo, on v\ cual so archiva. 
Si (íl Director dol Tc^soro oncucMilra <|uo v\ divorcio 
no ha sido (^xpculido (mi conformidad a la loi do 16 
do sííliiMuhro d(* 1S84. susp(»ndo ol r(*jislro y hace 
las oljsorvacion(\s d(*l caso al Pn^sichíníii do la Re- 
pública; si ésto ordcMia, por s(»gunda voz, el pago, 
(»1 Director dol Tesoro debe dar cuenta a la Cá- 
mara do Di])utados o a la Comisión Conservadora, 
Q\\ su caso, y rejistra kA decreto. 

Una vez njistrado, (*1 Director del Tesoro lo 
trascribe a la Tesorería Fiscal (puí debe verificar 
ol pago para su cum[)limiento. Ningún Tesorero 
puodí* hacer pagi> alguno sin esta orden expresa dol 
DiriHMor del Tesoro. 

Tal es la com[)licada tramitación (pie signo todo 
decreto di* pago ipie si* ¡mi)uta a gastos variables 
del Presupuesto. l\s cierto (pu? con este sistema so 
garantiza la legalidad do los procedimientos admi- 
nistrativos» pero no es menos cierto ipie perjudica 
inmensanuMite a los empleados y |)articulares, inte- 
resados en esos pag(»s, ciui una demora conside- 
rable cpie no tieui* razón do ser. La misma garan- 
tía podría existir arbitrando algún nuHÜo mas prácti- 
co ipio facilitara el rápido ilespacho do toda orden 
do pago. 

La tramitación oxisiiMito imp.uie la conserva- 
ción do cinco reproducciones /// rv(<*ii.<t} di^ cada 
decriMo lio pago: L* dus en el Ministerio respectivo. 
doUiU* se guarvlau el ilecrelo orijinal y la copia en 
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los libros destinados al efecto, sin contar el borra- 
dor; 3.« una en el Tribunal do Cuentas; 3.*^ una en 
la Dii'cccion del Tesoro; 4.° una en la Tesorería 
pagadora. Ademas de las copias, quedan anolacio- 
nes en los libros de la Dirección del Tesoro, de 
Conlabilidad y en la T(NSorería qnc vei'iflca el pago 
y la publicación del decreto en el Diario Oficial. 
Todos estos tníniit(^s tienden a dificultarla rapidez 
con que deben efectuarse los pagos y a establecer 
una excesiva garantía, que poi* excesiva es inútil. 

Como la Leí de Presupuestos caduca el 31 de di- 
ciembre, no pueden imputarse a un Presujjuesto fe- 
necido, gastos de ninguna clase, salvo que hayan 
sido hechos en el año de su vijencia (1). 

Debemos precisar lo que se entiende por gastos 
h odios. 

Una oficina pública adquiere, vgr., algunos mue- 
bles, los cuales son luego entregados, pero la cuenta 
no se presenta i)ara su pago por la casa vendedora, 
sino al año siguiente de la adquisición. ¿Se enten- 
derá esto por gasto hecho f Creemos que nó. 

En cambio, conforme a la costumbre adoptada, 
una Tesorería Fiscal paga a las Compañías de Va- 
pores en el mes de noviembre, cierta suma por el 
valor de pasajes expedidos por la autoridad co- 
rrespondiente, y solicita su abono en los primeros 
dias de enero. ¿Será un gasto hecho? Opinamos 
afirmativamente. 

Basta comparar los ejemplos para ver la diferen- 
cia. En el primer caso, el dinero no ha salido de 
las arcas nacionales; aun(|ue la adquisición de los 
muebles se hayíi hecho en tal año, nadie puede 
obligar a la casa vendedora a pasar su cuenta en 



(1) Lci de 16 de sctieinl)i'c de is^i, art. 13. 
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minado, y lieljcdi consitlerarse a(k|uiri- 
lomeiilo dol pago, f|uc es cuando sale 

Tcsoi'(!ría; cu el sogmido caso, la Te- 
ic'clio el gaslo <|iic ha anotado con la 
pondiente en sus libros; no sería posi- 
' sn abono con iinpiilacion al Prcsn- 
ilo signicnfe, porque cl gaslo lia sido 

el ailo anlcrior. 
niencia, entendemos por gasto hecho 
\ sido vei'iflcado por alguna ofiííina pa- 

cnlaza ofra cuestión. ¿Cómo pueden 
las Tesorerías Fiscales sin tener a la 
■eto supremo ¡iue designe el ítem y par- 
supuesto a que debe imputarse el gasto, 
ponen los artículos 146 do la Constilu- 
nciso 2." do la loi de 16 de setiembre 

Icza misma de algunos gastos lia lic- 
nsable la adopción de este procedí- 
decreto dictado el 13 de diciecnbre do 
someter lodos los gastos a las pros- 
ígales; pero, a posar do (pie se lia tra- 
itrar medios para cumplirlas con todo 
iposíblc hacer entrar en ellas algunos 
irla naturaleza. Se traía, por ejemplo, 
[ue del)eu cubrirse en un espacio de 
no permite ocurrir al Gobierno en de- 
\ autorización necesaria; de esta clase 
os que ocasiona la conducción de reos 
o a otro de la República, cl valor de 
de traslación d»! empleados públicos, 
uc se relacionan con el cambio, cuyo 
cdc ser conocido fijamonlí! sino después 
los y, mas que lodos, los que se ven 
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obligados a hacer los Ajenies de la Repiiblica en 
el extranjero. Es verdad que niuciios de los gastos 
que hoy se verifican sin qne previamente se haya 
diclado el decreto respectivo, pneden aguardar esta 
formalidad; pero hay otros, como los citados, que 
no pueden someterse a ese trcímite. No es posible 
tener provistos de fondos a todos los gobernadores 
de departamentos para pngar los gastos eventua- 
les que ocasione la conducción de reos; a todas las 
Tesorerías Fiscales para contratación de pasajes 
marítimos; a todos los Ministros Diplomáticos. 

En estos casos, la Tesorería Fiscal respectiva 
liace el gasto y solicita inmediatamente su abono, 
el cual se hace sin pérdida de tiempo. Estos son 
los gastos hechos. 

Indudablemente que es necesario limitarlos a los 
mas indispensables, guardando siempre las garan- 
tías que deben acompañar a toda inversión de fon- 
dos fiscales. 

El 31 de diciembre termina la vijencia de la Leí 
de Presupuestos; pero pueden quedar fondos so- 
brantes en algimas de sus partidas por no haber 
sido necesaria su total inversión durante el año, 
¿Qué se hace con esos fondos? 

Desde que la Lei de Presupuestos rije solo hasta 
el 31 de diciembre, no pueden invertirse en el año 
siguiente, en el cual existe un nuevo Presupuesto; 
en consecuencia tienen que ingresar en arcas na- 
cionales a formar parte de las entradas de la na- 
ción en el año posterior. El decreto-lei de 28 de 
diciembre de 1841 disponía en su artículo 3.°: «Las 
partidas del Presupuesto anterior que en el todo o 
parte no se hubiei-en gaslado dentro del año para 
que se concedieron, quedarán anuladas sin que 
pueda el Gobierno librar sobre ellas, a no ser que 
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del cual deben deducirse los gastos de que habla- 
mos, pues ese ítem tiene por objeto llenar todas 
aquellas necesidades no precistas en otros ítems 
del mismo Presupuesto. Últimamente se ha adop- 
tado la costumbre de consignar un ítem especial 
para pago de cuentas de años anteriores. 

Todos los gastos de la nación deben estar inclui- 
dos en la Lei de Presupuestos, aun aquellos auto- 
rizados por leyes especiales. Estos se incluyen en 
el primer Presupuesto que se dicte después de la 
lei especial y no es permitido deducir fondos de 
esta lei si la de Presupuestos no los consigna. El 
artículo 13 de la lei de 16 de setiembre de 1884 
dice sobre este particular: 

«No es permitido imputar gastos a leyes anterio- 
res a la fecha del Presupuesto vijente, salvo el 
caso de que la lei haya sido promulgada después 
de la presentación al Congreso del Presupuesto co- 
rrespondiente al año en que se decrete el gasto.» 
Contiene esta prescripción un error, que se hace 
mas evidente al leer el artículo 14, que dice: «No 
se podrá exceder la suma Ajada en cada ítem o 
partida de los presupuestos de gastos, salvo en los 
casos siguientes: 

«1.® De leyes posteriores a la promulgación de 
los Presupuestos. » 

Efectivamente, el proyecto de Lei de Presupues- 
tos se presenta al Congreso en los primeros quince 
días de sus sesiones ordinarias; pero se discute a 
fines del año; si se observa estrictamente la dis- 
posición del artículo 13 de la lei de 1884, podría 
suceder que se dictara, con posterioridad a la pre- 
sentación de los Presupuestos y antes de discutirse, 
alguna lei sobre gastos, y que fuera lejítima la im- 
putación que de un pago se hiciera a esa lei aun 

16 
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después de promulgados los Presupuestos y cuan- 
do bien pudo incluirse el gasto en ellos. Ademas, 
no se exceden los ít^ins del Presupuesto en el caso 
de que trata el inciso I." del artículo 14, porque 
los gastos que ocasionen las leyes a que se refie- 
re, se imputan a estas leyes y no a la de Presu- 
puestos; oslo viene a probar que es el mismo caso 
previsto en el artículo 13. y que existe entre ambos 
una contradicción. F.sla disconformidad fué obser- 
vada, al discutirse la lei de 18S4. por don Antonio 
Varas, en sesión del Senado de 1." de agosto de 
ese año; pero no se hizo alto en la observación del 
señor Varas, y la lei se aprobó tal como estil re- 
dactada. 

El incisos." del artículo 13 de la lei de 1884. pro- 
hibe «aplicar los ítems del Presupuesto a distintos 
objetos de aquel a que han sido destinados.)) 

Parece inútil una prescripción como csfa, porque 
si la Lei de Presupuestos concede una suma para 
determinado objeto, indicado espccialnientc en la 
Lei misma, es lójico ípie no se invierta en otro. 
Sin embargo, quizií alguna práctica abusiva de. 
otros tiempos o el contenerse una prescripción con- 
traria en lejisiaciones extranjeras ha dado oríjen a 
esta disposición, que se ajusta perfectamente a los 
principios mas estrictos. 

Los Ministros de Italia tienen facultad para tras- 
ladar sumas de un artículo {ítem) a otro del mismo 
capítulo (partida) del Presupuesto. 

Kn Francia esta atribución era aim mas lata an- 
tes de la lei de 16 de setiembre de 1871, pues po- 
dían los Ministros verificar estos traslados (i-ire- 
incntii) de fondos dentro de todo el Presupuesto de 
su Ministerio y así se ha visto imputar a gastos de 
prisiones pagos hechos para proporcionar auxilios 
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a obreros reducidos a la miseria (1). Hoi rije en 
Francia una disposición igual a la vijente en Italia. 

Esta traslación de fondos de un ítem a otro de la 
misma partida del Presupuesto no produce efecto 
en el total de éste y aun los fondos se invertirán 
en un objeto análogo, ya que se verifican dentro del 
mismo orden de gastos: pero es indudable que la 
fiscalización del Congreso, la autoridad que éste 
tiene en todo lo que se refiere al Presupuesto su- 
fre un menoscabo inconveniente, pudiendo dar el 
sistema, por lo demás, lugar a abusos que llega- 
rían a hacer perder al Presupuesto toda su serie- 
dad y garantía. 

Este punto ha sido considerado por la Constitu- 
ción holandesa con toda la importancia que real- 
mente tiene y dispone, al efecto, en su artículo 121 
que: «Una lei puede autorizar el cambio en la in- 
versión de fondos. » 

Es, asimismo, prohibido exceder la suma fijada 
en cada ítem o partida de los Presupuestos, salvo 
en ciertos casos determinados por la lei. Si pudie- 
ran ser excedidos los ítems del Presupuesto éste se- 
ría completamente inútil; el Ejecutivo lo modifica- 
ría a su antojo. Las excepciones de esta regla 
jeneral tienden a satisfacer necesidades imprescin- 
dibles del servicio y son: 

1.* De leyes posteriores a l(t promalgacion de los 
Presupuestos. 

Como ya lo hemos dicho, los gastos que ocasio- 
nan las leyes dictadas con posterioridad a los Pre- 
supuestos, se imputan a esa misma lei, la cual au- 
toriza necesariamente el gasto al disponei'lo. En este 
caso no hai exceso en el Presupuesto; el gasto que 



(1) Stourm, Le Btírffifffí. - Bekoeret, Mécanisme du Budget de VEtat. 
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autoriza una iei ospocial puede no encoiilrarsü pre- 
visto en 6\. 

2." De scntrnrioa eji'cittoridn. dictadiia por tiuto- 
ridtiíl rom/H'tp/itP. 

Las sciilcnciaíj a que se refiere esta excepción, 
son las cündeaaloi'iiis del Fisco, iironunciadas por 
la antoridad judicial, en juicio ordinario; el Fisco 
en esle caso es parle en oi jnicio como cualqnier 
particular, y no sería posiljle ipie el conlradictor 
<|iiedara en peor condición, respecto del ciiinpli- 
niientu de la sentencia. <]ne si litigara con otro 
particular. El Fisco, con mayor razón, tiene qac 
cnniplir sus obligaciones con exactitud. 

Ksla excepción se contenía Uimbicn en el artículo 
O." del decreto-lei de 38 de diciembre de 1841 y por 
decreto de 6 de marzo de 1877 so dispuso que «los 
pagos (|ue ol Fisco fuera obligado a hacer en vir- 
tud (le sentencia de los Tribunales de Justicia, ae 
imputarán, previo el ci'implase del Presidente de la 
República, a la partida de f/astoa imprcciston, aim- 
qiiG por razón de dichos pagos se exceda la suma 
consultada en dicha partida.» 

Llamamos la atención sobre este artículo, por- 
que boi se imputan los pagos que se hacen en vir- 
tud de sentencia judicial, al ítem del Presupuesto 
a que corresponde el gasto, según su naturaleza. 
Si se condena ai Fisco a pagar una suma por pre- 
mios que se adeudan a un profesor, se imputa el 
pago al ítem destinado a cubrirlos y solo se aplica 
a imprevistos cuando se trata de gastos que no 
están consignados, o de sueldos u otros gastos 
fijos; en este caso no puede deducirse de ellos suma 
alguna que no sea para satisfacer los pagos co- 
rrespondientes al mismo año. 

3." Be comisiones que hubiere que pagar por las 
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operaciones de empresas industriales o comerciales 
pertenecientes a la nación. 

Este número se reñere a las comisiones conve- 
nidas en contratos que se hacen para el manteni- 
miento de empresas de las cuales es empresario el 
Estado. Es lójico que si una persosa contraía con 
el Estado no quede en peor condición que si con- 
tratara con un particular; no porque se agolan los 
fondos destinados al sostenimiento de una empresa 
fiscal puede someterse a las personas que deven- 
guen comisiones por operaciones destinadas al ser- 
vicio inmediato de la misma empresa, a sufrir re- 
tardo en el pago de lo que por dichas comisiones 
se les adeude. El Estado, o debería suspender las 
operaciones de la empresa, o no cubrir los pagos 
que debe verificar para ese servicio. La disposición 
de la lei de 1884 salva ambas situaciones. 

4.* De exijencias impostergables de provisión o 
de servicios que sean condición de la. empresa 
misma y que no se hubiesen podido prever. 

Indudablemente que el número 4.® se refiere a 
las mismas empresas industriales o comerciales in- 
dicadas en el anterior. Es preciso dejar constancia 
(le esto, porque, si las cosas se entendieran de otra 
manera, podrían someterse a la misma disposición 
casi todos los servicios, y pocos serían los casos 
en que no pudiera excederse el Presupuesto. 

Si el Estado es empresario, como entro nosotros 
lo es de ferrocarriles, debe atender el servicio con 
toda regularidad. En la Lei de Presupuestos se 
consigna una cantidad para materiales de consumo 
de esa empresa, tomando, naturalmente, por base 
para fijarla, los precios de los materiales y las exi- 
jencias del servicio en la época de la formación del 
Presupuesto. Pero si el carbón adquiere mayor pre- 
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cío, o bien el servicio exijo aumento de triiftco con 
mas crecidos gastos, no baslaríí para cubrirlos el 
ítem del Presupuesto; se pedird oportunamente un 
suplemento, pero si no es despachado, o no es po- 
sible solicitarlo porque el Congreso no íuncio- 
na, no sería justillcable la paralización del servi- 
cio; la Ici prevé el caso, permitiendo se exceda 
el ítem, para evitar que el Kstado, que debe ser 
mui exacto en el cumplimiento de sus obligacio- 
nes se encuentre en situación de no poder satisfa- 
cerlas. 

5.» De aplicación a empleados gao reciben gra- 
tificaciones, mayores sueldos, o pasaren a hospita- 
les, en conformidad a los preceptos de las leyes co~ 
ri 'espon dientes. 

lista excepción se refiere, en su mayor parte, a 
los empleados militares; el Gobierno puede llamar, 
dentro de sus facultades, a servir empleos del orden 
militar a oficiales de mayor graduación que los que 
actualmente los desempeñan; en este caso, debe 
abonárseles el mayor sueldo, aunc|ue no se consig- 
ne en el Presupuesto; de igual manera puede el Go- 
bierno ascender oficiales a empleos superiores, de- 
biendo pagárselos el sueldo correspondiente. Annal- 
monle se consigna en la Lei de Presupuestos una 
i^uma para atender a esos gastos, pero si esas can- 
tidatles no alcanzan, no es posible privar a los ofi- 
ciales de su mayor sueldo mientras se pide un su- 
plemento; la lei de 1884 autoriza el e.-íceso en el 
gasto. D(; igual manera se consigna una cantidad 
para abonar a los hospitales las estadías de oficia- 
les y soldados; el número de los que ingresen en 
osos establecimientos puede sor mayor que el cal- 
culado; y no por falta de dinero en el Presupuesto 
se dejaría sin ese retujio a los enfermos del Ejcr- 



RESUMEN DE DERECHO ADMINISTRATIVO 



247 



cito; como en los casos anteriores, la lei autoriza 
el mayor gasto. 

¿Necesita el Ejecutivo solicitar del Congreso un 
suplemento para cubrir los excesos a gue se refiere 
el artículo 14 de la lei de 1884, o basta la autoriza- 
ción que le da esa lei y la aprobación de la Cuenta 
de Inversión? 

Legalmente, el Ejecutivo no necesita pedir suple- 
mentos en los casos de excepción indicados en el 
artículo 14 de la lei de 1884; pero dentro de una 
correcta administración, existe el deber de solicitar 
ese suplemento en época oportuna; ahora bien, si 
éste no es concedido antes de agotarse los fondos, 
el Ejecutivo puede hacer uso de sus atribuciones; 
en todo caso, por los medios mas estrictos, salva 

* 

su responsabilidad. 

Y si el suplemento fuera negado por el Congreso, 
el gasto dispuesto por el Ejecutivo habría sido le- 
gal, porque, al ordenarlo, obraba en virtud de atri- 
buciones propias que le otorga la lei. La negativa 
del Congreso para conceder el suplemento, solo po- 
dría responder a alguna situación política, y signi- 
ficar la confianza o desconfianza que tuviera para 
con el Ministerio, y esto nada tiene que ver, en este 
caso, con la corrección de los procedimientos ad- 
ministrativos. 

El artículo 13 de la lei de 1884 impone al Ejecu- 
tivo otra regla a la cual debe someterse en la in- 
versión de los fondos del Presupuesto. Prohibe 
«alterar los sueldos de los empleados públicos fija- 
dos por lei, bajo la forma de comisiones o gratifi- 
caciones. )) Esta prohibición no reza para con el 
Congreso, tanto porque se contiene en un artículo 
que se refiere en todas sus partes a los procedi- 
mientos del Ejecutivo, como porque las facultades 
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de aquel Cuerpo están reglamentadas, en lo que 
se refiere a fijación de sueldos de empleados, por 
otros artículos de la misma lei de 1884, los cuales 
hemos ya examinado. 

Antes de dictarse esta disposición, existía una 
práctica completamente contraria. Acostumbrábase 
otorgar, administrativamente, gratificaciones, sobre 
todo a fines de cada año, a los empleados de algu- 
nas oficinas que, por razones del servicio de la 
misma, ' habían tenido un mayor trabajo que el 
ordinario, y aun se concedían, sin que hubiese 
existido tal trabajo. Este procedimiento está pro- 
hibido por la lei de 1884; ponía en manos del 
Ejecutivo la facultad de conceder favores a ciertos 
empleados, con perjuicio de los demás, aumentán- 
doles sus sueldos. 

Aunque esta prohibición parece referirse a los 
sueldos fijados por leyes especiales, tiene que ex-' 
tenderse también a aquellos que solo existen en 
virtud de la Lei de Presupuestos; de otra manera- 
no habría equidad. 



Si se agota un ítem del Presupuesto y hai nece- 
sidad de invertir, antes del 31 de diciembre, alguna 
suma con el objeto a que está destinado, se solicita 
ésta del Congreso por medio de un proyecto de 
lei; se pide que ese ítem sea aumentado concedién- 
dole un suplemento. Juntamente con el proyecto, se 
acompaña por el Ejecutivo el delalle de la inver- 
sión fie la cantidad consignada en el Presupuesto, 
y se indica la fuente de la cual se deducirán los 
fondos que se piden. Esta última es la única pres" 
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cripcion que sobre suplementos contiene la lei de 
1884, que dice en su artículo 10: 

« Toda indicación que se haga en la discusión 
de los Presupuestos para aumentar los gastos pro- 
puestos, deberá expresar también los recursos con 
que deba cubrirse. 

« La misma asignación de recursos deberá con- 
tener el mensaje o proyecto en que se soliciten 
suplementos a las partidas del presupuesto ya 
aprobado. » 

El primer inciso no se observa en la práctica 
porque los recursos de la nación están indicados 
en el mensaje con que se acompaña el proyecto de 
Presupuestos, sin que se determine en éstos que 
tal entrada es para satisfacer determinados gastos. 
Cuando se trata de proyectos de suplementos, se 
acostumbra decir que se deducirán de rentas jene- 
rales de la nación; en raros casos se han aplicado 
a los sobrantes del Presupuesto, y es lójico que no 
sé apliquen, desde que los sobrantes solo son per- 
fectamente conocidos después del 31 de diciembre. 

Los proyectos de suplementos se presentan al 
Congreso firmados por el Ministro del ramo a que 
corresponde el ítem del Presupuesto para el cual se 
piden. Esto es inconveniente, porque así como el 
proyecto de Lei de Presupuestos lo presenta el Mi- 
nistro de Hacienda, debería presentar también los 
de suplementos, que van a modificar notablemente 
el Presupuesto. Es mui importante el papel que el 
Ministro de Hacienda está llaníiado a desempeñar 
en la preparación y discusión del Presupuesto; la 
misma injerencia debe tener en los proyectos rela- 
tivos a los suplementos. En Francia se presentan 
firmados por el Ministro que los necesita y por el 
de Hacienda. 
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Kn todos los países existen necesariamente los 
Hupleinontos, aunque en algunos, como en Inglate- 
rra, se solicitan rarísima vez (1). En Chile son fre- 
cuentes y por eso, a pesar de que nuestra lejisla- 
cion no contiene sobre la materia mas regla que la 
íjuc hemos trascrito, ofrecen muchos puntos dignos 
de atención. 

Se observara que año a año se presentan en tro- 
pol numerosos proyectos de suplementos para los 
PresupU(»stos de todos los Ministerios. Aunque los 
sobrantes del mismo Presupuesto suelen equilibrar 
el aumento que introducen en algunos ítems los 
sui)lementos, éstos constituyen una ancha puerta 
de abusos y desórdenes en la Administración. En 
Francia se ha tratado de evitar los excesos a que 
pueden dar lugar los suplementos; pero solamente 
so han dictado algunas reglas que no han logrado 
l)roducir todo el buen resultado que se pretendía 
obtener. Existe una que quisiéramos se aplicara 
en Chile; por ella se dispone que los proyectos de 
suplementos se presenten juntos una vez en el mes. 

Dr este modo el Congreso ve en un momento 
dado la situación financiera del pais; mientras que 
en Chile la presentación continua de proyectos de 
f\stn clase hace perder el rumbo en materia flnan- 
riera, tanto a los miembros del Congreso como a 
U)s del Ejecutivo, La regla francesa introduce un 
órilen conveniente en materia tan propia para 
piHHlucir el desorden. 

Los suplementos deberían ser una excepción, mu- 
cho mas en Chile, donde, auncjue se forma el Pre- 



«>MWN\V suv!oiwonttvs p*^r m nnsnio. «*u;in«io H Conj:r«''4i> no <*su rt^unilo. En 
|viñA ?»t* rt>o on i^sío oam> a I iVns^^jo tJo Ka1;i«1o y on U Rop^íhiioA A non tina 
ol íio\uM>Í»> tío MiniNtrNVR, V, st>í»r>i^ »hus»»s *k^ osut prariio* on U Arjontina U 
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supuesto con bastante anterioridad a la fecha de su 
vijencia, se discute con libertad en el Congreso y 
se aprueba dias antes de esa fecha, lo cual debe- 
ría contribuir a que las cantidades que fija fueran 
exactas. 

Sin embargo, hai gastos que por su naturaleza 
misma escapan a todo cálculo aproximativo, v. gr. : 
los imprevistos. Un suplemento que se pide para 
un ítem de gastos imprevistos, se justifica, pues, 
fácilmente, siempre que no sea excesivo; igual 
cosa puede decirse del que se solicite para conti- 
nuar una construcción que ha marchado más rápi- 
damente de lo que se esperaba, o que por alza en 
los precios de los materiales requiera mayor gas- 
to; pero no sucede lo propio con otros, destinados 
a satisfacer servicios que se refieren a ramos para 
cuyo fomento el Congreso pone en manos del Eje- 
cutivo cierta suma, con la cual quiere contribuir 
a su sostenimiento, sin que este auxilio sea obli- 
gación imprescindible del Estado. En estos casos, 
el Ministro que invierte toda la suma consultada 
se imposibilita para pedir suplemento, porque el 
Congreso ha manifestado su intención de conceder 
tan sólo esa suma. De esta naturaleza son los ítems 
que se destinan para fomentar o sostener socieda- 
des de instrucción y otros. Tampoco es posible pe- 
dir suplementos para ítems de gastos fijos, por la 
naturaleza misma de estos gastos. 

Mr. Paul Leroy-Beaulieu, dice, a propósito de esta 
cuestión, lo siguiente: 

«Los créditos extraordinarios no. deberían per- 
mitirse sino en circunstancias mui excepcionales, 
imposibles de prever y ademas de rara y evidente 
gravedad, tales como amenazas de guerra o inun- 
daciones. En cuanto a los créditos suplementarios, 



Tf*l i. I^/IÍJNM> AWI S,KÍU.* I hI%LRA 



tU'\f^'tí:i M*r íiiiKrlio íiííi** limitada la <lcsi/;iiarión de 
Uf^ rapítuloH ');arii<la«») íjihí piif?(l<*n dar liifrar a 
í'UoH, Ahí (\('U*tv\n k'íMfrsí? corno re;^la que jamas 
»•<' pijí'díf jH'dír rr/*diios sii|jlí?mí'iitarios para aiimen- 
íiíV UtH Mijí'ldoH (Ut Uf** íiiiirioiiarios; desde luego que 
énloH pueden <*Hperar un afio; asimismo para au- 
menlar HuliveneJones concedidas a establecimientos 
o Híícíedades; dí;l niisnií) modo jamas se debería 
pedir crédiloH HUp!í?mííntar¡os para la creación de 
nuevoH íMnpleos, ya ípu* ésla ptieda retardarse, sin 
perjuiíMo, un año (í). n 

\*A\ nueslra Leí d(5 Prí»supu(ístos ha¡ varios ítems 
í|ue Hí» encuentran o\\ las condiciones de los que 
Mr. l,eroy-MeHuli(Mi í»stima que no son susceptibles 
d(! HuniíMiliirsc» por medio d(» suplementos. 

¿I*1h leí^al concíHJer suplíMuentos para Presupues- 
tos fenecidos? 

Pai*a n»spond(M* a (»sla pregunta, debemos hacer 
una disliu(*ion: si o\ proycrio de suplementos ha 
sido solicitado o|)ortunanuMit(*, jtnt(»s de caducar el 
Pn»M\ipu(\sto, (^s (hH'ir, itntes del 31 de diciembre, 
p\u»de ctMU*c»diM'se aun en enero, sin dificultad, y 
esto s(* ha hecho, dechu*{índose, sí, que se destina 
« para pagar gastos hor/tos en tal año; » si el pro- 
yecto se pn^stMita desp\u»s de terminada la vijencia 
dt^ la I.ei de Pn^supuesios es indudable que el Con- 
gn^si* debe examinar diMenidamente los anteceden- 
tes del negocio; si ile éstos resulta que no era 
eoniHMilo v\ gasto liecho, antes d^*l 31 de diciembre. 
st^ otorgará el suplemento, pero si ha habido negli- 
jeucia paiw peilirlo, debe negai*se. La verdad es cpie 
en estv^s oasv>s entran por mucho las situaciones 
p\^liticas; pi^ro hablanu>s (f(inkt/u\<(r<trirffnu*nri\ por 
\lecirK> a>í. 
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En todo caso, los suplementos concedidos des- 
pués del 31 de diciembre, no pueden tener otro 
objeto que cubrir gastos hechos antes de esa fecha, 
entendiendo por gastos hechos los que hemos defi- 
nido anteriormente. 

Y a esta cuestión se sigue otra: si existe sobran- 
te en un ítem del Presupuesto, para el cual se pide 
suplemento que no es despachado sino después del 
31 de diciembre, ¿qué se hace con ese sobrante? 
¿Pasa a fondos jenerales, según la regla que hemos 
dado, o puede invertirse? A nuestro modo de ver, 
una lei de suplementos, dictada después del 31 de 
diciembre, para pagar gastos hechos con imputa- 
ción a un ítem del Presupuesto del año anterior, 
conserva ese ítem, y en consecuencia,' puede in- 
vertirse toda cantidad que exista en él; la lei de 
suplementos no hace, en jeneral, otra cosa que au- 
mentar el ítem respectivo; pero en el caso propues- 
to, produce ademas el efecto de prolongar en parte 
la vijencia del Presupuesto, manteniendo en vigor 
los ítems a que se refiere la lei de suplementos. Al 
rendir la cuenta de inversión de un ítem al cual se 
ha concedido suplemento, no se puede distinguir 
entre la cantidad consignada en la Lei de Presu- 
puestos y la concedida por la de suplementos: am- 
bas sumas se confunden en una sola que debe 
formar en totalidad ese ítem, aunque se indique 
separadamente la procedencia. Puede, pues, hacer- 
se uso, después del 31 de diciembre, del sobrante 
de un ítem del Presupuesto para el cual se con- 
cede suplemento pasada esa fecha, sobrante y su- 
plemento que deben invertirse en gastos hechos 
durante la vijencia del Presupuesto. 

Para terminar nuestro estudio en la parte que 
se refiere a la inversión de los caudales públicos, 
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H' hf'ífiOH Intiíiv ih; Ih ni?»fKi**abí!i<laíl íjho aí»*cta a 
\tfH fiíri/'ioíi/'U'ioH íjín- onloíiaii los pago.s. KI inciso 
2'' ilí'l /iHírjilo ir, íh; la k-i ílc 1884. dice: «S¡ el 
\i\n*('.Uií' i\t*\ T''Horo lio olií^ervare o suspendiere el 
i't*]\^\\'ii i\i; díTiífioH ilí'galí'H, o no diere cuenta a 
íjfilí'/i r/irrífH)i/iíida de las í)h.sf?rvaciones que hubie- 
r<» Im'í'Iio, Hufríní la pííua <!<! «uspension del empleo 
í*íi Hii «nido niíiiirno. nin perjuicio de la responsa- 
hllldnd civiL n 

Y i«l ntlí<Milo 10 dn la iiiisMia lei, dispone que: 
« l.oN ordíHiiMJorcH d(* un pago ¡hígal, son porsonal- 

tniMlIn l'rNpnnNMhlcs. » 

1.(1 prlniora pi-escriprion s(i n^ílere expresamente 
MÍ hlrtM'lor th»rTc»soro. o\\ tanto que la segunda 
H\\\\\ podría aplicarse al Pn^sidíMite de la República 
y a h»*< Mininlros del I)(»spaclio, (¡uienes son los 
t»niMU>iadi»H tle ordenar los pagos. Sin embargo, la 
t'on^lilneh>n e\imt* al Presidente de esta responsa- 
lUbdad y la imputa al Ministro. Kn su artículo 74, 
dispone nuevfra l'aria Fundamental: «Kl Presiden- 
te de la líepúbliea puede ser acusado sólo en el 
aAo oonetlialo \lt^spues de concluido el término de 
1: ^u prevulcnciav por todos los actos de su ailminis- 

n.\xM^M^ cu q\íe lia\a coniprvMuctido gravemente el 
b%M\>MM^ la ^'Ciitu ;da\l del l>tado, o infrinjido abier- 
rr\^ ;u.^ ',a i\m\vkíuc:xMK * 

1 n x\'\:v,b;v^ t\^vjvvto \¡c los M;ni>nvs, dice el ar- 
r> ,,\^ ÍS #vi\\>^i M,,;;^;í\^ es :\ >;'v^:^s;\lOe j- rs^^nal- 
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V. Oomprobacion de los gastos 



a) Rendición de cuentas, — Nos quedan por ex- 
poner los principios y los procedimientos que se 
observan para comprobar la legal inversión de los 
fondos del Estado. 

La responsabilidad de la orden que se expide para 
verificar un pago ilegal afecta a su autor, quien, 
dentro de nuestro mecanismo constitucional es, 
principalmente, el Ministro que firma el decreto 
respectivo. Mas, esta responsabilidad es, puede 
decirse, anterior a la inversión y tiene cierto carác- 
ter político, como que lo reviste el ájente a quien 
atañe. Queremos tratar de la inversión misma, es 
decir, de los medios de que se vale la Administra- 
ción para comprobar que los ajentes a los cuales 
se ha entregado el dinero, lo han invertido correc- 
tamente. 

Todo funcionario público que recibe dineros del 
Estado, tiene obligación de rendir cuenta documen- 
tada de su inversión al Tribunal de Cuentas; este 
Tribunal, quo funciona en la capital de la Repúbli- 
ca, examina las cuentas qué se le presentan, y las 
aprueba o reprueba, según están o no ajustadas a 
los preceptos legales. Es una institución que tiene 
el detallo minucioso de la inversión de los dineros 
nacionales. 

b) Cuenta de incersion. — La Constitución im- 
pone a los Ministros de Estado, juntamente con la 
obligación de presentar el Presupuesto anual de 
gastos de sus respectivos departamentos, la de «dar 
cuenta de la inversión de las sumas decretadas 
para llenar los gastos del año anterior.» (1) Esta 



( 1 ) Constitución, art. SO. 
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Cuenta de Incersion debo proseiilarso en los pri- 
meros quince diaa de las sesiones ordinarias del 
Congreso, y sin este antecedente no pueden discu- 
tirse los Presupuestos. (1) Sin eiiihargo, es la re- 
gla no so aplica, on la pnictica. rigorosamenle; la 
Cuenta de Incersion se retarda por mas tiempo por 
dificultades materiales; es un trabajo serio que 
demanda gran acopio de documentos y hasta su 
impresión misma es molesta y demorosa. 

La Cuenta de Incersion. cpie se forma por la Di- 
rección de Contabilidad en vista de los documentos 
(|ue le envian los Tesoreros Fiscales, contiene; 

1." El balance de la Hacienda Pi'iblica, en el úl- 
timo dia del año á que se refiere. 

En el Debe de este balance figuran : 

I. El valor calculado de las propiedades fiscales, 
raices o muebles, segiin inventario; 

II. Los créditos a favor del Fisco, mencionando 
separadamente los constituidos en mora; 

III. El valor en pastas metálicas, y otras exis- 
tencias; y 

IV. El dinero de propiedad fiscal existente en caja 
en las diversas oficinas el día del balance. 

En el Haber se expresan: 

I. El monto nominal de la Deuda Pública, inclu- 
yendo los censos y especificando el tipo de intere- 
ses y las condiciones de amortización; y 

II. Los acreedores del Estado por cualquier mo- 
tivo. 

2." Una cuenta jeneral de las entradas y gastos 
fiscales, en el año a que so refiere. 
En el Debe de esta cuenta, aparecen: 
I. La existencia en diner-o, de propiedad fiscal, 

(1) Leí de IB Je 



RESUMEN DE DERECHO ADMINISTRATIVO 



257 



q-ue había en las cajas de la Nación el 31 de di- 
cnembre del año anterior; 

II. Las entradas provenientes de cada una de las 
rentas públicas, especificándose, y con distinción de 
kis ordinarias y extraordinarias; y 

III. Los créditos contra el Fisco el 31 de diciembre 
del año a que se refiere el balance. 

En el Haber se expresan: 

I. Los gastos hechos en el año, según los presupues- 
tos y leyes especiales. En los ítems de las partidas de 
gastos variables o autorizados por leyes especiales, se 
cita la fecha de los contratos en virtud de los cuales 
se ha hecho el gasto; 

II. Los créditos existentes contra el Fisco el 31 de 
diciembre del año anterior; y 

III. La existencia en metálico que quedó el 31 de 
diciembre del año a que se refiere la cuenta. 

3." Estados que manifiestan el movimiento en el año, 
de los depósitos, délas existencias en pastas metáli- 
cas, bonos, materiales de guerra, ferrocarriles y de- 
mas existencias en almacenes pertenecientes al Es- 
tado. 

4.<> Cuenta detallada de los reintegros y de las devo- 
luciones en el año. Estos se expresan también al mar- 
jen del ítem en que ha tenido lugar el reintegro. 

5.*» Operaciones efectuadas en el año por las oficinas 
que administran fondos fiscales. 

6.*> Cuadros que manifiestan las entradas y gastos 
de las empresas industriales, monopolios y servicios 
administrados por el Estado. 

7.'' Un estado sumario de los contratos fiscales 
que se hubieren celebrado; en él se expresan el 
nombre de los contratantes y de sus fiadores, la 
diiracion o principales condiciones del contrato. 

Se observará, por la sola exposición de las mate- 

17 
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rías que contiene la Cuenta de Inversión, que ne 
es tan fácil formarla, y que impone a la oficina 
encargada de ella un serio traljajo y una preferente 
atención. A fin de facilitar esta obra, se han im- 
partido a los funcionarios administradores de los 
fondos del Estado, instrucciones precisas, para que 
presenten sus cuentas con oportunidad y con los 
datos ilustrativos correspondientes. 

La Cuenta de Incersion es examinada por la 
Comisión Mixta de Senadores y Diputados que 
examina los Presupuestos, y el Congreso la aprueba 
o le hace las observaciones que juzga necesarias. 
Esta resolución del Congreso, como la llama la lei 
de 16 de setiembre de 1884, se comunica al Presi- 
dente de la República, para que se ejecute y publi- 
que en el Diario Oficial. El aprobar o repi'obar la 
Cuenta de Jncersion, es facultad privativa del Con- 
greso; no es materia de lei; el Presidente de la 
República no interviene en ese acto sino para su 
ejecución y para ordenar que sea publicado en ei 
periódico oficial (1 ). 



C) OItCANIZAClON DE LAS OFICINAS ENCARGADAS I>E I.A RÍX^AUDA- 
CION E INVERSIÓN DE FONlXíS FISCALES V DE SL* INSPECCIÓN 
V FISCALIZACIÓN. 

En la organización délas Oficinas deHacicíiida es 
necesario considerar tres puntos: recaudación de 
fondos, inversión de los mismos y fiscalización. 
Para estas tres operaciones e.\isten servicios admi- 
nistrativos especiales. Algunas oficinas esldn en- 
cargadas do recaudar y de invertir los fondos, su- 
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jetándose p^ra cada caso a reglas particulares; las 
Tesorerías Fiscales perciben impuestos, y tanibieii 
invierten los dineros nacionales. La dirección supe- 
rior de este servicio está a cargo del Ministerio 
de Hacienda, por lo que respecta a la Administra- 
ción Central. Este estudio lo dividimos en cuatro 
secciones: 

I. Dirección del Tesoro y Tesorerías Fiscales. Re- 
caudación e inversión de fondos. 

II. Aduanas. Recaudación. 

III. Dirección de Contabilidad. Inspección y viji- 
lancia. 

IV. Tribunal de Cuentas. Fiscalización. 



I. Dirección del Tesoro 



La Dirección del Tesoro, organizada por leí de 
20 de enero de 1883, está encargada de dirijir y 
vijilar la recaudación, por las oficinas de su de- 
pendencia, de las contribuciones y demás entradas 
nacionales, la conservación y custodia de los fondos 
recaudados, su distribución en las diversas ofici- 
nas según las necesidades del servicio y su apli- 
cación a satisfacer las obligaciones del Estado con 
arreglo a la Lei de Presupuestos y a las leyes es- 
peciales (1). Está a cargo de un Director. 

Dependen de la Dirección del Tesoro las Tesore- 
rías, de las cuales existe una en cada capital de 
departamento y en los puertos mayores, aun cuando 
no sean capitales de departamento. Las aduanas, 
con excepción de la de Valparaíso, y las tenen- 
cias de aduana establecidas en cabeceras de de- 



! 






( 1 ) Lei de 20 de enero de 1883; art. 2.* 
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])artamento, son a la vez Tesorerías departamen- 
tales. 

Las Tesorerías recaudan los impuestos, expenden 
el papel sollado, timbres y estampillas y pagan los 
sueldos y domas obligaciones f|ue el Kstado deba 
satisfacer en el departamento en que funcionan, 
conforme a la Lei de Presupuestos y a las instruc- 
ciones de la Dirección del Tesoro. 

Los empleados anteriores son nombrados direc- 
tamente por el Presidente de la República. Para 
su destitución se requiere acu(»rdo del Senado (1). 

Los tesoreros fiscales tienen en el departamento 
respectivo la representación judicial y extrajudicial 
del Fisco en los actos en que la lei orgánica les da 
intervención. 

Para los efectos de la jubilación solo se computan a 
los empleados de la Dirección del Tesoro y dependen- 
cias el 75 % de sus sueldos. En cuanto a la forma de la 
inversión de fondos nos referimos a la parte que 
hemos dedicado a los gastos públicos, y en los demás 
detalles a la lei de 20 de Enero de 1883. 



II. AduariM 



La recaudación de los derechos de internación, ex- 
portación y almacenaje se verifica por las Aduanas, 
cuya dirección superior corresponde a una Superin- 
tendencia que tiene su asiento en Valparaíso (2). 

Para la distribución del servicio y de las ofici- 
nas, la Ordenanza de Aduanas divide los puertos, 
primeramente en marítimos y de cordillera y en 

( 1 ) Lei de 20 do enero de 1883, art. 20. 

[2) Ordunanzi de Aduanas, arts. 126 y 127. 
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seguida en mayores y menores. Los mayores son 
los habilitados para el comercio extranjero y los 
menores tan solo para el de cabotaje. También hai 
un puerto libre al comercio que es el de Punta 
Arenas. 

En cuanto a las oficinas existe una Aduana en 
cada puerto mayor y una Tenencia de Aduana en 
cada uno de los menores. Éstas dependen de al- 
guna de aquellas. 

Aunque la organización interna de cada Aduana 
se funda en las necesidades del servicio, (1) las 
operaciones que se ejecutan en todas ellas se so- 
meten a ciertos trámites y cualesquiera . que sea 
el número de empleados de cada una y su labor, 
se distinguen las siguientes secciones, perfectamen- 
te definidas y establecidas en las Aduanas de im- 
portancia : 

Contaduría, — Tiene a su cargo los puertos me- 
nores y resguardos de Cordillera correspondien- 
tes y la recaudación y administración de los 
fondos. 

Alcaidía, — A su cargo están los almacenes de 
depósito, la custodia y la cuenta y razón de las 
mercaderías depositadas. 

Vistas. — Le corresponde la avaluación de las 
mercaderías. 

Resguardo, — Le toca la vijilancia de mar y tierra 
a fin de impedir los contrabandos. 

Estadística,— Tiene a su cargo la formación y 
publicación de la estadística comercial. 

Todos los empleados de las Aduanas están obli- 



( 1 ) Los sueldos y la planta de empicados do las Aduanas están lijados por 
lei de 20 de enero de 1883. Algunas niodiUcaciones introdujo la Ici de 1.' de fe- 
brero de 1893. 
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gados a rendir fianza (1). Ademas del sueldo asig- 
nado al empleado, los denunciantes y aprehensores 
de contrabandos tienen derecho a la cuarta parte 
del valor de los comisos (2), a excepción de los 
Vistas (3). Se les asigna ademas una gratificación 
anual del uno por ciento de las entradas fiscales 
líquidas de cada Aduana' a los empleados de la 
misma, con excepción de los de la de Iquique, 
donde ia gratificación es del tercio por ciento y los 
de la do Pisagua, en la cual es del cuarto por 
ciento, y otra de un cuatro por ciento sobre el 
excedente del producto líquido del i'dtimo año con 
relación al inmediatamente anterior (4). Estas 
gratificaciones no pueden exceder del treinta por 
■ciento del sueldo asignado por la lei a cada em- 
pleado (5). 

Para los efectos de la destitución, son empleados 
superiores el superintendente, los administradores 
y los jetes de los deparlamentos de Contaduría, 
Alcaidía, Resguardo y Oficina de Vistas de la Adua- 
na de Valparaíso. 

La jubilación de los empleados de Aduanas se 
computa sobre el setenta y cinco por ciento del 
sueldo anual. 



La Du'eceion de Contabilidad fué organizada por 
la misma lei que organizó la del Tesoro, de 20 de 



1 1 ) Lei lie M d,; c 

(!) OrJcnanza de . 

(3) Leí de !<> de ci 

(4) Lei de IS de n 
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enero de 1883. Está encargada de llevar la conta- 
bilidad de la Hacienda Pública, de ejercer funcio- 
nes de interventor en las operaciones de tesorerías 
y demás oficinas encargadas de administrar fondos 
nacionales y de preparar la recaudación de los im- 
puestos públicos. El director es a la vez inspector 
de oficinas; para las visitas a las diversas teso- 
rerías y demás oficinas administradoras de fon- 
dos existen inspectores, dos para las aduanas y 
nueve para las otras oficinas (1). Estas visitas 
deben tener lugar, a lo menos, dos veces en el año 
en cada oficina. 

El director y sub-director de Contabilidad, los ins- 
pectores y los contadores primeros son considerados 
empleados superiores páralos efectos de su destitu- 
ción. 

Por lo que toca a la jubilación solo se toma en cuen- 
ta el setenta y cinco por ciento del sueldo de los em- 
pleados. 

Por lo demás, como lo hemos indicado respecto de 
ki Dirección del Tesoro, nos referimos a la lei de 20 
de enero de 1883. 



IV. TrilMinal de Ouenta* 



El Tribunal de Cuentas está encargado de> examen 
y juzgamiento de todas las cuentas que deben rendir 
los empleados y los establecimientos o personas que 
administren, recauden o inviertan valores fiscales o 
de beneficencia pública y, en jeneral, de las que, 
por leyes especiales deben rendirse al Tribunal. 



(1) La Ici de 20 de enero de 1883 creó una plaza de inspector de Aduanas, y seis 
para las demás oficinas Por lei de 20 de mayo de 1SS7 se crearon una plaza para 
Ais aduanas y tr<»} para las otras oficinas. 



AMCNATBGUI RIVERA 



El Tribunal de Cuentas ha sido organizado por 
lei de ^ de enero de 1888. Existe en Francia 
desde 1256. aunque haya sufrido algunas modifica- 
ciones. En Inglaterra desde el tiempo de los reyes 
normandos (1066), con el nombre de Echiqnter, pa- 
labra (jue designa al tablero de ajedrez y que se 
ha aplicado a la inslitucion do que tratamos, por- 
que, al principio, funcionaban los miembros del 
Tribunal al retledor tic una mesa cubierta con una 
carpeta dividida en cuadrados semejantes a los del 
tablero indicado. Existe también en Alemania, don- 
de la Cámara Superior de Cuentas de Postdam 
sirve a todo el Imperio. En Béljica tiene oríjen en 
el Parlamento, pues se alije por la Cámara de Re- 
presentantes. Existo también en Italia. 

Un Senado-consulto fué el oríjen del antiguo Tri- 
bunal Mayor de Cuentas. En el mensaje con que el 
director O'Higgins elevó el proyecto respectivo al 
Senado Conservador, manifestaba que esc Tribu- 
nal debía ser o! eje principal que diera movimiento 
regular y uniforme a la complicada máquina de la 
Hacienda Pública. 

El 2 de octubre de 1828 el Ejecutivo presentó a 
la Cámara de Diputados un proyecto de lei para 
suprimir el Tribunal por considerarlo contrario a 
la Constitución de ese año, cuyo artículo 93 dice: 
« El Poder Judicial reside en la Corte Suprema, 
Cortes de Apelaciones, y Juzgados de primera ins- 
tancia ». Estimaba que residiendo la facultad de 
juzgar en el Poder Judicial, no podían asignarse 
facultades como la de resolver las dudas a que 
dieran lugar las cuentas entre el Fisco y los par- 
ticulares a otras autoridades que las croadas por 
la Constitución dentro <ie aquel Poder. Con fecha 
7 de diciembre del citado año de 1828 se dictó la 
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leí que suprimía el Tribunal, creaba una Inspec- 
ción Jeneral de Cuentas y establecía en la Secre- 
taría de Hacienda, bajo las órdenes inmediatas del 
Ministro, una mesa llamada de Residencia, encar- 
gada de revisar las cuentas que le remitiría la Ins- 
pección y presentar al Ministro los reparos que 
encontrara en ellas para hacer efectiva la respon- 
sabilidad. Quedaba así entregada la fiscalización 
de la inversión de fondos nacionales al Gobierno 
mismo que la ordenaba. 

Por lei de 31 de enero de 1837 se invistió al Pre- 
sidente de la República de facultades extraordina- 
rias, conforme a las primitivas disposiciones de la 
Constitución de 1833. En uso de esas facultades 
dictó el decreto, con fuerza de lei, de 18 de mayo 
de 1839, por el cual organiza la Contaduría Mayor 
y el Tribunal Superior de Cuentas, aquella encar- 
gada de examinar y fallar en primera instancia las 
cuentas y éste de conocer en segunda instancia. 
Entre las facultades flscalizadoras se dio al Conta- 
dor Mayor la de representar al Presidente de la 
República los decretos contrarios a la Constitución 
o a las leyes, dando cuenta al Congreso en caso 
de insistencia del Jefe del Estado. El Tribunal Su- 
perior de Cuentas se componía de tres miembros 
de las Cortes Superiores de Justicia, de un fiscal 
de las mismas y del Contador Mayor; estos últimos 
solo tenían voto informativo. 

En 1883 se introdujeron reformas considerables 
en la organización de las Oficinas de Hacienda. 
Con fecha 20 de enero de ese año se dictaron la 
lei relativa a las Direcciones del Tesoro y de Conta- 
bilidad y la que fija la planta y sueldos de los em- 
picados de Aduanas. Respecto de la Contaduría 
Mayor existían razones poderosas que imponían 
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SU reíorina. Ademas del reducido sueldo asignado 
a los empleados, el pequeño número dc<?stos y los 
tnimiíes estahiecidos. habían producido un consi- 
derable retardo en el juzgamiento de las cuentas, 
(le tal manera que las del ramo de Correos estaban 
sin exíímen desde el año de 1844 y desde 1871 las 
eorrespondientes a la Aduana de Valparaíso. A fines 
de ese año el gobierno presentó al Congreso un pro- 
yecto sobre organización del Tribunal de Cuentas, 
proyecto elaborado por una comisión especial de 
funcionarios; que fué aprobado a fines de 1887, con 
pequeñas variaciones, siendo promulgado como lei 
el 20 de enero de 1888. 

Kl Tribunal de Cuentas ejerce en la Administración 
importantes funciones flscalizadoras, como ser la de 
representar al Presidente de la Repi'iblica los decretos 
de pago que considere ilegales ( 1 ). 

Se divide en dos secciones, una encargada del exa- 
men de las cuentas y la otra de su juzgamiento. La 
primera se compone de cuatro jefes de sección y del 
número de examinadores que fija la lei; la segunda, 
con el nombre de Corte de Cuentas, es formada por un 
Presidente, tres Ministros, un Fiscal letrado, un líela- 
tory un Secretario. 

Los juicios de cuentas se juzgan en primera instan- 
cia i)or uno de los Ministros del Tribunal y en segun- 
da por el Presidente y los Ministros que uo hayan in- 
tervenido en la primera. 

Los nombramientos de Presidente, Ministros y Fis- 
cal se hacen por el Presidente de la Rejiública a 
propuesta en terna del Consejo de Estado, la cual 
será formada con individuos que figuren en la últi- 
.ma lista de nueve personas que la Corte de Cuen- 

ID Leide») dceiicrode 1*>8. srlicnlo 5 S.' X. 
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tas debe pasar en diciembre de cada aflo al Presi- 
dente de la República. 

Para los efectos de la jubilación se toma el se- 
tenta y cinco por ciento de los sueldos fijados por 
la lei. 



II. ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL 



a) rentas MUNICIPALES 



Las entradas de las Municipalidades tienen su 
oríjen en las siguientes fuentes: 

1. Bienes municipales. 

2. Impuestos o contribuciones destinados a cubrir 
servicios municipales. 

3. Cantidades que el Congreso Nacional debe vo- 
tar anualmente para el sostenimiento de los mis- 
mos servicios. 

4. Empréstitos municipales. 



I. Bienes munlcipale* 



Las Municipalidades eran propietarias de bienes 
raices, que daban en arrendamiento jeneralmente, 
con anterioridad a la lei de 1891. El artículo 3.** de 
los transitorios de esta lei dispuso lo siguiente: 

« Art. 3.^ Dentro de los seis meses siguientes a la 
promulgación de esta lei, las actuales Municipali- 
dades procederán a enajenar en pública subasta 
los bienes raices de su propiedad que no estuviesen 
destinados a un servicio público especial. 

« Los valores resultantes se destinarán a cancelar 
en todo o en parte, las deudas de las respectivas 
Municipalidades. 
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«Si alguna de diclias Mnnicipalkladcs no tuviere 
(leudas, L'I producido ile los reinales Hti dislribiiiríi 
cnire los nuevos Municipios comprendidos dentro 
del antiguo, a prorrata de la población. Lo mismo 
se hará con el sobrante que quedare después de 
canceladas las deudas.» 

El plazo a que se i-eíicre el articido Iranscrito 
fué ampliado en un año por Ici <lc 12 de seliembro 
de 1892 (I). 

Las Municipalidades no pueden tener hoi bie- 
nes raices que les produzcan rentas, desde que 
todos han debido ser vendidos y no han podi- 
do conservar sino aquellos destinados a un ser- 
vicio especial; como los mataderos, morcados, es- 
cuelas municipales, etc. Sin embargo, de algunos 
de éstos pueden provenir ciertas entraílas, como 
arrendamientos de locales en los mercados, arren- 
damientos de teatros de propiedad municipal. Los 
bienes raices municipales no pueden ser enajena- 
dos o gravados sino en caso de necesidad declara- 
da por los tres cuartos de los municipales vn ejer- 
cicio. 

Para la adquisición de propiedades destinadas a 
un uso especial, se requiere el acuerdo de Ins dos 
tercios de los municipales en ejercicio (2). 



El artículo 34 de la lei de Municipalidades enu- 
mera las contribuciones destinadas a íoriuar la ren- 
ta de las corporaciones. La recaudación de ellas 



'is. U y &e de la Ici de M de diciembre de IXUI. 
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se ajusta a las reglas jenerales de la Constitución: 
de manera que se indican taxativamente en la lei 
que cada dieziocho meses se dicta para autorizar su 
cobro. Esta lei ha indicado otras contribuciones, esta- 
blecidas anteriormente, no enumeradas en el artículo 
34 de la lei de 1891 y que se cobran en conformidad 
a aquella. Con posterioridad a 1891, se ha creado 
también, por lei de 19 de Febrero de 1896, el im- 
puesto sobre servicio de desagües. 

Los impuestos municipales vijentes, cuyo cobro 
está autorizado por la lei de contribuciones, son los 
siguientes: 

1.® Impuesto sobre haberes, muebles e inmuebles, 
conforme a la lei de 22 de Diciembre de 1891, con 
excepción de los depósitos a plojo que se hagan 
en los Bancos o en otras instituciones y de los bo- 
nos adquiridos con fondos correspondientes a las 
imposiciones ordinarias hechas en las cajas de aho- 
rro, declaradas de benejicencia por el Presidente 
de la República (1). 

2.** Impuesto de patentes sobre profesiones e in- 
dustrias, conforme a las leyes de 22 de diciembre 
de 1866 y 22 de diciembre de 1891. 

3.0 Patentes de minas, con arreglo al Código de 
Minería de 20 de diciembre de 1888, y a la lei 
N.o 1161 de 3 de enero de 1899. 

4.** Impuesto sobre bebidas alcohólicas, con arre- 
glo a las leyes de 22 de diciembre de 1891 y 8 de 
de agosto y 31 de diciembre de 1892. 

5.*> Impuesto de mataderos y carnes muertas, se- 
gún la lei de 26 de noviembre de 1873. 

6.0 Patentes de carruajes, conforme a las leyes de 
20 de setiembre de 1854 y 23 de setiembre de 1862. 



( 1 ) La parte subrayada es disposición do la Lei de Contribuciones de 1895 y re- 
petida en la vijeute de 23 de julio de 1899. 



I 



: 



270 i. DOMINGO AMUNÁTEGl'l HIVERA 

1.' Impuesto para el servicio de desagües, según 
la lei N." 343 de 19 de íebrero de 1896. 

8." Derechos de aguas eu Copiapó, conforme al 
artículo 23 de la ordenanza de policía fluvial y 
de irrigación para el valle de Copiapó, aprobada 
por decreto supremo de 30 de enero de 1875. 

9." Privilejios de lanchas cisternas en Valparaíso, 
conforme a la lei de 10 de agosto de 1850. 

10. Derechos de andamios en Santiago y Valpa- 
raíso. 

La leí de contribuciones no indica dos impuestos 
asignados a favor de las Municipalidades por la lei 
orgánica y que son: 

1.» El impuesto personal; y 

2." El impuesto sobre los tabacos. 

El primero de estos impuestos, el personal o de 
capitación, lo establece la lei de Municipalidades 
en su artículo 35, que dice: «Todo varón mayor 
de 21 años, chileno o extranjero, residente en el 
territorio municipal, el dia 1." de agosto, pagará 
anualmente en el mes de febrero del año próximo 
siguiente, en la Tesorería Municipal, el impuesto 
personal que será de uno a ti-es pesos, según fuere 
de uno a tres por mil, la cuota sobre los haberes 
votada por la asamblea del Municipio. » Se excep- 
túan de este impuesto las personas inhabilitadas 
para obrar libre y reflexivamente y los sirvientes 
domésticos (1). 

La primera observación que se ha hecho a este 
impuesto es su inconstitucionalidad. La Constitu- 
ción asegura a todos los habitantes de la República 
la igual repartición de los impuestos y contribucio- 
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nes, a proporción de los haberes (1), y el im- 
puesto personal esta mui lejos de llenar estas con- 
diciones porque no se fija sobre los haberes; la 
misma suma pagan el pobre y el rico. 

La segunda observación se refiere a las dificul- 
tades materiales de su recaudación. En efecto, de- 
ben pagarlo los individuos mayores de 21 años, ne 
exceptuados, que residan en el territorio municipal 
el 1.** de agosto; de manera que se hace necesario 
practicar un censo todos los años y cobrar en 
un solo dia la cuota. 

Este censo es una operación que los Municipios 
no pueden verificar con tanta frecuencia, sobre todo 
cuando la misma lei la encomienda solamente á 
tres individuos (2). 

Y la tercera y última es relativa al destino espe- 
cial que se da al producido del impuesto. Dispone 
el artículo 34 de la lei orgánica: 

«Las rentas municipales se componen: 

«1.** De un impuesto personal de uno a tres pesos^ 
que no podra destinarse a otro objeto que al sos- 
tenimiento de las escuelas primarias del Municipio. » 

La regla que domina en nuestro sistema finan- 
ciero es la de la unicersalidad, es decir, el total de 
las entradas cubre el total de los gastos, sin apli- 
cación de entrada especial a determinado gasto, y 
sin que ningún servicio destine sus rentas a sus 
salidas. La lei municipal introduce, en este caso, 
la regla de la especiali^acion. 

Los defectos de esta última son considerables y 
nos bastará indicar uno. Las Municipalidades crea- 
rán las escuelas cuyos gastos les cubra el impuesto 



(1) Constitución, art. 10, 3.* 

(íf) Ley de 2i de diciembre de 1891, art. 44. 
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en el pritner año; si ésle disminuye en el segundo, 
reducinin el servicio, seguramente, y aunque el ar- 
tículo 70 de la lei les obliga a mantener cierlo número 
de escuetas, es natural ipie so limiten a invertir en 
ellas (aii solo el impuesto destinado especialmente a 
su atención. 

La regla de la especializacion estií condenada en 
todos los países, inclusive en el nuestro, pues en el 
rc'jimen fiscal se aplica en toda su extensión lá de 
la universalidad. Algunas excepciones que existían, 
lian sido poco a poco incorporadas en el réjimen 
común (1). 

El otro impuesto creado para las Municipalidades 
por la lei de 1891 y que tampoco se recauda por 
que no ha autorizado su cobro la lei de con- 
tribuciones, ni tampoco se ha reglamentado, es so- 
bre el expendio de tabacos. La lei no determina sus 
condiciones. 

Ha existido anteriormente el monopolio o estanco 
fiscal de tabaco. Hoi no cstií grava<lo con ninguna 
contribución especial fuera de! derecho de impor- 
tación. 

Ya hemos indicado los impuestos que forman las 
rentas municipales. Los estudiaremos ahora en sus 
detalles. 

1.0 Impuesto sobre los haberes muebles e inmue- 
bles. — Esta es la contribución municipal de mayor 
importancia por su monto. Grava la propiedad raiz 
y los bienes muebles, sin distinción üe las perso- 
nas. Esta clase do impuesto es común en todos los 
países; en Chile ha existido desde la típoca colonial 
y en la forma que le ha dado la lei municipal ha 
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venido a reemplazar al impuesto agrícola, contri- 
bución que percibía el fisco, y que gravaba la pro- 
piedad rural, y a la de serenos y alumbrado, que 
era percibida por los Municipios y que afectaba la 
propiedad urbana. 

El antecedente del impuesto agrícola fué el diez- 
mo, contribución destinada al sostenimiento de la 
Iglesia; se estableció en los primeros años de la 
conquista y consistía en el pago de la décima par- 
te de los frutos de la agricultura y de la ganade- 
ría, o de su valor. Produjo en los primeros años, 
desde 1546 hasta 1558 la cantidad de 54,618 pesos, 
suma que se distribuye con mucha desigualdad en- 
tre cada uno de aquellos años (1). 

El diezmo fué para la agricultura naciente un 
gravamen mui fuerte y llegó a hacerse mui mo- 
lesto; lo pagaban tanto los españoles como los in- 
díjenas, quienes tenían la obligación de llevar los 
productos a cuestas a las iglesias (2). El odio a 
esta contribución produjo durante la colonia situa- 
ciones difíciles entre el clero y el pueblo. 

Declarada la Independencia Nacional, el diezmo 
fué percibido por el Estado, el cual destinaba, de 
fondos jcnerales, las sumas necesarias para el sos- 
tenimiento del clero y del culto. Sin embargo, el 
impuesto era el mismo, con sus molestias; a fin 
de mejorar la situación de los contribuyentes se 
nombró el 26 de octubre de 1852 una comisión en- 
cargada de reunir los datos necesarios para llegar 
a establecer el pago del diezmo en forma de un 
impuesto directo menos gravoso, lo que se verificó 
por la lei de 15 de octubre de 1853, la cual creó 



• ii 



(1) Barros Arana, Historia Jeneral de Chiles tomo I. 

(2) M. L. Amünátbgui, El Cabildo de Santiago^ t. II, pájs. 74 y 79. 
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impuesto agrícola, o contribución territorial, im- 
;sto do repartición, destinado siempre a proveer 
os gastos de la Iglesia. 

lo solo el diezmo lia sido antecedente del im- 
ísto agrícola. Por lei de 18 de octubre de 1831 
croó bajo el nombre de catastro una contribu- 
1 que gravó liasla por la suma de 100.000 pesos 
os los fundos rústicos de la República. Esto 
tuesto sufrió muclias modificaciones en su dis- 
ucion. Por lei de 7 de setiembre de 18G0 se 
i]dó distribuir por las mismas listas de la con- 
ucion agrícola y limbos impuestos se cobraron 
nidos, confundiéndose completamente en la lei 
8 de junio de 1874, la cual mandó revisar el 
lúo de los fundos rústicos, haciéndose, en conse- 
iicia, nueva ri'particiou, y que rijió liasla que se 
o en vigor la lei de 22 de diciembre de 1891, 
ue estableció el impuesto sobre haberes inmue- 
. y mobiliarios, a favor de las Municipalidades. 
Ds haberes inmuebles comprenden todos los te- 
los, los edificios y objetos que la lei considera 
tiridos a ellos; la propiedad carbonífera y sali- 
a. Los haberes nmeblcs comprendidos en las 
)iedades urbanas o rurales están avaluados por 
2Í misma en el diez por ciento del valor asig- 
D al predio. Pagan también impuesto los bonos 
idos por el listado, las Municipalidades y otras 
edades o empresas públicas, bonos extranjeros, 
ones de sociedades anónimas etc. (1). 
) pagan el impuesto: 

is propiedades fiscales y del Municipio; los mue- 
, edificios y terrenos de iglesias, claustros, 
interios, escuelas, colejios, hospitales; loa te- 
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rrcnos, edificios, muebles y otros haberes, siempre 
que sumados esos valores conjuntamente aprecia- 
dos, no excedieren de dos mil pesos (1); las 
acciones de las sociedades anónimas mineras, 
mientras no tengan utilidades (2) ; los depósitos a 
plazo que se hagan en los Bancos o en otras insti- 
tuciones y los bonos adquiridos con fondos corres- 
pondientes a las imposiciones ordinarias hechas en 
las cajas de ahorro declaradas de beneficencia por 
el Presidente de la República (3). 

El avalúo de las propiedades se hace por tasado- 
res designados por la Municipalidad y el valor de 
las acciones, bonos y pagarées se estima por una 
comisión compuesta del presidente del Tribunal de 
Cuentas, del Director del Tesoro y del Director de 
la Caja de Crédito Hipotecario. La estimación se 
hace, según el precio que los títulos tuvieren en 
plaza, en la primera quincena de junio y de di- 
ciembre de cada año. 

Tanto la lei de 1891, como la de 12 de setiembre 
de 1892 y el decreto de 14 de diciembre de 1892, 
contienen disposiciones de detalle relativas a la re- 
caudación de este impuesto. 

El monto del impuesto no puede exceder del tres 
por mil. La tasa la fija la Municipalidad ; pero se 
pronuncia sobre ella la Asamblea de Electores (4), 
la cual puede, en consecuencia, alterarla. Si la 
Asamblea no la hubiere determinado en las reunio- 
nes del mes de mayo, rije la tasa del año ante- 
rior (5). 



( 1 ) Lci de Municipalidades, art. 38. 

(2) Id., id., art. 36, inc. 3.* 

(3) Lci de contribuciones. 

(4) Lei de Municipalidades, art. 86, 4.* 

(5) Id. id., art. 87. 
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2." — Jmpap.sto de pafenteit sobre profesiones e 
indtisfria.f. — Se rije por la lei dü 22 de diciembre 
de 1866; oi-ii fiscal hasla que por lei de 28 de julio 
de 1888 se ordenó su entrega a las Municipalidades. 
La lei orgánica de 1891 lo asigna a estas corpora- 
ciones. 

Esltí impuesto lo paga todo el que ejercita una 
profesión, industria o arte. Para fijar el monto, 
los departamentos de la Repúljlica se dividen en 
cinco órdenes, y dentro de cada uno, las profesio- 
nes e industrias tienen también categorías asig- 
nadas. 

Para verificar el cobro se hace la matrícula de 
los iiulivitlnos que deben pagar el impuesto, por 
una comisión nombrada por la Municipalidad. 

3." Pafentf's (le mi/Kin. — El cobro de este impues- 
to está autorizado, a favor de las Municipalidades, 
por la lei de contribuciones. El Código de Mine- 
ría lo eslablece a favor liel Fisco (1). 

4." Imptiatto sobre bebidas idcohóUcas. — Consiste 
en una patente elevada especial que pagan los es- 
tablecimientos en que se expende esta clase de be- 
bidas para consumirlas en el mismo local o en sus 
tlependcncias. La eslableció la lei de Municipali- 
dades y su distribución la lia reglamentado la lei 
de 8 de agosto do 1892. Otra lei de 31 de diciem- 
bre del mismo año de 1892 determina que los esta- 
blecimientos que expendan bebidas cuya base de 
alcohol no pase del 15 %, pagarán el tercio do la 
patente eslablecida en la lei anterior. 

Para el pago de cslas patentes, los departamen- 
tos se dividen landjien en cinco órdenes y a su vez 
las patentes son de tres clases. 

{)) ArUciilua 130 a \a del Cúiliga ili> Minería j lei níimero 1161 de 3 de enero 
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La leí de 8 de agosto de 1892 no se limita a es- 
tablecer un impuesto sino que contiene prescrip- 
ciones de policía tendentes a evitar el expendio de 
bebidas alcohólicas en lugares de uso público o en 
establecimientos situados cerca de templos, casas 
de instrucción y cuarteles. 

S.'' Impuesto de mataderos y carnes muertas. — 
Rejido por la lei de 26 noviembre de 1873. Consis- 
te en el pago de una cantidad que llega hasta 
cuarenta y cinco centavos en Santiago y Valparaiso 
y treinta centavos en las demás provincias, por 
cada cien kilogramos de peso bruto de los animales 
que se benefician en mataderos municipales, no 
pudiendo venderse al público otra carne que la 
proveniente de esos establecimientos. 

6.<» Patentes de carruajes, — Creado por lei de 20 
de setiembre de 1854. Está reglamentado por lei de 
23 de setiembre de 1862. Rije para Santiago la 
Ordenanza de 22 de noviembre de 1861 y según 
disposición de la lei de 1862, ninguna Municipali- 
dad puede crear patentes de mayor valor que las 
establecidas por esa Ordenanza. 

7.® Impuesto para el sercicio de desagües. — Se 
ha croado por lei de 19 de febrero de 1896, a 
favor de las Municipalidades que funcionen en ciu- 
dades o villas de mas de cinco mil habitantes, con 
el objeto de establecer el servicio de desagües por 
alcantarillas o cañerías. El gravamen no puede 
exceder del tres por mil sobre el avalúo de la pro- 
piedad hecho para el impuesto de haberes. La lei 
contiene disposiciones relativas al servicio de desa- 
gües. Como se vé, el impuesto, no es jeneral, 
pues solo rije en las localidades en que se esta- 
blezcan los desagües en la forma indicada por la 
lei. 
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Los impuestos indicados en la enumeración con los 
números 8.", 9." y 10." son especialmente cstableci- 
<los a favor de las Municipalidades de Copiapó, 
Valparaíso y Santiago y no requieren explicación. 

Las leyes anteriores autorizaban el cobro del 
impuesto sobre marcas de fábrica a favor de las 
Municipalidades. La vijenie lo indica entre los emo- 
lumentos a favor de instituciones pi'iblicas, asig- 
nándose por tanto a la Sociedad Nacional de Agri- 
cultura, que lleva el rejistro respectivo. Consiste en 
el pago de una suma por el rejistro de las marcas 
de fábrica y de comercio, a fin de asegurar su pro- 
piedad. La lei de 12 de noviembre de 1874, esta- 
bleció este rejistro y lo puso en manos de la. 
Sociedad Nacional de Agricultura. La lei de 22 de 
diciembre de 1891 atribuye a las Municipalidades 
la facultad de reglamentar el uso de las marcas de 
fábrica o de comercio y llevar los rejistros corres- 
pondientes. Por este motivo la lei de contribu- 
ciones detallaba entre las municipales la e.\accion 
del derecho tle rejistro. 

La lei de 1891 no fué lójica al entregar a las Mu- 
nicipalidades una materia que no es de mero interés 
local; sino que al contrario es de interés jeneial, 
puesto que la circulación de una marca y su fal- 
sificación no tiene por campo tan solo el territorio 
municipal, sino el pais entero y aun el extranjero. 
Kl rejistro ha de ser uno, pues de otra manera no 
sería posible tener conocimiento exacto del hecho 
-de haberse rejistrado una marca, por cnanto sería 
necesario ocurrir a los rejistros de cada Municipa- 
lidad, lo cual dificultaría o haría imposible, por 
otra parte, la celebración de tratados relativos al 
reconocimiento en el extranjero de las marcas re- 
jistradas en Chile. 
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El hecho se ha impuesto con mas fuerza que la 
disposición legal; el rejistro único continúa en ma- 
nos (le la Sociedad Nacional de Agricultura y a ella 
se hace el pago del impuesto autorizado ya a su 
favor por la lei de contribuciones de 1899 (1). 



III. Cantidades atli^nadat a las Municipalidad as por el Congreso Nacional 



El artículo 34 de la lei de 1891 enumera esta ren- 
ta municipal. Por su parte el artículo 54 dice: 

«Art. 54. El tesoro nacional concurrirá anualmen- 
te al sostenimiento de las Municipalidades con una 
cantidad igual al monto de la que paguen los con- 
tribuyentes por impuesto de haberes, y para este efec- 
to se pondrá el presupuesto aprobado por la asamblea 
de electores en conocimiento del Congreso y del Pre- 
sidente de la República. 

«Este presupuesto se publicará en el Diario Ofi- 
cial, » 

Respecto de esta materia solo tenemos que decir 
que hasta hoi no se han incluido ni en la Lei de 
Presupuestos de la Nación, ni en lei alguna, los fon- 
dos a que se refiere el artículo 54 de la lei de Mu- 
nicipalidades, a la cual no se ha dado cumplimiento 
en esa parte; de manera que las corporaciones no 
han percibido esa renta. 

Leyes especiales han otorgado fondos fiscales a 
Municipalidades determinadas en casos especiales. 
También el fisco se ha hecho cargo de obras mu- 
nicipales de importancia. 



(1) véase en la parte destinada a la Industria lo relativo a este impuesto. 
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Las Municipalidades pueden encontrarse, como el 
fisco, en la necesidad de ocurrir al crédito para pro- 
curarse fondos. Estos empréstitos estaban autoriza- 
dos por las leyes anteriores a la de 1891; conforme 
al artículo 3.' de los transitorios de esta lei, dichos 
empréstitos debieron cancelarse en todo o parte 
con el producto de la venta de los bienes raices 
pertenecientes a las corporaciones y que no estu- 
viesen afectos a un servicio especial. El artículo 
4." transitorio de la misma lei dispuso que si el 
producto de la venta de tales bienes no hubiere 
alcanzado a cubrir las deudas Municipales, el Pre- 
sidente de la República debía proceder a pagar los 
saldos, emitiendo bonos de la deuda interna. Que- 
daban así las Municipalidades en situación comple- 
tamente despejada para iniciar la nueva vida (1). 

Según lo dispuesto por la lei de 1891, las Mu- 
nicipalidades solo pueden contraer empréstitos para 
obras locales extraordinarias de seguridad, salu- 
bridad, aseo, viabilidad, instrucción y beneficencia, 
no pudiendo exceder el total de las deudas del monto 
de las entradas municipales en , los últimos tres 
años y debiendo las amortizaciones extinguir las 
deudas en el plazo de veinte años a lo mas (2). 

Los empréstitos deben ser acordados por el voto 
de los tres cuartos de los municipales en ejercicio 
y requieren la aprobación del Senado (3). 



(1| El total de derudas niunicip&les reconocídks | 

(í) Lei de 1891, ar(. S9. 

13) Loi de 1891, art. 59 y Lei de H de aeticmhr 
1& Bprobacion del Senado; Ix dclWl rcqueráa el acuen 
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El producto de los empréstitos contraidos por 
las Municipalidades para la ejecución de una obra 
pública determinada, no es embargable sino para 
responder de deudas contraidas con ocasión de esa 
misma obra; las corporaciones deben llevar una 
cuenta especial de la inversión de los fondos co- 
rrespondientes a cada empréstito (1). 



b) gastos municipales 

Los gastos municipales se verifican en conformi- 
dad a un presupuesto anual. 

En este presupuesto se contienen las entradas y 
los gastos de la Municipalidad y es formado por 
el primer alcalde, quien debe presentarlo a la cor- 
poración en la primera quincena de Abril de cada 
año. Se determina en él el producido probable de 
cada ramo de entradas y el detalle de los gastos cla- 
sificados en fijos, variables y extraordinarios y di- 
vididos en partidas e ítems. 

Al discutir el presupuesto, la Municipalidad fija 
la tasa de las contribuciones dentro del máximum 
determinado por la lei y se somete a las siguientes 
reglas : 

a^ No podrá excederse en ningún caso en gastos 
del servicio ordinario, del presupuesto de entradas 
ordinarias; 

b) Asignará forzosa y preferentemente fondos para 
los objetos siguientes: 

l.<> Publicación de los presupuestos y cuentas de 
inversión; 

2.* Pago de contribuciones y censos que graven 



(1) Lei núm. 1231 de Zl de julio de 1899. 
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los hienos comunales y costo de conservación de 
ésfos; 

3.' Recaudación de las rentas y contribuciones; 

4." Policía do seguridad, salubridad y aseo; 

5." Servicio de los empréstitos contraidos; y 

6." Instrucción primaria. 

Aprobado por la Municipalidad el Presupuesto, 
que debo serlo en la segunda ijuincena de abril, 
os sometido a la velación de la Asamblea de Elec- 
tores. Si no se votare en las reuniones del mea 
de mayo, rejiril el presupuesto del año anterior. 

La vijeucia del presupuesto municipal comienza 
el 1." de enero y termina el 31 de diciembre de 
cada año. 

Los pagos se verifican en conformidad a decretos 
expedidos por el primer alcalde, no pudicndo gas- 
tarse partida alguna del presupuesto en otro objeto 
que aquel para que fué aprobada. Los sueldos se 
pagan, sin embargo, mensualmonte, sin previo de- 
creto, en conformidad al presupuesto y al nombra- 
miento de los empleados. 



c) LA tesorerIa municipal 

La recaiulacion de rentas y la inversión de fondos 
se hace (*or la T*.'sorería Municipal, cuyo jefe o te- 
noreitK os clejido por la corporación. 

VA lesororo rcclaniaril por escrito ante la Munici- 
tKílidad de Iodo decreto de pago que considere ile- 
gal o que no sea conforme al presupuesto, y solo 
después de pn>tostar yior tercera vez quedará libre 
do loiia n'spt.>nsabilidad. 

La cuenta de inversión es presentada por el al- 
calde al mismo lioiupo que el proyecto de presu- 
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puesto y sobre ella debe pronunciarse la corporación 
en la segunda quincena de Abril. 

Las cuentas de tesorería son examinadas y falla- 
das por el Tribunal de Cuentas en la forma esta- 
blecida para el examen y fallo de las cuentas fis- 
cales (1). 



(1) Lci de 14 de setiembre de 1895. La Ici de 1S91 estableció otro sistema que 
dio malos resultados. 
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II 



POLICÍA 



El concepto que se puede formar de la policía, 
según los tratadistas y en vista de las lejislacio- 
nes positivas, es rnui variado, como lo es también 
en el desarrollo histórico de la institución. 

Desde los primeros tiempos, las sociedades se preo- 
cupan de la tranquilidad del Estado y de la segu- 
ridad de los habitantes; en los libros de Moisés se 
encuentran prescripciones que se refleren a la se- 
guridad y a la salubridad públicas. Pero, la poli- 
cía no aparece como institución política esptícial 
sino en Roma, en tiempo de Augusto. Entonces 
en Roma, como en Grecia, abarcaba la poUcía las 
instituciones jenerales de la ciudad, no estando li- 
mitada a los servicios que hoi llevan esa denomina- 
ción. La buena policía era la que mejor aseguraba 
y procuraba la prosperidad del Estado; su concep- 
to envolvía las ideas de seguridad y de progreso (1). 
Mas adelante, en la Edad Media, se confundió con 
el gobierno jeneral de los Estados y los jefes de 
éstos tenían la facultad de dictar los reglamentos 
particulares de policía. 

Esta misma idea de la policía se sostiene hoi por 
muchos tratadistas, particularmente alemanes, y se 
hace comprender bajo su concepto la mayor parte 
de la vida del Estado. Se dice que tiene como ca- 
racteres el ser conservativa y productiva, compren- 
diéndose en el primero la seguridad y en el último 



(l) FusTBL DB CouLANOEs, Lo Cité oiiH^ue. — MoMMSKN, Le Droit Public Ro- 
maii). — Ch. Dézobry, Rome au aléele d'Auí/uate, 
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la parte que toca al Estado en el progreso social 
(1). En conformidad a estos principios, sus soste- 
nedores definen la policía como la función del Es- 
tado que se dirije al buen orden jeneral (2). Nada 
mas lato que esta definición, pues el orden jeneral 
lo abraza todo, ya que es necesario que reine en 
cada una de las instituciones del Estado. Es cierto 
que la policía así considerada existe en todo el me- 
canismo del Estado y aun puede aplicarse a la vida 
particular; pero no es posible dejar de comprender 
en una esfera mas restrinjida, y sobre todo mejor 
determinada, su concepto, tal como se nos presenta 
en la vida práctica y como debe considerarse es- 
peculativamente. De otra manera puede caerse en 
una falta completa de determinación de las cosas, 
puesto que bajo un solo concepto se abarcaría todo 
el mecanismo de la vida política de las sociedades, 
desapareciendo la natural separación de institucio- 
nes que tienden a diversos fines y confundiéndose 
su organización. 

La etimolojía de la palabra puede dar oríjen a 
esta doctrina tan vasta. Policía, viene de politeia, 
expresión griega que significa administración de 
una ciudad y que se aplica perfectamente al carác- 
ter que la institución tuvo en la antigüedad y aun 
en la Edad Media, es decir, comprendiendo la ma- 
yor parte de las funciones administrativas. 

También se ha entendido alguna vez en Chile la 
acción de la policía bajo un concepto vasto y com- 
plejo. El Director Supremo don Ramón Freiré, dictó 
en 21 de mayo de 1823 un decreto, que lleva su 
firma y la de don Mariano Egaña, en el cual se 



(1) Blüxtschli, Derecho Público Unirersal, t. II. 

(2) Posada, La Administración Politicay ¡a Adminislracicn Social. 
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contienen disposiciones de policía que abarcan pun- 
tos mui ajenos a la idea que hoi tenemos de este 
servicio. 

En materia relijiosa dispone que «todo habitante 
o transeúnte en el país se arrodillará a presencia 
del Santísimo Sacramento y hasta perderlo de vista, 
siempre que sea conducido por las calles en pro- 
cesión, o íorma de viático; y a los infractores con 
advertencia y meditación, se aplicará por primera 
vez la pena de un arresto de veinticuatro ho- 
ras, etc. » 

«Ningún relijioso andará por las calles pasadas 
las oraciones. » 

Respecto a costumbres recuerda ciertos princi- 
pios de la antigñedad clásica. Dice: 

«Los jóvenes respetarán a los ancianos sean de 
la clase que fuesen, y si advertidos por éstos, se 
insubordinaren o los insultaren, deberán conducir- 
los o denunciarlos al juez mas inmediato, para que 
manteniéndolos en arresto, haga comparecer a sus 
padres, tutores o protectores, los advierta de la 
mala educación que manifiestan en sus acciones y 
les prevenga la corrección que deben darles; pero 
si reincidieren los castigará por sí mismo el juez.» 

«Nadie podrá recibir en su servicio criados de 
ambos sexos, bajo la multa de cuatro pesos y res- 
ponsabilidad a daños y perjuicios, sin certificado 
del último amo a quien hubiere servido el que lo 
solicite, visado por el Alcalde de barrio, etc. a 

Ninguna institución política puede desempeñar 
en el organismo social un papel tan complejo. La 
vida administrativa, variada en sus manifestacio- 
nes, exijo, para la atención de sus diversas mate- 
rias, una conveniente separación en grupos que 
comprenda cada cual necesidades de naturaleza 
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hpmojénea. Es preciso asignar un campo mas li- 
mitado a la función de policía y ese debemos bus- 
carlo, desde luego, en la conservación social, de- 
jando a un lado su perfeccionamiento, en el cual 
le dan participación algunos tratadistas, no cabién- 
dole ninguna, a nuestro entender 

Dentro de la misma conservación ha de limitar- 
se la función de policía a una idea restrinjida que 
no comprenda tampoco toda la acción administra- 
tiva en ese vasto campo. La asistencia pública, la 
defensa nacional no son funciones de policía y sí de 
conservación. Limitando los términos llegaremos 
a asignar a la policía su esfera de actividad en 
relación con la seguridad de los individuos y de 
sus bienes, la cual se mantiene por medios di- 
rectos e inmediatos, como la vijilancia sobre los 
miembros de la sociedad que puedan hacer daño 
a otros, perturbar el orden social, e indirectos, 
como cuando se ejerce también vijilancia para que 
los individuos no sean atacados en su propia 
conservación por elementos perniciosos, como epi- 
demias. 

La función de policía es, pues, de seguridad. 

Se designa también con la misma palabra al 
cuerpo de ajentes, encargado de llenar esta función 
del Estado. 

La función de policía es derecho exclusivo del 
Estado, en cuyo ejercicio no tiene cabida la ini- 
ciativa particular, y es al mismo tiempo deber que 
el Estado tiene que cumplir. 

Es derecho como poder que ejerce y como facul- 
tad de restrinjir la libre actividad de los individuos 
en los casos en que éstos puedan perturbar el orden 
social. Tan solo el Estado tiene el privilejio de im- 
poner estas restricciones a los menos en beneficio 
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de los mas (1). Y es deher, porque el Estado no 
puede escusarse de ejercer la íiincion de policía. 
La consíTvacion social es principio fundamental 
(leí organismo político y a ella tiende directamente 
la policía. 

La función de que tratamos se nos presenta bajo 
variados aspectos, que dan lugar a otras tantas cla- 
sificaciones. 

La naturaleza de las materias a que atiende, la 
divide en policía de ¡tegtinddfi, propiamente dicha, 
y policía naniíaria. La primera s^e ocupa en velar 
por la seguridad de personas y bienes en cuanto 
puedan sor atacados por terceros; la segunda tiende 
a cortar los malos que puedan sufrir los individuos 
en la salud, constituyendo peligro para los demás 
y atacando, en consecuencia, a los miembros de la 
sociedad en su propia conservación. 

El car.lcter do los actos emanados de la función 
de policía la divide en prei-enticn y represica. La 
precentica, (|ue constituye un medio directo de se- 
guridad, prevé y procura evitar los hechos pertur- 
badores del orden social. La represica. comienza 
cuando los hechos se han verificado y su activi- 
dad se extiende a remediar el mal cansado. Aque- 
lla corresponde en toda su extensión a la Adminis- 
tración; ésta al Poder Judicial. 

Y hé aqut otra división, o mejor dicho, subdivi- 
sión de la policía de seguridad en policía adminis- 
tratica y policía judicial. La primera tiene a su 
cíirgo el mantenimiento habitual del orden, la de- 
fensa preventiva de los derechos e intereses de los 
eiudadanos. A la segunda corresponde investigar 

(11 l.»R.'V HK.1I1IM-, VKtat m.i,le.;.f fl jri ro.i.-íloiu.-r.JSAD*, La AitrntlnU- 
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las circunstancias de los hechos que no fué posible 
evitar, recojer las pruebas, descubrir a los causan- 
tes del daño y entregarlos a la autoridad judicial 
encargada por la lei de su juzgamiento. A esta di- 
visión, tan marcada dentro de los poderes públicos 
a los cuales toca el desarrollo de la acción de cada 
uno de sus términos, corresponde también la orga- 
nización de cuerpos de funcionarios independientes, 
a lo menos en sus relaciones con las autoridades 
de ambos Poderes. 



A ) policía de seguridad 

La policía de seguridad tiende a resguardar los 
intereses y derechos de los habitantes del país, 
conservando el orden público. Constituye una se- 
rie de actos o de medios de que se vale la Admi- 
nistración para garantir la seguridad pública {1). 
Por regla jeneral, estos medios son preventivos, es 
decir, forman un cuerpo de disposiciones que tra- 
tan de prevenir y evitar el mal. Bajo la misma 
designación de policía de seguridad se comprende, 
ademas del concepto abstracto, el cuerpo de ajentes 
o funcionarios que tienen a su cargo la ejecución 
de los actos correspondientes. Aplicada al concep- 
to jeneral, y sobre todo, a los ajenies, la palabra 
policía ha llegado a ser odiosa en ciertos pueblos; 
la tarea que tiene a su cargo suele envolver moles- 
tias para los individuos sobre quienes se ve obli- 
gada a cumplirla; también os fácil, en este ejer- 
cicio, el exceso, porque es casi imposible fijar 
con exactitud el límite de las atribuciones de 

(1) Mellado, Anünlín dv JVi-wfta AtfmlnUlriMIro. 
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los ájenlos de policía (1). En Italia se ha supri- 
mido la designación de policía, por el motivo 
expresado, habiéndose adoptada la denomina- 
ción jeneral do Seguridad Pública; los cuerpos 
de policía son llamados cuerpos de Seguridad 
Pública (2). 

La policía la clasificamos, en jeneral, en admi- 
nistratiou y en Judicial. Esta división conforme a 
la naturaleza de la acción de cada una y a la sepa- 
ración de los poderes públicos, es indispensable 
dentro de la acción de cada Poder y para que la 
policía cumpla con su cometido de conservación 
social. La policía administrativa es preventiva por 
naturaleza; en tanto que la judicial es represiva; a 
íímbos órdenes corresponden disposiciones particu- 
lares y una jerarquía también particular de ajenies, 
como que la policía administrativa pertenece al 
Poder Ejecutivo; y la judicial, al Poder Judicial. 
Es tan marcada esta separación, por la condición 
de las materias que se refieren a cada clase de po- 
licía y por las funciones (jue en el ejercicio de 
cada una tienen que llenar los respectivos ajontes, 
que no es posible mantenerlas confundidas sin pro- 
ducir malestar profundo en ¡ínibas. 

Provenir el mal social es el fln de la policía ad- 
ministrativa; procurar que no queden impunes los 
hechos que lo causan, es la tarea de la policía 
judicial. Esta diferencia no admite confusión. El 
castigo de los delitos estiS encomendado a la auto- 
ridad judicial; el juez investiga las circunstancias 
de los hechos que producen mal social y aplica la 
pena a los que lo causan; pero no entra en su 

O) Blustschu, Iteifcho Publico fnirei-ial. t II. I.' parle. 

(t) AsT£NQO, La Huora leggt tulla pubblica iiciiretta del 3U alugiio iSS9. 
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papel la peisecucion de los presunlos deünciuMites, 
pues violaría la imparcialidad, particulai'iiiciile en 
los casos en que el hecho criminal le es conocido 
por denuncia de parte interesada. 

El estudio de la policía judicial coriesponde a 
ramas del Derecho, distintas del Administrativo. 
Por eso nos ocuparemos solamente de la policía 
administrativa. Ésta ejerce su acción de variadas 
maneras y sobre materias diversas. Se refiere a 
la conservación del orden público en jeneral y a la 
seguridad personal de los individuos; y es preven- 
tiva esencialmente; la primera se suele llamar po- 
licía política o alta policía y la organización de 
los ajentes encargados de darle impulso correspon- 
de a la Administración Central, ya que se trata de 
atender intereses jenerales; la segunda, mas con- 
creta, es atendida tanto por la Administración je- 
neral como por la local o municipal. 

Las materias de alta policía son limitadas en 
Chile, donde el interés mas jeneral tiende a la con- 
servación del orden. Felizmente domina en abso- 
luto entre nosotros el espíritu republicano y nadie 
pretende cambiar nuestra forma de gobierno por la 
monárquica. Doctrinas diversas existen en los Es- 
tados de Europa; en las monarquías las ideas re- 
publicanas se propagan y en la República Francesa 
es de consideración el elemento monárquico. A 
contrarrestar este movimiento, contrario a la or- 
ganización social dominante, tiende la policía políti- 
ca, que bajo este punto de vista no sería necesaria 
en Chile, donde podrán existir diversas opiniones 
respecto al mejor modo de gobernar; pero nó fuera 
de la forma republicana. 

El movimiento socialista obrero, que también 
pretende cambiar la actual situación social, debida 
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a CRÍlierzos enormes de todos los pueblos, es otro 
elemento que en Europa tiene a su alcance la alta 
policía. 

Si l)¡(Mi éstos no son puntos que, por ahora, de- 
bamos nosotros considerar, existen otros que ata- 
fiíMi a la policía política. Procuraremos analizarlos 
separadamente. 

a) Rounio/ws públicas. — La libertad de reunión, 
consecuíMicia de la soberanía popular, está asegu- 
rada por las Constituciones bajo ciertas condiciones 
quo garantizan el orden público, fácil de perturbar 
cuando se junta un gran número de individuos para 
tratar do intorosos (|ue les tocan de cerca. Entre 
esas contliciones se establece en algunos Estados 
el permiso previo de autoridad competente para que 
la nMuiion so verifique. Esta es una limitación ina- 
ceptable en países democráticos. 

Nuestra Carta Fundamental asegura en su artículo 
10 a todos los habitantes de la República «el dere- 
cho de rtMinirse sin permiso previo y sin armas», 
de manera (|ue la única restricción consiste en no 
llevar armas. En cuanto a «las reuniones que se 
tengan en las plazas, calles y otros lugares de uso 
público, serán siempre rejidas por los reglamentos 
de policía <!»«. Estas disposiciones son las que se 
n^Heivn al uso de calles y plazas y que corresponde 
diciar a las Municipalidades. 

b> Í\no (ir (trmff.<, — Es jeneralmente prohibido en 
tod\>s los países el uso de armas sin permiso de 
autoridad competente (2^ líije en Chile, sobre este 
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punto, el Senado-consulto de 20 de marzo de 1824, 
el cual prohibe «cargar cuchillo, puñal, daga, bas- 
tón con estoque y toda arma corta, así en la capi- 
tal como en los demás pueblos del Estado. » Se 
exceptúan aquellas personas cuyo oficio necesita 
precisamente el uso de esta clase de armas, como 
son los pescadores, verduleros y carniceros, quie- 
nes pueden usarlas, pero tan solo en el ejercicio de 
su oficio, y sin punta. La disposición de 1824 parece 
referirse tan solo a las armas cortantes, pues son de 
esta sola clase las que enumera y a industriales que 
las usan sé refiere la excepción. Y hasta la frase arma 
corta (¿cortante?) parece comprender solo esas. 
Sin embargo, prácticamente, se ha extendido a las 
armas de fuego. El permiso para el uso de armas 
lo otorga el Gobernador del departamento (1). Las 
penas en que incurren los que violan la disposición 
anterior se indican en el número 3.*» del artículo 494 
del Código Penal, que ha modificado en esa parte 
el aludido Senado-consulto. El mismo Código cas- 
tiga también al empleado que expidiese permisos 
para cargar armas bajo nombre supuesto o lo diere 
en blanco Í2). 

Como la disposición citada se refiere a la capital 
y pueblos del Estado, no es prohibido el uso de 
armas en los campos. Así lo han entendido tam- 
bién los tribunales de justicia en varias sentencias. 

c) Pasaportes. — Los pasaportes o permisos que 
se otorgan a los individuos para trasladarse de un 
lugar a otro, son una restricción a la libertad de 
locomoción y han caido mucho en desuso, aunque 
todavía se exijen en algunos paises de Europa. Su 



{1) Leí de Réjimen Interior de ti de diaembre de 1885, art. 21, n.* 18. 
(2) Código Penal, art. 199. 
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ntilíílíul pudiera sor alguna en tiempo de guerra 
(•xtninjcra o convulsión interior, pero los fáciles 
Miíídios (1(5 transporte, (í1 progreso jeneral de cami- 
nos y vías pTiblicas, facilitan la violación de )a 
re^I'i y (»n todo caso no faltará el pasaporte al in- 
dividuo (|Uo, sal)i(Mido que se le va a exijir, se tras- 
laden (h» un punto a otro para ejecutar algún acto 
punilíU». Kl pasaporte sirve hoi en los países donde 
M(^ conserva, para comprobar la identidad personal 
rn cual(iui(M* momento, mas que como medida de 
p()li(*ía pn^ventiva. 

La ItM dt* 10 úi) agosto de 1850 suprimió íos pa- 
saporti»s: ptTO se han solido exijir posteriormente. 
Kl CVuli^o Pt^nal considera la existencia de este 
tránute al castigar en sus artículos 199, 200 y 201 
al euípleado público quo expidiese pasaporte bajo 
uonUuv supuesto o lo diese en blanco, al que hi- 
ciere uu pasaporte falso y al (|ue lo usare. 

i\) Vif^itincift. — Son vagos los que no tienen hogar 
tljo ni meilios de subsistencia, ni ejercen habitual- 
mente alguna profesión, oficio u ocupación lícita, 
teniendo aptitudes para el trabajo (1\ 

Los vagv^s forman una de las clases peligrosas 
en la seoieilad: \vro no constituye la vagancia, 
se^run nuielu>s autoivs y lejislaciones, un delito. 
Kl va^co es sospechoso y debe ser vi j ¡lado: poro no 
oastii:adv\ Nuesiiv Codigv> Penal, después de dar 
U dv^ri!iieiv»n de r* ; > en su articulo 305. lo castiga 
ivu la p.^ua de rtviusion m Mior en su grado mí- 
ir.uio Y sMVvioa a la vijilanoia de la autoridad. 
La v;i^:v:io:a p.iovle sor voluntaria o forzaia. acoi- 
vUvttal o lM^::ua!. s::::p*o o oalirioada. S^^^un estas 
vi:\.rscis c:rv-u'.sta:io:a<. en u::as p.xirá a¡.l:earse el 
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castigo; pero erx otras no es posible. La severidad 
de nuestra lejislacion proviene de las condiciones 
de la vida en el país. No habiendo plétora de pobla- 
ción y, en cambio, jeneralmente, trabajo para todos, 
la vagancia es voluntaria; y si ha habido circunstan- 
cias difíciles que han acarreado triste situación para 
muchos menesterosos, han ocurrido inmediatamente 
en su auxilio la Administración Pública y la cari- 
dad privada. En los paises en que la vagancia no 
és un delito, los vagos son enrolados en el Ejército 
y, principalmente, en la Marina de guerra (1). 

No son solo las anteriores materias las que debe 
considerar la alta policía y en jeneral la policía 
preventiva. Es inoficioso demostrar las ventajas que 
resultan de evitar la ejecución de los hechos que 
produzcan daflo social, sobre la represión, una vez 
veriflcados tales hechos. El daño, muchas veces, 
no es subsanable y aunque la sociedad se conforma 
con el castigo, como satisfacción a la vindicta pú- 
blica, la obtendría mayor si el hecho no hubiera 
acaecido, evitándose a tiempo. Es, pues, grande la 
importancia de la policía preventiva, y su actividad 
se extiende a todo lo que le facilita la previsión. Su 
vijilancia se ejerce constantemente sobre los luga- 
res públicos, como teatros, paseos, clubs, cafées, 
hoteles, vías públicas, ferrocarriles, etc. Las perso- 
nas sospechosas están siempre ante su vista y una 
de sus principales atenciones, para evitar el ejer- 
cicio de la acción represiva, es la conservación 
de las buenas costumbres (2). 

La organización de la policía se ajusta a las doc- 



(1) Mbllado, ResUm^i de Derecho Administrativo. 

{2) Correspondo a las Municipalidades prescribir réjalas para la conservación 
de las buenas costumbres. Lci de 22 de diciembre de 1891 art. 25, núm. 15. 
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t in trinas que se han manifestado. La separación que 

'^*" existe entre la policía judicial y lá administrativa 

debe considerarse y llevarse a cabo en la organi- 
zación del cuerpo de ajentes encargados de aten- 
derlas. En esta virtud, aunque a veces se confundan 
en parte ambas policías en algunos de esos ajen- 
tes, es indispensable la diversidad en otras; ciertos 
ajentes de policía administrativa y aun funciona- 
rios de otro orden están llamados a desempeñar las 
funciones de ajentes de policía judicial y en estas 
circunstancias dependen exclusivamente del Poder 
Judicial. Difícil es la distinción de este orden jerár- 
quico cuando el funcionario es uno para ejercer su 
actividad en ambas ramas. 

El servicio de policía de seguridad, es decir la 
forma orgánica de esta actividad social, ha mejo- 
rado en Chile en los últimos años, principalmente 
en las grandes ciudades, apesar de existir aun en 
la materia alguna confusión de ideas. En verdad, 
se mezclan en su organización el orden civil y el 
: J militar, la Administración Central y el Municipio 

j [g y todavía la policía administrativa y la judicial. 

El mantenimiento del orden es atención prefe- 
rente del poder central, como medio directo de con- 
servación social. Así lo comprendió la Constitución 
disponiendo en su artículo 72 que «al Presidente 
de la República está confiada la administración y 
gobierno del Estado; y su autoridad se extiende a 
todo cuanto tiene por objeto la conservación del 
orden público en el interior y la seguridad exterior 
de la República, guardando y haciendo guardar la 
Constitución y las leyes». 

La misma Constitución otorga a este fin al Jefe 
del Estado la facultad de «disponer de la fuerza 
de mar y tierra, organizaría y distribuirla, según 

y 
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lo hallase por conveniente» (1). Los ajenies del 
Presidente de la República, que lo son en el orden 
jeneral los intendentes y gobernadores, tienen por 
su parte, en la extensión de territorio sometida a 
su jurisdicción el deber de procurar el manteni- 
miento de la paz y del orden público (2). 

Y siguiendo en este mismo orden de seguridad, 
encargado a la Administración Central, el artículo 
8.* de la lei de garantías individuales de 25 de se- 
tiembre de 1884 dice: 

«Los intendentes y gobernadores, como ajentes 
auxiliares de la Administración de Justicia y encar- 
gados de velar por la seguridad pública, podrán 
dictar órdenes de arresto o prisión siempre que 
hubiere verdadero peligro de que la justicia repre- 
siva quede burlada por cualquiera demora en reca- 
bar orden del juez competente: 

«4.® Para aprehender a culpables de crimen o 
delito contra la seguridad del Estado, de falsifi- 
cación de moneda o de documentos del Estado, de 
corporaciones o establecimientos públicos o de pro- 
vocar intencionalmente accidentes en ferrocarriles, 
de homicidio voluntario o lesión grave, de incen- 
dios o robos con violencia o intimidación en las 
personas, siempre que la pena señalada por la lei al 
delito no baje de tres años de presidio o reclusión. 

«2.^ Para aprehender a los culpables de delitos 
que se cometan, causando tumulto o perturbando 
seriamente la tranquilidad pública, o que por sus 
circunstancias introduzcan grave alarma entre los 
ciudadanos». 



< 1 



(1) Constitución, ftrt. 73, núm. 16. 

(t) Leí de Rcjimen Interior, de 8< de diciembre de 1885, art. el, núm. 2.*. 
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Sin oinl)argo de estas disposiciones tan claras, 
ínndadas en los principios ya expuestos y en vir- 
tud de las cuales los intereses jeneralcs deben es- 
tar en manos de la Administración Central, la 
leí de Municipalidades de 1891 entregó por com- 
pleto a estas corporaciones la organización y réji- 
men de la policía de seguridad, institución que 
tiene por fin primordial la conservación del orden, 
uno de los intereses de carácter jcneral mas mar- 
cado. 

La lei hizo la confusión que ya heiüos insinuado. 
Creyó que no podían existir dos series de agentes 
de imlicía, cómo es posible y como existen en mu- 
chos paises y dejó desarmado al Presidente de la 
R(»pública y a sus ajentes para conservar el orden 
jeneral y cumplir con el deber que les imponen 
las disposiciones constitucionales y legales que se 
han transcrito. 

Es cierto (¡ue el Ejercito y la Marina están a las 
órdenes del Presidente; pero sus fuerzas no se dis- 
tribuyen en todos los puntos del territorio y su 
principal atención es la defensa nacional. La con- 
servación del orden le incumbe también; pero en 
forma tal que no son sus servicios tan inmediatos 
y completos. La policía es la institución del Es- 
tado llamada a prevenir el mal y a evitarlo, cui- 
dando en todo momento y en todo lugar de que 
no se perturbe el orden. 

Los intereses locales reclaman la existencia de 
policía que se dedique a evitar las molestias que 
ocasionen el tráfico de vehículos, las agrupaciones 
de nunierosas persiuias en lugares de uso público 
y a mantener el orden en la localidad y el res- 
pelo a los dei^vhos de los ciudadanos. Pero esto 
no quita la necesidad de la existencia de fuerza 
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material con que los ajentes del Ejecutivo manten- 
gan el orden público. 

Todos los Estados europeos sostienen dos poli- 
cías administrativas: la comunal o municipal y 
la nacional. Los intereses meramente locales en ma- 
teria de seguridad, se encomiendan a la policía co- 
munal; los mas latos, que atañen a todos los ciu- 
dadanos del Estado, a la nacional. Y de la armonía 
entre ambas, que se han de auxiliar mutuamente, 
depende el sostenimiento de la tranquilidad pú- 
blica. Como cuerpos de policía nacional son nota- 
bles los Carabineros reales en Italia, que son tam- 
bién parte del Ejército y el primero de sus cuerpos, 
la Guardia Republicana en Francia y la Guardia 
Civil en España. 

La tendencia de la lei de Municipalidades de 1891 
y de la de Elecciones de 20 de agosto de 1890, es 
conocida. Se quiso quitar al Presidente de la Re- 
pública todo elementó de intervención electoral» 
entre los cuales había flgurado principalmente la 
policía y, no abrigando otro propósito, el primitivo 
proyecto de la lei ' orgánica de Municipalidades 
decía en su artículo 25 que a éstas correspondía: 
«Organizar y mantener exclusivamente bajo su 
autoridad la guardia municipal de seguridad, 
urbana y rural». Esto es lójico; la policía comunal 
debe estar exclusivamente bajo las órdenes de la 
Municipalidad; pero no se pensó en la creación de 
un cuerpo de policía nacional y, después de la re- 
volución de 1891, se modificó el proyecto aludido, 
en el sentido consignado en el artículo 30 de la 
lei vijente. 

Según esta disposición, modificada en parte im- 
portante, corresponde a la Municipalidad la orga- 
nización y sostenimiento de la policía de seguridad. 
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Su jefe superior es el alcalde. El jefe inmediato, 
comandante o prefecto, es nombrado por el Pre- 
sidente de la República a propuesta en txírna de la 
respectiva Municipalidad. Permanece un año en el 
ejercicio de sus funciones, pero puede ser reelejido 
indefinidamente. Los empleados inferiores son nom- 
brados por la Municipalidad a propuesta en terna 
formada por el comandante. La destitución de ésto 
se hace por el Presidente de la República o por 
las dos terceras partes de los municipales presen- 
tes a la sesión. 

Este orden de cosas produjo malos resultados, 
como era lójico desde que se había separado de 
los principios que rijen la organización de la ins- 
titución. Vino la reacción y la necesidad de la re- 
forma, la que se ha llevado a cabo por la lei de 
13 de febrero de 1896. 

Según esta lei. los gastos ocasionados por las 
policías de Santiago y demás cabeceras de departa- 
mentos corren a cargo del fisco desde el 1.^ de Enero 
de 1896, respecto de la primera y desde el 1.* de 
setiembre del mismo año resípecto de las demás 
y son organizadas y dirijidas por el Presidente de 
la República desdo esas fechas. 

En consecuencia, las policías de capitales depar- 
tamentales, a cargo del Presidente de la República, 
se rijen por disposiciones especiales dictadas por 
éste; las de las comunas rurales por la lei de 22 
de dicienibre de 1891 y las reglas que dicte cada 
Municipalidad para la de su cargo. 

Por discreto de 26 de nmyo de 18?6 se organizó 
el servicio de la policía de Santiago y esa base es 
la orgáni(*>a también de las demás dependientes del 
Pr(iHÍ(l(ínte de la República. 

El golxírnador es el jefe superior de la policía^ 



RESUMEN DE DERECHO ADMINISTRATIVO 



301 



la cual depende del Ministerio del Interior. Todos 
los empleados superiores del ramo son designados 
por el Jefe del Estado. Los inferiores sirven en 
virtud de contratos (1). 



b) policía sanitaria 



La policía sanitaria atiende a la conservación di- 
recta de los habitantes del país empleando medios 
para evitar la propagación de las enfermedades y 



(1) TJn decreto de 7 de mayo de 1900 ha modificado la organización de las po- 
licias fiscales haciendo un solo cuerpo de las existentes en la cabecera de cala 
departamento. Ese decreto tiende a uniformar el servicio en toda la extensión 
territorial de la República para colocarlo mas tarde bajo las órdenes de una 
dirección joneral. Dice asi: 

Articulo 1.* En cada provincia de la República, las policias fiscales de las comu- 
nas cabeceras de departamentos formarán un solo cuerpo bajo las órdenes del 
intendente respectivo. 

Art. 2.* Los intendentes fijarán el personal y el número de la fuerza de policía 
que deba destacarse en cada departamento, pudiendo dicho personal ser aumen- 
tado o disminuido y sufrir las modificaciones que los intendentes estimen conve- 
niente con arreglo a las necesidades del servicio. 

Art. 3.* Los destacamentos que se asignan a cada departamento estarán bajo 
las órdenes inmediatas del gobernador respectivo. 

Art. 4.* Habrá un jefe al mando de la policia de toda la provincia que se deno- 
minará prefecto provincial. Los jefes de las fuerzas destacadas en cada departa- 
mento se denominarán prefectos departamentales. 

El prefecto provincial desempeñará las funciones de prefecto departamental res- 
pecto de la fuerza acantonada en la cabecera de la provincia. 

Art. 5.* Todo el personal actual de los cuerpos de policía de la República conti- 
nuará en el desempeño de sus empleos con la modificación del nombre y de las 
atribuciones que este decreto establece. 

Art. 6.* Los intendentes podrán jirar o autorizar a los gobernadores para que 
jiren contra las tesorerías fiscales respectivas por los fondos necesarios para el 
mantenimiento del servicio de policias, y con arreglo al presupuesto que aprobará 
«1 Presidente de la República. 

Art. 7.* En las capitales de provincia habrá en el local del cuartel de policia, a 
cargo de un empleado del cuerpo, designado por el prefecto provincial y bajo su ex* 
elusiva responsabilidad, un almacén donde se guardarán los elementos y útiles des- 
tinados a la policia de la provincia, y los artículos inutilizados para el servicio. 

Art. 8.* Mientras se dicta el reglamento a que deben someterse las policías pro- 
vinciales, éstas se rcjirán por el de la policia de Santiago en todo lo que les sea 
aplicable. 

Art. 9.* Este decreto empezará a rejir el 1.' de julio próximo. 
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particularmente de las epidemias. En términos je- 
nerales, tiene su base en la Hijiene Pública; pero 
esta designación no envuelve la idea de restric- 
ción que contiene la de policía 

La policía sanitaria es restrictiva cuando limita 
la libertad de los individuos. Esta forma en que 
se desarrolla la actividad del Estado, se ha llama- 
do negatica, porque restrinje la libertad para evitar 
un daño y se observa vgr. : en las cuarentenas. 
Pero no siempre tiene esta rama de la policía ese 
carácter, pues se ejerce también directamente y en 
forma positiva, cuando se encarga de mejorar la 
condición hijiénica de las poblaciones y los hábi- 
tos de los individuos (1). 

La primera forma solo puede ser ejercitada por 
el Estado, órgano del derecho. En la segunda, que 
es la verdadera Hijiene Pública, cabe también 
cierto papel indirecto a la iniciativa particular, la 
cual debe ayudar a la acción administrativa. 

El ejercicio de la policía sanitaria demanda co- 
nocimientos técnicos especiales. Las medidas que 
se adopten en esta materia deben inspirarse en los 
principios científicos de la Hijiene, porque de otra 
manera serán arbitrarias. Si la Hijiene manifiesta 
que es inútil la cuarentena, como medio preventivo 
para evitar tal o cual epidemia, la adopción de 
esa medida será tan solo una restricción molesta 
e inútil de la libertad. La organización de este ser- 
vicio requiere una base técnica especial y a este 
objeto responden el Consejo Superior de Hijiene 
Pública y el Instituto de Hijiene, creados por lei 
de l.<» de setiembre de 1892. 

Este Consejo se compone de trece miembros 



( 1 ) Waütrain Cavaonari, Soiema de VAmminUlratione. 
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siete son nombrados por el Presidente de la Repú- 
blica, tres elije la Municipalidad de Santiago y tres 
el mismo Consejo Superior de Hijiene. Son tam- 
bién miembros permanentes, sin voto, los tres jefes 
de Sección del Instituto de Hijiene. Entre las per- 
sonas que designa el Presidente de la República 
debe haber un injeniero, un arquitecto y un jefe 
superior del Ejército o de la Marina. 

Los consejeros duran tres años en funciones; 
pero pueden ser reelejidos. 

Este Consejo está encargado de estudiar e indi- 
car a las autoridades respectivas las medidas de 
hijiene que deben implantarse; proponer reglamen- 
tos de cuarentenas; vijilar la calidad de los ali- 
mentos denunciando los fraudes y en jeneral de 
todo lo que se refiere a la salubridad pública. 

El Instituto de Hijiene, es el centro científico del 
mismo Consejo. 

Incumbe a la Administración Central y a las 
Municipalidades la adopción de las medidas de sa- 
lubridad. 

Acerca de la materia de que tratamos existen 
disposiciones de carácter jeneral y otras que se 
refieren a puntos determinados. 

Antes de 1886, año en que se presentó en Chile 
por primera vez la epidemia del cólera, no existían 
reglas jenerales, con carácter restrictivo, sobre po- 
licía sanitaria. En aquel año se dictó, con fecha 
30 de diciembre una lei especial sobre la materia, 
y poco después, el 10 de enero de 1887, la Orde- 
nanza Jeneral de Salubridad. La lei citada auto- 
riza las cuarentenas, el aislamiento de las personas 
atacadas'por epidemia y la destrucción de objetos 
que puedan estar infectados. Para declarar infec- 
tados puertos extranjeros o del territorio nacional, 
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el Presidente de la República necesita del acuerdo 
del Senado y, en receso de éste, el de la Comisión 
Conservadora. Las resoluciones dictadas en esta 
forma podrán ser revocadas por el Presidente de 
la República, o por acuerdo del Senado, o de la 
Comisión Conservadora, en su caso. 

Con fecha 7 de febrero de 1899 se ha dictado 
otra leí que impone a los médicos la obligación 
de declarar por escrito al Consejo de Hijiene, y 
en caso de no haberlo en la localidad, a la Muni* 
cipalidad respectiva, todo caso de enfermedad in* 
íecciosa. 

Las medidas de salubridad se toman no solo 
respecto de enfermedades que ataquen al hombre 
sino también a los animales y aun a los produc- 
tos de la agricultura. 

La epidemia de la viruela es atacada, o preve- 
nida, mejor dicho, por medio de la propagación de 
la vacuna. Mucho se ha trabajado por establecer 
la vacunación obligatoria; pero se ha tropezado 
siempre con serias resistencias, fundadas en la li- 
bertad individual. Es mui común encontrar ataques 
a esta libertad en ciertas medidas que realmente 
tienden a evitar a los mas, los perjuicios que 
pueda causarles el abuso, la ignorancia o la estu- 
pidez del menor número. Y no han faltado opinio- 
nes contrarias a la vacunación obligatoria por es* 
timarla como un elemento de intervención electoral. 
Sobre ideas semejantes no se funda la organización 
política y ant« ellas tienen que fallar todas las 
doctrinas. 

El servicio de vacunación voluntaria tiene en 
Chile carácter especial porque se hace enérjica pro* 
paganda por diversos medios. Existen una Junta 
Central de Vacuna y Juntas Departamentales. Rija 
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sobre la materia el reglamento jeneral de 19 de 
noviembre de 1883. 

Conforme con el sistema vijente de procurar la 
propagación de la vacuna por medio de la insinua- 
ción, la leí de Municipalidades indica a éstas la 
conveniencia de promover la vacunación volunta- 
ria, pudiendo imponerla a los no vacunados que 
ingresen a la guardia municipal y a los estableci- 
mientos de beneficencia, de educación y otros aná- 
logos, municipales (1). 

Pasando de las jeneralidadcs expuestas a puntos 
concretos que se refieren a la policía sanitaria, con- 
sideraremos los que tienen relación con nuestra 
lejislacion positiva. 

Profesiones e industrias relativas a la salud. — 
El Estado ejerce inmediata injerencia sobre las pro- 
fesiones e industrias que tienen por objeto la aten- 
ción de la salud y exije condiciones especiales 
para el ejercicio de aquéllas y para practicar éstas. 
Los títulos profesionales los otorga, previa compro- 
bación de que está preparado para llenar su misión 
el individuo que quiere encargarse de atender a 
la salud de los demás. 

La industria principal relacionada con esta mate- 
ria es la del expendio de medicinas. El Estado 
adopta medidas de garantía para los ciudadanos, 
reglamentando la venta e imponiendo la opción de 
un título especial' al encargado de ella. 

La lei de 9 de enero de 1879, sobre instruc- 
ción secundaria y superior, fija el alcance de 
los títulos profesionales y el Código Penal cas- 
tiga al que ejerce sin tal título las profesiones 



(1 ) Lci áeZ2 de diciembre de IS91, art. 24, núm. 9. 
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de médico, cirujano, farmacéutico o flebotomia- 
no (1). 

En cuanto a la vcMila de medicinas, el reglamento 
de boticas de 16 de diciembre de 1886 contiene dis- 
posiciones relativas a la exijencia de un título pro- 
fesional en el individuo que verifica la venta, y a 
las garantías necesarias para que no se produzcan 
daños con el expendio de elementos delicados. Las 
Municipalidades tienen el encargo de inspeccionar 
las boticas y droguerías (2). 

Habitaciones y asco de poblaciones. — La hijiene 
de las habitaciones es uno de los medios de pre- 
venir la propagación de las epidemias. Las clases 
acomodadas mantienen jeneralmente en buenas 
condiciones las que ocupan; pero no sucede lo pro- 
pio respecto de la clase baja. Ksta se encuentra 
desde luego, aunque llegara a tener ciertos hábitos 
hijiénicos, con los defectos enormes de los edificios 
que ocupa. Las casas o cuartos que se construyen 
jeneralmente en Chile para habitaciones de obre- 
ros tienen las peores condiciones hijiénicas. El 
Estado, poder central o municipal, tiene la facul- 
tad y el deber de intervenir de alguna manera en 
esto, para evitar los males graves que a la salud 
acarrean las habitaciones construidas para obtener 
pingüe ganancia, a costa de la vida de los que las 
ocupan y de todo el vecindario. 

No habla. nos de la necesidad de fomentar la 
construcción de habitaciones convenientes para 
obreros; nos limitamos a aquellas medidas que ca- 
ben dentro de la función de policía. 



( l) código Penal, art. í94, núm. 8. 

(2) Lci de 22 de diciembre d^ 1801, arL. 2í. núm. 11. Vcaso CJdigo Penal, artg. 
3r¿ y 8¡giiicnt?s. 
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En los países de Europa es una atención prefe- 
rente del Estado la policía de las habitaciones. No 
se ataca allá la libertad individual con dictar reglas 
severas para la construcion de ediflcios, principal- 
mente si se destinan a ser ocupados por gran nú- 
mero de personas. Se buscan todos los medios 
conducentes a obtener los datos necesarios para el 
mejoramiento de las condiciones sanitarias de las 
habitaciones: éntrelos datos que se suelen consig- 
nar en el censo italiano, flguran algunos relativos 
a la extensión de las piezas de cada casa, al nú- 
mero de habitantes que ocupa cada una de aqué- 
llas y a la ventilación. Aquí se consideraría todo 
esto una molestia y las reglas sobre construccio- 
nes otro ataque a la libertad que tiene cada 
cual de edificar en la forma que mas le conven- 
ga, aunque se trate de levantar un verdadero ce- 
menterio. 

Nuestra lejislacion tiende en este punto solamen- 
te a la seguridad personal y nó a la salubridad, 
que también es una especie de seguridad. El 
número 10 del artículo 25 de la lei orgánica 
de Municipalidades autoriza a éstas para a re- 
glamentar la construcción do edificios u otras 
obras al costado de las vías públicas, determi- 
nando las líneas correspondientes y las condicio- 
nes que deben llenar para impedir su caida y la 
propagación de los incendios, y pudiendo ordenar 
la destrucción o reparación de los que amenacen 
ruina. » 

Y en cuanto a la construcción misma solo pue- 
den las Municipalidades «prohibir la construcción 
de ranchos o casas de quincha y paja dentro de 
ciertos límites urbanos y fomentar la construcción 
en condiciones hijiénicas de conventillos o casas 
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lie inquilinato para obreros y jen(c pobre. . . » (1) 
Bien sabido es qiie el fomento que recomienda a 
los niunicipios la loi orgánica en varios importan- 
tes ramos de atenciones públicas, es letra muerta. 

El aseo de las poblaciones es otra medida de po- 
licía sanitaria de mucha importancia preventiva. 
No ha sido tan atendido entre nosotros porque se 
ha obligado a los vecinos a verificar el barrido de 
las calles, que es lo menos exijible a las Munici- 
palidades. La Ici vijonte impone a estas corpora- 
ciones la oljligacion de « proveer al barrido, riego 
y aseo de las avenidas, calles, plazas, parques, 
jardines, paseos y demás ]ug;ires de uso público, 
impidiendo cii ellos acumulación de basuras y de- 
rramos de aguas» (2). 

Alimentos y bebidas. — Las Municipalidades están 
encargadas de la inspección de los alicnentos y be- 
bidas <(ne se proporcionan al público. Los artícu- 
los 49Ó y 499 del Código Penal castigan a los que 
vendan alimenlos nocivos. En cuanto al expendio 
de bebidas existe también una ordenanza jenerai 
de 17 de mayo de 189¿. 

Cementerios. — Todos los cadáveres deben ser se- 
pultados en los cementerios destinados al efecto, 
siendo prohibida la inlmmacion en los templos u 
otros lugares dentro de las poblaciones (3). 

Prostitución. — Respecto de las ideas que han so- 
lido surjir para reglamentar la prostitución, no se 
han atacado, como otras, con la defensa de la li- 
bertad individual, sino con la inconveniencia de le- 



iiiiiiSu uiii wJ^usnia do ir. Ji- may,. do isé-i que pruhitv U 

lo diciíiubiv Ji- I^yi, nri. Si. 1." 
31 dr julio Je ;>íj. 



RESUMEN DE DERECHO ADMINISTRATIVO 



309 



galizar un mal social o el desborde de las pasiones. 
Nadie puede negar ni la existencia del mal, ni la 
imposibilidad de evitarlo, ni, por fln, los inconve- 
nientes que acarrea al estado sanitario de las po- 
blaciones y a su propia seguridad. Es sabido que 
las casas de prostitución son focos de abusos y que 
en ellas tienen su oríjen numerosos crímenes; bajo 
este aspecto, su reglamentación se impone a la po- 
licía de seguridad. Conocidos son también los daños 
que producen a la salubridad y por este lado caen 
bajo la acción de la policía sanitaria. En Chile se 
han dictado últimamente algunas disposiciones, no 
del todo completas, por las Municipalidades de 
Valparaiso, Santiago y Talca. 

La humanidad está en situación de tener que 
soportar este elemento perturbador de la moralidad, 
y el poder público se encuentra en el deber de 
debilitar sus efectos, tanto en lo moral, como en 
lo material, evitando el escándalo, la perturbación 
del orden y la destrucción de los individuos. Ante 
la necesidad suprema de la conservación social, el 
Estado debe recibir a la sociedad tal como es, y, 
aunque procure su mejoramiento moral y mate- 
rial, se encuentra en el deber de evitar el desarro- 
llo de los males que ella misma lleva consigo, 
como inherentes a su propia naturaleza. 

La reglamentación severa de la prostitución es 
deber ineludible del Estado, sea central o local, 
como primordial medida de conservación común. 

Los servicios relativos a la policía sanitaria tie- 
nen carácter de interés jeneral y también local. 
Su atención corresponde a la Administración Cen- 
tral y a la Municipal. 

Los ajentes no son, por regla jeneral, especiales 
en el servicio de policía sanitaria, sino en la parte 
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técnica. Los funcionarios que componen los cuer- 
pos de policía de seguridad y muchos otros per- 
tenecientes a la Administración Central, tienen a su 
cargo la satisfacción de esa atención. Las medidas 
sanitarias son tomadas en los puertos por los go- 
bernadores marítimos y en todas partes se ve com- 
binada la acción de autoridades jenerales y muni- 
cipales {!). 

No se comprenden conflictos de atribuciones 
cuando se trata de la salvación pública. Si se sus- 
citaran, podría llegar el caso de que mientras se 
ventilaban, desaparecieran por destrucción nume- 
rosos elementos sociales. 



O ESTABLECIMIENTOS 

Los delincuentes a quienes la policía represiva 
ha perseguido, capturado y puesto a disposición 
del Poder Judicial, cumplen el castigo que éste les 
impone conforme a las leyes, en los establecimien- 
tos penitenciarios, que son dirijidos por la Admi- 
nistración. La policía no pierde de vista a tales 
individuos, pues una vez que salen de esos esta- 
blecimientos ejerce su vijilancia sobre ellos. 

Corresponde a la Administración Central la aten- 
ción de las prisiones. La organizicion interna de 
éstas, se sujeta a diversos sistemas que tienen por 
fundamento la condición do la pena, con la cual 
la sociedad procura la satisfacción de la vindicta 
pública y la reforma del penado. La privación de 
la libertad tiende a! primer fin y lo llena; el se- 



(I) ExUt« un reglain«iil« do xaniíUtl raaritiina de IS de tcbrero de ]g9S. 
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gundo requiere medios especiales que procuran 
allegar los sistemas penitenciarios en actual apli- 
cación. 

Este punto es preocupación constante del poder 
público; a buscar soluciones provechosas y sobre 
todo de progreso moral, han contribuido poderosa- 
mente los Congresos Penitenciarios celebrados en 
los últimos años en diversos paises, y a los cuales 
han concurrido delegaciones de la jeneralidad de 
los Estados. 

Los sistemas fundamentales son cuatro, de los 
cuales se han formulado otros derivados. 

1.® De comunidad; 

2.^ Celular; 

3.** De Auburn o mixto; y 

4.^ Irlandés. 

1.** Sistema de comunidad, — Se encuentran todos 
o gran parte de los penados en vida común, den- 
tro de la prisión. Duermen en grandes salas, están 
juntos en los patios y tienen libertad para hablar, 
desde que la prohibición de hacerlo podría ser fácil- 
mente burlada. Con este sistema no se cumple 
ninguno de los fines de la pena. El castigo se debi- 
lita por cuanto lo hace menos sensible la distrac- 
ción; y la reforma del individuo tampoco se obtiene, 
pues lejos de mejorar carácter y tendencia, resulta 
lo contrario de la unión de varios individuos delin- 
cuentes. 

Se ha modificado el sistema haciendo separacio- 
nes en grupos formados por individuos de mas o 
menos de la misma edad y que sean reos de deli- 
tos semejantes, lo que no puede dar otro resul- 
tado que el perfeccionamiento para la reincidencia. 

Los penados, ignorantes y aun cuando tengan 
cierta ilustración, tendrán siempre como tema de 
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8U8 con versaciones la causa de su prisión, el delito 
cometido. Juntos los autores de una misma clase 
de delitos llegarán a la perfección en la manera de 
perpetrarlo, pues cada uno proporcionará una idea. 

Kl sistema es malo y desgraciadamente se prac- 
tica aun en Chile, en algunos establecimientos depar- 
tamentales, donde el edificio destinado al efecto no 
permile otro réjimen. 

2.** Sistema celular. — Consiste en el aislamiento 
al)soluto del penado. Es todo lo contrario del de 
comunidad. La estrictez en la separación de los 
reos es la base del sistema, pues no permite 
ni aun la vista de los detenidos entre sí. El 
aislamiento tiene lugar en celdas especiales en las 
cuales el reo duerme y pasa la mayor parte del 
dia; se le saca con frecuencia a pasear dentro de 
poqtieños recintos, cerrados y completamente ais- 
lados. 

Kl objeto del sistema es procurar la reforma del 
detenido por medio de su propia refleccion. Como 
castigo satisface completamente : es bastante fuerte. 
Kn cuanto al mejoramiento sin consejos, sin ejem- 
plos, sin nada que lo inicie, a no ser la reconcen- 
tración del pensamiento del individuo, es difícil 
obtenerlo. Produce con frecuencia la locura. 

Kste ix^jinuMi existe implantado en Estados Uni- 
dos, Kn Madrid también se practica en la Cárcel 
Modelo, editloio construido especialmente. 

3.* Si><(ema tte Aaharn o mLvto. — Se inició en 
Auburn, pequeña ciudad del Estado de Nueva York. 
Consiste en el aislamiento en la noche v en la co- 
nuuüdad en el trabajo ilel dia, bajo la regla del 
silencio. 

Tiene del sistema celular el aislamiento durante la 
noche y en las horas en que no se trabaja. En el 
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dia existe la comunidad en los talleres; pero bajo 
prohibición de hablar. Completan el sistema la es- 
cuela y las conferencias dominicales. 

Este sistema cumple los fines de la pena. El cas- 
tigo es severo y en cuanto a la reforma la pro- 
curan el aprendizaje de un oficio, el trabajo 
diario, la mejora en la comida obtenida por el 
condenado con la remuneración de su trabajo, y 
el ahorro que le permite recibir una suma a su 
salida. 

Este es el réjimen mas común en nuestros esta- 
blecimientos penales. 

4.® Sistema irlandés. — Es el mas perfecto y al 
mismo tiempo el que presenta mas dificultades en 
su aplicación práctica. 

Se forma por varios grados. En el primero la 
prisión es celular y el réjimen severo; según la 
buena conducta, comprobada por cédulas reparti- 
das por la dirección de la casa, el detenido puede 
rebajar un poco de tiempo a su condena en el 
primer grado y pasa a otro establecimiento dónde 
es mejor tratado y en el cual existe el mismo siste- 
ma de cédulas para pasar a un tercero que mas 
que establecimiento carcelario es de beneficencia. 
Según el número de cédulas merecidas por su com- 
portamiento obtiene en determinado tiempo y antes 
de cumplir su condena, la libertad provisional. 
Es libre, bajo la vijilancia de la policía. 

La expectativa del reo influye mucho para su 
reforma; pero el sistema requiere de elementos 
con los cuales no pueden contar todos los países. 
Es necesaria una policía muy bien organizada que 
vijile a verdaderos reos que, gozando de libertad, 
cumplen una condena. Para esto, sirven mucho las 
Sociedades de Patronato, organizadas con el fin de 
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hacerRO cargo de los libertos, procurarles tra- 
bajo y evitarles así la reincidencia. 

Para la implantación de los mejores sistemas, se 
requieren edificios adecuados. No es posible la 
adopción de un rdjimen completo si no se instalan 
los establecimientos carcelarios en casas especial- 
ment(í construidas. 

Según nuestro Código Penal, las prisiones son 
do tres clases: cárceles, presidios y penitencia- 
rías (1). 

Las cilrceles se destinan a los condenados a pri- 
sión, os decir, a la pena que abarca detención de 
uno a sesenta dias. También permanecen en ellas 
los procesados. 

lín los presidios cumplen su pena los condena- 
dos a presidio menor y reclusión menor, es decir, 
do sesenta y un dias a cinco años. 

Y en las penitenciarías los condenados a presi- 
dio porpiUuo, reclusión perpetua y a presidio ma- 
yor y reclusión mayor, o sea de cinco años y un 
dia a veinte años. 

Kn todas las capitales de departamentos hai cár- 
cel y presidio y penitenciarías existen en Santiago 
y Talca. 

La dín^ccion jeneral de los establecimientos pena- 
les oorn* a oarjío del Ministerio de Justicia. 

Cada uno de ellos tiene su director o alcaide y 
los empleados indispensables. El servicio de cus- 
todia so hace en todos por guardianes especiales 
asignados a cada ostablecimienlo, según sus nece- 
sidades, por la Loi de Presupuestos, 
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FUERZA ARMADA 



Las instituciones arnnadas tienen por fln directo 
la conservación jeneral del orden en el interior 
del país y su seguridad en el exterior. Son garantía 
de la inviolabilidad, de la independencia y de la 
soberanía nacionales, a las cuales está ligada la 
existencia misma del Estado. Corresponde exclusi- 
vamente a éste su sostenimiento, organización y 
dirección. 

Las fuerzas de mar y tierra llenan otro fln indi- 
recto; son poderosos elementos de educación na- 
cional y deben también considerarse en su organi- 
zación, bajo este punto de vista. Desarrollan el 
espíritu patriótico, ligando mas estrechamente al 
individuo con la Nación, disciplinan los caracteres, 
fomentan la instrucción popular y son, especial- 
mente cuando se organizan sobre bases de igual- 
dad, escuelas de verdadero progreso en los paises 
democráticos. 

Si la seguridad nacional tiene su vista fija en 
•las instituciones armadas, el progreso moral vé 
también en ellas un medio seguro de desenvolvi- 
miento cuando su organización se funda sobre ba- 
ses do estricta disciplina y de sólida instrucción y 
su dirección obedece a propósitos patrióticos. 

La lucha de los partidos políticos alcanza natu- 
ralmente a las instituciones administrativas ; pero 
no llega hasta la fuerza armada, dentro de la cual, 
si caben las doctrinas políticas y los programas de 
los partidos individualmente en cada uno de sus 
miembros, no puede haber otro fln ni otro pro- 
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grama que la segnridatl nacional, deber comiin a 
todos los ciudadanos sin distinción de colores po- 
Hticos. 

Componen la fuerza armada el Ejcírcito, la Ma- 
rina y la Guardia Nacional (1). 

Forman el primero las fuerzas militares terres- 
tres de carilctcr permanente. La segunda las fuer- 
zas navales (|ue tienen esa misma condición. La 
Guardia Nacional es formada en ambas institucio- 
nes por todos los ciudadanos obligados a hacer un 
servicio temporal. 

La dirección superior de estas instituciones, estií 
a cargo del Presidente do la República, a quien 
corresponde, según el artículo 73 de la Constitución: 

• 16.» Disponer de la tuerza de mar y tierra, orga- 
nizaría y distribuirla, según lo hallase por conve- 
niente. » 

Las fuerzas de mar y tierra no se forman en nú- 
mero arbitrario. Se determinan anualmente, en 
conformidad al artículo 28 do la Constitución que 
dice: 

«Art. 28. Solo en virtud de una lei se puede: 

3." Fijar igualmente en cada añn las fuerzas de 
mar y tierra que han de mantenerse en pié en 
tiempo de paz o de guerra. » 

Esta es otra tle las leyes llamadas constituciona- 
les, de canicler temporal y que sirve, como la que 
autoriza el cobro de las contribuciones y la de 
Presupuestos, para hacer efectiva la fiscalización 



proTrt-tii *■ ki qiii" nviiipliua la fiíiinli» >«i-¡i>njil por el si 
>JiTi-iHii. f-.IT i-l Ih'iiipo J,' Diirtr ni.-w^s. Inli\"liiiv iitia lór 
qui* lü' rvsiilr^ti'H la instruix-ion miliur. la iiial lamhii'it ! 
Bactonahs m tos riu-rpos itol Ej^rvito: prro por tifoipo d 
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parlamentaria y mantener las relaciones entre el 
Ejecutivo y el Congreso. 

La Constitución dispone también que solo on vir- 
tud de una lei se puede «permitir que residan 
cuerpos del ejército permanente en el lugar de las 
sesiones del Congreso, y diez leguas a su circunfe- 
rencia» (1). Esta lei se ha hecho también temporal 
porque la autorización de residencia está fijada en 
las que se han dictado y en la vijente tan solo 
por el término de un año. 

a) Ejército. — La base jeneral de su organización 
se encuentra en la Ordenanza Jeneral del Ejér- 
cito, decreto -lei del año de 1837. Leyes y decretos 
posteriores han introducido modificaciones conside- 
rables en la materia. 

La dirección superior del servicio corresponde al 
Ministerio de la Guerra y su atención inmediata al 
Estado Mayor Jeneral. 

La Ordenanza aludida creó la Inspección Jeneral 
del Ejército, oficina administrativa de tramitación 
militar, que no tuvo facultades de dirección téc- 
nica. Estaba a cargo de un jefe que no tenía una 
injerencia completa en el servicio, limitándose sus 
atribuciones a la tramitación, a dar movimiento 
a las exijencias meramente internas, económicas, 
por decirlo así, de las unidades militares, sin que 
alcanzara su influencia ni su acción al progreso 
científico de la institución y a la formación técnica 
de esas unidades. Desde 1884, después de la guerra 
con el Perú y Bplivia, se hacía sentir la necesidad 
de la creación de una Dirección dentro del Minis- 
terio de la Guerra, o sea del Estado Mayor Jeneral, 



( 1 ) Constitución, art. 2S, 8.« 
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institución a cargo de la cual debía encontrarse la 
dirección inmediata administrativa y técnica de las 
fuerzas militares y formarse, por consiguiente, de 
secciones especiales para atender cada materia de 
las numerosas que abarca la organización militar. 
Ksto no se logró hasta que con motivo de la revolu- 
ción de 1891 se organizó en las provincias del norte, 
por la Junta de Gobierno, un Ejército al cual se le 
quiso dotar de elementos directivos útiles y con- 
formes a los adelantos modernos. 

Un decreto expedido en Iquique, por la Junta de 
Gobierno, en 7 de mayo de 1891, fija la planta 
jeneral del Ejército de Operaciones y en su artículo 
2.^ asigna la correspondiente al Estado Mayor 
Jeneral, del cual hace depender las brigadas en 
que se dividió la fuerza revolucionaria, el cuerpo 
de injenieros militares, la intendencia y comisarías, 
el parque, el servicio sanitario y la conmndancia de 
bagajes. Ese decreto, afirmado por el triunfo de la 
revolución iniciada por el Congreso Nacional, con- 
tiene el oríjen legal del Estado Mayor Jeneral del 
Ejército. Se le asignaron a su Jefe las atribuciones 
que la Ordenanza Jeneral del Ejército atribuye al 
Inspector Jeneral. 

Después se dictó el derreto de 24 de setiembre de 
1891, cuyo artículo 1.® dice: 

«Art, 1.® Los cuerpos del Ejército y servicios 
auxiliares estarán bajo la dependencia de un co- 
mandante en jefe, de la clase de jeneral o coronel, 
cuya plana mayor se compone de: 

El Estado Mayor Jeneral; 

Un ayudante de campo, de la clase de coronel ; 

Un auditor de guerra : 

Un capellán mayor; 

Un sárjenlo 2.*; 
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Un cabo I.*', y 

Cuatro soldados ordenanzas.» 

El artículo 3.** contiene la organización del Es- 
tado Mayor, que se compone de una plana mayor 
y tres secciones que son: 

1.* De organización; 

2.» De instrucción; 

3.* De estadística. 

Se vé que poco a poco se ha ido organizando 
este importante servicio que tiene a su cargo la 
dirección inmediata del Ejército y de la Guardia 
Nacional, bajo las órdenes del Ministerio de la 
Guerra. 

La Lei de Presupuestos de 1900 lo consigna or- 
ganizado como sigue: 

Plana Mayor. 

Sección de Instrucción, de la cual dependen la 
Academia de Guerra, la Escuela Militar y la Es- 
cuela de Clases. 

Sección Técnica. 

Sección de Administración. 

La atención del Ejército la hace el Estado Mayor 
en el territorio nacional por medio de los jefes de 
las Zonas Militares, quienes tienen a sus órdenes 
una brigada de las tres armas y sus servicios 
anexos. 

Por decreto de 19, de julio de 1895 se crearon 
tres zonas Militares, como siguen: 

1.* Provincias del Norte hasta la de Coquimbo, 
inclusive y como centro militar la ciudad de Iqui- 
que (1). 

2.» Provincias del centro, desde Aconcagua hasta 
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(1) En 1900 se ha trasladado este centro a la ciudad de Tacna. 
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Talca inclusive y como centro la ciudad de San- 
tiago. 

3.* Provincias del Sur desde la de Linares hasta 
el territorio de Magallanes y como centro la ciu- 
dad de Concepción. 

Por decreto de 19 de marzo de 1896 se creó una 
cuarta zona, cuyo centro es hoi la ciudad de Án- 
gel, y que comprende las provincias de Bio-Bio, 
Arauco, Malleco, Cautin, Valdivia y Llanquihue. 

Las atribuciones de los jefes de zonas, que son 
de organización e instrucción técnica de sus res- 
pectivas brigadas, se detallan en decreto de 31 de 
enero de 1896. 

La organización particular del Ejército y de sus 
numerosas oficinas y dependencias son materias 
propias para exponerse en una obra especial. 
Aquí nos limitamos a jencralidades compatibles con 
la índole de este trabajo. Entre ellas considerare- 
mos las disposiciones relativas a los ascensos y 
mas adelante indicaremos las que rijen las pen- 
siones. 

Los ascensos están reglamentados por loi de 23 
de setiembre de 1890 y decretos posteriores. Solo 
se puede ascender en el Ejército al empleo inme- 
diatamente superior al que se sirviere, después de 
haber desempeñado éste un determinado número de 
años, plazo que se reduce en tiempo de guerra. Las 
vacantes, desde el empleo de teniente hasta el de 
teniente coronel inclusive se proveen con oficiales 
de la misma arma en que ocurrieren y en la 
forma siguiente: 

1.^ En las de oficiales se dan dos terceras partes 
de las vacantes a los mas antiguos y una tercera 
parte a los mas distinguidos; 
2.^ En las vacantes de jefes se dan dos terceras 
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partes a los mas distinguidos y una tercera parte 
a los mas antiguos. 

Para designar a los mas distinguidos existe una 
Comisión Calificadora de Méritos que en cada va- 
cante propone, por orden alfabético, a los tres jefes 
u oficiales, según el caso, que considere mas dis- 
tinguidos (1). 

b) Marina, ^La administración y servicio do la 
Marina están a cargo de un oficial jeneral de la 
Armada, nombrado por el Presidente de la Repú- 
blica y que tiene el título de Director Jeneral (2). 
De la Dirección Jeneral dependen las siguientes 
secciones : 

1.'' Dirección del personal; 

2,^ Dirección del material; 

3.* Dirección del territorio marítimo; 

4/ Dirección de Comisarías; 

5.* Apostaderos Navales; 

6* Escuela Naval; 

7.* Oficina Hidrográfica; y en fin, todos los servi- 
cios de la Marina. 

La lei de organización de 10 de agosto de 1898 
crea también un Consejo Naval que es formado 
por el Director Jeneral, los jefes de las cuatro 
direcciones indicadas y el jefe con mando jeneral a 
flote que se encuentre en Valparaiso. El Consejo 
dá su dictamen al Director Jeneral, quien debe oírlo 
para proceder: 

l.<» A la adquisición de abastecimientos para la 
Armada; 

2.° A preparar los presupuestos de Marina; 



(1 ) Reglamento de 23 de Rcticmhre de 1390 y decretos de Z2 de febrero de 1892 y 
5 de mayo de 1893. 

(2) Lei orgánica de la Dirección Jcuoral de la Armada de 10 de agosto de 1886. 

21 
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3." Para formar las listas de promociones y man- 
dos en las (ípocas fijadas; 

4.° Para adquirir, transformar y construir el ma- 
terial a lióle y el de artillería; 

5." Para la creación de nuevos puertos militares 
y obras marítimas; 

6." Para el estudio y formación de los proyectos 
de defensa de las costas ; 

7." Para disponer las evoluciones y maniobras de 
la ilota; y 

8." Para la formación de los reglamentos de uni- 
forme y demás que sean necesarios. 

Los ascensos de los oficiales de la Marina esU'ui 
reglamentados por decreto de 28 de agosto de 1896, 
con modificaciones introducidas por decreto do 
20 de octubi-e y de 8 de noviembre de 1897. 

c) Guardia Xacionnl. — El servicio militar annque 
no sea considerado en todo su rigor, es obligato- 
rio. La Constitución lo ordena así en su artículo 
147 que dice: 

« Todos los chilenos en estado de cargar armas 
deben hallarse ¡nscrilos en los rojistros de las mili- 
cias, si no están especialmente exceptuados por la 
lei. o 

Muchos proyectos sobre organización de la Guar- 
dia Nacional pasaron por las comisiones parlamen- 
tarias; pero ninguno llegó a convertirse en lei; 
habiéndose mantenido la institución sobre la base 
de decretos administrativos, hasta que se dictó la 
lei de 12 de febrero de 1896. Según ella están obli- 
gados a servir todos los chilenos de 20 a 40 años 
de edad, en estado de cargar armas. La Guardia 
Nacional se divide en activa, pasiva y sedentaria. 
En la primera forman todos los ciudadanos que 
hayan cumplido los 20 años de edad, en la según- 
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da los que habiendo cumplido 21 años, hubieren 
prestado los servicios de la activa y en la seden- 
taria los que perteneciendo a la pasiva hayan 
cumplido 30 años. 

La lei indica los ciudadanos cxcentos del servicio 
y fija las reglas de las inscripciones en los rejis- 
tros respectivos, de los obligados a servir (1). 

La instrucción se verifica en los cuerpos del Ejér- 
cito, o en la Armada. La movilización y acuartela- 
miento de la Guardia activa dura tres meses 
consecutivos; o hasta seis, con acuerdo del Consejo 
de Estado; la pasiva no puede ser acuartelada por 
mas de un mes en cada año, sino con acuerdo del 
Senado o de la Comisión Conservadora; la seden- 
taria solo puede movilizarse por medio de una lei. 

El espíritu nacional ha correspondido a las dis- 
posiciones de la lei, concurriendo los ciudadanos 
al acuartelamiento con el entusiasmo que lleva siem- 
pre el que cumple con un deber constitucional y 
patriótico. 

d) Pensiones militares. — Las pensiones militares 
son algunas comunes al Ejército y la Marina y 
otras especiales para cada institución. 

En la lejislacion son comunes la Ordenanza Je- 
neral del Ejército en lo referente al retiro, y las 
leyes de montepío militar de 6 de agosto de 1855 
y de sueldos y de retiros de 1.^ y de 4 de febrero 
de 1893. 

Merece atención especial la de montepío. 

El montepío militar es una institución piadosa 
que tiene por objeto el socorro de las familias de 



(1) Existe un reglamento de inscripciones de 16 de marzo de 1896. otro jencral 
de 18 de marzo y el de sorteo de £7 de marzo del mismo año y otros relativos a 
la guardia nacional de Marina de S2 de marzo, 8 de abril y \K de agosto de 1896. 
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los militares. Líi Ici crea iin fondo especial forina- 
do por ciertas reducciones de sueldo de militares 
y marinos; poro esa reducción no so hace ahora 
como se lia dicho al tralar do las pensiones (1) y 
todos los montepíos son abonados con fondos na- 
cionales. 

Nos rctcrimos a los detalles de la lei ya que no 
es posible exponerlos on toda su extensión. 

En cnanto al detallo do las písnsiones cxislcntes, 
qne son variadas y numerosas, pueden consultarse 
en la Lei de Presupuestos. No podríamos enumerar- 
las en esta obra y nos limitamos a indicar su orí- 
jen legal y su monto en el Presupuesto de 1900. 

Pensiones de iiETiito. — 1) Scrridorfs de la In- 
depondniciti . — Leyes do 2G de noviembre de 1873. 
16 de cncio de 1879, 20 de agosto de 1887 y 4 de 
febrero de 1893, complementaria de la de 1." del 
mismo mes y año.— 2.400 pesos. 

3) Sercidnre/i de la campañn al Perú on 1838 y 
/ífJ9.— Leyes de 2y de setiembre de 1882, 21 de 
diciembre de 1888 y 7 de febrero do 18Í©. — Ejórci- 
to: 13,776 pesos. — Marina : 2.190 pesos. 

3) Retirados ubsolH(am<-n(e.—0\\\GnSíU7.a, Jeneral 
del Ejército, titulo lxx.-íiv, art. 6." y leyes de ^ de 
setiembre de 1SS2, 4 de febrero de 1893, 7 de fe- 
brero de 1895. — Ejército: 260.730 posos.— Marina: 
47.570 posos. 

4) Retirados temporalmente. — Ordenanza Jeneral 
del Ejército, título lxxxiv, art. 6.° y leyes de 35 de 
setiembre de 1882, 4 de febrero do 1893 y 7 de fe- 
brero de 189o. — Ejéixilo: 58.962 pesos. — Marina: 
11.526 pesos. 

5) Retiros especiales. — Leyes de 4 de febrero de 
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1893 y 2 de enero de 1895.— Ejército: 280.937 pesos. 
—Marina: 23.330 pesos. 

Inválidos. — 1) Inválidos de la guerra con el 
Perú y Bolivia. — Leyes de 22 de diciembre de 1881. 
16 de enero de 1888, 4 de febrero de 1893 y 4 de 
febrero de 1895. — Ejército: 350.752 pesos. — Marina: 
35.818 pesos. 

2) Inválidos de la camparla constitucional de 
1891, — Leyes de 9 de enero y 2 de febrero de 1892, 
4 de febrero de 1893 y 7 de febrero de 1895. — Ejér- 
cito 221.468 pesos.— Marina: 3.640 pesos. 

3) Inválidos ordinarios. — Real Cédula de 29 de 
febrero de 1772; Ordenanza Jeneral del Ejército, 
título XLix, art. 23 y leyes de 25 de setiembre de 
1882 y 7 de Febrero de 1895. — Ejército 35.856 pesos. 
— Marina: 25.058 pesos. 

Premios de constancia. — Ordenanza Jeneral 
del Ejército título xiv, art. l.^ y leyes de \,^ 
de octubre de 1859, 21 de noviembre de 1871, 
25 de setiembre de 1882 y 1.^ de febrero de 
1893. — Ejército: 99.102 pesos. — Marina: 38.496 
pesos. 

Montepío militar. — 1) Jeneral. — Ordenanza 
Jeneral del Ejército, título lxxxiv, art. 29, leyes de 
6 de agosto de 1855, 10 de setiembre de 1888, 22 de 
setiembre de 1890, 4 de febrero de 1893 y 7 de 
febrero de 1895. — Ejército: 265.393 pesos.— Marina: 
36.776 pesos. 

2 ) Especial por siniestro de la maestran:sa de 
artillería.— 'Lqx de 31 de Agosto de 1880.— 360 pesos. 

3) Especial por la guerra con el Perú y Bolivia. 
— Leyes de 22 de diciembre de 1881, 22 de agosto 
de 1882 y 7 de febrero de 1895. — Ejército: 80.573 
pesos. — Marina: 11.381 pesos. 

4) Especial por la campaña de 1891. — Lei de 
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9 de enero de 1892. — Ejército : 12.881 pesos. — Ma- 
rina: 7.500 pesos. 

Pensiones de gracia. — Ejército: 141.516 pesos. 
—Marina: 36.887 pesos. 

Pensiones especiales de Marina por el comba- 
te DE Iquique.— Leyes de 12 de setiembre de 1879, 
18 de junio de 1880 y 22 de setiembre de 1890. — 
36.857 pesos. 
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b) Materias a que atienden la Administración 
y la iniciativa individual 

I 

ASISTENCIA PÚBLICA O BENEFICENCIA 

Esta materia abarca el conjunto de medios y de 
servicios que tienden al socorro de la indijencia, es 
decir, de los individuos que no tienen lo necesario 
para atender a su salud, cuando la pierden, y les 
impide trabajar temporalmente (1). 

Casi no es necesario exponer el fundamento del 
deber que tiene el Estado de atender a los menes- 
terosos. La conservación social exije la de la vida 
de cada uno de los miembros de la comunidad y 
esta obligación es fundamento de la organización 
política. 

Y en punto tan importante cabe también la ini- 
ciativa particular que se desarrolla impulsada por 
sentimientos naturales en el hombre. 

El alcance de la acción pública es lo que puede 
dar lugar a discrepancias de opiniones. Este lí- 
mite depende de las condiciones especiales de cada 
país. 

En Chile, la Asistencia Pública se limita a la 
atención de los individuos que se encuentran 
imposibilitados para el trabajo ; no concurre la 
acción pública para proporcionar subsistencia al 
que está sano; no hai en el país exceso o plétora 



( 1 ) Llamamos la atención sobre esta parte a una Memoria presentada para 
obtener su titulo de licenciado, por nuestro alumno del curso de 1892, don Elias 
Valdes Tagle y publicada en los Anales de la Universidad^ de 1893. 
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de población y no falta trabajo con el cual 
pueda el hombre ganarse el sustento, salvo en 
circunsfancias excepcionales do inviernos rigorosos 
o calamidades pribücas, en las cnaics se ha mani- 
festado siempre jenorosa la caridad privada y la 
atención del Estado. 

Diversa es la condición de otros Estados, en los 
cuales puede el individuo encontrarse sin trabajo; 
la Administración proveo a osa situación. Así en 
Inglaterra existen los asilos llamados icork-honsos, 
casas de trabajo, donde se refujian por breve tiem- 
po los desocupados, quienes pagan su pensión, por 
decirlo así. con trabajos destinados a servicios 
locales, como ser preparación de piedras para pavi- 
mentos, etc. En la jencralidad de los paiscs euro- 
peos existen asilos oficiales para esta clase de in- 
dividuos; entre nosotros los hai exclusivamente 
debidos a la beneficencia privada. 

La condición particular del pats con relación al 
problema social, cuyos elementos no ha sido nece- 
sario considerar aun, han dado organización tam- 
bién especial a la Asistencia Pública. 

Así presentada, la Beneficencia Pública atiende 
a las siguientes clases de individuos, para quienes 
existen los respectivos oslablecimientos: 

Niños: Casas de Huérfanos y salas especiales en 
los Hospitales. 

Adultos: Hospitales; Lazaretos y Casas de Ma- 
ternidad. 

Viejos: Hospicios. 

Y como complemento, las Casas de locos para 
los que han perdido la razón. 

Tanto la Administración Centi'al como la Muni- 
cipal ejercitan su acción en la Asistencia. Las Mu- 
nicipalidades eslán obligadas a prestar atención a 
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la materia. Su labor en este punto se limita por 
ahora, en jeneral, a coadyuvar a la acción fiscal. 

Los establecimientos de Beneficencia, como llama 
a este servicio nuestra lejislacion, están organizados 
como una persona jurídica. En consecuencia, po- 
seen bienes propios adquiridos por herencia, legado, 
donación, compra, etc., y dedican al sostenimiento 
de sus servicios sus fondos particulares y los dine- 
ros con que la Lei de Presupuestos o leyes espe- 
ciales los auxilian. 

La dirección de este servicio está en cada depar- 
tamento a cargo de una Junta compuesta del si- 
guiente personal: 

En Santiago, de cuatro miembros elejidos por la 
Municipalidad, dentro de los quince primeros dias 
de su instalación; de siete designados por el Pre- 
sidente de la República y de los administradores y 
sub-administradores de los establecimientos (1). 

En Valparaiso, es de cuatro el número de miem- 
bros nombrados por el Presidente de la República. 

En los otros departamentos, ademas de los admi- 
nistradores y sub-administradores, componen la 
Junta cuatro vecinos, de los cuales dos son nom- 
brados por el Presidente de la República y dos 
elejidos por la Municipalidad. 

La creación de Juntas de Beneficencia data desde 
1832, año en que por decreto de 7 de Abril se 
estableció en Santiago una Junta Central de Bene- 
ficencia y juntas provinciales. La organización vi- 
jente emana del decreto de 27 de enero de 1886. 

La Junta administra los bienes y rentas de los 
establecimientos de Beneficencia, conforme a las 
reglas que detalla el aludido decreto. 



( 1 ) Decretos de 27 de enero de 1886 y de 18 de octubre de 1897. 



330 J. DOMINGO AMUNÁTECDt RIVERA 

Los gastos )os verifica en virtud de un presu- 
puesto anual, que debe ser aprobado por el 
Gobierno. 

Los administradores y sub-administradores de 
los establecimientos son nombrados por la Junta. 
Estos puestos son gratuitos y desempeñados siem- 
pre por personas que ejercen la caridad dedican- 
do labor constante al manejo de las instituciones 
qne tienen a su cargo. F,s digno de notar en esta 
organización especial de la Beneficencia, la activi- 
dad y el empeño que gastan los ciudadanos en 
hacer de este servicio uno de los mejores con que 
cuenta la República. 

La administración directa de los fondos está a 
cargo del tesorero municipal, mediante una remu- 
neración que no puede exceder del cuatro por 
ciento del total de las entradas de cada estable- 
cimiento. 

En Santiago existe un tesorero especial nombrado 
por el Presidente de la República a propuesta de 
la Junta. 

Las demás Juntas pueden también tener tesorero 
especial, siempre que lo acuerde la Junta por los 
dos tercios de los votos de los miembros de que 
se compone y con aprobación del Gol)Ícrno. 

Merecen atención por su réjimen especial las 
Casas de Orates de Santiago y de Concepción esta- 
blecimientos destinados a los insanos. 

Están sometidos a las Juntas de Beneficencia 
respectivas (1) y se rijen por la lei de 31 de julio 
de 1856 y reglamento de 19 de diciembre de 1883. 

La condición particular de esta clase de esta- 
blecimientos ha impuesto la necesidad de regla- 

(1) Docroto de 1 dp octubre de 1891, 
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mentarlos especialmente, pues se trata de casas 
que al mismo tiempo que son hospitales o casas 
de beneficencia son también un lugar de detención. 

La lei dispone que ninguna persona puede ser 
colocada como demente sino en los casos siguientes: 

1.° Si el demente o loco se hallase bajo interdic- 
ción y se hubiese obtenido a solicitud del curador 
u otra persona, autorización judicial para colocarlo; 

2.° Si algún pariente del demente solicitase sea 
admitido en la casa para su curación y presentare 
declaración del juez letrado de la residencia del 
loco sobre la efectividad de la demencia, expedida 
en vista de informes rendidos y con audiencia del 
ministerio público; 

3.0 Si el loco fuera indijente y la autoridad supe- 
rior del departamento, después de comprobado el 
hecho de la demencia, decretase su colocación en 
el establecimiento; 

4.° Si el loco fuese furioso y molesto y la autori- 
dad departamental decretase, comprobada la de- 
mencia, su detención; 

S.** Si el enjuiciado criminalmente cae en demen- 
cia y se dispone por el juez su ingreso en la casa 
de locos; 

6.0 Si el enjuiciado fuese absuelto por razón de 
demencia y el juez resuelve su ingreso. 

Se vé que debe existir siempre una resolución 
de la autoridad judicial o administrativa para la 
entrada de un demente en las casas de locos. 

El jefe del establecimiento está obligado a exijir 
esta orden. 

La lei toma también precauciones para la salida 
de los insanos que se hubieren mejorado. 

Todos los establecimientos de Beneficencia se rijen 
por reglamentos particulares, formados por la Junta 
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respectiva, y aprobados por el Prcsidonlc de la 
República. 

Los empleos son creados por las Jimias según 
las necesidades del servicio, el cual depende del 
Ministerio del Interior. 
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II 



INSTRUCCIÓN PUBLICA 



La importancia de la enseñanza y la necesidad 
de su aplicación jeneral no son hoi puntos discu- 
tibles. El grado de progreso de un país se marca 
por el de la instrucción de sus habitantes, pues 
de la mayor propagación de ésta dependen en bue- 
na parte el bienestar político, el progreso moral y 
el adelanto material. 

Para los Estados en los cuales impera el gobierno 
democrático, es mayor la importancia de la ins- 
trucción, porque la igualdad de los ciudadanos dá 
a todos opción a las funciones públicas y, mas 
todavía, está en manos de todos el poder electoral. 

Los actos de la vida democrática son ejecutados 
con mas corrección por el pueblo que ha alcan- 
zado mayor grado de educación bien dirijida. 

Y no solo el progreso social requiere conocimien- 
tos en los miembros de la comunidad; los exije 
también la conservación de la misma, que es una 
de las primordiales tareas de la Administración. 
La conservación demanda el empleo de los medios 
conducentes y la adopción de éstos no se hace 
por los ignorantes, quienes sin observar los hechos, 
no pueden darse cuenta del modo como se produ- 
cen los convenientes y como se evitan los perjudi- 
ciales, sino que se encarga a quienes se encuentran 
en situación de discernir con pleno conocimiento 
acerca de las necesidades comunes. 

En todas las manifestaciones de la vida política 
de las sociedades puede contemplarse el efecto de 
la instrucción. La vida municipal o comunal, que 
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tiene su orfjen en la propia naturaleza de la socie- 
dad; que no emana de lei alguna, se presenta en 
mejores condiciones de actividad en los grupos 
mas instruidos. La indiferencia que la ignorancia 
produce por todo aquello que no sirve inmediata- 
mente para la satisfacion de las necesidades perso- 
nales, es causa de estagnamiento en la vida mu- 
nicipal y en jeneral en todo el movimiento político. 
Y si la instrucción Jeneral, es decir, aquella que 
constituye la serie de conocimientos comunes a 
todos los individuos, tiene tanta importancia, la 
tiene también, con otro carácter, la instrucción 
especial, es decir, aquella que prepara particular- 
mente para un fin determinado vg. : para las 
carreras liberales, para la Administración, para el 
Ejt5rcito, etc. 

La materia es compleja; encierra problemas y 
cuestiones que han llegado a ser bases de progra- 
mas de partidos políticos y de escuelas doctrina- 
rias. Estos problemas han surjido con posterioridad 
a la Revolución Francesa, pues los privilejios se 
extendían anteriormente a la enseñanza, la cual 
era proporcionada por instituciones (\\\q tenían el 
monopolio de ella y especialmente se daba en 
los conventos. Napoleón I dio a la enseñanza 
un impulso mas jeneral; pero con una tenden- 
cia restrictiva y privilejiada, con el objeto de 
guiar a la juventud a la carrera de las armas 
y de educarla en el réjimen imperial (1). Impri- 
miendo ese íin a la enseñanza, solo podía ser 
proporcionada por el Estado, pues entregada a la 
libre competencia no se llegaría a la uniformi- 



(l| CtHROKU.K SKNKiir., Lo sociftf tMo<f<T/i<r. — H, Taine, U4 Origines de la 
Ft^únce coHtempof^íHf, 
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dad de doctrina política que pretendía el réjimen 
napoleónico. 

La instrucción ¿es monopolio del Estado? ¿Solo 
el Estado puede darla? ¿Corresponde exclusiva- 
mente a la Administración su réjimen y direc- 
ción? 

Ya hemos dado la respuesta negativa al clasifi- 
car esta materia entre aquellas en que caben la 
acción pública y la acción individual. 

Pero se presenta otra cuestión. ¿Debe el Estado 
proporcionar instrucción? Respondemos también 
desde luego, afirmativamente por cuanto la acción 
pública debe encontrarse en todo aquello que con- 
tribuya al bienestar de los asociados y que forma 
parte de los medios de orden y conservación. 

La actividad particular tiene también su libre 
acción en la materia; la instrucción es manifesta- 
ción del pensamiento que se transmite a los demás 
y como tal se extiende en amplia libertad. 

Concurriendo ambas actividades en el campo 
social es preciso determinar los límites en que las 
dos se ejercitan. El Estado es órgano del derecho 
y dueño de la fuerza; el individuo acata y respeta 
la declaración de la voluntad soberana y se ajusta 
a ella, diferencia de condiciones que coloca a este 
en situación peligrosa para el uso de su libertad, 
que puede ser coartada por el Estado. 

Las Constituciones modernas consignan como 
principio fundamental de la organización política 
y correlativo de la libertad de pensamiento, la 
libertad de enseñanza. La Constitución de Chile 
consagra su capítulo iv a declaraciones de igual- 
dad y de libertad y asegura a todos los habitantes 
de la República la libertad de enseñanza. 

Comprende esta libertad el derecho de manifcs- 
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tar en la cátedra el pensamiento y la doctrina, y 
no tiene mas limitación que la conservación social 
este derecho de proporcionar los conocimientos en 
la forma que cada individuo estime conveniente. 
Y esta libertad es amplia, hasta donde no ataque 
la existencia social, como todas las libertades, 
tanto porque se íunda en el derecho natural, como 
porque la coacción es imposible. Las restricciones 
legales pueden ejercitarse en la enseñanza, pero en 
campo distinto a la libre propagación de la doctri- 
na; podrán establecerse reglas relativas a las fun- 
ciones públicas y a la colación de grados, lejítimas, 
por otra parte; pero no será posible impedir que 
se propaguen los conocimientos y las ideas. 

Otra cosa es el ejercicio de pi*ofcsiones para las 
cuales prepara especialmente la enseñanza. Siem- 
pre que ellas se relacionen con la conservación de 
los individuos o de sus bienes, cabe acción al 
Estado. Nadie niega a la lei positiva el derecho 
para dictar precauciones en favor de los menores 
e incapaces, cuya educación y administración de 
bienes somete a reglas especiales. En favor de 
todos reglamenta también ciertas pi'ofesiones que 
no pueden ejercerse sin un título del Estado. La 
exajeracion de esta injerencia lojítima puede llegar 
a hacerse odiosa v. en consecuencia, su límite está 
fijado por la convicción que el Estado se forme de 
que el individuo está en aptitudes de desempeñar 
la función a que aspira. La tutela (jue suele pre- 
tender ejercer sobre el hombre, desde que entra 
en la escuela hasta que obtiene el título profesio- 
nal, es absurda y contraria al derecho de adquirir 
los conocimientos en condiciones liberales. 

La Constitución impone al Gobierno la obligación 
de dar instrucción. En el capítulo x. Disposiciones 
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jenerales, se encuentran los artículos siguien- 
tes : 

«Art. 144. La educación pública es una atención 
preferente del Gobierno. El Congreso formará un 
plan jeneral de educación nacional; y el Ministro 
del despacho respectivo le dará cuenta anualmente 
del estado de ella en toda la República. » 

«Art. 145. Habrá una superintendencia de educa- 
ción público, a cuyo cargo estará la inspección 
de la enseñanza nacional y su dirección bajo la 
autoridad del Gobierno. » 

Por lo que toca a las Municipalidades, dice la 
Constitución en su artículo 119 que les corres- 
ponde en sus territorios: 

« 2.° Promover la educación, la agricultura, la 
industria y el comercio. 

« 3.** Cuidar de las escuelas primarias y demás 
establecimientos de educación que se paguen de 
fondos municipales. » 

La instrucción se divide en jeneral y especial; 
comprende la primera el conjunto de conocimien- 
tos de diverso orden indispensables a todo individuo 
en la vida; y la segunda, los conocimientos parti- 
culares que son necesarios para ejercitar en mate- 
ria determinada la actividad intelectual, vg.: para 
el ejercicio de una profesión, como la medicina, la 
injeniería, etc. 

Ambas se dividen en varios grados según la 
extensión que se les dá. Asi la jeneral es piHmaria, 
secundaria y superior; en la especial existen grados 
con denominaciones diferentes. 

Nuestra lejislacion no se conforma exactamente 
en todo a esta clasificación, pues comprende en la 
denominación de enseñanza superior a la especial 
que prepara para ciertas carreras liberales. 

22 
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Elaroinos nuestro osludio aplicaiidi) la lujislaciuii 
(ie Cliilo. y al cniísidcrar las divisiones pai-liciilares 
analizareiiios diversos puntos que se refltírcii es|)c- 
cialinente a cada una de ellas, es decir, a las cua- 
tro secciones siguientes: 

1." Instrucción primaria. 

2.» Instrucción secundaria, o media. 

3.» Instrucción superior. 

4." Instrucción especial. 



a) mSTItUCClON PRIMARIA 

La instrucción primaiia, o popular, aharca rudi- 
mentos jeneraics de los conocimienlos mas indis- 
pensables al individuo, cualesquiera (pie sea su con- 
dición. F.s la mas jeneral de todas. 

¿Pncd»; imponerse con el carácter de oÍ>ligatoria 
la enseñanza primaria? Hé aciuí una cuestión de- 
batitJa on todos los paises. 

Debemos com(!nzar por determinar qué se entiendo 
por enseñanza obiigatoi-ia. Desde que se trata de 
elementales principios cieniíflcos, de la enseñanza 
primaria, so relaciona la cuestión con individuos 
menores de edad, con la infancia, la cual es la que 
aprovecha de esa enseñanza. La imposición no 
puede dirijirsG a esa clase de individuos, sino 
a los padres o gnai-dadores. De manera (lue se 
enl.ieni.le por enseñanza obligatoria la (pie eslá obli- 
gado a proporcionar al niño su padre o guardador. 

El Estado, se lia repetido, os órgano del dorc- 
clio; lo reconoce en el individua juiítaniente con 
la obligación correlativa. F.l Estado podrá imponer 
la obligación de la enseñanza sitím])rc que exisla 
el derecho a ella; este derecho existe en el niño 
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como todos los relativos a la vida misma ; la ins- 
trucción le es tan necesaria para su conservación 
en medio de la sociedad como la alimentación ma- 
terial; sin ésta perece el cuerpo; sin aquella muere 
el espíritu; y así, como la lei le ampara en sus 
derechos relativos a sus bienes materiales, le am- 
para también en este otro que le prepara para la 
vida social, en la cual se satisfacen mejor las nece 
sidades comunes y las individuales cuando mayor 
es el grado de adelanto intelectual de los aso- 
ciados. 

La instrucción en forma obligatoria se limita a 
la primaria por su condición de jeneralidad. Y en 
ningún caso, ni siendo voluntaria, debe abarcar 
esta enseñanza en los programas oficiales una suma 
excesiva de conocimientos. Se dirijo ella a la 
inmensa mayoría de los ciudadanos, a la clase 
mas pobre, a los individuos de trabajo. La instruc- 
ción les proporcionará mayores aptitudes para lu- 
char en la vida; pero es preciso no olvidar que 
continuarán siendo jente de labor y viviendo en el 
medio correspondiente. El campo de los conocimien- 
tos de la enseñanza primaria debe ser reducido 
para que se adapte a la jeneralidad de los indivi- 
duos que la reciben. 

Limitada a la primaria, la enseñanza obligatoria 
debe llenar otras condiciones 

1.* Libre elección de escuela, — La libertad de ense- 
ñanza impone esta condición; si existe derecho en 
el Estado para imponer la enseñanza primaria, no 
existe para agregar a esa imposición la de una clase 
o rumbo determinado de enseñanza. El Estado, va 
que impone la instrucción, se encuentra en el de- 
ber de sostener un número conveniente de escue- 
las; pero no puede extender la obligación a con- 
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currir a ellas. Establecení reglas para comprobar 
que se cumple con la leí; que se dan al niño los 
conocimientos que fija, sea en la escuela pública 
o privada, o en el propio domicilio, sin imponer 
asistencia, como no puede imponer doctrina. 

2.** Gratuidad de la onscñarua del Estado. — En 
todo caso, la enseñanza primaria fiscal debe ser 
gratuita; esta circunstancia se impone con mas 
fuerza, por decii'lo así, en la instrucción obligato- 
ria, por cuanto no todos los ciudadanos se encon- 
trarían en situación de cumplir con un deber 
oneroso. 

3.° Facultad de excasarse del estadio de la re- 
lijion en las escuelas del Estado, — Establecida 
como obligatoria, la enseñanza primaria, rijo la 
obligación paia todos los habitantes de la Repú- 
blica, sin distinción de nacionalidades ni de cultos 
y no existe derecho para imponer doctrinas reli- 
jiosas. 

La instrucción obligatoria, para que efectivamente 
tenga ese carácter, debe establecerse en forma 
imperativa y directa. Existen medidas indirectas 
que tienden a desarrollar la instrucción; entre ellas 
citaremos la de negar las condiciones de electores 
a los ciudadanos que no saben leer y escribir o 
que no hayan adquirido ciertos conocimientos. Esta 
manera no llena el fin propuesto totalmente, porque 
es incapaz de vencer la indolencia o la indiferen- 
cia de ciertas jentes. La lei debe ser terminante 
y contener la sanción correspondiente a la falta de 
cumplimiento. 

Puede decirse que en Chile existe, en cierto 
modo, la instrucción obligatoria en el derecho y 
nó en el hecho. El Código Civil contiene disposi- 
ciones que la imponen y el Código Penal la san- 
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cion correspondiente a la falta de cumplimiento 
de aquellas. 

Dice el primero: 

f( Art. i^22. — Toca (1) de consuno a los padres, 
o al padre o madre sobreviviente, el cuidado per- 
sonal de la crianza y educación de sus hijos lejí- 
timos (2). 

«Art. 428. — En lo tocante a la crianza y educa- 
ción del pupilo es obligado el tutor a conformarse 
con la voluntad de la persona o personas encarga- 
das de ellas, según lo ordenado en los títulos xi y 
XIII, sin perjuicio de ocurrir al juez, cuando lo 
crea conveniente. 

« Art. 429. — El tutor, en caso de neglijencia de 
la persona o personas encargadas de la crianza y 
educación del pupilo, se esforzará por todos los 
medios prudentes en hacerles cumplir su deber, y 
si fuere necesario ocurrirá al juez. » 

Por su parte, el artículo 494 del Código Penal 
castiga con prisión en los grados medica máximo, 
o multa de diez a cien pesos a: 

«15.^ Los padres de familia o los que legalmente 
hagan sus veces que abandonen a sus hijos, no 
procurándoles la educación que permiten y requie- 
ren sus facultades.» 

No son estas disposiciones las que realmente ha- 
cen efectiva la enseñanza primaria obligatoria. Se- 
ría menester una lei especial. 

La instrucción primaria se comenzó a desarrollar 
en Chile juntamente con la Independencia. En la 
época colonial no se preocupó el gobierno español 



(1) La forma toca es imperativa en cl Código Civil. V. el art. 1285. 

(2) Igual obligación rije para los hijos naturales, según el art 277. 
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de procurar instrucción; lejos de eso, trató de impe- 
dir el progreso intelectual de las colonias, por te- 
mor al espíritu de independencia. Sabido es que 
era prohibida en Ciiile la introducción de libros que 
no tuvieran caráctei- místico; do tal manera que 
no so conocía ningún cultivo serio del espíritu. 

Las primeras fundaciones que existieron en aque- 
llos tiempos con el objeto do proporcionar instruc- 
ción a los hombres, preparaban exclusivamente 
para la carrera eclesiíística y se limitaban casi 
únicamente a la enseñanza del latin. Mas atrasada 
estaba aun la enseñanza de las mujeres (1). 

No fué extraño para los hombros de la Indepen- 
dencia el grave problema de la encñanza popular; 
en una de las primeras manifestaciones de la re- 
volución se decía: «Recuperada nuestra libertad, el 
primer cuidado del gobierno es la educación públi- 
ca, que debe empezar en forma, porque nada halló 
principiado en el antiguo sislema» {3). El 18 de 
junio de 1813 se dictó el primer decreto relativo 
a la materia. 

La dificultad principal con que se tropezó para 
fomentar la nueva institución fué la falta de maes- 
tros, que no eran otros, en sus comienzos, que legos 
de los conventos. La condición en que las cosas 
se encontraban la marca una resolución judicial 
expedida en 1831 y en virtud de la cual se condenó 
a un individuo que haliía robado los candelabros 
de un altar, a servir por tres años de maestro de 
escuela en Copiapó! 

Felizmente, los esfuerzos de la República han 



(«) Dccn^to d« 13 dü ji 
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llevado la enseñanza primaria a un grado de ade- 
lanto satisfactorio. 

La base de la organización de la instrucción pri- 
maria sostenida por la Administración Pública es 
la lei de 24 de noviembre do 1860, en la cual se 
encuentran también disposiciones relativas a las 
escuelas particulares. 

Al lado de la lei existen numerosos reglamentos, 
decretos especiales, instrucciones y otras disposi- 
ciones administrativas que no tenemos para qué 
analizar, pues contienen detalles que no caben 
dentro de los propósitos de este trabajo. La índole 
de una institución que progresa día adía se opone 
a la existencia de leyes de carácter permanente 
que impidan su adelantamiento; bastan las bases 
jenerales en la declaración legislativa ; la Adminis- 
tración atiende por medio de decretos, de fácil mo- 
dificación, a las exijencias que se presentan cons- 
tantemente. 

La dirección de la enseñanza primaria corre a 
cargo del Ministerio de Instrucción Pública y es 
jefe inmediato de ella el Inspector Jeneral de Ins- 
trucción Primaria, de quien dependen los visitado- 
res de escuelas, a razón de uno por cada provincia. 

La formación de los maestros es primordial en 
toda enseñanza; la primaria los exije de condicio- 
nes mui especiales, por(|ue el maestro es en la 
escuela padre de familia e iniciador, en intelijen- 
cias que comienzan a desarrollarse, de todos los 
conocimientos. La preparación del personal docente 
primario se hace en las Escuelas Normales. 

La primera Escuela Normal se creó en 1842, 
siendo Presidente de la República don Manuel 
Búlnes y Ministro de Instrucción don Manuel Montt, 
a quien mucho debe la enseñanza. Fué primer di- 
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rector del establecimienlo, don Domingo Faustino 
Sarmiento, infatigable propagandista de la ense- 
ñanza popular; mas tarde Presidente de la Repú- 
blica Arjentina. La creación de la Escuela Normal 
de Preceptores significó un gran progreso. Tuvo 
luego vida próspera, que sigue lioi al lado de 
otras del mismo jénero, destinadas para maestros 
de ambos sexos y organizadas en conformidad a 
los últimos progresos pedagójicos (1). 

Los alumnos normalistas que terminan sus estu- 
dios son designados para rejentar una escuela; 
debiendo servir por siete años en el preceptorado, 
obligación que contraen al ingresar en la Escuela 
Normal. 

Ademas de los preceptores normalistas, cuyo nú- 
mero no alcanza para servir todas las escuelas, se 
designan para rejentarlas, en su defecto, a perso- 
nas que acrediten tener las aptitudes necesarias. 

En cuanto a la enseñanza primaria particular, la 
lei declara que no está sujeta a disposiciones de 
ella la que se dá privadamente a los individuos de 
una familia. Las escuelas particulares están some- 
tidas a inspección en lo tocante a la moralidad y 
orden del establecimiento; pero nó en lo relativo a 
la enseñanza. 

La lei ha establecido restricciones respecto de 
las personas que ejerzan el preceptorado en esta- 
blecimientos particulares. Nadie puede ser precep- 
tor, sin acreditar ante el gobernador del departa- 



( 1 ) La reforma jcncral de la enseñanza primaria, adaptándola a los progresos 
modernos, se inició en las Escuelas Normales, contratándose profesores en el extran- 
jero y modificándose los planes de estudio y los métodos de enseñanza. Desde 
1886 cambió la faz de la instrucción primaria, sij^uiendo mas tarde iguales rum- 
bos la secundaria. Aquella reforma se inició por el Gobierno de Don Domingo Santa 
María prestando en ella infatigable cooperación Don José Abelardo Núñez. 
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mentó tener buena vida y costumbres. Tampoco 
pueden serlo, en ningún caso, los procesados por 
delito que merezca pena aflictiva o hayan sido 
condenados a penas de esa clase, ni los que hubie- 
sen sido destituidos de su empleo de preceptor por 
causa averiguada que comprometa su morahdad y 
costumbres (1). 

Las escuelas se dividen, según la extensión de la 
enseñanza, en elementales y superiores, o sea de 
primero y segundo grado. Las superiores para hom- 
bres y mujeres sólo existen en las capitales de de- 
partamentos. 

Según su ubicación, las escuelas son urbanas y 
rurales. 

La lei determina en su artículo 4.° que habrá en 
las poblaciones de cada departamento una escuela 
elemental de niños y otra de niñas por cada dos 
mil habitantes, disposición a la cual diversas cir- 
cunstancias impiden en ocasiones dar cumplimiento 

Las Municipalidades deben también atender a la 
difusión de la enseñanza primaria. Esta es materia 
en la cual no cabe colisión de atribuciones. El in- 
terés jeneral impone a la Adminisl ración Central 
su atención, como la impone a las Municipalidades 
el local. La lei orgánica de 1891, conformándose a 
la Constitución, les obliga a destinar fondos para el 
servicio de instrucción primai'ia, a razón de una 
escuela de hombres y otra de mujeres por cada 
mil habitantes, tomándose en cuenta las escuelas 
fiscales al fijar el número de las que se deban cos- 
tear con fondos municipales (2). 

Se ha visto que la lei Municipal creó un impues- 



( 1 ) Lei de 2í noviembre de 1860, arts. 16 y 19. 

(8) Constitución, art. 119, 2.' y lei de 22 de diciembre de 1891, art. 70, 6." 
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to personal destinado ospccialmonfc a ose objeto. 
Como ci impuesto no se ha cobrailo, las Municipa- 
lidades, en jeneral. no atienden este servicio y li- 
mitan su acción a proporcionar subvenciones a 
instituciones de enseñanza (1). 



B) instrucción SECINDARIA 

La instrucción secundaria tiene por fin e! des- 
arrollo mas amplio de los conocimientos elemen- 
tales adquiridos en la primaria. Abarca la jcnerall- 
dad de las ciencias, sin especializacion de ninguna; 
no prepara para carrera determinada sino para 
todas en jeneral. 

Esta instrucción no ha sido menos atendida que 
la primaria desde los comienzos de nuestra vida 
independiente. Datan desde 1813 los oríjenes del 
Instituto Nacional, nuestro primer establecimiento 
fiscal de segunda enseñanza. 

Las condiciones de esta enseñanza no tienen res- 
pecto de los individuos a quienes se proporciona, 
los caracléres de jencralidad de la primaria. La 
mayoría de los ciudadanos llena su misión, aunque 
sea incompletamente, con ésta; la primera se ad- 
quiere por aipiellus (|uc desean p(;rfeccionar sus 



( 1 ) La lalta do uxtrido cumpliniii'nlo i 
el procrean do la enserian» pritiiitria on 
Biiienlcs datos, de 1." de octiihro de isüü. 



Numero de edciielas 1.331 

Niimero del personal. dofLTiW 2.W9 

Alumnos matriculados Ub.xa 

A cfllas eilraa dolien agregarse las corri'spomlifíilpa a las cscnelas pirlitii 
que no tcncnioB a la vista: pero que iiu hajan de 3ua eon IM.UUO a ñ.ouo aliu: 
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conocimientos, llegar a optar un título profesional, 
pues son base de todos y, su exijencia en la vida 
no es tan estricta como lo es la de la primaria. 

El Estado debe, sin embargo, proporcionar esta 
enseñanza, porque dirijo los espíritus a llenar me- 
jor los fines sociales de seguridad y de adelanta- 
miento; la iniciativa particular puede concurrir 
libremente a igual objeto. 

No teniendo esta enseñanza los caracteres de jcne- 
ralidad, en cuanto a los individuos que la adquie- 
ren, se sostiene que la proporcionada por el Esta- 
do debe ser pagada por aquellos que la aprovechen 
y no soportado su costo por todos los contribu- 
yentes. 

Es cierto que no posee la instrucción secundaria 
ese carácter, en la condición indicada; pero tiene 
carácter jeneral en cuanto a los conocimientos com- 
prendidos en ella y en cuanto éstos son útiles y 
adaptables a todos los individuos. Esta circuns- 
tancia basta para que el Estado preste gratuita- 
mente este servicio. 

Y de la gratuidad de la enseñanza fiscal se dedu- 
ce, fuera do las bases jenerales que la sustentan, 
la amplia libertad de la enseñanza privada, pues 
mientras aquella es costeada con fondos propor- 
cionados por todos los contribuyentes, ésta sólo 
puede ser sostenida por los que ocurran a ella. 

La organización de la enseñanza secundaria se 
funda en la lei sobre instrucción secundaria y 
superior de 9 de enero de 1879. Acerca del Conse- 
jo de Instrucción Pública, cuerpo directivo de la 
enseñanza, se tratará mas adelante, en capítulo 
especial. 

La lei dispone el sostenimiento con fondos na- 
cionales de establecimientos de instrucción secunda- 
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ria, a razón de uno a lo nic^Mios on cada provincia, 
y declara que esta enseñanza es gratuita. 

Los establecimientos aludidos, llamados comun- 
mente liceos, son de dos clases: en los de primera, 
se enseña el curso completo de humanidades; en 
los de segunda, tan solo los tres primeros años de 
ese curso, que comprende seis. 

El personal docente es nombrado por el Presi- 
dente de la líepública en la forma siguiente: 

Los rectores y los profesores de curso en pro- 
piedad, a propuesta en terna del Rector de la Uni- 
versidad, aceptada por el Consejo de Instrucción 
Pública. 

Los demás profesores son designados a propues- 
ta del rector del respectivo establecimiento, acep- 
tada por el Rector de la Universidad. 

Los interinos y empleados auxiliares lo son con 
la sola propuesta del rector del liceo (1). 

La destitución de estos empleados está sometida 
por la lei a disposiciones que contrarían la prác- 
tica constitucional. Los rectores solo pueden ser 
destituidos previo informe del Rector de la Univer- 
sidad, que proponga o apoye la medida, de acuerdo 
con el Consejo de Instrucción Pública; y los profe- 
sores de curso, previo informe del rector del res- 
pectivo establecimiento, apoyado por el Rector de 
la Universidad (2). 

La enseñanza es dirijida por el Consejo de Ins- 
trucción Pública, corporación que dicta los planes 
de estudios, con aprobación del Presidente de la 
República. 



{ 1 ) Lci de 9 de enero de 1879, art. 35. 

(2) Lei de 9 de enero de 1879, art. 36. Véase en el capítulo dedicado a los Fun- 
clonaiHos Públicos, la parte dedicada a la destitución de estos. 
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Los profesores se someten a textos aprobados 
por el Consejo, el cual forma cada dos años una 
lista, de la que el rector de cada liceo, de acuerdo 
con el profesor del ramo, elije los que considera 
convenientes. 

El personal docente de instrucción secundaria se 
prepara en el Instituto Pedagójico y aunque hasta 
ahora no se han dictado disposiciones que asegu- 
ren la carrera del profesorado a los alumnos del 
establecimiento, la selección del personal se hace 
jeneralmente de entre los que han obtenido título 
profesional en él. 

La injerencia de la Administración en los esta- 
blecimientos particulares de segunda enseñanza 
esta atribuida por la lei en los siguientes puntos: 

1.*» Prohibición de fundar establecimientos y de 
enseñar públicamente alguna ciencia o arte a los 
que hubieren sido condenados por crímenes o sim- 
ples delitos que traigan consigo inhabilitación ab- 
soluta o especial para el desempeño de cargos u 
oficios públicos o profesiones titulares, mientras 
dura la condena, pero la prohibición es perpetua 
respecto de los condenados por crímenes o simples 
delitos contra la seguridad pública. En esla dis- 
posición no se comprenden los delitos contra la 
seguridad interior del Estado. 

2.^ Ejercicio por el Consejo de Instrucción Públi- 
ca, o por niedio de delegados, de atribuciones de 
vijilancia y policía que se refieren a la moralidad, 
hijiene y seguridad de los alumnos y empleados. 

3.*^ Intervención en la colación de grados, los cua- 
les sólo son conferidos por el Estado, en conformi- 
dad a los reglamentos respectivos. 

La lei extiende esta intervención hasta los exá- 
menes particulares de ramos exijidos para el bnchi- 
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Uerato en humanidades, con el cn;il termina la 
sngunda enseñanza, y ((iie deben ser rendidos ante 
comisiones nombradas por el Consejo de Iiislriic- 
cion Pública; de manera que no solo fija el Esta- 
do la prueba misma para obtener el grado, sino 
que exijc certificado de liaber rendido, ante comi- 
siones oficiales, uno a uno los exíímenes de todo 
el curso de Inimanidades, al que aspire a presen- 
tarse a aquella prueba. 

Esta regla jeneral tiene una excepción: son v;i- - 
lidos para obtener grados los cxitmenes rendidos 
ante sus propios profesores por los alumnos de los 
seminarios de La Serena, Santiago, Concepción y 
Ancud y de los colejios-seminarios de Valparaiso 
y Talca. 

Esta excepción manifiesta que la exijencia (jue 
aparece con carácter jeneral no tiene fundamento 
alguno y que bien puede someterse a la misma 
excepción, convertida en regla, toda la ciiscílanza 
privada, limitándose la acción del Estado a la co- 
lación de grados, en forma rigorosa que haga 
efectiva la seriedad de los estudios. 



C) INSTRICCION SUI'IOIIIOR 

La lei de 9 de enero de 1879 llama instrucción 
superior a la que requiere el ejercicio de las pro- 
fesiones científicas y literarias. 

Esta instrucción se dá en la Universidad de San- 
tiago y en las secciones universitarias establecidas 
para ciertas carreras en algunos liceos provinciales. 

La Universidad tiene dos caracteres: es un cuerpo 
académico y un instituto docente. La vitalidad 
académica solo es conocida por algunas interesan- 
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tes publicaciones literarias y científicas que de 
tiempo en tiempo ven la luz pública. La importan- 
cia de la institución se encuentra en su parte 
docente. 

Se compone de cinco Facultades: 

De Teolojía; 

De Leyes y Ciencias Políticas; 

De Medicina y Farmacia; 

De Ciencias Físicas y Matemáticas; y 

De Filosofía, Humanidades y Bellas Artes. 

Los miembros de estas Facultades son acadé- 
micos, docentes y honorarios. Los primeros no 
pueden exceder de quince y son elejidos por la 
misma Facultad. Los docentes son: 1.° los profesores 
de instrucción superior de ramos de la respectiva 
Facultad, que tuvieren nombramiento en propiedad; 
2.° los profesores propietarios de clases superiores 
de instrucción secundaria que el Consejo de Ins- 
trucción Pública designe y 3.° los profesores extraor- 
dinarios en actual servicio. Son miembros honora- 
rios los que obtuvieren este título por elección de 
la Facultad respectiva. 

Las asignaturas universitarias corresponden a 
cada una de las Facultades; sin embargo, no exis- 
ten las correspondientes a la de Teolojía. 

Al frente de la Universidad se encuentra el Rec- 
tor, designado por el Presidente de la República, 
previa la presentación de una terna formada por 
los miembros de la Corporación, reunidos en claus- 
tro pleno, con asistencia de la mitad del total del 
número de miembros residentes en Santiago. Dura 
cuatro años en el ejercicio del cargo, pudiendo ser 
reelejido. Las Facultades son dirijidas por un 
Decano, designado por el Presidente de la Re- 
pública, previa terna formada por la misma 
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Facultad; dura dos años, pudiendo ser reele- 
jido. 

Los profesores universitarios son nombrados por 
el Jefe del Kstado a propuesta en terna formada por 
la parte docente de la Facultad respectiva, o previo 
concurso; el Consejo de Instrucción Pública deter- 
mina la forma de provisión en cada caso. 

Existen también profesores extraordinarios, de- 
signándose así a los que previas pruebas de com- 
petencia son autorizados para enseñar. Sus cursos 
producen los mismos efectos que los de los pro- 
pietarios. 

La separación de los profesores universitarios 
se somete también a reglas restrictivas, pues solo 
puede verificarse previo el informe del Consejo de 
Instrucción Pública acordado por los dos tercios 
de los miembros que asistan a la sesión, y que 
apoye la medida. 

Las Facultades confieren los grados de bachiller 
y licenciado. 

El título de licenciado en la Facultad de Ciencias 
Físicas y Matemáticas se considera título profesio- 
nal de injeniero. 

El de médico-cirujano se expide por el Rector 
de la Universidad, de acuerdo con el Consejo, a los 
licenciados en Medicina, previas las pruel)as regla- 
mentarias. 

El de abogado es expedido por la Corte Suprema 
a los licenciados en leyes, previo un examen ante 
la misma Corte. 

Los exámenes de la enseñanza superior privada 
están sometidos a las mismas reglas que los de 
la instrucción secundaria. 

La lei dispone que la enseñanza superior es 
gratuita. 
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Esta clase de instrucción no tiene el carácter de 
la secundaria; prepara especialmente para profe- 
siones liberales que son jeneralmcnte seguidas por 
los individuos que buscan en ellas trabajo remu- 
neratorio; la clase de estudios de cada Facultad es 
mui especial y no interesa a la jeneralidad de los 
miembros de la comunidad. A nuestro entender la 

m 

lei puede determinar la gratuidad de la enseñanza 
superior costeada por el Estado, como puede tam- 
bién establecerla pagada, según las circunstancias. 
Habrá momento en que no sea conveniente para la 
marcha económica nacional la existencia de una 
plétora de profesionistas que podrían dedicar su 
actividad al movimiento industrial, si hubieran 
recibido preparación para ello o si no se encon- 
traran con que su iniciativa había sido dirijida en 
otro sentido. En casos como éste, el gravamen 
para seguir los cursos profesionales sería un medio 
de limitar el número de individuos dedicados a 
ellos y, por consiguiente, el de los aspirantes a 
profesiones liberales. 

Si esa plétora no existe; si el progreso jeneral 
del país y su situación económica no son pertur- 
badas por contar con elementos activos suficientes 
que no alcanzan a quitarle las profesiones libera- 
les, el Estado debe proporcionar gratuitamente la 
enseñanza superior, que en todo caso contribuye, 
fuera de su fin directo, a elevar el nivel moral de 
la nación. 

D) DIRECCIÓN DE LA ENSEÑANZA SECUNDARIA Y SUPERIOR 

El artículo 145 (154 antiguo) de la Constitución 
dice: 
«Art. 145. Habrá una Superintenden.cia de edu- 

28 
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cacion pública, a cuyo cargo estará la inspección 
de la enseñanza nacional y su dirección bajo la 
autoridad del Gobierno. » 

Por su parte la lei de instrucción secundaria y 
superior de 9 de enero de 1879 dice: 

(íArt. 6.° Habrá un Consejo de Instrucción, encar- 
gado de la Superintendencia de la enseñanza cos- 
teada por el Estado, con arreglo al artículo 154 de 
la Constitución. 

«Art. 7.® Se compone el Consejo: 

Del Ministro de Instrucción Pública que lo pre- 
sidirá; 

Del Rector de la Universidad; 

Del Secretario Jeneral; 

De los Decanos de las Facultades; 

Del Rector del Instituto Nacional; 

De tres miembros nombrados por el Presidente 
de la República; 

De dos miembros elejidos en claustro pleno por 
la misma Universidad. 

No concurriendo el Ministro de Instrucción Pú- 
blica, el Consejo será presidido por el Rector, y a 
falta de éste, por el Decano mas antiguo entre los 
concurrentes. 

«Art, 8.^ Los miembros del Consejo nombrados 
por el Gobierno durarán tres años, cuatro años los 
elejidos por la Universidad, y los Decanos por el 
tiempo de su nombramiento, pudiendo todos ser 
nombrados o reelejidos indefinidamente.)) 

Las atribuciones del Consejo so dirijen pricipal- 
mente a dictar los planes de estudio y reglamentos 
de los establecimientos correspondientes y determinar 
las pruebas para la colación de grados, todo con 
aprobación del Presidente de la República; inter- 
venir en la designación y separación de empleados 
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según las reglas establecidas por la misma lei y 
vijilar la marcha de la enseñanza y el cumpli- 
miento de todas las disposiciones relativas a ella. 

Se vé que, en jeneral, las atribuciones del Con- 
sejo se ajustan a los principios que hemos esta- 
blecido en el capítulo dedicado a la Administración 
Consultiva, pues se refieren a materias técnicas en 
cuya aplicación se requiere siempre por la Admi- 
nistración el auxilio de personas o corporaciones 
especialmente competentes. Ejercitadas esas atri- 
buciones correctamente, no pueden surjir jamás 
dificultades que embaracen la marcha de la ense- 
ñanza ni menoscaben las atribuciones constitucio- 
nales del Presidente de la República. 

Pero se notará que la composición del Consejo 
y el campo de su atención no corresponden al pre- 
cepto de la Constitución, la cual quiso que una 
Superintendencia, bajo la autoridad del Gobierno, 
inspeccionara y dirijiera toda la enseñanza nacio- 
nal. El Consejo creado por la lei de 1879 puede 
llamarse propiamente Universitario, pues lo forman 
solamente elementos de esa institución; en cuanto a 
su acción no alcanza a la enseñanza primaria ni 
a la especial, concretándose a la secundaria y su- 
perior. A esta idea obedece su composición, limi- 
tándose en lo que corresponde a la instrucción 
secundaria a dar cabida al Rector del Instituto Na- 
cional y al Decano de Humanidades. 

Un Consejo con mas extensión en su personal, 
en el cual tengan cabida personas competentes de 
las diversas clases en que se divide la enseñanza, 
y que esté mas cerca del Gobierno, fué lo que 
quiso la Constitución para confiarle la vijilancia y 
dirección de la enseñanza jeneral, lo que no obsta 
para la existencia del Consejo de la Universidad, 
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dedicado es pee i al mentó al servicio de esta institu- 
ción, y con la independencia necesaria para rnn- 
nejarla. 

La organización del Consejo de Instrucción Pú- 
blica de Francia se acerca mas a ese ideal. Es 
íonnado por elementos de toda la enseñanza, in- 
clusive la particular, y es verdadero asesor del 
Ministerio de Instrucción Pública. 



E) INSTRLCCION ESPECIAL 

La instrucción especial, como la entiende nuestra 
lejislacion, tiene por objeto preparar a los indivi- 
duos para el desempeño de [unciones públicas y 
el ejei'cicio de industrias y artes. 

La lei de instrucción secundaria y superior la 
contempla en sus disposiciones jenerales, aunque 
no consagra a ella ninguna de carácter particular. 
Dice cu su artículo 1.°: 

fl Art. 1." Con fondos nacionales se sostendrdn es- 
tablecimientos de enseñanza destinados: 

3." A la instrucción especial, teórica y práctica 
(¡ue prepara para el desempeño de cargos públicos 
y para los trabajos y empresas de las industrias 
en jenoral. o 

Inmensa es la importancia de esta instrucción. 
Paises de vieja historia, llenos de vida intelectual 
y de amplio progreso material, no omiten hoi sa- 
ci'iíicios para dar educación pníclica a la juventud, 
preparándola a la lucha por la vida, día a día 
nuis complicada porque así la hacen los gustos y 
los medios actuales. Con mayor razón deben aten- 
der esa enseñanza los paises nuevos que habrán 
de fundar gran parte de su bienestar y la seguri- 
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dad de su porvenir en el progreso de su comercio 
y de sus industrias. 

La enseñanza clásica forma la vida del espíritu 
y ella prepara mui convenientemente para la aten- 
ción de nuestras exijencias morales y para la vida 
social en jeneral; pero la actividad contemporánea 
exije enérjicas manifestaciones de la iniciativa indi- 
vidual, que encuentra guía e impulso con la adqui- 
sición de conocimientos prácticos. 

Entre nosotros se ha atendido en parte esta ense- 
ñanza; principalmente en lo que se refiere a la 
agricultura y algo a la minería. Existen estable- 
cimientos de enseñanza especial, dependientes de 
los diversos Ministerios, según la naturaleza de 
cada uno y rejidos por reglamentos también parti- 
culares. 

Las Escuelas Naval, Militar y de Clases, brillan- 
tes centros de educación militar, preparan para la 
carrera de las armas. Existen el Conservatorio 
Nacional de Música y la Escuela de Bellas Artes. 
El Instituto Agrícola forma injenieros agrónomos, y 
las Escuelas de Agricultura empleados de campos 
y cultivadores. La Escuela de Artes y Oficios pro- 
porciona mecánicos y otros ajentcs de la industria. 
Las Escuelas de Minería forman individuos prác- 
ticos en el servicio de esa importante industria 
nacional. El comercio comienza también a ser aten- 
dido con el Instituto Técnico Comercial de Santiago. 

La naturaleza diversa de los reglamentos a que 
están sometidos estos establecimientos nos impide 
exponerlos en este trabajo. Todos ellos son atendi- 
dos por directores y profesores especiales, exis- 
tiendo para algunos juntas de vijilancia que forman 
una especie de consejo directivo. 

La instrucción especial es gratuita. Los estable- 
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Cimientos particulares no están sometidos a res- 
tricción alguna. 



P) PROPIEDAD UTERARIA Y ARTfSTlCA 



El punto de que vamos a tratar no corresponde 
propiamente a la materia administrativa que aca- 
bamos de estudiar; lo consideramos aquí por decir 
relación con el movimiento intelectual. Si bien es 
cierto, por otra parle, que él puede ser estimado 
propiamente como materia del Derecho Civil, es, 
sin embargo, conveniente tratarlo, pues ofrece tam- 
bién aspecto administrativo. 

La cuestión relativa a la propiedad literaria y 
artística ha surjido después de la invención de los 
medios destinados a la reproducción de las obras 
de esos jéneros y atañen principalmente las obser- 
vaciones que vamos a formular a la propiedad 
literaria, ya que la imprenta facilita universalmente 
la reproducción de los trabajos escritos. 

Los primeros privilejios otorgados después de la 
invención de la imprenta para la publicación ex- 
clusiva de obras literarias, lo fueron a favor de los 
editores, pues los autores, que antes tenían interés 
en que sus obras fueran copiadas para la circu- 
lación, veían con gusto que se les reprodujeran 
gratuitamente, contentándose con la satisfacción 
del interés que lograban d(*sperlar en el público. 
Luego la popularización proporcionó ganancias a 
los editores y en el siglo XVIII comenzaron los auto- 
res a considerar que eisa ganancia no podía ser 
apropiada por quien solo tenía parte material en 
la ejecución de la obra. 
Este fundamento pecuniario dio oríjen al reco- 
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nocímiento de la propiedad literaria, que lo tiene 
también en el carácter de la obra intelectual, que 
siempre es manifestación íntima del autor, cuya 
personalidad está marcada en su trabajo. 

La existencia del derecho de autor ha sido mui 
debatida. Proudhon lo ha negado con enerjía, y 
aplicado a la distribución de las obras de la into- 
lijencia sus mas avanzadas doctrinas socialistas, 
pues sostenía que el Estado debía subvencionar a 
los autores para convertir sus obras en propiedad 
común (1). 

No necesitamos entrar en la exposición de deba- 
tes doctrinarios, pues hoi es universalmente reco- 
nocido el derecho de autor por la lejislacion de 
cada país (2). 

La nuestra tiene fundamento en el artículo 143 
déla Constitución que dice: 

« Art. 143. — Todo autor o inventor tendrá la 
propiedad exclusiva de su descubrimiento, o pro- 
ducción, por el tiempo que le concediere la lei: y j 
si ésta exijiere su publicación, se dará al inventor la 
indemnización competente. » 

El Código Civil dice: \ 

«Art. 584. — Las producciones del talento o del 
injenio son una propiedad de sus autores. 

«Esta especie de propiedad se rejirá por leyes 
especiales. » 

La lei a que se refieren las disposiciones ante- 
riores es de 24 de julio de 1834. 

Según ella los autores tienen el derecho exclusivo 



(1) D ARRAS, Du droit des auleurs et des artistcs. —Proudhon, Majorats litte- 
raires. 

(2) Acerca de doctrinas pueden verac las obras ya citadas de Proudhon y 
Darras y las de Lal>oulaye, los discursos parlamcniaríos de Macaulay. Obras de 
don Andrés Bello (t. ix, páj. 419) y las Vistas fiscales de don Ambrosio Montt. 
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durante su vida de vender o distribuir en Chile 
sus obras. 

Los lierederos gozan por cinco años del mismo 
derecho, prorrogables hasta diez al arbitrio del 
Gobierno ; si el Asco fuese el heredero la obra pasa 
a ser de propiedad común. 

Los autores y sus herederos pueden transmitir 
sus derechos a cualquiera persona. 

El propietario de un manuscrito de obra postuma 
goza de su propiedad exclusiva por diez años im- 
prorrogables. 

Para entrar en el goce de los derechos que con- 
cede la lei, basta depositar previamente tres ejem- 
plares de la obra en la Biblioteca Nacional, hacién- 
dose constar en el frontispicio la propiedad. 

El Código Penal, en su artículo 471, castiga con 
presidio o relegación menores en sus grados míni- 
mos o multa de ciento a mil pesos, al que come- 
tiere alguna defraudación en la propiedad literaria, 
aplicándose al perjudicado los ejemplares u objetos 
contrahechos y también los útiles empleados en la 
ejecución del fraude cuando solo pudiesen usarse 
para cometerlo. 
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III 



VÍAS Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN 

El progreso humano es el resultado del trabajo 
común de las sociedades, del esfuerzo de todos los 
pueblos unidos entre sí. Esta unión se facilita y se 
estrecha por los medios de comunicación. La dis- 
minución de las distancias, por decirlo así, produ- 
cida por las facihdades que se introducen en los 
sistemas de viabilidad y de transporte, incrementa 
el comercio, una de las industrias que mas con- 
tribuye al progreso social y pone en contacto los 
espíritus de todas las naciones. El aislamiento de 
las sociedades acarrea la debiHdad en las fuerzas 
intelectuales y físicas y así se ven paises civiliza- 
dos que no progresan, o no alcanzan el grado de 
adelanto de otros que reúnen condiciones semejan- 
tes de vitalidad, porque carecen de trato frecuente 
y fácil con los demás Estados. 

En esta materia, se comprenden dos secciones 
perfectamente distintas y cuya separación, además 
de ser lójica, es conveniente para fijar las atribu- 
ciones del Estado a esle respecto. La primera 
abarca el conjunto de medios de comunicación, 
propiamente dichos, como ser: caminos, correos y 
telégrafos. El segundo tiene mas extensión por- 
que exije mayor variedad de actos, y comprende 
las vías férreas o ferrocarriles, y las líneas de na- 
vegación. Pueden encerrarse en la denominación 
de medios de transporte. Suele llamarse viabilidad 
al conjunto de servicios de esta clase. 

Estudiaremos separamente cada una de las vías o 
medios de comunicación en su réjimen administrativo. 



' 5» 
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a) caminos 



El Estado tiene el deber de mantener caminos 
para las comunicaciones dentro de su territorio. 
La vida nacional requiere la existencia de este 
medio de comunicación, y solo el Estado, sea cen- 
tral o local, puede y debe satisfacer esta necesidad, 
con el carácter jeneral. La iniciativa individual 
puede entrar como coadyuvante, pues no tendría 
poder suficiente para la formación de las grandes 
vías nacionales. Aun suponiendo que el esfuerzo 
individual lograse reemplazar al del Estado en 
alguna parte, la Administración tomaría injeren- 
cia a lo menos en el réjimen de un servicio que 
es nacional. 

Una condición de los caminos públicos^ es la 
gratuidad del tránsito y esta condición no puede 
ser satisfecha sino por el Estado, con el dinero de 
todos los ciudadanos. La iniciativa individual se 
manifiesta en materias de otro carácter, como en 
la beneficencia, impulsada por la virtud, en la ins- 
trucción, por el espíritu de propaganda de las 
ideas; pero en la viabilidad, considerada princi- 
palmente en vista del interés más jeneral, como 
cuando se trata de largas y costosas vías de co- 

3 municacion, solo podría presentarse teniendo a la 

vista un interés pecuniario, recompensa efectiva del 

I desembolso de dinero y del trabajo material. 

Los particulares podrán llegar hasta la construc- 

) cion de ciertos caminos que sean benéficos para 

muchos y entregar gratuitamente su uso al público; 

; pero aun en este caso, será ante todo el beneficio 

propio que les produzca la existencia de la nueva 
vía, lo que les impulse a llevar a cabo su ejecu- 
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cion. En los grandes caminos de uso mas jeneral, 
no entraría la iniciativa particular sino en forma 
de asociación y en busca de un interés del dinero 
invertido y de una remuneración del trabajo em- 
pleado y, en consecuencia, el tránsito no sería gra- 
tuito; lo que menoscaba por su base la propia 
existencia de los caminos. 

Incumbe, por consiguiente, a la Administración, 
construir y mantener caminos destinados al uso 
público. 

Ahora bien, este deber ¿cabe dentro de las atri- 
buciones de la Administración Central o es aten- 
ción meramente tocal y, en consecuencia, corres- 
ponde al Municipio? 

No es posible dar una regla jeneral sobre este 
punto, porque es necesario, como debe hacerse cada 
vez que se trata de distinguir las atribuciones en- 
tre el gobierno central y el local, separar los inte- 
reses jenerales de los que afectan directamente a 
la localidad. Caminos hai que son de un interés 
jeneral y otros que lo S04i restrinjido a una o mas 
localidades. Por esto deben clasificarse en nacio- 
nales, que son las grandes vías directas, y muni- 
cipales, las que se comunican con aquellas dentro 
de un determinado territorio municipal, o que sólo 
comunican entre sí dos o mas de estos territo- 
rios (1). 

Sobre esta base, corresponde a una lei de carác- 
ter jeneral, la reglamentación de los caminos na- 
cionales, comenzando por su construccian y con- 



(1) Existe en Chile esta división. La lei de 22 de diciembre de IHUl en su arti- 
citlo 25 trata de los caminos que se costean con fondos municipales y solo sobre 
ellos dá injerencia a la Municipalidad. Los demás son atendidos por la Adminis- 
tración Central. 
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tinuando con las reglas que han de rejir su uso. La 
denominación que damos a esta clase de caminos 
no importa que su construcción y mantenimiento 
corresponda exclusivamente al poder central o ten- 
ga alguna participación el Municipio: lo que que- 
remos es manifestar que están sometidos a una 
lei especial y nó entregados a disposiciones muni- 
cipales, como pueden estarlo los de la otra cate- 
goría. En esta virtud, la lei puede encargar al 
Municipio el manlenimiento, vgr. : del camino 
nacional, con sujeción a sus propias disposicio- 
nes. Sin embargo, dentro de la independencia de 
intereses, cabe mejor esta atención al poder cen- 
tral en las vías nacionales, como le corresponde 
al municipal en las que llevan la otra denominación. 

La división que hemos hecho se refiere a un 
punto de vista en que se han considerado los 
caminos, y que consiste en determinar a qué par- 
te de la Administración corresponde la atención 
de esta exijencia social. La ubicación de los cami- 
nos, las necesidades que cada uno está llamado 
a servir, los lugares que ponen en comunicación, 
dan oríjen a otras clasificaciones que dependen, 
naturalmente, de las circunstancias que concurren 
en los diversos paises. Estas clasificaciones no 
obedecen a principios ciertos y son creaciones 
propias de la lei positiva, que se inspira en las 
condiciones especiales de lugar y de tiempo. 

Rije sobre caminos, en parte, la lei de 17 de di- 
ciembre de 1843 que los divide en públicos y veci- 
nales, comprendiendo en la primera denominación 
los que comunican una ciudad, villa o lugar con 
otra ciudad, villa o lugar (1), y en la segunda 



( 1 ) Arts. 19 y 20. 
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los que comunican los fundos particulares con los 
caminos públicos (1). La injerencia del Estado en 
los de la segunda clase se limita a fijar ciertas con- 
diciones de ancho para la seguridad de los transpor- 
tes y a la aplicación de las reglas de policía. 

Establece la misma lei un principio jeneral que 
constituye una verdadera expropiación: consiste en 
que los fundos colindantes de los caminos quedan 
gravados con la carga de dar tierra, piedras u otros 
materiales para los terraplenes, salvo la justa com- 
pensación de los perjuicios que por La extracción 
se les infieran (2j. La lei no abona la expropiación 
de los materiales, es decir el justo precio de éstos, 
sino que se limita a cubrir el importe de los per- 
juicios ocasionados por su extracción (3). 

En cuanto a la apertura y reparación de cami- 
nos, se ha dictado un decreto en 16 de setiembre 
de 1897, que reglamenta esos trabajos, hace una 
clasificación especial de los caminos para ese ob- 
jeto y deslinda los deberes que incumben a la 
Administración Central y a las Municipalidades. 

Los fondos fiscales consignados para caminos en 
la Lei de Presupuestos, se invierten en su apertura 
y reparación en el siguiente orden de preferencia: 

1.^ Los que unen los centros de población con las 
estaciones de las líneas férreas; 



( 1 ) Art. 37. 

(2) Art. 88. 

(3) Por decretos de 2i de abril y 3 de mayo de ISVi se mandó pagar a doña Do- 
lores Prado el valor de ripio y piedra sacados de su fundo para el camino entre 
Santiago y Valparaíso. Estos decretos se dejaron sin efecto por otro de 17 de 
diciembre de li^i6, en virtud de lo dispuesto por el articulo 28 de la lei de \h\i. £1 
articulo í.' de eso decreto dice : 

«En lo sucesivo no se abonará a propietario alguno la tierra, ripio, piedras, ni 
los demás materiales que fueren necesarios para el terraplén de los caminos que 
pasaren por los fundos de donde so extraigan. * 
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/2.® Los que unen capitales de provincias entre sí; 

3.^ Los que unen la capital do la provincia con 
las cabeceras de los departamentos que la com- 
ponen ; 

4.® Los que van de las capitales do las provin- 
cias a los puertos; y '^ 

5.® Los que van de las capitales de los departa- 
mentos a los puertos. 

La atención de los caminos que ligan las capi- 
tales de departamentos entre sí y de los que ponen 
en relación la caliecera de cada uno de ellos con 
los pueblos, villas o aldeas del mismo, corresponde 
a las Municipalidades respectivas. 

Los puentes son parte integrante de los caminos 
y para su construcción y reparación se sigue el 
mismo orden de preferencia establecido para aque- 
llos (1). 

En todo caso se dá preferencia a aquellos puen- 
tes para cuya construcción los vecinos o las Muni- 
cipalidades contribuyen con alguna cuota. Se ha 
introducido la costumbre de indicar el monto de 
esta cuota en la partida respectiva de la Lei de 
Presupuestos. 

Kl Código Penal castiga al que infrinjiere las 
leyes o reglamentos sobre apertura y conservación 
de las vías públicas con prisión en su grado mí- 
nimo (2). 

El servicio de caminos depende del Ministerio de 
Industria v Obras Públicas. 



r 



( n La Lci de Prosapu^stos de \9M consi^iii para caminos y puentes fondos 
que dolKni inTcrÜrsc coníoraie al decreto de 16 de setiembre de Ib^. 

\S^ Coligo Penal, art. 495, 13.' 
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B) CORREOS 

La comunicación por medio del Correo es mui 
antigua; desde los más remotos tiempos se conocen 
correos a pié o a caballo que llevaban órdenes de 
los jefes de tribus o de los monarcas. Es preciso 
considerar que en todo el primer período de la his- 
toria del Correo, el servicio se establece para que 
aproveche oficialmente a los jefes de naciones o de 
tribus y nó a los particulares, los cuales tienen que 
valerse de medios propios para sus comunicacio- 
nes. Ciro fué el primero que estableció el Correo 
bajo forma mejor ordenada; pero siempre destina- 
do al uso oficial (1). Bajo el mismo aspecto se co- 
noce en el Imperio Romano; Suetonio dice que 
Augusto estableció correos a pié, pero mas tarde 
destinó vehículos especiales con el fin de transpor- 
tar correspondencia /)«/Yí que se le informase pronto 
de lo que aconteciese en provincias (2). La Grecia 
conoció también este sistema de correos. 

En la Edad Media continuó la misma práctica y 
crearon servicio particular de correos varios con- 
ventos y otras instituciones. Son en este tiempo 
notables los pertenecientes a los Benedictinos de 
Cluny y a la Universidad de Paris (3). 

Luis XI fué el primer monarca que dictó reglas 
especiales sobre el servicio de correos; pero siem- 
pre sobre la base de que había de ser utilizado oñ- 
cialmente y nada más. El edicto que contiene sus 
disposiciones es de 19 de junio de 1464 y prohibe 



(1) Jenofonte. Ciropedla, cap. VI, t. II.— Heródoto, Urania, XCVIII, t. 11. 

(2) Suetonio, Los Doce Césares ^ Augusto XLIX. 

(3) Belloc, Les pestes francalses. 
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I Sil arfículo 9." el uso de los correos a toda per- 
na. salvo con poriniso del Roi, condenando con 
;na de muerte al empleado que se preste a servir 
otros, pues, agrega, la comodidad de lo que se 
tablcce os tan solo para el servicio del monar- 
i (1). Sin embargo, desde el edicto de Luis XI. 
correo, como institución de particulares o polf- 
;a continuó desarrollándose. En los siglos XVI 
XVII los particulares se sirven ya de los correos 
leíales y en el XVIII se incorpora entre las más 
iportantes instituciones del Estado. 
La remuneración qne los particulares pagaban 
)r el servicio de correos era tasada sognn la dis- 
ncia qne recorría la comunicación y cubierta por 
persona a quien se dirijía. Las tarifas eran mui 
las, lo cual impedía, naturalmente, el progreso 
; la institución y diñcultaba el comercio y las 
laciones entre los individuos. A principios del 
glo XIX existía en Inglaterra la tarifa siguiente, 
3r cada comunicación: 

or cualquiera distancia que no exce- 
da de 15 millas 4 peniques 

B 15 a 30 millas 5 » 

20 a 30 H 6 1) 

30 a 50 » 7 » 

50 a 80 » 8 » 

80 a 130 » 9 B 

120 a 170 B 10 -) 

. 170 a 230 9 11 n 

> 230 a 300 » 13 » 

El fuerte recargo en el transporte de correspon- 

[1) Beluc, Le$ posl':< ftancatsej. 
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dencia y las dificultades consiguientes al pago de 
su valor por el que la recibía, demandaban una 
reforma. Ocupóse de ella Rowland-Hill, hombre de 
condiciones modestas, quien formuló en 1837 una 
modificación completa del sistema vijente, la cual 
fué aceptada primero en Inglaterra en 1840 y poco 
a poco en todos los paises. Consistía la reforma en 
adoptar una tasa única, que fué de un penique, 
para cualquier distancia, con relación al peso de 
la correspondencia. Para facilitar la introducción 
de la reforma y hacer que el pago del transporte 
se hiciera por la persona remitente inventó la es- 
tampilla postal. 

La reforma de Hill fué al principio mui comba- 
tida, porque se consideraba el Correo como un ver- 
dadero impuesto y una fuente de entradas para el 
Estado. Implantada en 1840 en Inglaterra, ocasionó 
tan solo en ese año una pérdida para el tesoro 
inglés de 29.000,000 de francos; pero esta pérdida 
fué disminuyendo año a año con el progreso in- 
menso del comercio, debido en gran parte a la 
facilidad introducida en las comunicaciones (1). 
No es raro que la reforma que encontró resisten- 
cias en Inglaterra, las encontrara también enérjicas 
en Francia, donde se implantó solamente en 1849. 
Los inmensos beneficios de la reforma de Hill 
han sido posteriormente aumentados por los Con- 
gresos postales, que han tenido lugar desde 1863 
(Paris) y principalmente por el de Berna en 1874. 
del cual nació la Union Postal Universal, que tanto 
contribuye a facilitar las comunicaciones postales, 
estrechando por este medio las relaciones entre los 
Estados que forman parte de ella. 



(1) P. Leroy Beauueu, Soience des Finanoeg, 

2i 
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Por lo que toca al desarrollo de la insliliicion en 
Chile, hemos de proporcionar algunos datos his- 
tóricos. 

A mediados del siglo XVII, el servicio de Co- 
rreos era hecho por soldados españoles que con- 
ducían las comunicaciones oficiales y que se encar- 
gaban de las pocas de los particulares. En cuanto 
a la correspondencia con Euroj)a se conducía ima 
vez al ano. Ya existía el cargo de Correo Mayor 
do, las Indias, conferido en 1514 a don Lorenzo 
Galindez de Carvajal, a cuya familia quedó ligado, 
como privilejio o monopolio, el servicio de Co- 
rreos, que proporcionaba crecidas rentas. Las difi- 
cultades que surjieron con este orden de cosas 
fueron tantas, que obligaron al Rei a poner en 
manos del Estado el servicio; pero como no era 
fácil ordenarlo, dadas las circunstancias del mo- 
nopolio, se convino ron los que lo usufructuaban, 
su entrega mediante fuerte indemnización. Así 
quedó en poder del monarca el Correo de Chile 
en 1772 (1). 

Las tarifas eran mui elevadas y lo fueron aun 
más a principios de la Independencia. Con el objeto 
de aumentar los ingresos fiscales, el Congreso Na- 
cional las elevó en octubre de 1811, lo cual pro- 
dujo como resultado el mantenimiento de cierta 
incomunicación entre los habitantes de la Repúbli- 
ca (2). En 1824 se trató de poner remedio a esto, 
y se modificó la tarifa, por decreto de 2 de noviem- 
bre de ese año (3). Sin embargo, fué siempre tan 
elevada que una carta sencilla pagaba, desde San- 



(1) DiKoo Barros Arana, Historia Je ñera I de Chile, tomos V y VI. 
{i) Sesiones de los Cuerpos LeJLslatiros, t. I. 
(3) Boletín de las Leyes, t. II, páj. 75. 
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tiago a Valparaíso, un y medio real, es decir, 18 3/4 
centavos. La base de estas tarifas era la existente 
en todas partes, es decir, según la distancia y pa- 
gada por la persona que recibía la corresponden- 
cia. El decreto anterior rijió hasta 1852, año en 
que por lei de 20 de octubre se aceptó la reforma 
de Rowland-Hill, introduciéndose el pago del trans- 
porte de correspondencia por el peso y con la tasa 
única, sin tomarse en consideración la distancia y 
adoptándose la estampilla postal, debiendo pagarse, 
en consecuencia, el transporte por el que envía la 
correspondencia. La importante reforma introdu- 
cida en Inglaterra, en 1840, no había llegado tarde 
a Chile. 

Expuestos los antecedentes históricos de la ins- 
titución de que nos vamos ocupando, pasamos a 
considerarla bajo sus diversas fases y con relación 
a las cuestiones que la afectan. 

Se nos ofrece,' como en las demás materias de 
interés común, en primer término, la injerencia del 
Estado en un servicio que, al parecer, no es una 
de sus atribuciones propias, ya que la iniciativa 
individual no pugna con la social en la atención de 
una necesidad que no exije ni el uso de la fuerza, 
ni límites a la libertad, ni otras manifestaciones del 
derecho. 

Si se consideran el objeto y las condiciones que 
debe llenar el Correo, habrá de convenirse en que 
solo el Estado está en situación de satisfacer aquel 
y de cumplir debidamente éstas. En efecto, exis- 
te un interés común, extendido no tan solo al 
territorio de un Estado, sino también al de los 
demás, en que sea fácil, segura y expedita la co- 
municación escrita, y cada vez que se presenta 
un interés tan jeneral, el Estado se vé compelido 
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a injerirse de alguna manera en él, como que afecta 
a todos los miembros de la asociación. Ahora bien, 
si por ser interés de los que entran en la clasifi- 
cación de jenerales, el Estado ha de tomar partici- 
pación en su satisfacción, se llegará a convenir 
que solo él puede, no ser auxiliador o fomentador, 
sino monopolista, considerando las condiciones que 
el servicio exijo para cumplir sus finos. Se sabe 
que como garantía jeneral, la ofrece siempre ma- 
yor el Estado que los particulares en empresas que 
afectan a todos los ciudadanos y en las cuales no 
son necesarios conocimientos ni medios técnicos; el 
Correo ha de proporcionar amplia garantía. Su distri- 
bución, ya que os un interés conmn, ha de extenderse 
a todo el territorio del Estado, sea (¡ue los puntos que 
atiende proporcionen o nó remuneración de los di- 
neros que en el servicio se invierten; condición que 
buscaría siempre el particular. Por fin, el secreto 
de la correspondencia, principio que forma parte 
del derecho público moderno, no lo puede guardar 
nadie mejor que el Estado, depositario de lafé pública. 
Económicamente considerado, el servicio de co- 
rreos no es un monopolio en el sentido de que sea 
para el Estado objeto de lucro; lo es tan solo bajo 
el aspecto de que él únicamente puede atenderlo, 
sin injerencia alguna de la acción particular. Pero 
no debe el Estado buscar en esta atención pública 
una fuente de ingresos para sus arcas, sino apenas 
la remuneración del servicio que presta, como in- 
demnización y como medio de evitar abusos en las 
relaciones que se establecen por medio del servicio 
mismo. Y no debe calificarse como impuesto por- 
que no es proporcionado al haber del contribuyen- 
te; se paga igual transporte de una carta tanto por 
el rico como por el pobre. 
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El secreto de la correspondencia epistolar no 
admite hoi discusión alguna e incorporado como 
garantía constitucional en los Estados modernos, 
se hace difícil creer que otra hubiera sido la regla 
dominante en épocas anteriores; no como sistema 
abusivo de conducta que pudieran seguir los fun- 
cionarios encargados del servicio, sino como norma 
señalada por disposiciones positivas. El edicto de 
Luis XI, de 19 de junio de 1464, ya citado como 
una de las bases de la institución, determina en 
sus artículos 13 a 17, que los ajentes del Correo 
deben tomar conocimiento de la correspondencia 
para asegurarse de que no contiene nada que sea 
contrario al servicio del Rei. 

Conocido es en la historia política de Europa el 
famoso cabinet noir, inventado, según unos por 
Richelieu, y que tomó amplio desarrollo en Fran- 
cia en el reinado de Luis XIV, Las cartas eran 
abiertas y copiadas oficialmente por empleados es- 
peciales que dependían del propio Director de Co- 
rreos. La violación de la correspondencia formaba 
parte de las atribuciones del monarca hasta 1790 
en que la Asamblea Nacional decretó el secreto. 
Y ha llegado a tanto la severidad de la lejislacion 
francesa, que una carta abierta por otra persona 
que el destinatario, no tiene valor en juicio, aun- 
que sea útil prueba para el que la ha abierto (1). 

El cabinet noir ha existido también en Austria. 

Entre nosotros ha sido jeneralmente respetado el 
principio de la inviolabilidad de las cartas, con ra- 
rísimas excepciones, es decir, de carácter público, 
pues no puede tomarse en cuenta la apertura de 
cartas llevada a efecto por funcionarios inescrupu- 



(1) Batbie, Ih^oit Public et AdminUtratif, t. 11. 
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losos del mismo ramo de Correos; el respeto al 
principio, decimos, no se ha violado por obra de 
autoridad pública, con fines premeditados de carác- 
ter político o de otra naturaleza, sino en rarísimas 
y muy conocidas ocasiones. 

La Constitución asegura el secreto de la corres- 
pondencia (1) y conforme a este principio contiene 
reglas especiales que lo afirman la Ordenanza Je- 
neral de Correos (2). El Código Penal castiga, por 
su parte las contravenciones (3). 

La Constitución exceptúa los casos expresamente 
señalados por la lei. Estos se refieren a la inves- 
tigación judicial y se establecen en interés de la 
comunidad. Tienen lugar en los casos indicados en 
los Códigos de Procedimiento. 

El incremento del Correo marcha con el progre- 
so jeneral de la humanidad. El aumento de pobla- 
ción, la instrucción, las facilidades introducidas en 
los sistemas de transporte desarrollan las comuni- 
caciones. El mayor número de habitantes hace que 
se distribuyan éstos en mayor extensión de terri- 
torio y que se separen los individuos de una mis- 
ma familia; por su parte la instrucción propor- 
ciona el medio indispensable para hacer uso del 
Correo y abre al espíritu campo para establecer y 
estrechar las relaciones; los transportes son indis- 
pensables en el servicio, que será mejor atendido 
en gran parte, mientras mejores sean aquéllos. A 



(1 ) Artículo 138: « I^a corpospondtMiria epistolar os inviolable. No podrán abrirse, 
ni interceptarse, ni rejistrarse, los papeles o efectos, sino en los casos expresa- 
mente señalados por la lei.» V. Ordenanza de Correos, art. 95. 

(2) Ordetianza Jeneral de Correos, <lo 5 de noviembre de 1857, arts. 23. 4.'; 
40, 2.' y 190. 

(3) Código Penca, arts. l'iC y 1.%. 
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ordenar todo este progreso en ramo tan impor- 
tante de la Administración, contribuyen, como lo 
hemos dicho, los Congresos postales; en ellos han 
jerminado las ideas, que llevadas a la práctica por 
los Estados que forman parte de la Union Postal 
Universal, han elevado a tanta altura una institu- 
ción que va unida al progreso intelectual y mate- 
rial de las sociedades. 

La responsabilidad jcneral del Estado en el ser- 
vicio del Correo tiene principalmente un carácter 
moral. Responden personalmente sus ajen tes por 
faltas penadas por la lei positiva o por neglijencia 
en el desempeño de sus funciones; pero esta clase 
de responsabilidad dice mas bien relación entre el 
Estado y sus ajentes que entre éstos o aquél y el 
particular perjudicado. El secreto mismo que debe 
conservarse impide llegar a establecer perfectamen- 
te el alcance de la responsabilidad, respecto del 
perjuicio que la falta u omisión pudiera reportar al 
damnificado. En consecuencia, esta responsabilidad 
se hace efectiva teniendo principalmente en vista 
el resultado moral. 

La organización de este servicio parte de la lei 
de 5 de noviembre de 1857 que autoriza al Presi- 
dente de la República, por el término de un año, 
para dictar una Ordenanza Jeneral de Corroo^. Esta 
Ordenanza lleva la fecha del 22 de febrero de 1858. 
Crea una Dirección Jeneral de Correos y Telégra- 
fos, a cuyo cargo se confían ambos servicios, que 
según la Ordenanza forman uno solo. Este sistema, 
conveniente y que facilita la atención de las comu- 
nicaciones, se modificó por decreto de 31 de enero 
de 1872, por el cual se creó una Dirección especial 
de Telégrafos. Últimamente se ha reaccionado, adop- 
tando el antiguo orden, que existe en los paises 
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m<1s adelantados. Está ya aprobado por la Cámara 
de Diputados, el proyecto do lei que crea una sola 
Dirección de Correos y Telc'ígrafos. 

De la Dirección Jeneral de Correos dependen los 
administradores, quienes tienen a su cargo las ofi- 
cinas de Correos del punto en que residen. 

En cada capital de provincia existe un adminis- 
trador principal, jefe de los administradores locales 
de toda la provincia. 

En las pequeñas localidades, villas o aldeas se 
nombran comisionados de estafetas. 

La Ordenanza contiene los detalles del servicio. 

La tarifa postal ha sido fijada por lei de 19 de 
noviembre de 1874 y no ha sido modificada a pesar 
de las depreciaciones que ha sufrido el valor de la 
moneda nacional. 

La institución ha recibido el ensanche que le han 
impreso los Congresos postales y el servicio se ha 
extendido a numerosas materias que, aunque no 
caben precisamente en su naturaleza, pueden ser 
atendidas por ella con ventajas considerables para 
los individuos y para el progreso humano. Trans- 
porta encomiendas, verifica pagos, vende obras de 
autores nacionales y extiende al extranjero la 
mayor parte de las operaciones en este nuevo 
campo de su actividad. 

El servicio de Correos esta a cargo del Ministerio 
del Interior. 



C) TELÉGRAFOS Y TELÉFONOS 

Unidos estrechamente al Correo por la naturale- 
za del servicio que prestan, se encuentran los telé- 
grafos, teléfonos y demás medios de comunicación 
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semejantes. Sin embargo, considerados bajo el 
aspecto industrial, la necesidad del uso de estos 
segundos medios de comunicación no se presentan 
con el carácter indispensable que se ofrece en el 
Correo; de aquí que sea posible, según las circuns- 
tancias concurrentes en cada país, dar partici- 
pación a la iniciativa individual. La urjencia mas 
I o menos calificada de hacer una comunicación 

no es suficiente motivo para sostener el mono- 
polio exclusivo del Estado; basta para ello el Correo. 
¡ Por otra parte, no concurren para los sistemas de 

I comunicación de que tratamos, las condiciones 

que exijen que el Correo esté únicamente en 
manos del Estado. 

La inviolabilidad de la correspondencia epistolar, 
principio dominante en el servicio de correos, tiene 
también en los otros sistemas de comunicación un 
principio análogo en su base; pero mui diferente 
por las circunstancias que acompañan a su desarro- 
llo. El secreto debe ser mantenido en el telégrafo 
como en el correo; mas, sin que los funcionarios 
encargados de guardarlo pongan esfuerzo alguno de 
su parte, lo conservan en este último servicio por- 
que no conocen el contenido de las comunicaciones, 
en tanto que en el primero les es conocido desde 
el primer momento el texto íntegro de éstas, ne- 
cesitando, en consecuencia, mantenerlo por medio 
de la voluntad. Al conocerse el secreto en el Co- 
rreo, se comete una falta, se viola un derecho; al 
tomarse conocimiento en el segundo se cumple con 
un deber, cual es el de transmitir lo que se quiere 
comunicar por el remitente. 

Esta sustancial diferencia en uno de los capitales 
puntos que obligan al Estado a tener el monopolio 
del Correo, como representante de la fé pública, le 
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impide tomar a su cargo exclusivamonto el servicio 
de telégrafos. Si llega, en la práctica, a verificarlo 
ha de ser por circunstancias especiales, sea de se- 
guridad interna o esterna, sea de cualquiera otra 
naturaleza. 

Estimamos que en este punto, la acción del 
Estado puede concurrir con la iniciativa particular. 

Como existe un interés público en la materia, el 
Estado la reglamenta y al efecto se ha dictado la 
lei de 10 de noviembre de 1852, en virtud de la cual 
al ponerse al servicio una línea telegráfica debe 
darse cuenta a la autoridíid administrativa, indi- 
cándose el lugar de la oficina y los nombres de 
las personas empleadas en la transmisión y recep- 
ción de comunicaciones. 

En cuanto al servicio telegráfico del Estado, rije 
el decreto de 31 de enero de 1872 que establece una 
Inspección Jeneral. título que la Lei de Presupues- 
tos de 1883 cambió por el de Dirección Jeneral de 
Telégrafos. 

Los empleados de telégrafos en jeneral están obli- 
gados a guardar el secreto de las comunicaciones 
y a otras restricciones en casos de asonadas o 
motines y cuyas violaciones castigan los artícu- 
los 337 a 340 del Código Penal, que castiga tam- 
bién a los que perturbaren el servicio o interrum- 
pieren las comunicaciones. 

El servicio de teléfonos es en Chile hecho por 
instituciones particulares sometidas a los regla- 
mentos municipales en su explotación. 

La atención del servicio de telégrafos corresponde 
al Ministerio del Interior. 
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d) ferrocarriles 

La comunicación y transporte por medio de los 
ferrocarriles constituye uno de los grandes progre- 
sos de la segunda mitad del siglo XIX y sus bene- 
ficios en favor de la comunidad no pueden ser 
indiferentes al Estado. El costo elevado de su cons- 
trucción no permite llevarla a cabo por los parti- 
culares sino cuando de su explotación resulta un 
interés conveniente para el capital invertido. Cuando 
un Estado cuenta con. dineros suflcicnles debe em- 
plearlos primordialmentc en obras de esta clase 
que son reproductivas porque elevan la riqueza 
nacional. 

La actividad individual y la social marchan acor- 
des en esta materia y ésta suple a aquella cuando 
falta, sin menoscabo de ningún derecho. 

Para Chile la comunicación por medio de los 
ferrocarriles es de vital importancia. Sus indus- 
trias naturales, la agricultura y la minería requie- 
ren fáciles medios de transporte, que son exijidos 
por otra parte, por la configuración misma del 
territorio. Una larga vía central con ramificaciones 
a los puertos y a la cordillera abre el camino al 
mejoramiento industrial y asegura la riqueza pú- 
blica. 

El Estado ha otorgado siempre facilidades a las 
empresas particulares de ferrocarriles; pero dadas 
las condiciones del país, se impone su explota- 
ción por la Administración Pública, que no vé en 
ella un objeto de lucro, sino un medio de protec- 
ción a la industria y al bienestar común. 

Esta peculiaridad de Chile, que tiene un fisco 
relativamente rico juntamente con una sociabilidad 
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cuya fortuna no es poderosa, permito convertir al 
Estado en empresario de ferrocarriles, actividad 
que no corresponde a sus fines propios y que ejer- 
cita en bien de la comunidad, construyendo vías 
férreas y explotándolas con tarifas baj (simas de 
verdadera protección nacional. 

La lejislacion sobre ferrocarriles se refiere a los 
fiscales. En cuanto a los particulares, que hoi son 
limitadísimos, solo existen disposiciones de poli- 
cía (1). Las demás no son de carácter jeneral y 
se contienen particularmente en cada una de las 
leyes que autorizan la construcción u otorgan con- 
cesiones especiales. 

Los ferrocarriles del Estado son administrados en 
conformidad a la lei de 4 de enero de 1884. 

Esta lei no corresponde en todo a su objeto, 
pues, en la organización de este servicio debe te- 
nerse siempre en vista que se trata de algo ajeno 
al Estado, de una institución que no es posible 
someter al réjimen político. Es preciso organizaría 
acercándola a las bases que tendría presentes una 
empresa particular, haciendo compatibles el réji- 
men fiscal con el que acostumbran establecer las 
instituciones comerciales. Servicios como éste no 
pueden estar sometidos al réjimen de las leyes y 
reglamentos políticos y administrativos ni al rigor 
de la lei de presupuestos. Para que la empresa tenga 
éxito habrá que organizaría atendiendo a sus fines. 

La lei de 4 de enero de 1884 pone la adminis- 
tración de los ferrocarriles del Estado a cargo de 
un Director JeneraK asistido por un Consejo, y se 
divide en cuatro secciones: 

1.* De explotación o conducción y transporte; 



(1) Lei de policia de ícrrocarñles de 6 de agosto de 1862. 
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2.* De la vía y edificios; 

3.* Del material de tracción y maestranza; y 

4.» De la contabilidad. 

Cada sección es servida por un director. 

El Consejo se compone: 

1.° Del Director Jeneral, quien lo preside; 

a.<» De los Directores de departamento; y 

3.^ De tres Consejeros nombrados cada tres años 
por el Presidente de la República. 

El personal de empleados está sometido en la 
jerarquía superior a las reglas jenerales de los 
funcionarios públicos. En los demás se rijen por 
contratos personales y no tienen el carácter de 
empleados públicos. Su número y dotaciones son 
determinados por acuerdos del Consejo, aprobados 
por el Gobierno. 

Este sistema no es el constitucional. La natura- 
leza del servicio, extraño a la Administración, ha 
impuesto este réjimen particular. 

La administración de los ferrocarriles corre 
a cargo del Ministerio de Industria y Obras Pú- 
blicas. 



E) líneas de NAVEGACIÓN 

La comunicación marítima tiene para todos los 
paises también gran importancia. Para Chile es 
talvez de mayor intensidad, por la extensión de 
sus costas y sus numerosos puertos. 

Todos los paises tienen producciones para cuya 
colocación les son indispensables los mercados ex- 
tranjeros, con los cuales hacen el intercambio de 
las mercaderías que ellos no producen. 

Chile facilita el tráfico marítimo por medio de 
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subvenciones a compañías de vapores, con mejo- 
ras de sus puertos, con facilidades de todo jénero. 
Mas, i)asa con las líneas de navegación algo seme- 
jante a lo (jue ocurre en el interior con los ferro- 
carriles. La na(ural(»/a de los productos de expor- 
tación y la larga distancia a que se encuentran 
sus mercados consumidores, exijen fletes baratos 
que no recarguen considerablemente la mercadería. 
Para obtenerlos es indispensable la acción enérjica 
y directa del lisiado y ésta no puede ejercitarse 
con éxito sino con la creación de una marina 
mercante nacional, para la cual existe felizmente en 
la República una base considerable. 

Los puertos del país esbín abiertos a todas las 
banderas: pero no puede internarse mercadería 
del extranjero sino por los puertos mayores. Sin 
embargo, el comercio de cabotaje lo hacen buques 
de todas nacionalidades. 

La atención de la navegación corresponde en 
el réjimen de los puertos al Ministerio de Mari- 
na, a la Dirección Jeneral de la Armada y a sus 
ajentes los Gobernadores Marítimos. Kn cuanto a 
la parte comercial incumbe al Ministerio de Ha- 
cienda, 

Rije en la materia una lei especial de navegación 
de 24 de junio de 1878; en ella se establecen las 
ringlas a que se ajustan los buques mercantes chi- 
lenos, su matrícula, documentos que comprueban 
su nacionalidad y aquellas a que se someten el 
capitán y el equipaje. Ksla lei está completada por 
los reglamentos de 3 de octubre de 1878 sobre re- 
conocimiento de naves y remuneración de peritos; 
do 7 de octubre de 1878 sobre el equipo de naves; 
de 33 de noviembiv del mismo año para naves 
que transporten pasajeros; de 4 de agosto de 1884 
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para evitar choques y abordajes; de 5 de octubre 
de 1887 sobre policía marítima; de 18 de febrero 
de 1895 de sanidad marítima; de 30 de noviem- 
bre de 1896 para impedir colisiones en el mar, y 
otros. 
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IV 



OBRAS PÚBLICAS 

La designación de obr(fs o trabajos públicos se 
aplica a todos aquellos que tienen por objeto la 
utilidad pública, un íin de utilidad material, común 
a todos, sin que se tome nota de quien los ejecu- 
ta (1). Existiendo esa utilidad o fin nacional, cabe 
lójicamente la injerencia del Estado y la ejecución 
de las obras se hará bajo la iniciativa o la viji- 
lancia de la Administración. 

Las obras públicas son de dos clases, según su 
destinación: a) unas se destinan al uso y servicio 
inmediato del Estado; b) otras al uso y servicio 
del público. 

En ambos casos existe la pública utilidad. 

a) En la primera designación se comprenden las 
que usa exclusivamente el Estado para llenar fines 
de utilidad común, vgr. : cuarteles, para el aloja- 
miento de las tropas; fortificaciones, para la defensa 
nacional, que constituye uno de los deberes pri- 
mordiales del Estado. En esta clase de trabajos 
solo se vé la acción administrativa; la individual 
no se presenta para atenderlos, porque esta clase 
de iniciativa busca naturalmente un resultado o 
provecho visible, inmediato y jencralmente pecu- 
niario, salvo cuando es alentada por ideas o prin- 
cipios de otro orden que los relativos a la satisfac- 
ción de necesidades materiales. 

b) Los trabajos destinados al uso y servicio del 
público son los que su misma designación indica. 



(l) GiANguiNTu, Dlritto Pubblico Ammlnistrativo, t. u. páj. 161. 
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Se comprenden ahí los caminos carreteros, vías 
férreas, edificios de aplicación para todos, como 
hospitales, escuelas, etc. En esta clase de traba- 
jos tiene campo de acción la iniciativa individual, 
que puede manifestarse sola o bien en consorcio 
con la actividad administrativa. 

En vista del concepto que hemos dado de los 
trabajos públicos, se comprende la injerencia de la 
Administración en ellos, aunque sean ejecutados 
por particulares; tienden a satisfacer la utilidad 
común, y como beneficio social, corresponde a la 
Administración una vijilancia prudente a fin de que 
se verifique el trabajo efectivamente con tal objeto. 
Por otra parte, suele ser necesario otorgar ciertas 
concesiones o garantías que solo el Estado puede 
dar. 

Los enormes gastos que los trabajos públicos 
ocasionan y los importantes servicios que prestan, 
imponen la adopción de rigorosas reglas de proce- 
dimiento pai*a ejecutarlos. 

Dejando a un lado, por ahora, la acción parti- 
cular, consideremos los otros dos elementos que 
pueden entrar en la dirección y ejecución de las 
obras públicas: Administración Central y Municipio. 
Existen trabajos que sin discusión corresponden a 
la Administración Central, como vgr. : las obras de 
defensa; pero hai otras de carácter mixto, es decir, 
al mismo tiempo que son de utilidad jeneral, sa- 
tisfacen mas directamente necesidades locales. En 
este caso ¿Debe dirijir y ejecutar esos trabajos el 
Estado Central o el Municipio? ¿Cabe intervención 
a la Administración Central en esa clase de obras 
o debe dejarlas exclusivamente a la iniciativa de 
los Municipios? 

A ambos conjuntamente corresponde ejecutar los 

S5 
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trabajos públicos, advirtiendo siempre que hemos 
ya dejado a un lado la iniciativa particular. Toca 
a ambos porque osas obras interesan a toda la co- 
munidad en jeneral y a la localidad en particular. 
Pero concedida esta injerencia al Municipio, exis- 
ten obras (pie aunque se ejecuten mediante contri- 
buciones municipales, deben ser dirijidas por la 
Administración Central, porípie es necesario seguir 
cierto plan de construcciones o de trabajos que 
tienda a producir la verdadera utilidad. Es pre- 
ciso vgr. : en los caminos, guardar ciertas reglas 
de uniformidad en el ancho, pavimento y demás 
circunstancias. Existen también trabajos que inte- 
resan n){1s vivamente al Municipio, que tienen 
caracteres poco deílnidos o lejanos de utilidad je- 
neral. vgr.: un teatro; en esta clase de traba- 
jos, hechos a expensas exclusivas de la Municipa- 
lidad es lógico que se dé a ella toda la dirección 
o injerencia. Todas las obras aprovechables por 
la comunidad, deben ser atendidas por la Ad- 
ministración Central; las (pie se hagan por los 
Municipios en provecho propio de la localidad 
exclusivamente, deben dirijirse por ellos mis- 
mos. 



A^ EJECUCIÓN DE LAS OBRAS PÚBLICAS 

Las reglas de lu^ocedimienio en la ejecución de las 
obras públicas han de ser mui severas porque se 
traía de trabajos i|ue lienen el carácter de perma- 
nentes y se invierten en ellos grandes sumas del 
dinero de toilos. l'na obra mal construida intporta 
constante inconveniente en su aprovechamiento y 
tiuubien constante desembolso de dinero en repa- 
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raciones o nuevas distribuciones que nunca se 
terminan. 

La iniciación de obras públicas, de carácter na- 
cional, corresponde a la lei, por regla jeneral. Y 
al decir lei no nos referimos a la de Presupuestos 
para que en ella se autoricen todas las obras pú- 
blicas. Las que no impongan crecido desembolso 
y puedan terminarse dentro del plazo de un año 
de la vijencia de esa Lei, pueden tener cabida en 
ella; pero nó así las que son de larga labor e im- 
portan un gasto cuantioso. Aquellos trabajos no 
requieren, para ser autorizados, una labor mui 
detenida de los lejisladores. Las grandes obras, o 
las series de obras, exijen en cambio, mayor re- 
poso para su iniciación: es preciso conocer bien 
los proyectos, estudiar planos y presupuestos, a fin 
de calcular hasta donde pueda llegarse en la in- 
versión de los dineros nacionales. La rapidez con 
que se discute y aprueba la Lei de Presupuestos, 
el límite reducido en que tienen que encerrarse las 
explicaciones que contiene y la naturaleza misma 
de esa Lei, son motivos suficientes para que no 
sea apropiada para autorizar los grandes trabajos 
públicos. Una lei que autorice cada uno de esos 
trabajos, o una sdrie como vgr. : construcción de 
escuelas, requiere detenido estudio previo; planos 
y presupuestos y toda clase de antecedentes que 
justifiquen tanto la utilidad y necesidad públicas 
del trabajo como la inversión de la suma solici- 
tada. Con estos datos tiene lugar el estudio en el 
Congreso. Ahí se hará además exposición verbal, 
por el Ministro que pida la autorización, de los 
antecedentes del negocio, se trabará discusión que 
abrirá campo de mayor estudio y por fin autori- 
zado un trabajo en esta forma, tendrá la sanción 
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(lo los roprosonlantos del pueblo en cuyo beneficio 
se ejecuta. 

Los trabajos públicos de cierta magnitud com- 
prouKíten el crédito del Kslado y (\s preciso que los 
ciudadanos contribuyentes y el Congreso íiscaliza- 
dor tengan conocimiento de las sumas que se Víín 
a inví^rtir (mi cada uno. 8¡ el estudio liecbo por 
el Congrííso, (h^spues del i)racticado por la Admi- 
nistración, resulta errado en los cálculos financie- 
ros, (|ueda a lo menos la satisfacción para todos 
do hab(M*s(í tomado las necesarias medidas de segu- 
ridad (MI el manejo de los fondos nacionales. En 
caml)io, es niui grande la responsabilidad de una 
Administración (jue, sin plan formado, solicita di- 
nero por nuulio de proyecto de Lei de Presupues- 
tos para la (^jcHMicion de grandc^s tral)ajos públicos, 
para los cuales continúa solicitando anualmente 
crecidas sumas. LU^ga al fin un dia en que el 
Congreso indaga o fiscaliza y se encuentra con 
falta de plan, indiferencia en la inversión de los 
fondos publiceos y dejación, en una palabra, por 
parte do la autoridad administrativa. Conviene 
por tanto a i'sta como al interés común que las 
oleras públicas, que eji^cuta la Administración Cen- 
tral, sean autorizadas por leyes especiales, bien 
estudiadas por la Administración y i)or el Congreso. 

Además de las ventajas di* réjimen, se proveerá 
u todos los puntos del territorio, porque h)s miem- 
bros del Congreso exijirán la atención de todos 
igualmente, 

A pesar de ser esta di^ctrina conforme con el es- 
píritu de nuestra Constitución y con nuestro siste- 
ma tiuanciero, se ba inlrovlucido en la práctica la 
ivgla comisaria: la jeneralidad de los ti^abajos pú- 
blicos son iniciados y continuados tan solo por 
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autorizaciones conferidas por la Lei de Presupues- 
tos; para obviar inconvenientes se indican en ella 
el monto total de la obra y algunas de las condi- 
ciones a que se cree conveniente someter su eje- 
cución. 

Los sistemas de procedimiento para ejecución 
de obras fiscales autorizadas son variados y no se 
adoptan reglas uniformes y jenerales porque es 
posible someterla a las especiales que impongan 
las circunstancias. Los principales procedimientos 
adoptados en la práctica son los siguicnles: a) di- 
rectamente por la Administración; b) por parti- 
culares, por cuenta del Estado; c) por cuenta de 
particulares, previa concesión del Estado, con o 
sin garantía (1). 

a) Ejecución de obras públicas por la Ad- 
ministración, — Según este sistema, la Adminis- 
tración Pública toma a su cargo la ejecución de 
una obra determinada, valiéndose para ello de 
ajentes a contrata o de verdaderos empleados pú- 
blicos. Es un sistema defectuoso, por lo jeneral, 
porque no es el carácter de los ajentes del Estado 
apropiado para esta clase de funciones verdadera- 
mente industriales. El sistema envuelve el peligro 
de convertir en comerciante al empleado público, 
pues en su trato con los ejecutores de la obra, con 
los proveedores de los materiales y con los nume- 
rosos elementos de explotación que siempre se 
presentan cuando es necesario invertir fuertes su- 
mas de dinero, puede temerse que, a pesar de la 
disciplina de su carácter, sufra extravíos propios 
de la naturaleza humana, que es necesario evitar. 



( 1 ) No hablamos especialmente de las obras municipales; pero a ellas se apli- 
can también estas reglas de procedimiento. 
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Sin embargo, el sistema tiene una ventaja y es 
que las obras hechas por Administración, aun- 
que cuestan mas caro, son jeneralmente mejor 
ejecutadas porque el ájente directo del Estado tiene 
mayor interés moral en que el trabajo se haga 
bien; en cambio el contratista particular tiene en 
vista obtener mejor resultado pecuniario; el pri- 
mero espera como recompensa del trabajo la apro- 
bación del gobierno y un éxito en su carrera, lo 
cual le induce a preocuparse bastante de la obra; 
el segundo aspira a ganar mayor suma de dinero 
y emplea todos los medios posibles para llegar a 
ese resultado, con perjuicio muchas veces de la 
calidad de los materiales y de la solidez de la 
construcción. 

Este beneficio, que también puede obtenerse 
siempre con la estricta dirección y vijilancia de 
los funcionarios públicos, no es bastante para la 
adopción de un sistema que solo es aceptable en 
la ejecución de trabajos en los cuales se invierten 
sumas reducidas de dinero y sobre todo, cuando las 
necesidades del servicio exijen que sean llevados 
a cabo con rapidez. 

b) Ejecución por particulares bajo la dirección 
y cuenta de la Administración, — Autorizada la eje- 
cución de una obra pública, la Administración en- 
carga de ella a individuos particulares, quedando 
siempre a su cargo la dirección jeneral del trabajo 
y la vijilancia respecto de la ejecución misma, del 
fiel cumplimiento del proyecto, de los materiales 
empleados y en fin, de todo lo que tienda a que la 
obra se ejecute en las condiciones que se tuvieron 
presentes al iniciarla. Dos medios se emplean en 
la práctica dentro de este sistema: o la Adminis- 
tración encomienda el trabajo a un individuo de- 
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terminado, con quien se entiende directamente, o 
abre licitación pública para que concurran a que 
se les otorgue el trabajo todos los que deseen ob- 
tenerlo. Esta segunda forma es la más correcta, 
porque se contemplan en ella los intereses de los 
industriales; pero la primera es también aceptable 
en casos mui determinados, vgr.: cuando se trata 
de un trabajo que se quiere concluir en condicio- 
nes tales que pueden ser cumplidas por un indi- 
viduo, sea por su competencia especial o por tener, 
por el momento tan solo él, los elementos nece- 



I sanos. 



La licitación pública satisface los intereses de 
todos y salva la responsabilidad de los ajentcs 
encargados de la dirección de los trabajos públi- 
cos. Tiene, sin embargo, sus defectos que deben 
ser subsanados, aunque sea en parte, por una lei 
que reglamente esta operación. Al abrirse una li- 
citación se traía de obtener para el Estado venta- 
jas, garantir sus intereses; a lo menos éste es el 
primer aspecto que presenta y, en consecuencia, el 
proponente que ofrezca ejecutar la obra en mejores 
condiciones será el que obtenga el trabajo. Mas, 
como ninguna lei ha reglamentado la materia, 
queda al arbitrio de los ajentes administrativos el 
determinar estas condiciones, las cuales no con- 
sultan a veces los intereses comunes. Es por esto 
que se ha visto la mala ejecución de algunas obras 
y los inconvenientes producidos en otras. Entra 
por mucho en la licitación pública la situación 
personal de los proponentes, punto que es difícil 
considerar, por el carácter delicado que envuelve 
todo aquello que se refiere a las personas. No es 
muchas veces el menor precio circunstancia que 
deba tomarse en cuenta para la aceptación de una 
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propuesta, sino que vale niíls la responsabilidad 
personal del proponente y las consideraciones que 
pueda merecer por su reconocida honradez y buena 
fé. Existen proponentes que ofrecen, particularmen- 
te cuando se trata de proveer al Estado de ciertos 
artículos, ejecutar un trabajo en condiciones venta- 
josas; pero que después no cumplen con su com- 
promiso porque míís les conviene no cumplirlo. 
Es cierto que el Estado puede hacer efectiva la 
garantía que siempre exije; pero mientras tanto ha 
perdido el tiempo y se encuentra desprovisto de 
artículos indispensables que tiene que adquirir qui- 
zá a precios mucho mas elevados. 

Estos antecedentes, que se revelan amenudo en 
la práctica, imponen la necesidad de una regla- 
mentación de la licitación pública. Entre sus dis- 
posiciones deben consultarse las que se refieran a 
la calificación de la i)ersona del proponente, punto 
que es hoi mui delicado por no existir una dispo- 
sición eficaz sobre la materia (1). 

c) Ejecución por particulares, por cuenta de 
éstos, precia autorización del Estado, con o sin 
gamntía, — Consiste en que la obra pública sea 
ejecutada por particulares, previa autorización del 
Estado. Existe la intervención del Estado porque se 
trata de materia que afecta los intereses de la co- 
munidad. Por otra parte, en las obras públicas es 
necesario jeneralmente llevar a efecto expropiacio- 
nes de terrenos o adoptar otras medidas que solo 
pueden tener orí jen en la autoridad pública. 

Las concesiones se otorgan con o sin garantía; 



(1) Por decreto de 3 de setiembre de 1897 se ha dispuesto que todas las obras 
públicas se verifiquen por medio do contratos adjudicados en licitación pública y 
otro decreto de 31 de marzo de 18?8 ha definido las relaciones entre el Fisco y los 
contratistas. 
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es decir, asegurando el Estado al concesionario un 
interés sobre un determinado capital o no impo- 
niéndose el Estado ese gravamen. Las obras sin 
garantía son aquellas mui reproductivas. 

Al otorgar la concesión, el Estado adopta las 
medidas necesarias para que la obra tenga efecti- 
vamente el carácter de utilidad pública prestando 
verdaderos servicios a la comunidad. Si se trata 
de construir un ferrocarril o un muelle, intervendrá 
en la formación de las tarifas de transporte y 
de uso. 

Las obras que se construyen conforme al sis- 
tema indicado son remuneratorias, pues los parti- 
culares no tienen jeneralmente en vista, al iniciarlas, 
el interés público, que toma en cuenta el Estado, 
sino el obtener un interés del capital invertido. El 
sistema es apropiado para asegurar el interés mas 
jeneral, porque es lójico suponer que la obra sea 
bien ejecutada, ya que así conviene al empresario 
y por parte del Estado habrá un desembolso rela- 
tivamente pequeño. El campo en que puede des- 
arrollarse este sistema es reducido entre nosotros. 

No existe una lejislacion jeneral que regle la ma- 
teria. Disposiciones particulares se dictan en cada 
caso especial. 



B) EXPROPIACIÓN POR CAUSA DE UTILIDAD PÚBLICA 

La ejecución de las obras públicas impone por 
regla jeneral la adquisición de terrenos pertene- 
cientes a particulares; esto es mas efectivo cuando 
se trata de construir un ferrocarril. Si es fácil en 
algunos casos ponerse de acuerdo con el propie- 
tario, no será preciso recurrir a ningún medio 
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violento; pero como eso no es lo común, ni tam- 
poco se resguardan del todo los intereses fiscales, 
es jeneral ocurrir a la expropiación, es decir, a la 
enajenación forzada de la propiedad por un precio 
que es fijado por peritos. 

El derecho de propiedad, reconocido por todas las 
Constituciones, está limitado por el interés de la 
asociación. El interés particular está subordinado 
al jeneral; este es un principio social cuya aplica- 
ción afecta también al derecho de propiedad. En 
caso de necesidad común, la propiedad que sirve 
al individuo pasa a servir a la comunidad. 

La expropiación por causa de utilidad pública 
existió en el derecho antiguo (1). Todas las lejisla- 
ciones modernas admiten hoi este principio formu- 
lado bajo el número 17 en la Declaración de los 
derechos del hombre y del ciudadano y que dice: 
«17. Siendo la propiedad un derecho inviolable y 
sagrado, no puede privarse de él a nadie, sino 
cuando la necesidad pública legalmente justificada 
lo exija evidentemente, y con la condición de una 
indemnización previa y equitativa.» 

En conformidad a este principio nuestra Consti- 
tución en su artículo 10 asegura a todos los habi- 
tantes de la República: 

«5.° La inviolabilidad de todas las propiedades, 
sin distinción de las que pertenezcan a particulares 
o comunidades, y sin que nadie pueda ser privado 
de la de su dominio, ni de una parte de ella por 
pequeña que sea, o del derecho que a ella tuviere, 
sino en virtud de sentencia judicial; salvo el caso 
en que la utilidad del Estado, calificada por una 



(1) Manoanki.la, De Vespropiazione per causa de jnibbllca utiliUü, páj. 281. 
-Batbie, Traite theorique et pratique du droit pubUc et admintstratií, t. VII. 



RESUMEN DE DERECHO ADMINISTRATIVO 395 

lei, exija el uso o enajenación de alguna; lo que 
tendrá lugar dándose previamente al dueño la in- 
demnización que se ajustare con él, o se avaluare 
a juicio de hombres buenos.» 

La primera forma de privación de la propiedad 
pertenece al derecho civil, debiendo notarse que no 
existe en realidad privación de propiedad, pues lo 
que hace la sentencia judicial es declarar quién es 
el verdadero dueño y quitar al actual poseedor lo 
que retenía indebidamente. La segunda es materia 
del Derecho Administrativo. 

La lejislacion de carácter jeneral está contenida 
en el decreto de 14 de agosto de 1838 y en la lei 
de 18 de junio de 1857. Por lo demás, en cada caso 
especial se dictan reglas particulares, siendo los 
procedimientos reglados comunmente por la lei 
de 1857. 

ct) ¿ Qué se entiende por utilidad pública f — 
Es de mucha importancia determinar cuándo exis- 
te la utilidad pública, ya que en su nombre se 
priva de su propiedad a un individuo. La frase 
no es tan precisa y puede dar lugar a abusos y 
producir perjuicios considerables a los ciudadanos. 
Algunos trabajos son considerados desde luego de 
necesidad pública; pero a pesar de ello puede no 
existir esa necesidad respecto de una propiedad 
que se trata de expropiar y bien puede satisfacerse 
la utilidad con otra, sin recurrir a la expropiación. 

Entre las obras de utilidad pública se cuentan 
los ferrocarriles y siempre será justa la expropia- 
ción de los terrenos precisamente necesarios para 
su construcción e indicados por los hombres técni- 
cos en los planos y proyectos respectivos. No suce- 
de igual cosa con otros trabajos en los cuales es 
necesario ocurrir a la expropiación y que al pare- 
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cer solo bcneflcian a limitado númoro de indivi- 
duos, como el ensanche de una calle, que puede 
tener el ancho preciso según sus pobladores, la 
regularizacion de una plaza, la construcción de un 
jardin, de una avenida, etc. 

Esto revela que es difícil formular una regla 
absoluta y completa, pues los casos son muí va- 
riados y diversas las condiciones en que se presen- 
tan; de tal manera que el criterio habrá de deter- 
minar particularmente en cada ocasión la existencia 
de la verdadera utilidad pública. 

Puede, sin embargo, decirse que ésta existe siem- 
pre que se trata de algo cuya importancia e influen- 
cia obren sobre el desarrollo de la prosperidad 
jeneral (1). Está también en relación la pública 
utilidad con la necesidad efectiva de que la obra 
se verifique en la propiedad que se trata de expro- 
piar, pues si es posible ejecutarla, sin menoscabo 
alguno de las condiciones que debe llenar, en otro 
punto, se vería la utilidad pública de la obra; pero 
nó la que exijiera la expropiación de una propie- 
dad determinada: así un teatro es obra que tiene 
caracteres de utilidad común porque contribuye al 
progreso social; pero no se vé por qué anteceden- 
tes habría de construirse únicamente en un punto 
dado de una ciudad. En cambio, en ciertas pobla- 
ciones se impone la necesidad de abrir una plaza 
o una calle en el local ocupado por edificios que 
por su estrechez e inmediata cercania producen 
daño a la salud pública. 

Dada la importancia de la cuestión, es lójico que 
la declaración de utilidad pública se haga en cada 
caso particular. 



1) Manoanella. De Vespropiazione, etc., páj. 71. 
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Nuestra Constitución en el número 5.® de su ar- 
tículo 10 emplea la frase utilidad del Estado en 
vez de utilidad pública, que hemos empleado hasta 
aquí. Ks mas exacta en la aplicación esta última, 
por cuanto abarca no tan solo las obras que pu- 
dieran ejecutarse para el servicio del Estado sino 
las que interesan directamente al público en jeneral. 
Es cierto que aunque sean destinadas al uso del 
Estado interesan a todos; pero este interés es in- 
directo. La utilidad pública comprende con más 
exactitud todos los casos. 

La utilidad pública existe tanto en las obras que 
emprende el Estado como en las que inician los 
particulares con fines de interés común. Existiendo 
la pública utilidad en obras particulares, es claro 
que la expropiación puede hacerse en beneficio de 
esos trabajos que de todas maneras tienden a sa- 
tisfacer intereses jenerales. Si esto no fuera así, no 
podrían ejecutarse grandes obras por empresas in- 
dustriales, sociedades constructoras y explotadoras 
de ferrocarriles y otras. No se considera, ya se ha 
dicho, al ejecutante del trabajo, sino la naturaleza 
de éste para determinar si es útil a la asociación. 

En lejislaciones extranjeras se encuentran dispo- 
siciones especiales al respecto. 

La lei italiana sobre expropiación dice en su ar- 
tículo 2.^ inciso 2.*^: 

(( Pueden ser declaradas de pública utilidad no 
solo las obras que se deben hacer por cuenta del 
Estado, de las provincias o de las comunas, por 
interés público, sino también aquellas que con el 
mismo fin emprendan cuerpos morales, sociedades 
privadas o individuos particulares.» (1) 



(1) Lei de 25 de junio de 1865. 
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Según la lei francesa de 21 de junio de 1865, se 
expropia a beneficio de sindicatos, autorizados por 
decretos de los prefectos, constituidos para la eje- 
cución de trabajos de interés jeneral (1 ). 

Igual cosa sucede en Béljica. Eso sí C|ue la Corte 
de Casación ha determinado que en los casos en 
que se verifique la expropiación de una propiedad 
para ejecutar por particulares algún trabajo de in- 
terés jeneral, la posesión se tome en nombre del 
Estado, pero a cuenta ex-clusiva de los concesio- 
narios. El alto tribunal belga estima que entrando 
en el dominio público los bienes expropiados, debe 
hacerse en nombre del Estado, sustituido por un 
concesionario, todo lo que se refiere al cumplimien- 
to de las obligaciones que enjendra la expropia- 
ción (2). 

b) ¿Quién debe declarar la utilidad pública? — 
La gravedad de la declaración de utilidad pública 
exije que sea expedida por autoridad del Estado 
que inspire garantía completa. Nada más apropiado 
para resguardo de los intereses de los ciudadanos 
que el sistema adoptado por nuestra Constitución, 
de encomendar a la lei aquella declaración. Este 
sistema no rije en todas partes. En Italia, donde 
en tiempo de los romanos se declaraba la utilidad 
pública por la justicia ordinaria, se verifica hoi 
por lei, cuando se trata de la construcción de ca- 
minos nacionales, ferrocarriles públicos, canales u 
otras grandes obras de interés jeneral y cuando, 
para la ejecución de una obra, se impone a los 
vecinos colindantes algún tributo, en compensación 
del mayor valor que adquieren sus propiedades; 



(1 ) Lei de 21 de junio de 1865, art. 18. 

(2) A. Girón, Le Droit Aclministratií de la Belgique. 
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por decreto real, a propuesta del ministro de la 
Guerra o de la Marina, si se trata de construir 
fortificaciones o fábricas militares; por el ministro 
de Obras Públicas si de trabajos provinciales cuyo 
proyecto deba ser aprobado por él mismo; por el 
Prefecto en los casos en que las obras provincia- 
les no requieran esa aprobación. Todavía pueden 
ocurrir casos que no se comprendan en los enu- 
merados; en ellos se hace la declaración por de- 
creto real, oído el Consejo de Estado (1). 

En Francia, los procedimientos observados en las 
expropiaciones antes de que la Asamblea Consti- 
tuyente hiciera la Declaración de los Derechos del 
hombre, dieron lugar a numerosos reclamos, por las 
arbitrariedades cometidas en ellas. M. de Tocque- 
ville dice que ésta fué una de las grandes quejas 
elevadas por las asambleas provinciales cuando se 
reunieron en 1787 (2). 

Hoi, la facultad de declarar la pública utilidad 
corresponde a la lei o al Poder Ejecutivo sólo, 
según la importancia del trabajo; las grandes obras 
nacionales, como caminos públicos, ferrocarriles de 
más de veinte mil metros de largo y otras de 
igual valor, solo se inician por medio de una lei, 
en la cual se incluye la expropiación. Para los 
demás trabajos públicos basta un decreto del Eje- 
cutivo (3). 

La lei belga dispone que para la declaración se 
necesita una lei o un decreto real (4). 



(1) Lei n.« 2359, de 25 do junio de 1865 y Lei moiiücativa n.* 5188, serie 2.% de 
18 de diciembre de 1879. 

(2) L*ancien régime et la Réoolutlon, 

(3) Leyes de 8 de marzo de 1810 y de 7 de julio de 1883. Batbie, CoUec'ion des 
lois fraiicaises, 

(4) Leí de 27 de mayo de 1870. 



ff^. 



400 J. DOMINGO AMUNÁTEGCl RIVERA 

En Inglaterra, se califica y declara la utilidad 
pública por medio de lei, salvo rarísimas excep- 
ciones. 

Las diversas autoridades a quienes las lejislacio- 
nes citadas otorgan la facultad de calificar la pú- 
blica utilidad y dictar la expropiación, tomando 
algunas en cuenta al designarlas la mayor o menor 
importancia o la naturaleza de los trabajos, no 
tienen las condiciones de igualdad para todos los 
casos y no llenan siempre las garantías (|ue re- 
quieren los procedimientos a que es necesario ajus- 
tar el ejercicio del derecho, muchas veces odioso, 
de privar de su propiedad a quien lejítima y legal- 
mente es dueño de ella. El precepto de la Consti- 
tución de Chile, que úA solo a la lei ese derecho, 
se conforma mejor a los dictados de la eíjuidad. 

c) Bienes expropiables y su designación. — Como 
regla jeneral, la expropiación por causa de utilidad 
pública se refiere solamente a bienes inmuebles 
indispensables para el servicio de intereses de la 
comunidad. Los bienes muebles se (encuentran 
en el comercio y pueden ser adquiridos por el Es- 
tado sin recurrir a medios violentos creados en 
beneficio de todos. Sin embargo, las disposiciones 
positivas no hacen distinción; en Chile mismo, el 
número 5.° del artículo 10 de la Constitución parece 
referirse tan solo a la propiedad inmueble; pero no 
lo determina. Por otra parte fija reglas diversas 
para expropiaciones especiales de bienes muebles. 
El artículo 141, dice: «Ningún cuerpo armado puede 
hacer requisiciones, ni exijir clase alguna de auxi- 
lios, sino por medio de las autoridades civiles y 
con decreto de éstas. » No es la lei la^ que dispone 
esta expropiación. 
Las leyes belgas autorizan la expropiación de 
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bienes muebles, pues la Administración puede 
apropiarse de los planos y memorias dejados por 
los miembros del Cuerpo de Puentes y Calzadas 
que mueren o se retiran del servicio por cualquier 
motivo (1). 

La designación do los bienes expropiados se 
hace, en Chile, en la lei misma que dispone la 
expropiación y que declara la pública utilidad. De 
otra manera sería una burla la garantía constitu- 
cional, puesto que si declarado el interés público 
se diera a otra autoridad, que la misma lei, el 
derecho de designar los bienes que deben expro- 
piarse, los propietarios serían privados realmente 
de su propiedad nó por la lei, como lo asegura y 
manda la Constitución, sino por órdenes de auto- 
ridades inferiores. El Congreso tiene a la vista en 
la discusión de la lei los planos del trabajo que 
se va a emprender; en ellos se indican los terrenos 
necesarios para expropiar, los cuales son determi- 
nados en la lei, taxativamente o bien por referen- 
cia a dichos planos. 

Existen, sin embargo, algunas leyes de expropia- 
ción que están concebidas en términos demasiado 
jeneralcs, lo que no se ajusta a la disposición 
constitucional. 

La lei italiana dispone que una vez declarada la 
utilidad pública de un trabajo se forme el plano 
detallado de éste, con indicación de los terrenos o 
edificios cuya expropiación se estima necesaria; 
este plano se dá a conocer al público; los intere- 
sados formulan sus reclamos, que son resueltos 
administrativamente y por fin el Prefecto de la pro- 
vincia ordena la ejecución de la obra en confor- 



(1) Decretos reales de 26 de enero de 1850 y de 18 de julio de 1860. 
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inidad al plano primitivo o modiflcado, scgnii se 
hayan aci»ptado o nó las reclamaciones. Un pro- 
(•(HÜmiíMilo análogo se signe en Francia, si bien, la 
Uú o decreto, al declarar la pública ntilidad, suelen 
indicar los puntos extremos de los terrenos expro- 
piables (1 ). 

Kn alguiuis lejislaciones se autoriza la expropia- 
ción por zonas, es decir, de más terreno que el 
precisamente necesario para la obra. Así, si se 
trata de abrir una nueva calle, pued(»n ser expropia- 
dos no solo los terrenos o edificios indispensables para 
ella, sino también los colindantes, los cuales, con 
la nueva vía aumentan seguramente de valor. Flsta 
forma de expi\>piacion puede ser conveniente en 
algun«^s casos para el embellecimiento de las ciu- 
dades: pero no deja de ofrecer sus peligros para 
el deivcho de propiedad. 

Kn Italia está autorizada esta expri^piacion. En 
Héljica, la lei de lo de noviembre de 1867 autoriza 
la expix^piacion por zonas solo cuando se trata de 
dt^slruir barrios malsan<>s e inadecuados para ha- 
l>itaoionos. l\n ol caso de venderse terrenos sobran- 
tes, la venia se hace per cuenta dol expropiante. 

ij i /\íf;tí t¡r t'f imirfttnh'frinn. — Kl dtvrt*lo de 14 
de aiíosio de IS^ÍS y la Ki de IS de jíinio de 1857, 
dioíaiia para expropiaciones ile terrenos do^^iinados 
a oo:ísir;)ccion dt^ íeirt^carrües. s<* rrlieren princi- 
pa' men Je al i^^iTO lie la ir.iíemni/acion. VA avalúo 
de '.a pii^i^ievlail se i íeciúa por perit'»s UMmhrados 
jv>r el l;r*. ;^,vjr:.ie la* la provincia y il ]»airo se 
Itace ;;i.los i;e i./.e ri ex]^ro}':a:iie i/inf p«»s"siun 
del ier:v;;o, l..^s rvlaniv^s per el ava>Jo >e irami- 
laa aiMC la v.;>4;.:a v»r\i;na:.a. 



S v^^^> í>>i«í" */"•• .# **" "c *' 
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¿Qué se entiende por justa indemnización? La 
que comprenda el valor del terreno y los perjuicios 
que la expropiación irrogue al propietario, dice la 
lei de 1857, sin tomar en cuenta las ventajas que 
de la obra pueda reportar éste. 



C) ORGANIZACIÓN DEL SERVICIO DE OBRAS PÚBLICAS 

Las obras que ejecuta la Administración están a 
cargo del Ministerio de Industria y Obras Públicas 
y bajo la acción inmediata de la Dirección de 
Obras Públicas. 

Esta oficina ha sido creada por lei de 26 de enero 
de 1888 y tiene a su cargo el estudio, la ejecución 
y vijilancia de todos los trabajos públicos que se 
emprendan en el país por el Gobierno o por par- 
ticulares por cuenta fiscal. 

Se divide en cuatro secciones: 

1.* De ferrocarriles y telégrafos en estudio o en 
construcción; 

2.* De puentes, caminos y construcciones hidráu- 
licas ; 

3.* De arquitectura; y 

4.* De minas, jeografía y jeodesia. 

Están al frente de la oficina y de las secciones 
un director jeneral y cuatro jefes de sección nom- 
brados por diez años, pudiendo ser reelejidos. Estos 
funcionarios forman el Consejo de Obras Públicas, 
a cuyo estudio se someten los planos y presupues- 
tos de las obras fiscales. 

De la Dirección dependen injenieros provinciales 
y un numeroso personal a contrata encargado de 
la vijilancia de los trabajos. 

Ya hemos dicho que las obras se ejecutan por 
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coDtratos sometidos a las disposiciones del decreto 
de 31 de marzo de 1898. 



I)) OBRAS MINICIPALES 

La lei de Municipalidades contiene mui pocas 
disposiciones relativas a los trabajos que empren- 
dan oslas corporaciones. Según el artículo 57 cual- 
quiera ohra o trabajo cuyo precio excediese de 
quinientos pesos debe liacerse en pública subasta. 
Los anuncios para la subasta deben publicarse 
con tres meses de anticipación, plazo que puede 
reducirse a quince dias, por razones de grave con- 
veniencia y con acuerdo de los dos tercios de los 
municipales en ejercicio (1). 

La organización del servicio de trabajos munici- 
pales se determina por cada Municipalidad. Por 
nígla jeneral cada una de estas instituciones tiene 
un Director de Obras Municipales y los empleados 
necesarios. No existen reglas jenerales sobre la 
materia. 



(1) Lci de Manii'ipaliílad<^s. art. 58. 
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c) Materia propia de la iniciativa individual 

INDUSTRIA 

Hemos incorporado la Industria entre las Mate- 
rias Administrativas, asignándole un carácter es- 
pecial en la clasificación de ellas. No consideramos 
al Estado como industrial, ni a la Administración 
como encargada de la explotación de minas, de 
casas de comercio, de fábricas o manufacturas. Y 
esto porque el Estado no puede ser industrial. 

Es la industria la aplicación de la intelijencia hu- 
mana a la producción material. Requiere su ejer- 
cicio facultades individuales de que carece el Es- 
tado, como lo es la facultad inventiva, poderoso 
elemento del progreso industrial (1). El Estado no 
puede inventar, por razones obvias: es una entidad 
moral que obra por medio de ajentes diversos, con 
uniformidad que impide la introducción repentina 
e inmediata de cosas nuevas. «Los procedimientos 
del Estado, ha dicho con razón un distinguido 
hombre público arjentino, son demasiado mecáni- 
cos, ríjidos y limitados para impulsar esas empre- 
sas que exijen del individuo el tacto alerta y se- 
guro, la flexibilidad de mano, la apreciación de las 
circunstancias, la adaptación variable de los me- 
dios al fin perseguido, la invención y la inicia- 
tiva.» (2) 

Si el Estado llegara a ser industrial tendría que 
monopolizar la industria a que quisiera dedicarse, 



( 1 ) Leroy Bkaulieu, VEtat Modeiite et ses fonciions. 

(2) Martin García Mkrou, Ministro de Agricultura de la Ropiiblica Arjentina, 
Discurso pronunciado en la inauguración del Congreso Industrial Arjentino, en 15 
de mayo de 1900. 
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O bien explotarla en concurrencia con la actividad 
particular. En el primer caso se entra en el réji- 
men funesto de los monopolios industriales y en el 
segundo no existiría en realidad la concurrencia, 
por cuanto los particulares no se encuentran en 
condiciones de hacer competencia industrial al Es- 
tado, que dispone de capitales y de elementos de 
todo jénero. En ambos casos la iniciativa indivi- 
dual desaparece, y con ella buena parte de las 
fuerzas vivas de la Nación; se ataca la libertad que 
tiene cada ciudadano de dedicarse a lo que estime 
mas conveniente y reproductivo, y por último, la 
explotación de una industria por la complicada 
máquina administrativa detiene el progreso de ella, 
sin dar mayores beneficios al fisco y con perjuicio 
jeneral de los ciudadanos. 

No consideramos, pues, al Estado como indus- 
trial; analizamos su participación en el movimiento 
industrial, limitándola al fomento y protección, mui 
bien estudiada, de las industrias adaptables a la 
vida nacional y a fijar las reglas a que deben su- 
jetarse las que, por motivos de salubridad o de 
otro jénero cuya atención corresponda al Estado, 
requieran disposiciones de carácter administrativo 
tendentes a resguardar intereses jenerales. 

La iniciativa individual es libre en su aplicación 
a las industrias; el Estado no la coarta sino por 
razones de interés común que siempre prevalece 
sobre el interés particular. A este respecto nuestra 
Constitución, dice: 

« Art. 142. — Ninguna clase de trabajo o indus- 
tria puede ser prohibida, a menos que se oponga 
a las buenas costumbres, a la seguridad o a la 
salubridad pública, o que lo exija el interés nacio- 
nal, y una lei lo declare así. » 
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La lei de Municipalidades de 22 de diciembre de 
1891 atribuye a estas corporaciones la reglamenta- 
ción de las industrias insalubres. 

Para hacer el estudio administrativo de las in- 
dustrias y de la lejislacion que a ellas se refiere, 
las dividimos en 4 secciones: 

1.* Industria agrícola. 

2.* Industria manufacturera. 

3.* Industria comercial. 

4.* Industria minera. 

Antes de entrar en el estudio particular de estas 
secciones trataremos de los privilcjios exclusivos 
o patentes de invencioriy materia que dice relación 
con todas ellas. 



PRIVILEJIOS EXCLUSIVOS (1) 

Los fundamentos que sirven de base a la propie- 
dad de los inventos o sea al derecho exclusivo de 
su explotación, son análogos a los que dan oríjen 
a la propiedad literaria, o mejor dicho derecho ex- 
clusivo para la publicación de obras de ese jdne- 
ro. El invento es también aplicación de la inteli- 
jencia humana, desarrollada con el estudio y la 
labor científica y es justo que un individuo que 
dedica sus conocimientos y sus esfuerzos a buscar 
elementos que faciliten la producción, obtenga la 
recompensa correspondiente. Por otra parte, los in- 
ventos contribuyen fundamentalmente al progreso 
industrial, en el cual tienen interés todos los indi- 
viduos; de manera que al reconocer el derecho 



( 1 ) Se ha publicado sobre la materia, una interesante monografia escrita por 
don Jorje Huneeus Gana. 
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del inventor se hace necesario combinarlo con el 
interés jeneral de la industria. 

Se ha citado anteriormente, el artículo constitu- 
cional que contiene la base positiva sobre la pro- 
piedad de autores e inventores. Ks el artículo 143, 
que dice: 

« Art. 143. — Todo autor o inventor lendrá la pro- 
piedad exclusiva de su descubrimiento o produc- 
ción, por el tiempo que le concediente la lei. » 

La lei vijente es de 9 de setiembre de 1840. 

Dispone que el autor o inventor de un arfe, ma- 
nufactura, máquina, instrumento, preparación de 
materias o cualquier niejora en ellas que pretenda 
gozar de la propiedad exclusiva que le asegura la 
Constitución, debe presentarse al Gobierno, hacien- 
do descripción fiel del invento, jurando que es des- 
cubrimiento propio desconocido en el país, acom- 
pañando los dibujos o modelos respectivos, y 
solicitando una patente que acredite su propiedad. 

La designación de patente es la que se aplica 
jeneralmente en el extranjero a lo que nosotros 
designamos mas especialmente con el nombre de 
privilejio exclusico. 

El invento es examinado por peritos, y según su 
informe, se expide o se niega la patente. Se admi- 
te administrativamente la oposición al privilejio, 
formulada por quien creyera tener derecho ante- 
rior; esto no se ha establecido en lei alguna; pero 
la práctica ha introducido el procedimiento basado 
en el derecho del Gobierno de conceder o negar la 
patente. En esta materia prefinimos la libertad más 
absoluta a las restricciones que no se fundan en 
interés jeneral. No es necesario que el Gobierno 
examine los inventos. Si se pide la patente para 
uno de ellos, debe concederse, siempre que no sea 
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para objetos contrarios a la moral o al bienestar 
jeneral. Concedida ella, si se suscitan dificulta- 
des entre el agraciado y otro que se considere con 
mejor derecho, debe llevarse el asunto a la justi- 
cia ordinaria. La Administración no está creada 
para resolver verdaderos litijios de intereses parti- 
culares, y en este caso se trata de intereses de esta 
clase, puesto que la cuestión se suscita entro dos 
inventores y nó entre el público y un inventor. 

El plazo por el cual se otorga el privilejio lo fijó 
la lei de 1840 hasta diez años; pero ha sido pro- 
longado hasta veinte años por lei de 20 de enero 
de 1883. Se entiende que la determinación de ese 
plazo es hecha por el Presidente de la República, 
quien tomará en cuenta el interés del inventor y 
el de la comunidad para ampliarlo o restrinjirlo, 
dentro del término de 20 años, después del cual 
pasa a ser el invento de propiedad común. Y para 
que pueda ser conocido a su tiempo, se ordena 
depositar la memoria descriptiva, planos, dibujos y 
demás detalles en el Museo Nacional. 

Caduca la patente si el invento no se pone en 
explotación en el país dentro del plazo que fija el 
decreto de concesión. 

La lei de 1840 creó privilejios de introducción, 
í|ue han sido suprimidos por lei de 25 de julio de 
1872. 

Por la concesión de cada patente se paga un de- 
recho fiscal de cincuenta pesos. 

Interviene en todo lo referente a este punto el 
Ministerio de Industria y Obras Públicas, por me- 
dio de la Dirección de Obras Públicas. 
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a) industria agrícola 
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La industria agrícola es de las más importantes 
del país. Todos los gobiernos han prestado siem- 
pre su atención a protejer esta fuente de riqueza 
nacional, en cuya explotación se ocupa buena parte 
de la población que le ha dedicado injentes sumas. 
La creación de la Caja de Crédito Hipotecario, de 
las Escuelas Agrícolas y de las valiosas instalacio- 
nes de la Quinta Normal de Agricultura, han ten- 
dido al fin de protejer por el Estado el desarrollo 
de la industria agrícola. 

El ejercicio de esta industria es libre, como el de 
todas, y son limitadas las restricciones impuestas 
en interés del bienestar común. Entre éstas pueden 
contarse las establecidas para la corta de bosques 
y la caza. Y en cuanto a lejislacion que diga refe- 
rencia con la materia, se comprende en la lejisla- 
cion civil jeneral. Sin embargo, además de las 
disposiciones insinuadas existen otras de carácter 
administrativo que nos corresponde exponer. 

Aguas de regadío, — La naturaleza de los ríos de 
Chile los hace por regla jeneral inapropiados para 
la navegación, y en cambio mui convenientes para 
su aprovechamiento industrial como fuerza mo- 
triz (1) y principalmente para el riego de los cam- 
pos. La lejislacion tiene en vista aquel inconveniente 
y esta ventaja y a pesar de ser los ríos y todas las 
aguas que corren por cauces naturales bienes na- 
cionales de uso público, ha constituido una especie 
de propiedad sobre la que cada heredad necesita 
para su cultivo, permitiendo el desvío de su cauce 



(1 ) La lejislacion sobre este punto se Umita al art. 834 del Código Civil. 
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natural y disponiendo, en jeneral, que el uso y 
goce de dichas aguas queda sujeto a las disposi- 
ciones de leyes u ordenanzas especiales (1). 

La concesión de mercedes de aguas se hace por 
las Municipalidades, dentro de su respectivo terri- 
torio. Dice al efecto la lei de 22 de diciembre de 
1891 en su artículo 26, que corresponde a esas cor- 
poraciones : 

«2.^ Conceder, sin perjuicio de derechos adquiri- 
dos por terceros (2), mercedes de aguas de ríos y -^^ 
esteros de uso público que corran exclusivamente 
dentro del territorio municipal y dictar las reglas 
a que han de ajustarse los marcos o boca- tomas 
que en ellos se construyan; pudiendo la Munici- 
palidad nombrar en tiempos de escasez de aguas, 
un inspector que vijile los marcos y distribuya las 
aguas provisionalmente y según los títulos que 
presenten los interesados, sin perjuicio del derecho 
de éstos para reclamar ante la justicia ordinaria.» 

«Cuando el río o estero recorra o divida dos o 
mas territorios municipales, se aplicarán las dis- 
posiciones de la respectiva ordenanza jeneral de 3 
de enero de 1872, con exclusión de las que dan 
intervención en la materia al Presidente de la Re- 
pública y a sus ajentes, las cuales ejercerá el juez 
letrado de la residencia más inmediata al río o 
estero, correspondiendo a éste decretar o suspen- 
der el turno, citar y reunir a los interesados, nom- 
brar el juez de aguas, removerle y fijarle sueldo; 
a todo lo cual procederá el juez a petición de 



(1) código Civil, arta. 595, S98, 6oa. 

(2) El art. 860 del Código Civil, dice: «Las mercedes de aguas que se conceden 
por autoridad competente, se entenderán sin perjuicio de derechos anteriormente 
adquiridos en ellas. » 
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restricciones se fundan en la necesidad de evitar 
que se extingan las aves tan necesarias para la 
alimentación, sea impidiendo cazarlas en épo- 
cas de la procreación o con elementos que pro- 
duzcan *una destrucción mayor que la indispen- 
sable. 

El Código Civil establece la base de esta regla- 
mentación; dispone que sólo se puede cazar en tie- 
rras propias; en las ajenas se requiere permiso 
del dueño, salvo que estas tierras no estuvieren 
cercadas, ni plantadas, ni cultivadas. 

Se ve desde luego la dificultad que existe para 
hacer efectivas las restricciones por las Mimicipa- 
lidades, pues cada dueño de heredad puede cazar 
dentro de ella en cualquier tiempo. Para hacer 
más efectivas las prohibiciones, el Código Penal 
castiga al que infrinjiere los reglamentos de caza 
o pesca en el modo y tiempo de ejecutar una u 
otra o de vender sus productos. Con esta última 
frase pueden hacerse efectivas las restricciones que 
se impongan. 

Fuera de las disposiciones del Código Civil, con- 
tenidas en el artículo 607 y siguientes, no existe 
ninguna disposición jeneral sobre la caza (1); 
las Municipalidades aplican jeneralmente la orde- 
nanza especial dictada para el departamento de 
Santiago en 14 de mayo de 1868 y que prohibe 
la caza, y por consiguiente la venta, en el tiem- 
po comprendido entre el í.^ de setiembre y el 1.^ 
de marzo. 



(1) Sobre la pesca oxLstc la ordenanza de 17 de agosto de 1S92 que rc^^lamenta 
la pesca y la caza de lobos y focas, prohibiéndola durante los meses de noviem* 
bre, diciembre, enero y febrero. 
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b) industria manufacturera 

Esta rama de la industria tiene en la República 
poca extensión todavía. Mui variadas son sus ma- 
nifestaciones, que se desarrollan poco a poco en un 
país en el cual es relativamente fácil la elabora- 
ción; el consumo ha limitado la producción, si- 
guiendo la regla jeneral e invariable. 

El Estado presta apoyo al progreso de éstas y de 
todas las industrias; en las manufactureras se ma- 
nifiesta esta protección con facilidades aduaneras, 
con subvenciones a Sociedades de propaganda y de 
impulso, como la Sociedad de Fomento Fabril, y 
con primas ofrecidas a fábricas que tengan insta- 
laciones de mérito. 

El proteccionismo se presenta más enérjicamente 
en esta clase de industria. Todos quisieran ver al 
país lleno de fábricas y elaborando los artículos 
que exije el consumo de sus habitantes. Pero no 
es bajo el aspecto económico que debemos consi- 
derar la materia, sino sobre su carácter adminis- 
trativo y considerada así la cuestión, debemos decir 
que no existe lejislacion especial. 

A esta industria afecta mas particularmente la lla- 
mada cuestión social, que tanto preocupa la aten- 
ción de la Europa; es también ajena a nuestro pro- 
grama, pues cabe su análisis en el estudio de 
otras asignaturas. La lucha entre el capital y el 
trabajo y los caracteres áljidos que ha tomado en 
los paises de Europa, y que comienza a iniciarse 
en algunos de América, no ha llegado aun a nues- 
tro país y confiamos en que la íntima unidad de 
su raza, su organización política tan apropiada a 
su carácter y su criterio siempre sano y reflexivo. 
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le perniitinín salvar és((» y otros problemas que 
pudieran perturbar la marcha tranciuila de su na- 
cionalidad. 



í) INIHSTKIA COMKIUIA!. 

Kl comercio es hoi la gran arteria que une a 
los paises y que causa también miichas de sus di- 
verjencias. La acción del Kstado en él no es direc- 
ta, es decir, no (ís la de un comerciantí», pues (»1 
Estado, no puede serlo en ningún caso. La liber- 
tad comercial es amplia y el Kstado, íiel guardián 
de los intereses comunes, concurre a asegurarla y 
a prestar el concurso de la íé i)ública para garan- 
tía de las transacciones a que la industria da 
oríjen. 

Antiguamente el cambio de productos o de valo- 
res era un monopolio; así lo consideraron los 
fenicios al fundar sus colonias comerciales y el 
sistema fué posteriormente adoptado por los grie- 
gos; muchas han sido las discusiones (|ue poste- 
riormente han existido en los paises por el comer- 
cio, protejido y amparado en todo tiempo por el 
Estado, como que en él van envueltos vitales in- 
tereses de los ciudadanos. 
Hoi está considerablemente limitada la interven- 
|l cion del poder público en la materia. Un distin- 

■1 guido profesor español ílja este límite con exacti- 

tud. « Debe intervenir la Administración, dice (1), 
para promover la contratación, facilitar el comercio 
y acercar el producto al consumidor. Pero esta in- 
tervención jamás debe ser directa; es una relación 



(1) Francisco Mellado, Resumen de Derecho Administrativo. 
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puramente indirecta, de policía, para completa se- 
guridad de los contratantes, con el objeto de que 
las leyes administrativas y de contratación se 
cumplan de una y otra parte. Se refiere mui espe- 
cialmente a que el consumidor no sea defraudado, 
evitando que en las condiciones, en la calidad y 
otras circunstancias de los productos se cometan 
abusos. Cuida por tanto, la Administración, del 
buen orden administrativo para la coexistencia del 
interés social con el individual. Ha de ser, pues, 
una intervención prudente.» 

Conforme a esta doctrina, el Estado interviene en 
la fijación de la moneda y en la de los pesos y 
medidas, instrumentos indispensables de cambio. 

Moneda. — La moneda es «una mercadería que 
sirve de medida aproximativa de los demás valo- 
res y que facilita los cambios» (1). El Estado tiene 
el monopolio de su fabricación para garantir con 
la fé pública su peso y lei. Dice el artículo 28 de 
la Constitución: 

«Art. 28. Solo en virtud de una lei se puede: 

6.<> Fijar el peso, lei, valor, tipo y denominación 
de las monedas; y arreglar el sistema de pesos y 
medidas. » 

Muchas leyes se han dictado en cumplimiento 
de esta disposición constitucional, sometidas todas 
ellas a la situación económica del país en sus di- 
versas épocas. Hoi rijen las de 11 de febrero de 
1895 y de 23 de marzo del mismo año. 

Pesos y medidas. — En virtud de lo dispuesto 
por el artículo citado de la Constitución, la lei 
arregla también el sistema de pesos y medidas. 

Por lei de 15 de diciembre de 1843 se fijó como 



(1) MiooBL Cruchaoa, Economía PoUtioa. 
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base (le medida de lonjitud, superficie y vohimen 
la cttra. 

La lei de 29 de enero de 1818 introdujo el sis- 
tema métrico decimal. Kl artículo 16 de esa l(*i 
dice : 

(( El Presidente de la República determinará la 
época en que haya de empezar a rejir la prestante 
lei.» 

Ksta época fué (ijada, por decreto de 21 de octu- 
bre de 1861. el cual dispone que el nu<*vo sistema 
se ponga en vigor a contar desde el 1.® de junio 
de 1865. 

Juntamente con la lei rije el reglamento d(í 23 
de (?nero dcí 1851. En él se crcía para cada cabe- 
cera d(» departamento el cargo de Jirl ojocutor. 
funcionario encargado de practicar la comproba- 
ción de los pesos y medidas usados en el comer- 
cio. VX artículo 32 de la Ord(nianza de Correos, de 
22 de febrero de 1858, encarga al Director Jeneral 
la sui)erintendencia sobre los pesos y medidas y 
la distribución de los padrones y sellos de com- 
probación, como también la vijilancia jeneral sobre 
este servicio. 

Hoi se ha modificado este sistema. El artículo 
25 de la lei de Mimicipalidades dice que corres- 
ponde a éstas: 

«18. Hacer poner el sello o marca de autorización 
en los pesos y medidas, y reglamentar su compro- 
bación con los respectivos padrones legales, por 
medio de los fieles ejecutores.» 

En consecuencia, toca a las Municipalidades la 
aplicación de las disposiciones sobre pesos y me- 
didas y la designación de los fieles ejecutores que 
anteriormente eran nombrados por el Presidente de 
la República. 
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Los fieles ejecutores perciben por su trabajo, 
derechos fijados en el reglamento de 25 de enero 
de 1851 y cuyo cobro está autorizado por la lei 
constitucional de contribuciones. 

Marcas de fábrica y de comercio. — Se designan 
bajo el nombre de malacas de fábrica aquellas que 
se colocan sobre objetos elaborados en Chile o en 
el extranjero, por los propios fabricantes, y bajo el 
nombre de marcaos comerciales aquellas que el co- 
merciante adopta para poner sobre los objetos que 
vende. 

El Estado garantiza la propiedad de estas marcas. 
Para establecer esta propiedad se ha creado un re- 
jistro especial, por lei de 12 de noviembre de 1874. 

La partida del rejistro contiene el dia y iiora en 
que se hace la inscripción, el nombre del propie- 
tario, su profesión y domicilio; el lugar en que 
está situada la fábrica; el jénero de industria o 
de comercio para el cual vá a servir la marca, y 
un facsímil de ella. 

Al hacer la inscripción se paga un derecho de 
doce pesos por una marca de fábrica, de tres pesos 
por una de comercio y de un peso por la copia 
autorizada de una u otra. 

La lei en estudio dispone que el rejistro sea lle- 
vado en la oficina de la Sociedad Nacional de 
Agricultura, a cuyo favor establece también el de- 
recho que se cobra por las inscripciones. 

La lei de 22 de diciembre de 1891 ha introduci- 
do una innovación atribuyendo a las Municipali- 
dades la facultad de reglamentar el uso de las 
marcas de fábrica y de comercio y llevar los rejis- 
tros correspondientes (1). 



( 1 ) Art. 26, 7*.— V. acerca de este punto la páj. 278« 



r • 



420 J. DOMINGO AMUNÁTEGUl RIVERA 



I 

L 

■ 
I 

[ 

■ 



I 

j: 



d) industria minera 

« El Estado, dice el artículo 591 del Código Ci- 
vil, es dueño de todas las minas de oro, plata, 
cobre, azogue, estaño, piedras preciosas, y demás 
sustancias fósiles, no obstante el dominio de las 
corporaciones o de los particulares sobre la super- 
ficie de la tierra en cuyas entrañas estuvieren si- 
tuadas. 

« Pero se concede a los particulares la facultad 
de catar y cavar en tierras de cualquier dominio 
para buscar las minas a que se refiere el preceden- 
te inciso, la de labrar y beneficiar dichas minas, 
y la de disponer de ellas como dueños, con los 
requisitos y bajo las reglas que prescribe el Có- 
digo de Minería. » 

Esta declaración de propiedad minera del Estado 
no tiene por objeto convertir a la Administración 
en industrial, sino en hacer al Estado dueño para 
otorgar concesiones de explotación a favor de los 
particulares descubridores. 

Las reglas a que se somete la constitución de la 
propiedad minera son materia correspondiente al 
Código de Minería. 

La Administración proteje la industria minera 
directamente por medio de subvenciones a socie- 
dades de propaganda, como en la industria ma- 
nufacturera, explotando ferrocarriles con tarifas 
reducidas, haciendo caminos y dictando medi- 
das de seguridad para el desarrollo de los tra- 
bajos. 

En cuanto a esta última parte, no existen dispo- 
siciones administrativas de carácter jeneral. 



RESUMEN DE DERECHO ADMINISTRATIVO 421 

La atención de la Industria corresponde al Mi- 
nisterio de Industria y Obras Públicas, a excep- 
ción de lo relacionado con el comercio que está a 
cargo del Ministerio de Hacienda. 
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CONCLUSIÓN 



Hemos llegado al término de nuestro traoajo. 
Muchos vacíos se encontrarán en él; tienen ellos 
su oríjen, en parte, en el propósito de no invadir 
campos de otras ciencias y, por consiguiente, de 
otras disciplinas o asignaturas. Dijimos en la In- 
troducción que nuestro ramo tiene tal complejidad 
que se liga a la mayor parte de las ciencias so- 
ciales. Si hubiéramos do tratar cada punto, y prin- 
cipalmente las Materias Administrativas, con el 
desarrollo completo de los fundamentos de las ins- 
tituciones, comprenderíamos en el Derecho Admi- 
nistrativo la Economía Política, la Estadística, la 
Filosofía de la Enseñanza y el análisis de los prin- 
cipios que rijen la organización de los Ejércitos, 
de las cuestiones que afectan el movimiento indus- 
trial en sus diversas fases y considerar todas las 
escuelas y doctrinas que luchan por el perfeccio- 
namiento y por la vida do la sociabilidad humana, 
pues ninguna actividad escapa al Estado, sea para 
tomarla a su cargo, para fomentarla, o simple- 
mente para ampararla. 

Reducido, en jeneral a justos límites, este Resu- 
men es susceptible de ensanche en ciertos detalles. 
Nos han faltado para llenar esos vacíos los ele- 
mentos de que no puede disponer quien ha ejecu- 
tado fuera de la patria buena parte del trabajo. 
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No queremos poner punto final sin formular al- 
gunas lijeras deduciones que nos sujiere el camino 
recorrido. 

Los que estudien nuestra organización adminis- 
trativa y los procedimientos de nuestra Administra- 
ción encontranín defectos, muchos de los cuales 
criticamos en este libro; pero no podrán menos de 
ver que la Administración Pública de Chile está 
fundada en la robusta base que echaran los pri- 
meros organizadores de la Hepública y especial- 
mente los constituyentes de 1833. La Constitución 
de aquel año, que nos rije, ha sido alterada en 
alguna parte en servicio de adelantos políticos 
bien meditados, que no han tocado considerable- 
mente el fundamento de la Administración, la cual 
mantiene el sello enérjico de laboriosidad, de res- 
ponsabilidad y sobre todo de honradez con que la 
organizaron y la quisieron sus fundadores y como 
la han mantenido todos los gobiernos. 

Y a este propósito, como epílogo de esta verda- 
dera disgresion final, transcribo la opinión de un 
distinguido escritor franco-arjentino: 

«Chile ha tenido sesenta años de verdadera 
administración: esta proposición breve y sencilla 
es el resumen de su historia. Ha sabido utilizar 
desde el oríjen su fuerte estructura colonial para 
robustecer y perfeccionar ese funcionamiento admi- 
nistrativo, de tal suerte que su solidez ha resistido, 
sin destruirse ni falsearse, a todos los choques ex- 
ternos o presiones internas de las guerras y revo- 
luciones. Todos los hechos de su historia, todos 
los actos de sus gobiernos, todos los documentos 
de su existencia semisecular, demuestran a las 
claras la realidad a par que la eficacia de su sano 
réjimen constitucional. » 
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«Ningún réjimen político ha necesitado justificar 
su accesión al poder, prometiendo castigar fraudes 
y malversaciones de sus antecesores u opositores, 
porque está admitido y sobreentendido que tales 
delitos no han podido cometerse. Salvo excepcio- 
nes, la honradez administrativa es allí tan elemen- 
tal como el aseo físico en persona decente. Este 
rasgo heredado de la colonia y transmitido a las 
jeneraciones como un depósito sagrado, no tendría 
casi valor positivo en Europa y apenas merecería 
mención: en América debe considerarse como el 
mayor de los elojios, puesto que es la primera 
razón de la grandeza chilena y el secreto de su 
hejemonía en el Pacífico (1). » 



( 1 ) Paul Groussac, Del Pl€Ua al Niágara, 
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